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Enfoque y alcance 

La Revista Científica General José María Córdova (RCGJMC) es una revista interdisciplinaria, con un enfoque en las 
ciencias sociales (Clase 5I01, OCDE / UNESCO). Publica resultados de investigación en estudios militares y estra-
tégicos. Este campo se centra en el análisis de escenarios de incertidumbre en seguridad y defensa para proporcionar 
a un amplio número de lectores, incluidos decisores políticos, miembros de las Fuerzas Armadas, profesionales, 
educadores, investigadores y estudiantes de las ciencias sociales, una comprensión del uso legítimo del poder y su 
adecuada aplicación en relación con los intereses nacionales, en beneficio de la formulación de políticas y la gestión 
pública.

Misión y visión

La RCGJMC explora perspectivas teóricas y prácticas innovadoras en cuanto al estudio del poder y su aplicación 
legítima en la defensa de los intereses nacionales. De esta forma, busca aportar a la construcción de una cultura 
estratégica, en la que se articule el uso de los medios disponibles con las formas de empleo de las capacidades na-
cionales para lograr los fines esenciales del Estado. La RCGJMC, como publicación interdisciplinar, es un proyecto 
líder en la región de Latinoamérica y el Caribe, en el que convergen múltiples perspectivas académicas y experiencias 
profesionales que contribuyen al fortalecimiento del pensamiento y la cultura estratégica, a la optimización de la 
administración pública, al robustecimiento de la democracia y a la defensa de los derechos humanos.

Orientación temática   

Los contenidos de la RCGJMC están enmarcados en los siguientes ejes temáticos y disciplinas correspondientes: 1) 
Educación y doctrina (ciencias militares); 2) Política y estrategia (ciencia política); 3) Seguridad y defensa (relaciones 
internacionales); 4) Justicia y derechos humanos (derecho); 5) Fuerzas Armadas y sociedad (historia y geografía); 6) 
Inteligencia y logística (administración); y 7) Industria y tecnología (economía).

Responsabilidad de contenidos 

La responsabilidad por el contenido de los artículos publicados por la RCGJMC corresponde exclusivamente a 
los autores. Las posturas y aseveraciones presentadas son resultado de un ejercicio académico e investigativo que 
no representa la posición oficial ni institucional de la Escuela Militar de Cadetes “General José María Córdova”, el 
Ejército Nacional de Colombia o el Ministerio de Defensa Nacional.
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La RCGJMC se encuentra incluida en los siguientes Sistemas de Indexación y Resumen (SIR): Scopus, DOAJ, 
Google Scholar, Publindex, SciELO Citation Index (WoS), SciELO, Redalyc, REDIB, Latindex, CLASE, CIRC, 
MIAR, BASE, NSD, Ebsco, Suncat, WorldCat, Wilbert, Rev Sapiens, ERIH PLUS,  Journal TOCs, FLACSO 
(LatinRev).

Envío de propuestas 

La RCGJMC fomenta la presentación de propuestas originales correspondientes a los ejes temáticos y discipli-
nas descritas anteriormente. Todos los envíos deben seguir las instrucciones para autores disponibles en https://
revistacientificaesmic.com/index.php/esmic/about/submissions, y deben enviarse electrónicamente a https://
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Carta del director de la Escuela Militar de Cadetes

Desde su fundación en 2003, la Revista Científica General José María Córdova, como 
Revista Colombiana de Estudios Militares y Estratégicos, ha evolucionado con miras a 
convertirse en una de las mejores publicaciones académicas y científicas de su campo en 
Colombia. Esta evolución es impulsada por la calidad y responsabilidad del Sello Editorial 
de la Escuela Militar de Cadetes “General José María Córdova” (SEESMIC), encargado 
de publicar la producción científica y promover el diálogo académico en esta institución 
de educación superior, acreditada en alta calidad, que forma a los hombres y mujeres fu-
turos oficiales del Ejército Nacional de Colombia.

Tengo el honor de presentar a los lectores el volumen 20 de nuestra publicación 
insignia, correspondiente al año 2022, compuesto por los números 37 (enero-marzo), 
38 (abril-junio), 39 (julio-septiembre) y 40 (octubre-diciembre), que mantiene los altos 
estándares nacionales e internacionales que la han situado en importantes sistemas de 
información y resumen (SIR). 

Al respecto, además de estar indexada por Elsevier-Scopus, orgullo que solo com-
parten 45 revistas colombianas de la gran área del conocimiento en ciencias sociales, la 
Revista mantuvo la categoría B del índice nacional Publindex del Ministerio de Ciencia y 
Tecnología en su más reciente convocatoria N.º 910 de 2021 para la indexación de revis-
tas científicas colombianas especializadas.

Asimismo, la Revista continúa aumentando de forma relevante las citaciones de sus 
artículos publicados: más de 3050 citaciones y un índice h25, de acuerdo con los regis-
tros de Google Académico, y es evaluada con las más altas calificaciones por organismos 
de validación de la calidad editorial como SciRev. Todo lo anterior no solo garantiza un 
creciente posicionamiento en el ámbito nacional e internacional de las revistas científicas, 
sino que ofrece una mejor lecturabilidad para los investigadores, docentes y estudiantes 
que la consultan.

Este esfuerzo permanente cobra todo su valor gracias al apoyo del cuerpo docente, 
de los grupos de investigación y de los estudiantes, quienes conforman la red humana 
de especialistas y de personal en formación gracias a la cual la Revista adquiere vida más 
allá de los límites físicos de la Escuela Militar de Cadetes. Con este volumen, la Revista 
reitera su invitación a todos los cuerpos académicos y científicos de las Fuerzas Militares 
de Colombia y de la región a investigar, reflexionar y debatir sobre temas esenciales para 
nuestras problemáticas nacionales, aprovechando las posibilidades de difusión que ofrece 
la Escuela Militar de Cadetes, así como a crear nuevas relaciones profesionales e interins-
titucionales que fortalezcan la visibilidad de la Revista.
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Finalmente, expreso un merecido reconocimiento a quienes han trabajado previa-
mente en nuestra Revista, pues su labor esmerada florece hoy en los nuevos avances que 
mantienen este proyecto en constante crecimiento. También agradezco al actual equipo 
editorial, a los editores, autores, colaboradores y pares evaluadores, cuya enorme labor 
permite hoy poner en manos de los lectores una publicación con prestancia científica y 
presencia cada vez más influyente en los debates intelectuales del país y la región.

Brigadier General Giovani Valencia Hurtado 
Director de la Escuela Militar de Cadetes “General José María Córdova”
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Editorial: Ejes problémicos en estudios estratégicos, 
seguridad y defensa

Editorial: Problematic axes in strategic studies, security, and defense

Andrés Eduardo Fernández-Osorio 
Editor en Jefe Revista Científica General José María Córdova

Marina Mirón
Editora Asociada Revista Científica General José María Córdova

Los denominados “ejes problémicos en estudios estratégicos, seguridad y defensa” se han 
configurado durante los últimos años en ideas y  e lementos estructurales que permiten 
identificar y  c aracterizar l os p roblemas m ás r elevantes q ue e nfrentan e l m undo y  l os 
Estados en materia de estrategia, seguridad y defensa. Además de convertirse cada vez 
más en una temática de altísimo interés para la academia, se han transformado en una 
herramienta de análisis holístico y sistemático que ofrece enfoques novedosos para com-
prender la incertidumbre, los riesgos y desafíos globales que plantean situaciones altamen-
te complejas (pandemias, crisis energéticas, crimen organizado trasnacional, migraciones 
irregulares, conflictos internos y drogas ilícitas, entre otras), así como los factores que han 
permitido que estos fenómenos se constituyan en amenazas reales para diferentes naciones 
del mundo.

Para desarrollar esta temática, invitamos a nuestros lectores a explorar los doce artícu-
los del número 37 de la Revista Científica General José María Córdova (Revista Colombiana 
de Estudios Militares y Estratégicos), que reúne los mejores aportes de autores expertos 
de Colombia, España, Perú y Ucrania. Así, en la sección Educación y Doctrina, un ar-
tículo proveniente de Ucrania explora los “Problemas y perspectivas del derecho médico 
moderno para combatientes en tiempos de pandemia y postpandemia”. Por su parte, los 
artículos “Análisis de la hidroestrategia y el derecho humano al agua en Colombia” y “La 
planeación por escenarios como herramienta para la construcción de paz en el Caquetá”, 
de la sección Política y Estrategia, resaltan la importancia de políticas publicas eficientes 

Contacto: Andrés E. Fernández-Osorio    andres.fernandez@buzonejercito.mil.co
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respaldadas por nuevas metodologías para la solución de desafiantes problemáticas que 
amenazan los derechos de las comunidades y los territorios.

En la sección Seguridad y Defensa, dos artículos, “La estrategia de la ONU y la 
Unión Europea contra las redes transatlánticas del narcotráfico” y “Principios clave para el 
uso de la fuerza en escenarios urbanos en Colombia”, combinan diversos enfoques sobre 
las perspectivas de acción, en el plano internacional y en el de las Fuerzas Armadas en 
Colombia, para hacer frente a riesgos emergentes para la estabilidad democrática, como 
lo es el narcotráfico en un mundo globalizado y la amenaza híbrida de actores armados 
en Colombia. 

La sección Justicia y Derechos Humanos trae tres artículos: “La interrelación de 
derechos humanos y medio ambiente desde el concepto de la seguridad humana”, “Entre 
la seguridad, la libertad y la justicia. Mediación y derechos fundamentales en Europa” y 
“Estigmatización y criminalidad contra defensores de derechos humanos y líderes sociales 
en Colombia”, que plantean importantes propuestas de análisis respecto a la inviolabili-
dad de la condición humana, el respeto de las libertades individuales y especialmente el 
preocupante nexo entre la estigmatización y los asesinatos de líderes sociales en el país. Por 
otra parte, los artículos “Del cuartel a las urnas. Sufragio militar y democracia en América 
del Sur” y “Evaluación estadística de los homicidios en Sudamérica entre 1990 y 2020”, 
de la sección Fuerzas Armadas y Sociedad, constituyen valiosas investigaciones en nuestro 
continente respecto a la relación de las fuerzas armadas con la estabilidad democrática y 
la convivencia pacífica.

Finalmente, cierran este número los artículos “Validación de una escala de concien-
cia sobre ciberdelito en estudiantes universitarios de Perú”, de la sección Inteligencia y 
Logística, y “Armonización legislativa en la Comunidad Andina respecto a la contratación 
estatal. Perspectiva desde Colombia” de la sección Industria y Tecnología. Estos trabajos 
señalan asuntos relevantes derivados de la inesperada evolución de aspectos técnicos que 
afectan a los ciudadanos y que deben analizarse con precaución para mitigar una evolu-
ción negativa.

Estamos seguros de que este número será del mayor provecho para nuestros lecto-
res, que sus artículos animarán nuevas investigaciones, discusiones y aplicaciones de este 
nuevo conocimiento,  para seguir apuntalando la Revista como un referente en estudios 
militares y estratégicos en Latinoamérica y el Caribe.
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Combatants’ issues and prospects in modern medical law 
under pandemic and post-pandemic conditions
Problemas y perspectivas del derecho médico moderno para combatientes 
en tiempos de pandemia y post-pandemia

Abstract. This article aims to identify the current issues affecting armed conflict participants and their pros-
pects within modern medical law in pandemic and post-pandemic times. Theoretical foundations, supported 
by the dialectical method, were used to study and outline the current international humanitarian law and 
modern medical law problems challenging combatants. The formal legal and comparative methods abetted 
suggesting directions for the combatants’ medical and human rights to rehabilitation in a context of global 
changes and social transformations in pandemic and post-pandemic times. Ultimately, combatants’ interrelat-
ed challenges and prospects in these times involve financial, social, medical, and legal components requiring 
modernizing the rehabilitation system. Thus, an effective policy regarding participants in hostilities will ensure 
a common national policy that protects every member of society.
Keywords: combatants, victims, medical law, patient rights, rehabilitation.

Resumen. Este artículo pretende identificar los problemas actuales que afectan a los participantes en los conflic-
tos armados y sus perspectivas dentro del derecho médico moderno en tiempos de pandemia y post-pandemia. 
Se utilizaron fundamentos teóricos, apoyados por el método dialéctico, para estudiar y esbozar los problemas 
actuales de derecho internacional humanitario y derecho médico moderno que afectan a los combatientes. Los 
métodos jurídicos formales y comparativos permitieron sugerencias sobre sus derechos médicos y humanos a la 
rehabilitación en el contexto de los cambios globales y las transformaciones sociales en tiempos de pandemia y 
pospandemia. Se concluye que los retos y perspectivas interrelacionados de los combatientes en estos tiempos 
implican componentes financieros, sociales, médicos y legales, que requieren la modernización del sistema de 
rehabilitación. Así, una política eficaz que ampare a los participantes en hostilidades garantiza una política 
nacional común que protege a todos los miembros de la sociedad.	       

Palabras clave: combatientes, derechos del paciente, derecho médico, rehabilitación, víctimas
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Introduction 
A non-conservative field of law, Medical Law, represents the results of its research con-
cerning quite important issues. Its focus is on humans, as one of every country’s main val-
ues, to be protected and regulated by legally supported models represented by legal rules. 
Although modern times, which can be referred to as pandemic and even post-pandemic 
times, have revealed unidentified problems for humankind and states, the core issues re-
main traditionally well-known for jurisprudence due to its regulatory-protective internal 
nature. Medical Law can be understood as an interdisciplinary field of law that regulates 
the rights and duties of doctors and their patients and the protection of their interests and 
legal possibilities in the process of medical service. Thus, concerning armed conflicts par-
ticipants’ medical treatment, Medical Law can be defined as an interdisciplinary branch 
of law that controls the medical services and rights provided to military personnel by 
doctors and nurses, their duties, and implementation of services to the mentioned group. 
At the same time, because state medicine representatives mainly provide the mentioned 
service, it can be understood as state medical service for participants of the armed conflict, 
requiring not just the regulation of the rights, duties, and protection of the military but 
extending to medical personnel.

It is worth noting that states respect and enforce the Geneva Convention (I) for the 
Amelioration of the Condition of the Wounded and Sick in Armed Forces in the Field in 
all circumstances (International Committee of the Red Cross [ICRC], 1949). This state 
policy’s priority is developing and adopting a medical and psychological rehabilitation 
program for combat veterans based on fundamental economic calculations. The institu-
tions involved in this activity must consolidate their efforts to create a medical, social, and 
psychological rehabilitation program based on complex scientific research (Pantielieieva et 
al., 2020). The theory of post-conflict peacebuilding addresses the issue of rehabilitation 
and reintegration of ex-combatants as a necessary reform required by the security sector 
to minimize future threats and relieve society from the fear of future war (Thalpawila, 
2015). For example, rehabilitation measures at the level of districts of the Kyiv region in 
inpatient medical institutions are effective today. However, they need to be improved in 
terms of physical, psychological, and social adaptation (Matiash et al., 2017). Currently, 
military medicine is essential, given the increase of military conflicts worldwide. To better 
guarantee the success of modern warfare and increase the troops’ combat effectiveness 
more scientifically, strengthening the development of military medical research on bat-
tlefield internal medicine is an imperative military medical task (Liu et al., 2021). Also, 
there are several issues regarding women combatants and women in the military serving in 
theaters of war that need deliberation. Of these issues, medical problems are a significant 
component (Mathai & Kalra, 2018).
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In times of pandemic, the global community has got one more reason for its internal 
differently directed changes to quickly react for its further existence and development in 
the fight against COVID-2019 (Myronets et al., 2020a). At the same time, modern law is 
faced with complex new pandemic-related challenges; this generates the urgent necessity 
for jurisprudence to manifest its internal, unseen potential to solve the mentioned prob-
lems and outline the direction for human survival and development. In modern times, 
medical law has increasingly become the instrument of the mentioned process to offer an 
adequate legal response to current demands and determine further prospects in this area. 
This branch of law especially obtains its updating in conditions of military conflicts in 
different parts of the world in pandemic times. This circumstance increases the topicality 
of our research concerning the combatants’ current issues and prospects through modern 
medical law in times of COVID-19 and the post-pandemic reality.

Thus, considering the previous, modern medical law has to be in line with the legal 
needs of military medicine and requirements of reality. Therefore, the purpose of the 
article is to determine the current issues and prospects of combatants in modern medical 
law in pandemic and post-pandemic conditions. To achieve this aim, we must perform 
the following tasks: 

1.	 Consider the theoretical-legal fundamentals of combatants in modern medical 
law and their rehabilitation; 

2.	 Analyze the current state, issues, and challenges for combatants in modern 
medical law in current conditions; 

3.	 Investigate the particularities and indicate the combatants’ prospects in modern 
medical law and their rehabilitation in pandemic and post-pandemic reality. 

The mentioned tasks are to investigate the subject of the article, combatants in mod-
ern medical law, considering the legally regulated relations and activity in the sphere of 
combatants in current medical law and their rehabilitation that represent the object of 
the paper. The topics in the paper and the selection of references are predisposed and 
aimed to perform the listed tasks and analyze their results to reach the paper’s purpose. To 
achieve the paper’s aim, we used general-scientific and special-legal methods of cognition. 
Using the dialectical method, we investigated the theoretical background and combatants’ 
current issues involving modern medical law and outlined the modern challenges con-
cerning this issue. The formal-dogmatic method contributed to developing the authors’ 
explanation of combatants in modern medical law and their rehabilitation in pandemic 
and post-pandemic conditions. Formal-legal and comparative methods allowed suggest-
ing the directions of combatants’ prospects in modern medical law and their rehabili-
tation in conditions of global changes and social transformations under pandemic and 
post-pandemic times.
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Fundamentals of understanding combatants in modern medical law
In COVID-2019 times, the sphere of medical law interests, as a branch of law, was en-
riched by the protection of patients’ rights suffering from the virus and its consequences. 
However, when the activity is connected with subjects participating in military conflicts, 
it opens the possibility to a scientific discussion concerning the protection of their rights, 
freedoms, and interests as combatants by modern medical law. The current focus of med-
ical law includes differently directed issues. 

Patients’ legal status, social support, protection of their legal possibilities, provide 
them the possibility to participate in a variety of programs generated by new technologies 
and scientific achievements, experimental types of treatment are just some of the men-
tioned examples. At the same time, there are issues of multidisciplinary nature that unite 
medicine, law, and even morality; for instance, positive and negative reproduction rights, 
euthanasia, and transplanting. Even more, national rehabilitation systems of combat 
veterans require a change of paradigm following the modern international approaches, 
standards, and practices (Pantielieieva et al., 2020). 

At the same time, due to the urgent need to discover the nature of combatants’ 
problems in pandemic times and the post-pandemic reality to suggest possible direc-
tions for their solution, modern medical law should investigate almost all the compo-
nents of its subject of legal regulation regarding combatants as a specific kind of patient. 
Furthermore, in COVID-19 and post-COVID-19 times, the safety environment in this 
area must be supported by modern legislation concerning legal technologies as regulato-
ry-protective instruments used by national governments and involve international organ-
izations (Myronets et al., 2021). Therefore, the core of the mentioned instruments used 
must be reflected in efficient medical law regulations concerning combatants.

In particular, armed conflict participants must be treated humanely and cared for 
by the Party to the conflict in whose power it may be, without any adverse distinction 
founded on sex, race, nationality, religion, political opinions, or any other similar criteria. 
Any attempts on their lives, or violence to their persons, shall be strictly prohibited. In 
particular, they shall not be murdered or exterminated, subjected to torture or biological 
experiments; they shall not willfully be left without medical assistance and care; nor shall 
conditions exposing them to contagion or infection be created (ICRC, 1949). Even with 
their consent, it is particularly prohibited to carry out:

(a) physical mutilations; 
(b) medical or scientific experiments; 
(c) removal of tissue or organs for transplantation… (ICRC, 1977a). 

Also, all persons who do not take a direct part or who have ceased to take part in 
hostilities, whether or not their liberty has been restricted, are entitled to respect for their 
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person, honor and convictions, and religious practices. They shall, in all circumstances, be 
treated humanely, without any adverse distinction (ICRC, 1977b).

Taking into account the Geneva Conventions and its protocols, providing the 
wounded and sick access to health services during military operations is a requirement. 
This provision extends to the obligation to provide restorative care and rehabilitation, 
including mental health, including the requirements to maximize the fitness of the armed 
forces through garrison healthcare before deployment. Thus, the state’s obligations to 
provide healthcare to armed forces personnel and veterans are multidirectional. They in-
clude a legal regulative component, a supportive financial component, and an education 
component training doctors in the appropriate treatment for armed conflicts participants.

Theoretical thoughts concerning combatants’ status in modern medical law are 
based on the changing current reality of COVID-19. The entire world was unprepared 
to appropriately respond to such a challenge that became deadly in its consequences for 
many people, including military personnel. Combatants’ status is complicated because 
they combine three components simultaneously as specific subjects in the area of mod-
ern medical law. Firstly, they are in the status of ordinary patients, perhaps with specific 
needs. Secondly, their needs are based on specific requirements concerning the medical 
treatment of COVID-19 patients. Thirdly, being combatants, they combine the first and 
the second components and represent themselves as a specific category of people who 
need medical treatment during their military activity and even after that, when they are 
in reserve. 

What is more, the combatants’ medical treatment may include their recovery after 
psychical and physical injury and even loss of body parts. However, even if there is neither 
mental nor bodily damage, the medical help may be concentrated on supporting combat-
ants’ as COVID-19 patients. In this regard, the character of the medical support of nature 
must be different depending on the following three possible variants. In the first case, a 
combatant experience infection during military activity. Secondly, military personnel in 
reserve may fall ill to COVID-19 outside of military duties. Thirdly, a civilian may go 
through the mentioned infection and endure the consequences of its negative influence 
before the beginning of the military career. 

All of the mentioned variants require a specific approach by the medical personnel. 
According to the current protocols, the first two variants are more traditional and focused 
on direct medical treatment. However, the third variant requires a specific form of health 
monitoring, given the largely unknown nature of negative consequences expression of the 
COVID-19. Regardless, even under current conditions, combatants must be understood 
as people with specific needs and requirements because they all have syndromes related to 
their military involvement. 
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Post-combat syndromes have arisen after all major wars over the last century, and 
we can predict that they will continue to appear after future conflicts. However, their 
form cannot be accurately forecasted, as they are molded by the changing health fears 
and the nature of warfare itself. They have proved notoriously challenging to treat mainly 
because veterans and their physicians were often in disagreement about causation (Jones, 
2006). As a result of the psychological rehabilitation program’s activities, not only are 
the military service person’s professional qualities being developed, so is a well-differ-
entiated professional image of the world. In the future, it will be possible to predict 
the events of one’s own life, avoid unwanted situations for self-realization, develop the 
socio-psychological environment according to their own plan, and play a leading role 
in relations with others (Prykhodko, 2018). Modern medical law must be involved in 
the mentioned processes by its regulatory-protective orientation on combatants. Indeed, 
the COVID-19 pandemic has shown a light on the abject failure of some government 
responses to the pandemic, from slow reaction to the crisis to inability to enforce rules 
(Ibrahim Shire, 2020).

COVID-19
The modern pandemic reality created a new activity reality for combatants worldwide. In 
a way, it is possible to emphasize that COVID-19 became not just a common problem 
for humankind and a challenge for medicine in general; it became an additional burden 
for combatants and an additional constant threat to their lives. Thus, these non-ordinary 
conditions require an extraordinary response from the side of the law. This need may 
be appropriately formulated by medical law as one of its branches. If legislators truly 
understand the mentioned facts, it is possible to create an efficient legislative regulation 
in this sphere. 

In pandemic times, we can use legal instruments to regulate and protect combatants’ 
rights, interests, and freedoms and simplify procedures to implement their legal possibil-
ities. Therefore, the structure must be effective regarding this issue to protect combatants 
and people whose interests are protected by their military activity for the pandemic and 
even post-pandemic times. Thus, states can provide an effective general national policy to 
protect every member of their societies. 

Every country should focus its combatants’ protection in the COVID-2019 reality 
in several directions. The first one is the financial-social support of combatants, including 
state funding, dwelling, and work-search programs for this group. The second one in-
volves medical treatment according to so-called COVID-2019 protocols and the possibil-
ity of implementing positive and negative reproductive rights, requiring transplant needs 
of different nature. Also, modern states must offer appropriate provisions for euthanasia 
and decision-making policies concerning combatants’ body organs according to select 
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programs. Finally, the third component involves specific programs for psychical traumas 
and post-traumatic stress disorder (PTSD). 

Medical law, by its essence, develops untraditional themes and investigates the pos-
sibility of their legal regulation. COVID-19 generated once again the urgent need to 
discuss combatants’ legal status, juridical ordering of their possibility to satisfy tradi-
tional and non-traditional needs and protect the rights of military conflicts adequately. 
Modern science, including juridical, must accept the changing environment of human-
kind’s functioning. A specific “pandemic” type of regulation is required in these current 
pandemic times. 

Even after collective immunity and vaccination, the environment will never be 
pre-pandemic; it will be post-pandemic and include the new requirements to regulate 
its participants’ relations. On the one hand, the previous creates a new state policy vision 
regarding medical treatment in general, on the other, and the recovery of combatants as 
COVID-patients. Therefore, the entire medical care and support system of active partic-
ipants in military conflicts must be transformed due to the virus and its hazardous effect 
on people’s health and life. Moreover, it seems to be the biggest challenge because it con-
sists of several differently directed components that are internally connected.

The current reality concerning armed conflicts participants requires reducing the 
chances of a COVID outbreak –social distancing and vaccination, the need to identify 
and treat COVID cases, and the need to provide support to cases of “extended COVID” 
effects. Every country must include legal and financial provisions that account for issues 
associated with recruits who have previously had COVID. 

On the other hand, traumatic experiences in war zones are often widespread and 
affect many exposed individuals (Almoshmosh, 2016). For example, in Operations Iraqi 
Freedom (OIF) and Enduring Freedom (OEF), approximately 11-20 out of every 100 
Veterans (or between 11-20%) had PTSD in a given year. In the Gulf War (Desert Storm), 
about 12 out of every 100 veterans (or 12%) had PTSD in a given year. In the Vietnam 
War, close to 15 out of every 100 veterans (or 15%) were diagnosed with PTSD in the 
National Vietnam Veterans Readjustment Study in the late 80s. It is estimated that about 
30 out of every 100 (or 30%) Vietnam veterans have had PTSD in their lifetime. Other 
factors in a combat situation can add more stress to an already stressful situation. This 
may contribute to PTSD and other mental health problems (US Department of Veterans 
Affairs, 2020).

PTSD characteristics involve symptoms from four clusters: intrusiveness, avoidance, 
negative changes in cognition and mood, and changes in excitability and reactivity. In the 
context of the criminological problem, PTSD can be considered as (i) a criminogenic fac-
tor (this conclusion is explained by the statistical increase in the number of war veterans 
in the criminal justice system); (ii) a factor that increases the victimization of a person who 



Kateryna V. Nykolyna, Dmytro M. Skovronskyi, Mykhailo V. Voznyk, 
Oleksandr I. Linenko & Yaroslav M. Shatkovskyi

Revista 
Científica
General José María Córdova

12 Volume 20 � Number 37 � pp. 5-21 � January-March 2022 � Bogotá D.C., Colombia 

has PTSD (the likelihood of becoming a victim of crime is increased by the other party to 
an armed conflict, and the possible development of “social outsider” in such persons; and 
(iii) a factor of suicidal behavior (Chernyshov, 2020). Thus, the prospects for combatants 
in modern medical law may be represented as answers to the modern challenges that are 
still obstacles for active participants of military conflicts in many countries.

Furthermore, the psychological effects of war trauma are common and present in 
many ways at an individual level and affect communities as a whole (Almoshmosh, 2016). 
PTSD is a spectrum disorder whose symptoms show psychological and neurobiological 
dysregulation and low functionality of a person on the social plane (Selimbasic, 2020). 
For example, war veterans’ traumatic experiences can impact the psychopathology de-
velopment in their children’s lives. The epidemiological studies so far indicate the link 
between the post-traumatic stress disorder of war veterans and their children’s mental 
problems (Selimbasic, 2020). 

Thus, rehabilitation as a health strategy, incorporating rehabilitation medicine, reha-
bilitation therapies, and assistive technology, is poised to become the key health strategy 
of the 21st century (Stucki et al., 2018). Furthermore, constructing a relationship with 
the surrounding environment will allow the use of external resources in extreme situations 
and contribute to the continuous enrichment of the soldier’s personality (Prykhodko, 
2018). Thus, rehabilitation plays an essential role in constructing a combatants’ daily and 
professional reality and can even improve civilians’ comfortable and safe communication 
with them. 

The legal and ethical questions should address how much of this is the responsibility 
of the military health system or a broader state health system. These questions should 
provide opportunities for dialogue and intergroup interaction to create an atmosphere of 
acceptance and enable reconciliation with members of society who reject former combat-
ants based on their altered identity (Gluecker et al., 2021).

PTSD
The modern reality dictates the challenges concerning combatants that must be overcome 
through standard state interaction and different instruments. Although the challenges are 
primarily financial, their origin and escalation are closely connected with each county’s 
internal and external policy. Given its compelling regulatory-protective nature at national 
and international levels, the role of jurisprudence in this process is significant. Modern 
medical law research and achievements could represent current law concerning the le-
gal status of combatants and their efficient rehabilitation. Thus, this field of law should 
spare no effort to study and define guidelines and mechanisms to drive its performance 
concerning active participants of military conflicts. In our view, the challenges faced by 
combatants in pandemic and post-pandemic times can be divided into types. 
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One of these is a financial-social type that involves two interconnected elements. On 
the one hand, the proper state response to set additional financing for this military pur-
pose in their budget expenditure. On the other, developing programs under systematic 
state control for social care for combatants to support them financially.

These programs should focus on housing for combatants, employment for military 
conflict participants, and socio-communicative projects for their rehabilitation. The last 
component must include state-supported mandatory psychical programs to help combat-
ants readapt to civilian life. The social support may include job-finding assistance, occu-
pational training, or microcredit provision, as well as various community-based activities 
(Wang et al., 2016). This process may also involve non-governmental organizations. 

The state links the granting of the status of a participant in hostilities to the emer-
gence of several benefits aimed at making life easier for soldiers after returning to civilian 
life. For example, one of the declared rights is the possibility of obtaining housing by 
the state. However, this privilege sometimes becomes a problem because the demand for 
affordable housing far exceeds its supply (Cherneha et al., 2020).

The success of the implementation of rehabilitation and readaptation programs for 
combat veterans depends on the perfection, timeliness of adoption of critical legal acts, 
proper financing and rational use of budgetary allocations, effective management on the 
principles of public-private partnership, and cooperation of state organs and non-govern-
mental organizations (Pantielieieva et al., 2020). 

The medical type is focused on the medical potential represented, on the one hand, 
by its treatment and technological possibilities, and qualification of its medical personnel, 
on the one other. These two components depend on the state’s support to the medical 
industry, technological development, and proper modern training of future doctors and 
personnel to deal with combatants’ external and, more importantly, their internal issues. 
For example, PTSD affects not only the soldier but also their families. 

Secondary traumatic stress (STS), for instance, has been strongly evidenced in part-
ners of veterans seeking help. This topic’s importance and the lack of clarity afforded by 
the currently available evidence suggests a pressing need for further work to examine this 
subject in more detail (Diehle et al., 2017). Post-traumatic stress disorder in war veterans 
has a strong impact on the mental status of their children and younger adolescents. There 
is a strong association with behavioral problems, emotional difficulties, distress and stress 
reactions, and neuroticism in children and younger adolescents. Post-traumatic stress dis-
order of war veterans who are parents is a strong predictor for developing psychopatholog-
ical symptoms in children and young adolescents. Children and young adolescents are at 
increased risk of developing psychopathological symptoms in adulthood due to secondary 
traumatization (Selimbasic, 2020). 
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This component is represented by the general state legislative system that is con-
tained in each country’s medical law. What is more, besides traditional rights issues, this 
field of law must present answers to questions concerning, for example, the satisfaction of 
positive and negative reproductive rights, rights to euthanasia, and transplantology for the 
combatants in pandemic and post-pandemic times.

We believe that states must be fully responsible for the healthcare of armed conflicts 
participants and veterans in the form of pre-conflict, conflict, and post-conflict medical 
care and treatment, particularly those with physical or mental health issues. In times of 
COVID-19, the mentioned covers the legal implications of the post-COVID require-
ments of a military health service.

Prospects of combatants in modern medical law and their rehabilitation               
in pandemic and post-pandemic times
Conflict is not a positive event; however, the situations created by conflict could become 
a vehicle for women’s empowerment. According to Yadav (2021), “conflict created the 
space for critical reflexivity, leading to significant transformations of gender relations and 
cultural practices.” The modern development of society, technology, and science deter-
mines the need for human rights; it becomes the basis for the emergence of new rights 
directly related to humankind’s progressive development (Titko et al., 2020). In condi-
tions of global changes and social transformations under modern challenges, the role of 
an educational function of law is quite significant (Myronets et al., 2020). 

Here, we present our vision of the prospects for active military conflict participants 
in medical law in modern-day conditions by distinguishing their specific features. For 
example, they could include the following characteristics: 

- 	 subjects with a military status whose health recovery specifics must be regulat-
ed by modern medical law; 

- 	 a patient who had COVID-19 during military duties, as reserve personnel, or 
before acquiring the combatant status; and

- 	 a combatant’s decision-making right in case of lethal outcomes resulting from 
military conflict or its negative influence.

All of the above-mentioned features characterize the types of challenges mentioned 
previously for the active participants of military conflicts. Thus, merely a proper response 
to these can ensure the implementation of combatants’ possibilities in their actual life, 
professional activity, and even as ordinary civilians after their military career. Similarly, 
we present our vision of the prospects of addressing the combatants’ challenges and their 
position in medical law in pandemic and post-pandemic conditions. 

A financial-social prospect predicts the need to finance combatants’ health and so-
cial rehabilitation. The first one may be for combatants diseased with COVID-19 during 
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military service, those contracting the virus while in reserve, and even those who acquired 
the infection before participating in military conflicts. Their medical treatment and health 
care must be provided according to specific procedures and protocols developed specifi-
cally for combatants. Negligence by the state concerning these groups can place other 
groups at risk. Especially if the disease occurs within acting military officers or reservists.

For example, one of the consequences for patients after COVID-19 is delayed re-
action and thought process. For acting armed conflict participants, this situation can be 
dangerous, given that reacting slowly to outside threats may lead to physical traumas and 
even death. Other consequences could include communication difficulties, affecting the 
combatants’ perception of commands. Even personnel in reserve can also face person-
al and professional communication obstacles. This consequence and its legal regulation 
require further scientific research, and, undoubtedly, it must be addressed by modern 
medical law. 

A similar approach is required in the case of combatants’ health rehabilitation in-
volving transplantology. The modern states must develop and improve appropriate legal 
regulation regarding cases in which military personnel require organ transplants for life 
continuation. Rehabilitation must be integrated fully into a nation’s health system and be 
explicitly strengthened, specifically at the primary care level, to increase access and achieve 
its full potential (Heinemann et al., 2020). 

Ultrabilitation is a new and promising concept that promotes the notion of flour-
ishing in rehabilitation settings. It focuses on moving beyond or around recovery and 
permitting novel forms of adjustment that complement the more standard outcomes 
relating to alleviating functional deficits (Kapur, 2020). A significant number of trau-
matized combat veterans require creating a comprehensive system of effective physical 
rehabilitation. The primary task is developing a rehabilitation and reintegration system 
for combat veterans based on the state and society’s consolidation of efforts and com-
prehensive support. It should be adapted to the national historical, political, economic, 
legal, and socio-cultural contexts, focusing on implementing a better foreign experience 
(Pantielieieva et al., 2020).

Military service members become more open to new experiences after undergoing 
psychological reinstatement training; it provides them with psychological security, new 
means of interaction, and security in addressing new tasks and tackling difficult life situa-
tions (Prykhodko, 2018). At the same time, current medical law must provide a modern 
response to possible lethality for military conflicts participants regarding decision-making 
on their lives and body organs. We mean that theoretically, before the military service, 
every future combatant has a right to express concern regarding their right to euthanasia 
or its rejection based on their religious positions. 

The same can be applied to combatants’ organs. Military members should take part 
in decisions regarding their organs and their transplant into other individuals according 
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to their personal stance. Euthanasia and organ transplant issues are not properly regulated 
by modern medical law in every country; this requires rethinking and development. A 
similar situation is evident regarding positive and negative reproductive rights implemen-
tation. A causal connection between an individual’s involvement in a military conflict and 
the impossibility of having children after said participation requires specific programs to 
be developed and financially supported by states, especially in pandemic times, to pro-
vide, for example, in vitro fertilization. 

Modern medical law must provide a legal response on these issues. Concurrently, 
this field of law must decide, for example, whose interests must be protected in case of 
pregnancies concerning abortion decisions. Statistics show that female combatants have 
a higher incidence of medical problems than their male counterparts. Many of these 
problems are unique to their gender, physical attributes, and physiology (Mathai & Kalra, 
2018). Moreover, ethical issues and challenges are part and parcel of the practice of med-
icine (Pingree et al., 2020). Therefore, modern medical law must also pay attention to 
similar combatant-related issues in pandemic and post-pandemic times.

The second social part of the first prospect requires rethinking combatants’ dwell-
ing, professional, and communication needs during their military activity and especial-
ly after it; this requires the participation of states and non-governmental organizations. 
Furthermore, the role of communication disorder rehabilitation is quite significant due 
to the possibility of psychical traumas for the participants of military conflicts and the ac-
quisition of post-traumatic syndrome. We believe psyche rehabilitation programs should 
be compulsory for combatants, especially in developing countries that are ineffective con-
cerning PTSD.

Psychological rehabilitation programs for military service members and combatants 
help restore an individual’s emotional self-regulation and neutralize aggressive manifesta-
tions, allowing higher tolerance of others, reducing the risk of maladaptation in extreme 
conditions, and increasing neuro-psychological stability to improve communication abil-
ities and control consciousness over behavior (Prykhodko, 2018). The previous defines 
the second medical prospect concerning combatants in medical law for the pandemic and 
post-pandemic times. Countries’ medical potentials may be implemented under appro-
priate state policy and financing this industry’s technological development. 

Educational programs to prepare medical personnel to satisfy the modern needs of 
COVID-2019 and post-COVID-2019 conditions regarding combatants’ treatment and 
rehabilitation must be developed and supported by the states. Prevention of human rights 
violations is a key part of the protective policy of every country in the world (Myronets 
et al., 2019). Thus, the third prospect, the legal component, requires painstaking and at-
tentive work by each state and the entire international community to create and develop 
adequate legal regulations for the processes mentioned above and the effective protection 
of the participants’ rights and freedoms, given the needs of current pandemic and future 
post-pandemic conditions of combatants’ activity performing. 
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Conclusion 
It has been shown here that the rights, freedoms, and interests of active military conflict 
participants during these times of pandemic and post-pandemic are strongly reflected in 
modern medical law. There is an urgency to regulate this group’s relations, activity, protec-
tion, and legal possibilities. Combatants’ status is complicated because it combines three 
concurrent components specific to modern medical law. The first one involves their status 
as ordinary patients, perhaps, with specific needs. The second is that their needs are based 
on specific requirements concerning the medical treatment of COVID-19. The third is 
that they combine the first and second components because they are combatants, becom-
ing a specific group that may require medical treatment during their military activity and 
even after when they are in reserve. 

Current challenges concerning combatants in modern pandemic reality and medical 
law are divided into financial-social, medical, and legal types. Prospects concerning the 
researched issue have the following features: 

1) 	 a military status individual whose specific health recovery must be regulated by 
modern medical law; 

2) 	 a patient status individual who has had COVID-2019 during military duties, 
while in reserve, or before acquiring the combatant status; and 

3) 	 a combatant’s right to make decisions in case of lethal consequences resulting 
from military conflict or its negative influence.

Our vision of prospect is in line with the mentioned challenges for combatants 
and their position in medical law in pandemic and post-pandemic conditions. A finan-
cial-social prospect predicts the need to finance combatants’ health and social rehabili-
tation, including mandatory participation in psyche recovery programs, dwelling, and 
work-searching programs. The medical prospect predicts the development of an appro-
priate state policy for the medical industry, its constant financial support, and training of 
medical personnel ready to satisfy the modern needs of COVID-19 and post-COVID-19 
conditions concerning combatants’ treatment and rehabilitation.

A potential perspective concerning the combatants’ psychological support entails 
developing appropriate state programs for their psychological rehabilitation. This requires 
the involvement of physicians dealing with this group based on fundamental specialized 
theoretical knowledge and their significant experience. Countries must provide specific 
education in higher institutions to train psychologists to treat this category of military 
personnel specifically. The treatment must include pre-conflict, conflict, and post-conflict 
psychological professional support for combatants. 

The need for funding must be satisfied by budgetary assignations involving non-
state organizations’ financial participation. The budgetary assignations can include a spe-
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cific tax, such as military contribution, in countries involved in a military conflict. Thus, 
the peoples’ financial participation can be incorporated as a form of monetary help to the 
combatants.

The legal prospect requires painstaking and attentive work on the level of every 
state and the whole international community to create and develop an adequate legal 
regulation of the mentioned processes and the effective protection of their participants’ 
rights and freedoms, given the needs of the current pandemic and future post-pandemic 
conditions of combatants’ activity performing. Modern medical law must present its legal 
response on issues like the combatants’ treatment involving transplantology, positive and 
negative reproductive rights, and decision-making concerning euthanasia. An effective 
policy that addresses combatants’ issues, states can provide a general national policy to 
protect every member of society.
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Análisis de la hidroestrategia y el derecho humano                            
al agua en Colombia

Hydrostrategy analysis and the human right to water in Colombia

Resumen. La importancia de los recursos naturales en Colombia determina su integración institu-
cional en el Estado desde los intereses nacionales, en pro de su preservación ante eventuales ame-
nazas. Este artículo analiza específicamente el agua, entendida como derecho humano y recurso 
estratégico para el Estado, con el fin de comprender la hidroestrategia del Estado y su articulación 
con la defensa y seguridad nacional. Para ello se abordan los intereses nacionales del Estado, para 
luego analizar el interés específico de la gestión integral del recurso hídrico, así como las implica-
ciones del agua como recurso natural estratégico en el Estado social de derecho. Se concluye que 
la hidroestrategia brinda un enfoque de protección frente a las nuevas amenazas a este recurso, en 
articulación con la estrategia militar.      
Palabras clave: agua; Colombia; gestión de los recursos hídricos; hidroestrategia; recursos natu-
rales; seguridad hídrica

 Abstract. The importance of natural resources in Colombia is based on national interests that 
determine their State institutional integration in favor of their preservation in the face of possible 
threats. This article analyzes water explicitly, understood as a human right and a strategic resource 
for the State, to understand the State’s hydrostrategy and its articulation with national defense and 
security. To this end, the State’s national interests are addressed. The specific interest of the integral 
management of water resources is analyzed, and the implications of water as a strategic natural 
resource in the social rule of law. It is concluded that the hydrostrategy provides a protection ap-
proach to the new threats to this resource, in articulation with the military strategy.
Keywords: Colombia; hydrostrategy; natural resources; water; water resources management; 
water security 
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Introducción 
El agua como recurso natural se ha supeditado a una compleja serie de factores desde 
la perspectiva de su explotación, destrucción de fuentes hídricas y contaminación in-
tencionada (Agudelo, 2005), dado que, durante siglos, tanto las actividades propias de 
subsistencia humana como las dinámicas extractivas dependen fundamentalmente de este 
recurso. Esto ha producido un uso masivo que, en la actualidad, ha derivado en la escasez 
de agua dulce y la consecuente implementación de estrategias para desalinizar el agua 
de mar, con el fin de mitigar la inminente amenaza de un futuro nefasto de escasez de 
recursos que garanticen la existencia de la humanidad. Esta situación afecta de manera 
similar los demás recursos de que se dispone, así como la fauna y la flora, lo cual muestra 
de primera mano un riesgo de debilitación medioambiental. 

Así, la gestión del recurso hídrico (Silva, 2020), en el contexto de estas comple-
jidades con las que se relaciona, debe verificar sus características de explotación mul-
ticausal y su incidencia en el desarrollo del país, así como la proporción idónea de los 
medios para el desarrollo de los derechos humanos, definiendo el agua como uno de 
estos derechos (Justo, 2013). Esto revela una necesidad de protección y amparo que se 
debe evaluar desde diversas perspectivas y bajo los estándares nacionales e internacio-
nales que son fuente esencial de los Estados constitucionalistas, inmanentes además del 
derecho positivo.

Particularmente en Colombia, los referentes normativos sobre el tema son escasos 
hoy en día. Sin embargo, en la jurisprudencia se ha gestado la protección al recurso hídri-
co por medio de su identificación como derecho y con la exhortación a cobijar insti-
tucionalmente su protección. De igual modo, se ha otorgado la titularidad de derechos 
al medioambiente por medio de sentencias como la T-622 de 2016, la Sentencia 11001-
22-03-000-2018-00319-01 de la Corte Suprema de Justicia y la Sentencia 17001-22-13-
000-2017-00468-02, entre otras.

Como señala la Red Internacional para los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (Red-DESC, s. f.):

[…] el agua como derecho es un recurso regulado de diversas formas en la Constitución 
y para su comprensión resulta un modelo complejo desde su entendimiento hasta su 
operación, agravado en su funcionamiento por el imperativo de poder satisfacer esa 
“necesidad humana básica”, lo que lleva a reflexionar hacia la viabilidad de enmarcar 
esa satisfacción como un derecho humano, considerando que no solo representa un 
tema viejo, sino que además se necesita una nueva forma de resiliencia a dicho término 
y aplicabilidad.

Ahora, sin perder de vista lo anterior, se hace todavía más importante determinar la 
índole del agua como derecho humano fundamental. En tal sentido, este recurso se puede 
percibir como un servicio público que los Estados deben proveer de manera obligatoria, 
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cuidar y proteger con prelación para garantizar su gestión sostenible y mitigar las amena-
zas a futuro (Tello, 2008).

Ello se hace más urgente aún ante el hecho de que esta vertiginosa problemática 
tiene un alcance mundial. Para Martínez y Villalejo (2018):

En la actualidad, en el mundo existe una competencia por el uso múltiple del agua, de-
bido principalmente a las demandas poblacionales, energéticas y agrícolas. En algunos 
países, principalmente los más desfavorecidos, son incipientes las políticas nacionales 
de desarrollo de los recursos hídricos y faltan legislaciones de aguas que ayuden a esta-
blecer nuevos marcos institucionales para la gestión del agua. (p. 59)

En efecto, la competencia prolifera a partir de las distribuciones desiguales y los 
recursos con los que se cuenta, junto con los diversos intereses políticos, económicos 
y transnacionales que emergen de los Estados y su control soberano. A esto se suma 
la corrupción, cuando la forma de organización estatal descansa sobre un sistema de 
favores pagados por prebendas (Silva, 2019), lo cual compromete la gestión del agua 
para beneficio de intereses privados, en detrimento de su conservación o de su equitativa 
distribución.

Por todo lo anterior, este artículo se plantea como pregunta de investigación cuá-
les son los roles que contempla la hidroestrategia frente al derecho humano al agua en 
Colombia. La metodología escogida para ello consiste en un método deductivo basado 
en una función descriptiva-analítica, con un razonamiento abductivo y un tipo de inves-
tigación correlacional. El desarrollo del artículo se da por medio de tres importantes ejes 
temáticos. En el primer eje se analizan los intereses nacionales de Colombia, con el fin de 
lograr una visión más acertada desde el plano de la defensa y la seguridad para determinar 
su equivalente en la hidroestrategia. En el segundo eje se abordan los intereses específicos 
con especial atención en la gestión estratégica del agua, con la intención de exponer la 
función que debe tener el agua como eje articulador en el plano nacional y constitucional, 
cuáles son los efectos retraídos en este ámbito y la aplicabilidad de un marco normativo 
que defienda su prevalencia. En el tercer eje se analiza la incidencia del agua como recurso 
natural estratégico en el Estado social de derecho, para estudiar los factores que se deben 
emplear desde los estándares internacionales y la debida protección de derechos humanos 
en la prevalencia de la vida digna.

Este es un trabajo interdisciplinario que convoca al derecho del medioambiente y 
al derecho constitucional, pero también a la ciencia política y la sociología jurídica. La 
ciencia política, en este caso, aporta a los análisis sobre las políticas de defensa y seguridad 
nacional con relación al agua. Desde el punto de vista de la sociología del derecho, se trata 
de ver las consecuencias sociales y políticas del derecho y de las políticas públicas, una 
problemática que ha pertenecido a la tradición de la sociología jurídica latinoamericana 
(Silva et al., 2019). 
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Intereses nacionales en Colombia: una mirada desde                                
la defensa y la seguridad nacional
El concepto de interés nacional tiene una estrecha relación con la teoría realista de las 
relaciones internacionales, dentro de la cual es la piedra angular desde la que se proyec-
ta la diplomacia y la interacción de los Estados en el sistema internacional (Rosenau, 
1964). Sin embargo, esta no es la única aproximación conceptual al respecto. A lo largo 
de la historia se han desarrollado diversas perspectivas en torno a la conceptualización del 
interés nacional, que van desde el realismo clásico —asociado al pensamiento de Hans 
Morgenthau— hasta el neorrealismo —más cercano al trabajo de Kenneth Waltz—, pa-
sando por diversas posiciones críticas —como el marxismo—, progresistas y constructi-
vistas (Burchill, 2005):

Hans Morgenthau (1986), desde la perspectiva del realismo clásico, desarrolla sus 
enunciados teóricos a partir de lo que él denomina los seis principios de realismo 
político. Comienza afirmando, en su primera tesis, que “el realismo político supone 
que la política obedece a leyes objetivas que arraigan en la naturaleza humana” (p. 12). 
(Pastrana & Vera, 2021, p. 56)

A partir de esto, se puede determinar que los intereses nacionales son aquellos cuya 
finalidad es la de garantizar la supervivencia del Estado, de forma que los mismos Estados 
priorizan su defensa y, naturalmente, no deben estar dispuestos a renunciar a ellos bajo 
ninguna circunstancia. 

Al respecto, en la perspectiva del derecho internacional, dos o más Estados, al iden-
tificar cada uno sus intereses estatales, pueden ejercerlos en paralelo, siempre que no se 
produzca conflicto o competencia entre ellos, pues los Estados se orientan al logro y pro-
vecho, a la cooperación internacional y al mantenimiento absoluto de la paz. Bajo esta 
alternativa, se puede pretender que los procesos que transcurren de manera independiente 
entre dos Estados permiten el debido acoplamiento a las sistematicidades del ejercicio, lo 
que puede provocar la prevalencia nombrada antes. Tener, entonces, estrategias o meca-
nismos distintos de defensa puede reunir socios o intereses que no necesariamente deben 
coincidir con los intereses nacionales propios.

Por otro lado, también pueden encontrarse intereses nacionales comunes, ya que los 
Estados comparten necesidades colectivas y así pueden coordinar procesos de interacción 
social que les permitan, en ese espacio, una construcción de confianza y conocimiento 
mutuo, lo que conduce a lograr un equilibrio preponderante entre ellos y alcanzar las 
necesidades que tengan. 

En ese orden, desde otra posibilidad contraria, también pueden ser intereses compe-
titivos, ya que los Estados pretenden conseguir el mismo provecho o utilidad sin producir 
interacción alguna, y así, cuando se produce, se tiende a activar la seguridad nacional 
porque se asume como una amenaza. Finalmente, pueden ser intereses antagónicos, cuya 
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naturaleza es producir confrontaciones abiertas entre los Estados para obtener ventajas 
sobre los demás (Pastrana & Vera, 2021).

En la Figura 1 se ofrece un ejemplo de lo dicho hasta el momento, para poder de-
terminar la importancia de los intereses nacionales y su correlación con la función dentro 
del discurso de poder.

Figura 1. Intereses nacionales de Colombia.
Fuente: Pastrana y Vera (2021, p. 57)

Por lo pronto, la defensa del patrimonio nacional se hace sumamente importante 
e indispensable para la supervivencia del pueblo y, en ese mismo sentido, para mante-
ner la identidad. Ello parte esencialmente de preservar los recursos naturales estratégicos 
(Agudelo, 2005) e impedir las malas prácticas de explotación, injerencias o negligencias al 
respecto, que amenazan la sostenibilidad del disfrute de los recursos.

Para ello es necesario que el Estado sea el primero en mantener esos recursos, cuidar 
a su población y todos aquellos bienes necesarios para la subsistencia, y que revitalice los 
recursos en algunos escenarios, pero al mismo tiempo proteja los bienes. Desarrollar una 
estrategia en la que los recursos naturales no se cuiden podrían provocar el colapso del 
Estado. Por ello es importante brindar la suficiente importancia en seguridad nacional al 
desarrollo de nuevas amenazas sobre estos recursos, como las relativas al medioambiente 
sano.

Como lo indica Luis Chávez (2017), es importante establecer intereses estatales so-
bre los recursos hídricos

[…] utilizando inclusive su Fuerza Militar y las leyes de la República para ejercer ese 
control soberano que cada Estado posee sobre sus recursos, teniendo en cuenta ade-
más, que con sus decisiones e ímpetu político se puede afectar otros Estados y que si es 
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así, dependiendo de la clase de cuenca debe informar a la otra parte sobre el desarrollo 
del proyecto con el fin de negociar términos que sean compatibles entre los intereses 
de las partes involucradas, manejando todos los recursos que se requieran para proteger 
y defender este importante bien, pilar fundamental para el mantenimiento del Estado 
en términos de sostenibilidad ambiental. (p. 351)

De esta forma, la defensa del patrimonio nacional se hace indispensable para mante-
ner la prevalencia de los derechos de los conciudadanos, pues el Estado debe aplicar aquí 
su poder para ejercer la injerencia necesaria en su administración y desarrollo. De acuerdo 
con lo que señalan Castro-Buitrago et al. (2019): “Este esquema, incluso incluirse la pla-
nificación hídrica, tuvo como novedad la inclusión de la gobernanza del agua y la gestión 
del riesgo como componentes transversales, cuya motivación fue el preocupante contexto 
socioambiental” (p. 45). Abreu (2010) sostiene que se debe definir 

[…] el agua como un bien común social ligado al derecho a la vida, enfrentado a la de-
finición de esta como un recurso con valor económico y estratégico, definido además 
por poderosos grupos económicos y los intereses geoestratégicos de terceros países. Por 
estas consideraciones las políticas en frente a este recurso deberían enfocarse en alcan-
zar la conjunción de esta ambivalencia, integrando el bienestar social y la explotación 
óptima del recurso, para el beneficio de los Estados. (p. 35)

Además, dado que los recursos no están divididos de forma igualitaria entre los 
Estados, las economías de los países que cuentan con muchos de estos recursos tienen una 
creciente propensión al crecimiento económico, mientras que los países que no tienen 
grandes cantidades de recursos se ven afectados económicamente, tema que da para otra 
investigación.

Política de Defensa y Seguridad Nacional
Con el propósito de brindar una mirada de la hidroestrategia desde la defensa y seguridad 
nacional frente a la protección del derecho humano al agua, se considera que esta debe 
contemplar medidas en la institucionalidad, la gobernabilidad, la consolidación en los 
procesos, la legitimidad, el constante desarrollo sostenible y la implementación de una 
estrategia que le permita al Estado generar una debida defensa y seguridad nacional, con el 
desarrollo de todas las políticas y estamentos legales que visibilicen y garanticen la debida 
protección de este recurso. 

Como se ha podido ver, los intereses nacionales están muy relacionados e integrados 
en su funcionamiento, así que uno depende del otro. Siguiendo a Camargo (2020):

[No se puede] consolidar una identidad nacional si no están claramente identificados, 
definidos, establecidos, asimilados e interiorizados todos los intereses nacionales; y a 
la vez, no tener claramente definida e interiorizada la identidad nacional incide nega-
tivamente en la asimilación, el entendimiento, el comprometimiento y la defensa [de] 
todos los intereses nacionales. Un país no puede fomentar sus actuaciones hacia conso-
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lidar la identidad nacional en todos sus habitantes y perseguir sus objetivos nacionales 
si no ha hecho un esfuerzo total por identificar, proponer, socializar, actuar y formar 
a sus ciudadanos y actores institucionales en la defensa y ultranza de los intereses na-
cionales, así, la seguridad física —con todo lo que implica—, la educación, la salud, la 
tecnología, la innovación y la sustentabilidad deben estar a la cabeza del ordenamiento 
de los intereses nacionales de un país. (p. 189)

Por tal razón, las acciones estudiadas permiten ver el compromiso en la ejecución 
cuando del agua se trata. De esta forma, las acciones dejan de ser cotidianas, lo que per-
mite percibir lo esencial que es el tema en el país. Así funciona la Política de Defensa y 
Seguridad de Colombia, creada para tener un tipo de poder y de discurso más centra-
lizado, que en su esplendor funcional pretende generar un instrumento con capacidad 
jurídica para defender, dirigir, controlar y llevar a su funcionamiento todas las directrices 
que, desde las dinámicas sociales y trasnacionales, brindan una efectividad recurrente para 
la defensa y seguridad, al convertirlas en sus objetivos nacionales, en sus intereses propios.

La Política de Defensa y Seguridad comprende múltiples innovaciones con alcance 
estratégico. La más importante consiste en calificar el agua, la biodiversidad y el medioam-
biente como interés nacional principal y prevalente. Es la primera vez que una política 
de esta naturaleza reconoce dichos recursos como activos estratégicos de la nación, en un 
contexto de escasez y de eventuales conflictos internacionales por su control. Su protec-
ción se convierte, por ende, en objetivo principal frente a los factores que depredan la 
riqueza hídrica y destruyen la naturaleza (Ministerio de Defensa Nacional, 2019, p. 6). 
Así lo plantea Silva (2008):

[…] la identidad puede ser dinámica y cambiante, ya que se refiere tanto a lo que 
hemos sido, como a lo que somos y, lo más importante, a lo que queremos ser como 
nación. Así, se debe tener en cuenta que la identidad nacional se comprende en el sus-
trato esencial, permanente y poco susceptible a la transformación para que los miem-
bros de la nación la apropien, desde la configuración de sus contenidos hasta ciertas 
representaciones de ella.

En la Política de Seguridad y Defensa Nacional, los antecedentes son fundamentales 
para que su formulación tenga congruencia con los fines esenciales del Estado, es decir, 
con los intereses nacionales. El desarrollo de un estudio previo sobre las debilidades, opor-
tunidades, fortalezas y amenazas (DOFA) permite con antelación dar con el principio de 
oportunidad para el desarrollo de la política (Huertas, 2016).

La seguridad nacional, en estos términos, se refiere a “las manifestaciones externas, 
que los sujetos integrantes de la nación pueden percibir, y que se manifiesta en la sensación 
de tranquilidad o de inseguridad de los ciudadanos” (Sierra-Zamora et al., 2020, p. 35). A 
partir de ello se establece la hoja de ruta en la composición de políticas públicas e incluso 
compendios normativos, pese a no existir una ley de defensa y seguridad nacionales que 
otorgue una identidad normativa suficiente en torno a los asuntos que le competen. 
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Entre tanto, las áreas particulares que la seguridad y la defensa nacionales agrupan 
son transversales a las necesidades del Estado y la ciudadanía en cuestiones como los facto-
res de inestabilidad desarrollados con ocasión del conflicto armado —para profundizar al 
respecto, véase Cubides et al. (2018)—, la seguridad cibernética, la protección medioam-
biental y la estrategia sobre el uso y el cuidado de los recursos disponibles para el correcto 
funcionamiento de los intereses nacionales principales y prevalentes.

Intereses específicos en Colombia: la gestión estratégica del agua 
La caracterización de los recursos naturales estratégicos debe establecer ciertas condiciones 
para poder considerarlos como tales. Según García (2017):

Una de ellas hace referencia a su disponibilidad, para lo cual debe ser escaso o relati-
vamente escaso o insustituible o difícilmente sustituible, mientras que su distribución 
es muy desigual en el planeta. Otra particularidad es que debe ser fundamental para 
el desarrollo del sistema de producción capitalista, permitiendo el mantenimiento he-
gemónico regional o mundial. Y otra característica es la evaluación que se haga de su 
situación actual y su proyección hacia el futuro. (p. 3)

Es importante señalar que los recursos naturales estratégicos se refieren siempre a los 
bienes físicos procedentes de la naturaleza que son susceptibles de ser utilizados por las 
personas para su satisfacción; además, según su posibilidad de agotamiento, se clasifican 
en renovables y no renovables (Decreto 2811, 1974). Son estratégicos porque son recursos 
fundamentales para la preservación humana, por lo cual el Estado debe acceder a ellos 
por razones de seguridad. En consecuencia, la protección de estos recursos repercute en la 
geografía de los conflictos, como en el caso colombiano, pues esto también determina el 
empleo de la fuerza militar, requerida en gran parte ante las industrias ilegales y los grupos 
armados al margen de la ley.

Si se mira un poco más de cerca este aspecto, puede incluso pensarse que algunas 
de estas problemáticas, aunque no nuevas, sí permiten evaluar la dimensión conflictiva y 
las graves amenazas (por ejemplo, sobre el petróleo, el agua dulce, los minerales) que el 
conflicto representa. Cabe pensar que la estabilidad de las sociedades es una cuestión de 
supervivencia de la humanidad. En el caso de Colombia, ante el Acuerdo de Paz con una 
de las guerrillas más antiguas y violentas del mundo (Sierra-Zamora & Bermúdez, 2020), 
las respuestas no pueden ser meras adaptaciones marginales frente a comportamientos 
individuales, sino que requieren desarrollar políticas públicas que cambien realmente los 
escenarios del conflicto (Olivares, 2014).

La estrategia marítima en Colombia 
Entre los recursos naturales disponibles sobresale el agua como uno de los recursos más 
relevantes para las personas, las comunidades y el Estado, tanto desde la perspectiva de 
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la preservación humana o ecosistémica como desde la visión estratégica del manejo co-
herente de los recursos existentes. Esta gestión responsable le corresponde a los entes 
gubernamentales e incluso al Ejército Nacional de Colombia, que, bajo sus estrategias 
operacionales, logra objetivos conjuntos de protección, de tal suerte que: 

La Estrategia Marítima es parte de la Estrategia Nacional, que trata de la creación, 
mantenimiento y empleo del Poder Marítimo del Estado para promover y proteger sus 
Intereses Marítimos. Está íntimamente relacionada con la Estrategia Militar y con la 
Política Económica. (Uribe, 2017, p. 51)

Como lo plantean Rivera-Páez et al. (2018) al hablar sobre los intereses marítimos, 
conviene indicar que, en la actualidad, son elementos fundamentales a la hora de compo-
ner políticas nacionales que atañen al manejo de los recursos hídricos. En efecto, en razón 
a la naturaleza trascendental que revisten, el enfoque estatal que se les otorga a estos inte-
reses tiene un sentido económico, político y territorial, según las necesidades proyectadas 
desde la gobernabilidad y la viabilidad, en lo que respecta al uso racional del agua como 
recurso limitado y activo estratégico. 

Es relevante identificar los factores que influencian en los intereses marítimos como 
aspectos físicos y recursos naturales. Para la Dirección de Intereses Marítimos y Fluviales 
(2020) de la Armada Nacional de Colombia, estos intereses obligan a mantener una in-
terrelación adecuada entre la economía marítima y el medioambiente para no afectar el 
desarrollo comercial y garantizar el uso racional del medio marino, creando así una sos-
tenibilidad que proteja el bienestar general. De igual modo, otro factor subyacente es la 
situación geopolítica marcada por la ubicación y dinámica de las cuencas oceánicas y las 
cuencas fluviales, que requieren una protección especial dada su importancia estratégica.

Por consiguiente, en Colombia, la estrategia que se gesta desde el Ejército Nacional 
apunta a la protección y gestión de los recursos, creando un símil o ejemplo desde la 
experiencia internacional, que visibiliza los recursos hídricos como activos estatales que 
no pueden ser administrados de manera arbitraria y mucho menos improvisada. Por ello, 
dicha gestión debe estar a cargo de expertos en recursos naturales y su preservación.

A pesar de su notable importancia para los intereses marítimos, la hidroestrategia 
es un terreno poco explorado que solo se desarrolla desde una perspectiva académica o 
de estudio de problema. Desde allí se visibiliza la importancia de llevar los discursos a las 
operaciones militares y a la instrucción sobre la optimización del recurso hídrico, que, 
como explica Vargas (2020, p. 38), puede darse desde tres vértices:

1.	 “Fomentar el empleo de las arterias fluviales en el transporte de mercancías 
tanto para la exploración como el traslado de productos al interior del país”. 

2.	 “Tomar las medidas necesarias para el cumplimiento del plan maestro fluvial”. 
3.	 “Impulsar el transporte multimodal mediante la reactivación y el fortaleci-

miento de las vías férreas” que se complementan con la red fluvial y que “serían 
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vitales para fortalecer la balanza comercial del Estado, al reducir los costos de 
operación logística […]; además, esto permitiría tener medios tecnificados y 
una estructura logística avanzada para el desarrollo de operaciones en caso de 
una movilización nacional que afectara la soberanía del Estado” (p. 38).

A su vez, la hidroestrategia contempla las estimaciones respecto a la economía hídri-
ca sobre circunstancias concretas como la privatización del agua, el manejo de las cuencas 
y subcuencas nacionales, el suministro como servicio público y su garantía como derecho 
fundamental, pasando por el impulso del poder nacional para proteger el recurso me-
diante las actividades navales, de modo que se defiendan los intereses hídricos desde el 
control soberano de los territorios y sus recursos.

Teniendo en cuenta el bajo alcance y aprovechamiento del potencial de los océanos 
y sus recursos en las dos políticas relacionadas con asuntos oceánicos (la Política Nacional 
Ambiental para el Desarrollo Sostenible de los Espacios Oceánicos y las Zonas Costeras 
e Insulares de Colombia —PNAOCI— de 2000 y la Política Nacional del Océano y 
los Espacios Costeros —PNOEC— de 2007), el documento CONPES 3990 (2020) 
Colombia potencia bioceánica sostenible 2030 se plantea el objetivo de proyectar a 
Colombia como una potencia bioceánica por medio del aprovechamiento de su ubi-
cación estratégica, sus condiciones oceánicas y el desarrollo sostenible del país bajo cinco 
ejes estratégicos:

1.	 Gobernanza interinstitucional bioceánica
2.	 Soberanía, defensa y seguridad integral marítima
3.	 Conocimiento, investigación y cultura marítima
4.	 Ordenamiento y gestión de los espacios marinos, costeros e insulares
5.	 Desarrollo de las actividades marítimas y los municipios costeros 

Se pretende materializar estos ejes implementando planes en torno a la gestión 
adecuada del recurso. A esto se suma la materialización de la Política Nacional para la 
Gestión Integral del Recurso Hídrico, liderada por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible a través del Consejo Nacional del Agua, reglamentado por el Decreto 585 de 
2017, y cuyo objeto es “la coordinación y articulación de las políticas, planes y programas 
de las entidades del Estado con la Política Nacional para Gestión Integral del Recurso 
Hídrico” (Decreto 585, 2017, art. 2.2.8.3A.1.1). Finalmente, también se cuenta con la 
promoción de planes de gobernanza y la articulación de recursos en la gestión integral. 
Todo esto determina la obligación de integrar las cuestiones hídricas a los asuntos priori-
tarios de manejo, ya sea a nivel oceánico o de uso doméstico del recurso. 

A esta estrategia normativa e institucional en Colombia se suma la adecuación a 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible de los planes de gestión de los recursos hídricos, 
en aras de cumplir con los compromisos adquiridos a través de políticas públicas, docu-
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mentos CONPES1 y planes en general encaminados a mejorar la seguridad hídrica de la 
nación, así como potenciar los impactos a nivel multidimensional de la protección por 
parte de la población y el Estado.

Incidencia del agua como recurso natural estratégico en el Estado 
social de derecho: desafíos desde la seguridad multidimensional
El agua como recurso natural estratégico en Colombia cada día adquiere mayor rele-
vancia, no solo como elemento indispensable para la supervivencia humana, sino como 
generador principal del desarrollo sostenible de Colombia. Sin embargo, esto exige tomar 
medidas importantes respecto a la aplicación del poder nacional, pues se debe brindar 
una garantía a la preservación y control de este recurso. Como lo plantea el Capitán de 
Corbeta Wilmer Díaz (2016):

[…] una hidroestrategia nacional cimentada bajo el empleo de un Poder Naval flexible 
y competente, que permita proteger los intereses nacionales en el escenario fluvial, sal-
vaguardando y controlando las reservas de agua del Estado, aportará a la consolidación 
del liderazgo de Colombia como Potencia Regional. (p. 15)

En este sentido, la constante más obvia entre los entornos fluviales y oceánicos es el 
agua, de forma que esta, más allá de su importancia como recurso natural, es un elemento 
de sinergia social, política, económica, cultural y militar, que aumenta su valor estratégico 
en la medida que la población y el Estado reconozcan su importancia, dado que su uso, 
control y soberanía (o la ausencia de estos) afecta los intereses nacionales (Álvarez, Moreno 
et al., 2017).

Esto conlleva atender todas las implicaciones relacionadas con el recurso hídrico, 
como, por ejemplo, su impacto económico. En el ejercicio de la política económica y la 
geopolítica de los recursos, así como en el desarrollo de las actividades de protección de 
los Estados para con sus coasociados, se ha permitido que exista un goce de los recursos 
sin que sean sobreexplotados, pues la disponibilidad no siempre es suficiente, e incluso no 
es accesible para todos. Allí intervienen cuestiones como la sostenibilidad o el consumo 
racional.

En efecto, como se visibiliza en la Figura 3, la disponibilidad de agua a nivel superfi-
cial y subterráneo se supedita al uso específico y al denominado estrés hídrico, entendido 
como “el porcentaje de extracción total de agua dulce (TFWW) en todos los sectores 

1	 En particular, los documentos CONPES 3918 de 2018 “Estrategia para la implementación de los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS) en Colombia”; CONPES 3934 de 2018 “Política de crecimiento verde”; 
CONPES 4004 de 2020 “Economía circular en la gestión de los servicios de agua potable y manejo de aguas 
residuales”; CONPES 3990 “Colombia Potencia Bioceánica Sostenible 2020”, y CONPES 4023 de 2021 
“Política para la reactivación, la repotenciación y el crecimiento sostenible e incluyente: nuevo compromiso 
por el futuro de Colombia”.
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principales —incluidas las necesidades de caudal ambiental (EFR)— con respecto al total 
de recursos renovables de agua dulce (TRWR)” (FAO, 2018, p. 20). El mapa muestra los 
niveles de estrés hídrico en la actualidad.

Figura 2. Nivel de estrés hídrico físico a nivel continental.
Fuente: Programa Mundial de Evaluación de los Recursos Hídricos (2019, p. 16)

Así, cuando los Estados, las organizaciones internacionales e incluso los medios de 
comunicación se refieren a los conflictos políticos, étnicos, religiosos y los reconocidos 
recientemente como amenazas al medioambiente, como el caso concreto de la Amazonia 
colombiana, se enfocan potencialmente en conflictos sociales, pero que, a la larga, son 
un problema mayúsculo por la generación de nuevas amenazas convencionales y no con-
vencionales. Al respecto, el plan de desarrollo y la Política de Defensa y Seguridad en 
Colombia ubican la biodiversidad como un interés prevalente, lo cual representa un desa-
fío para la protección que trasciende las posturas normativas o discursivas.

Como lo señalan Castro-Buitrago et al. (2019), esta normativa se desarrolla por 
medio del

[…] Decreto 1640 de 2012 el cual reglamenta la PHN de 2010 en el marco del nuevo 
esquema de planificación hídrica que confirma a las cuencas hidrográficas como la 
unidad básica de gestión (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2012). 
Específicamente, el Decreto 1640 de 2012 crea los Consejos de cuenca (artículos 48 al 
53) para cumplir con lo dispuesto en las estrategias 6.1. “Participación” y 6.3. “Manejo 
de Conflictos” del objetivo 6 “Gobernabilidad”. A su vez, los Consejos de cuenca, 
como instancia de participación en la ordenación y manejo de cuencas, son reglamen-
tados por la Resolución 509 de 2013 (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
2013). Por su parte, las directrices para la participación en la formulación, seguimiento 
y evaluación de los Pomca son descritas en la guía metodológica del 2013. (p. 55)
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De igual forma, el Decreto 1120 de 2013, compilado en el Decreto Único 
Reglamentario del Sector Ambiente 1076 de 2015, delimitó diez Unidades Ambientales 
Costeras (UAC) como instrumento para la planificación, en las cuales se define la orde-
nación y manejo ambiental de las zonas costeras de Colombia. Posteriormente, mediante 
la Resolución 768 de 2017 fue adoptada la guía técnica, con el fin de implementar y 
desarrollar los Planes de Ordenación y Manejo Integrado de las Unidades Ambientales 
Costeras (Pomiuac), como norma de jerarquía superior en la planificación dentro del 
territorio costero, con el fin de lograr un equilibrio entre las actividades productivas y la 
protección y conservación de los recursos naturales.

Por otra parte, los impactos sociales y poblacionales relacionados con el agua y su 
obtención se asocian con la consecución y materialización simultánea de otros derechos, 
dado que hay un nexo ineludible que propicia una verdadera interconexión. La desa-
tención de esta interconexión amenaza gravemente la estabilidad de los individuos y los 
grupos sociales. Al respecto, el derecho que por excelencia se vincula al derecho humano 
al agua es el de la salud. Ello se refleja desfavorablemente en el hecho de que “mueren 
alrededor de 1,8 millones de niños por diarrea y otras enfermedades provocadas por el 
agua insalubre y las condiciones deficientes de saneamiento, cifra que es muy superior a la 
de las víctimas causadas por los conflictos armados” (Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 2011).

Actualmente, los Estados deben enfrentar nuevas amenazas transnacionales, que 
pueden permitir, en varias formas, una cooperación más cercana. Entre estas amenazas se 
encuentran algunos delitos que logran traspasar las fronteras como el narcotráfico, el con-
trabando, la piratería, los ciberdelitos, entre otros, al igual que el aprovechamiento ilegal 
o ilícito del agua. Dichas amenazas se desarrollan también por la generación de nuevas 
actividades que atentan contra la defensa y la seguridad nacional, lo que involucra el agua 
como interés nacional.

En este punto se puede analizar de forma directa que los Estados encuentran hoy 
mayores confusiones a la hora de determinar a qué tipo de actividades ilícitas se enfrentan 
para definir un escenario en el cual pueden atacar y asimismo defenderse.

El concepto de seguridad bajo un enfoque multidimensional deja en plena libertad 
a los Estados para determinar su política de seguridad y de defensa, de acuerdo con sus 
intereses y percepción nacional. La cooperación, guiada por el espíritu de corresponsabi-
lidad internacional, y la solidaridad deben estar presentes en el diseño de una respuesta 
hemisférica que atienda las amenazas reales a la seguridad en la región, entre ellas la 
pobreza, fenómeno multidimensional que afecta de manera superlativa al hemisferio 
(Organización de Estados Americanos [OEA], 2002).

En este sentido, los enfoques nuevos de defensa y seguridad que se han planteado 
en este artículo conllevan nuevas tendencias frente al problema de las nuevas amenazas. 
Dentro de estas tendencias, el factor medioambiental persiste, pero convertido ahora en 
un problema central por ser un factor fundamental en la estrategia nacional. A ello se debe 
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la importancia de una hidroestrategia. Este nuevo enfoque, que amplía la estrategia del 
Estado, se utiliza para la clasificación de las actuales amenazas. Como lo plantea Castillo 
(2019), debido a

[…] la identificación de nuevas amenazas globales que difícilmente eran compatibles 
con medidas de control de carácter militar […], el concepto de seguridad tradicional 
evoluciona al de seguridad multidimensional, obligando a los Estados a desarrollar 
nuevas estrategias que incluyan a toda la sociedad junto al Estado para su prevención 
y neutralización. [En] otras palabras, es una respuesta integral de parte de las naciones 
a los factores de inseguridad modernos. (p. 11)

Así, este nuevo enfoque se adapta a ese tipo de amenazas que dejan de ser tradicio-
nales. En consecuencia, las instituciones encargadas de liderar este enfoque estratégico, en 
especial las Fuerzas Armadas, deben innovar y promover cambios estructurales para un 
mejor funcionamiento, con el fin de impedir que estas amenazas y desafíos desestabilicen 
el funcionamiento del Estado y las garantías que este proporciona a sus habitantes. Esto 
permitirá que la seguridad y la defensa cuenten con una respuesta idónea, adecuada, efi-
ciente y rápida ante las circunstancias que día a día enfrentan. Como lo explican Álvarez, 
Rosanía et al. (2017):

Ortega & Font (2012) exponen la seguridad multidimensional como aquella en que 
las amenazas no provienen exclusivamente del ámbito militar; por el contrario, pro-
ceden de otros ámbitos, como el político, económico, ambiental, social, etc. Dichas 
amenazas propias de un mundo globalizado se caracterizan por su naturaleza transna-
cional, pues “vivimos en un mundo interdependiente y (…), por lo tanto, las estra-
tegias para abordar esa nueva realidad no pueden ser estrictamente militares, ya que 
se necesita introducir estrategias diplomáticas, civiles, policiales y de cooperación al 
desarrollo entre otras” (p. 162). (p. 67)

Tomando lo dicho por Ortega y Font (2012) en dicho trabajo: “Este nuevo enfo-
que es multidimensional y abarca nuevas amenazas como desastres naturales, mal gobier-
no, acceso a recursos y protección de valores como el desarrollo económico o la salud” 
(p. 165).

En definitiva, lo que se quiere dejar claro es que la lucha global contra estas nuevas 
amenazas a la defensa y la seguridad nacional exige un discurso mucho más político e 
integral, en la medida en que contempla y preserva las estrategias militares con el objetivo 
de resolver las necesidades de los ciudadanos en ámbitos sociopolíticos, jurídicos y socia-
les. De esta forma se promueve con mayor efectividad la gobernabilidad democrática y la 
seguridad multidimensional.

De este modo, la seguridad multidimensional tiene la competencia exclusiva para 
generar formas estratégicas de enfrentar estos nuevos escenarios desde la geopolítica, la 
estrategia militar y la hidroestrategia, con el objetivo de consolidar estos nuevos enfoques 
y facilitar el desarrollo de la estrategia militar.
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El derecho humano al agua en Colombia y sus implicaciones                                
para la hidroestrategia 
Respecto a la protección del agua en Colombia, no ha habido una adecuación exhaustiva 
de la normatividad en cuanto a la identidad que se le otorga al uso regular del recurso. 
Sin embargo, por medio de la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha podido 
clasificar como un derecho fundamental y un servicio público que el Estado está en la 
obligación de garantizar. En los términos de la sentencia T-740 de 2011, la garantía de 
disponibilidad, accesibilidad y calidad del servicio se encuentra en cabeza del Estado, que 
debe adoptar cuantas medidas sean necesarias para proporcionar a sus habitantes este de-
recho empleando los medios disponibles (Corte Constitucional, 2011). 

La exigibilidad del derecho al agua como derecho fundamental en el país cuenta con 
una gran cantidad de connotaciones, desde la progresividad de los derechos humanos, así 
como de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, relacionados con el 
desarrollo adecuado y el uso racional del recurso. Por ello, la identificación del derecho 
requiere una armonización interestatal para proporcionar a todos sin distinción el agua, 
pese a que esto no implica per se una disponibilidad ilimitada (Soares, 2019). 

Dada la gran restricción que implica el acceso limitado al recurso, su distribución 
debe hacerse de manera coherente con aspectos sociodemográficos, sociales y económicos 
que no atenten contra las características de este derecho, y a su vez debe integrar necesa-
riamente la regulación estatal, así como la protección institucional de cuencas, subcuencas 
y en general espacios fluviales que estén a merced de amenazas y de factores externos que 
atenten contra los recursos hídricos.

El agua, entendida como derecho, servicio, interés nacional e incluso activo es-
tratégico de la nación, es fundamental para lograr los fines del Estado y cumplir con sus 
obligaciones, por lo que son esenciales a nivel estratégico los planes de cuidado y preser-
vación, que en este caso se desarrollan por medio de la hidroestrategia, que armoniza la 
salvaguarda del agua y su utilización racional.

Para las Fuerzas Armadas, es clara la situación privilegiada de la disponibilidad de 
recursos hídricos, y el poder soberano del Estado se usa para proteger el medioambiente 
con base en el derecho humano al agua. De este modo, se emplea el poder, la seguridad 
y la defensa para lograr, desde la hidroestrategia, los “objetivos de Seguridad Nacional 
que estén relacionados con las reservas de agua del Estado” (Chávez, 2017, p. 350). Esto 
abarca desde los yacimientos del recurso, los lugares de apropiación y la adecuación de 
medios para su obtención, hasta asegurar que el agua llegue a la población frecuentemente 
vulnerable a raíz de la falta de acueducto y el limitado acceso al territorio. 

Conclusiones 
Las capacidades militares deben aumentar, al igual que el desarrollo y la efectividad en 
la respuesta ante nuevos retos para la defensa y la seguridad nacional. La lucha por la 
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justicia y la paz siguen siendo pilar esencial para que la política funcione; sin embargo, el 
ejercicio transversal que promueve la hidroestrategia frente al derecho humano al agua y 
el ejercicio de los derechos fundamentales permite que desde el escenario constitucional 
transformador se pueda prever nuevas formas de continuar garantizando el cumplimiento 
de las funciones estatales. 

Así, esta investigación muestra que la hidroestrategia contempla varias funciones del 
agua, ya que parte de ser un derecho esencial en el Estado constitucional, pero además es 
vital para sus habitantes. Esto implica emprender acciones desde lo social, lo cultural, lo 
económico, la educación de los conciudadanos y desde la generación de políticas públi-
cas verdaderamente eficaces para asumir las tareas que la hidroestrategia está dispuesta a 
afrontar y que, por supuesto, deben ejecutarse a partir de un marco normativo nacional e 
internacional que respalde su materialización.

En efecto, los roles que contempla la hidroestrategia frente al derecho humano al 
agua en Colombia se gestan a partir del proteccionismo desde la misma misionalidad de 
las Fuerzas Armadas, orientadas a proteger los intereses del Estado y los habitantes del 
territorio, evitando amenazas que pongan en peligro los recursos, como la contaminación 
de las fuentes hídricas, por ejemplo, que imposibilita garantizar el derecho y genera así un 
daño a diversas escalas. Ante estas situaciones, no se puede desatender la necesidad huma-
na, cuestión que devela aún más la trascendencia estratégica del agua. 

La participación de las Fuerzas Armadas en la preservación ambiental en representa-
ción del Estado no es un asunto nuevo; no obstante, las amenazas se gestan diariamente 
y atentan contra la estabilidad nacional, lo cual obliga a desarrollar una actividad com-
patible con la realidad que cubra las necesidades inmediatas de la población y, a su vez, 
permita un goce digno de los recursos en un país desigual, estratificado y con altos índices 
de violencia en razón del conflicto armado. Esto, finalmente, evidencia lo determinante 
que es una integración estatal a nivel jurídico, pero también a nivel estratégico, para lograr 
materializar todas las garantías del disfrute de sus derechos a los colombianos, en concreto 
frente al derecho humano al agua.
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La planeación por escenarios como herramienta para la 
construcción de paz en el Caquetá

Scenario planning as a tool for peace-building in Caquetá

Resumen. Este artículo busca determinar los escenarios de futuro como una alternativa para la 
construcción de paz en el Caquetá, una de las regiones más afectadas por el conflicto armado en 
Colombia y que enfrenta grandes retos en el posconflicto. Para ello se presenta una investigación 
descriptiva con enfoque mixto basada en las fases de la técnica prospectiva de matriz de impacto 
cruzado, con una muestra conformada por actores del desarrollo regional de los sectores del saber, 
del poder, productivo y la comunidad. Los resultados revelan que los eventos de futuro en cuatro 
dimensiones: capacidades institucionales, problema de cultivos ilícitos, víctimas del conflicto e in-
fluencia de la educación superior, constituyen el escenario más dinamizador para la construcción de 
paz en la región.	       
Palabras clave: acuerdo de paz; desarrollo; escenarios; estudios de futuro; prospectiva

Abstract. This article seeks to determine future scenarios as an alternative for peace-building in 
Caquetá, one of the regions most affected by the armed conflict in Colombia and facing enormous 
challenges in the post-conflict period. To this end, it presents a descriptive study with a mixed ap-
proach based on the phases of the prospective cross-impact matrix technique, involving a sample of 
regional development actors from the knowledge, power, productive, and community sectors. The 
results reveal that future events in the dimensions of institutional capacities, illicit crops issues, vic-
tims of the conflict, and the influence of higher education, constitute the most dynamic scenarios 
for peace-building in the region.
Keywords: development; future studies; peace agreement; prospective; scenarios 
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Introducción 
Este artículo se ubica en un momento histórico que vive Colombia después de un largo 
conflicto armado y del Acuerdo de Paz en el 2016, que logró definir unos temas centrales 
sobre las necesidades básicas en lo político, social, cultural, económico y agrario. A partir 
de ello, se definieron los términos de un posacuerdo, es decir, una etapa de estabilización 
política, que inicia con la implementación de los acuerdos de paz y la justicia transicional: 
una etapa que “alude al momento posterior a los pactos de paz” (Ulloa & Coronado, 2016 
p. 32). Alcanzar la firma de un acuerdo de paz es el compromiso de superar el conflicto 
en todas sus expresiones y darle paso a los conflictos políticos que emergen, para que sean 
dirimidos por vías democráticas y alternativas (Álvarez-Rodríguez, 2017).

Con ello inició la tarea de los actores del desarrollo regional para garantizar la imple-
mentación del Acuerdo, con grandes retos como el surgimiento de nuevos conflictos: con-
flictos sociales, de intereses políticos, económicos, estructurales, además de la idiosincrasia 
colombiana, que desborda el alcance del acuerdo mismo (Tiusabá & López, 2019). En el 
país, especialmente en Caquetá, se registra la activación de grupos disidentes/reincidentes 
con hechos de violencia, confrontaciones con otros grupos armados, señalamiento de 
objetivos militares y economías de guerra. Esto convierte al Caquetá en el quinto departa-
mento más afectado por la reactivación del conflicto, en particular por los frentes guerri-
lleros 1, 3, 7, 49 y la columna Teófilo Forero en la zona sur del país (Álvarez et al., 2018).

Entre 1989 y 2020 se registra en Colombia un total de 18 002 muertes violentas 
como resultado del conflicto con las FARC, si bien se destaca una disminución de este 
hecho victimizante desde la firma del Acuerdo de Paz (Uppsala Conflict Data Program, 
s. f.). Ante este panorama, se debe continuar por un sendero que garantice y conserve el 
proceso de paz. Una alternativa hacia el futuro es el diseño de escenarios que permitan 
anticipar las acciones ante la complejidad de la implementación del proceso. Esto se trata 
no solo de hacer análisis desde las proyecciones estadísticas, económicas y los pronósticos 
tecnológicos, sino de contemplar la interacción de los cambios que puedan describir la 
transición del sistema social y vislumbrar un futuro que permita edificar las acciones para 
obrar en el presente y contribuir en la construcción de paz.

Así, este artículo se propone identificar las dimensiones que influyen en la construc-
ción de paz con sus respectivos eventos de futuro, para que los actores directos e indirectos 
determinen el grado de influencia a través de la aplicación de la técnica de matriz de im-
pacto cruzado (SMIC), para dar respuesta a la siguiente pregunta de investigación: ¿cuáles 
son los escenarios de futuro en la construcción de paz en el Caquetá? La estructura del 
documento está orientada a dar respuesta al problema en tres momentos secuenciales: 1) 
un amplio desarrollo de los estudios de futuro, con la conceptualización de planeación por 
escenarios, conflicto armado y construcción de paz; 2) construcción de la metodología 
amparada en la técnica SMIC; y 3) el análisis de datos mediante el aplicativo Smic-Prob 
Expert. Los resultados identifican cuatro escenarios de futuro que influyen en la construc-
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ción de paz en el Caquetá: capacidades institucionales; solución al problema de drogas 
ilícitas; víctimas del conflicto, e influencia de la educación superior.

Marco teórico 
Los estudios de futuro 
Los análisis de futuro permiten formular interrogantes acerca de la influencia del pasado, 
presente y futuro en la toma de decisiones organizacionales, para generar proyecciones a 
futuro que no son valoradas según la precisión o el cumplimiento irrestricto de los hechos 
señalados, sino como producto de la participación, la creatividad, la visión integradora 
que plantean, el mayor entendimiento del presente y el rol activo que se debe tener en él 
(Hevia, 2000).

De acuerdo con esto, Dator (2019) considera que la prospectiva es la mejor manera 
de mirar hacia el futuro con el objetivo de lograr apreciar y estudiar lo sucedido en el 
pasado y los posibles acontecimientos por venir. Igualmente, Miklos y Tello (2000) sos-
tienen que los estudios de futuro constituyen una visión integral de aspectos cuantitativos 
y cualitativos, con “relaciones dinámicas fundamentadas en estructuras evolutivas con un 
futuro incierto, no obstante, una actitud hacia el futuro activa y creativa” (p. 21). 

A su vez, los estudios de futuro toman un nuevo rol en el presente, ya que están 
directamente relacionados con aspectos sociopolíticos, influenciados por el contexto cul-
tural y la resistencia al cambio. Diversas metodologías se han contextualizado para com-
prender el origen y la evolución de los estudios de futuro en las ciencias humanas como 
su área central, con lo cual se ha reconocido que los cambios económicos, tecnológicos y 
políticos generan transformaciones significativas para estos estudios; en contraste, los as-
pectos culturales y psicológicos se toman más tiempo en generar impactos representativos 
(Concheiro & Medina, 2013).

En los estudios de futuro existen dos corrientes principales. Primero está la corriente 
norteamericana, con un dominio tecnológico y énfasis en los objetivos militares, de la 
cual ha surgido el forecasting como herramienta para pronosticar (Bradfield et al., 2005). 
Segundo, la corriente europea, que incluye la futurología; la prospectiva orientada al rol y 
la participación de actores sociales (Berger, 1964; Jouvenel, 1964); la prospectiva estraté-
gica con su caja de herramientas y estrecha relación con la planeación estratégica (Godet, 
2000), y la previsión humana, orientada al bien común, la democracia y el liderazgo par-
ticipativo (Masini, 2011; Medina, 2003).

En efecto, el estudio de futuro comprende características específicas que fortalecen 
su análisis: la interdisciplinariedad y complejidad (mecanismos para comprender las inte-
rrelaciones sociales); la transdisciplinariedad (instrumento para aplicar la complejidad); la 
globalización (contexto en que se realiza el análisis de futuro); la normatividad (identifica-
ción de características de una sociedad y sus desarrollos); la cientificidad (para comprender 
la forma como evoluciona el futuro generando discusión entre las disciplinas); la dinámica 
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(estudia la transformación social y su influencia en escenarios probabilísticos), y la parti-
cipación (presencia del recurso humano en los proyectos acerca del futuro). Igualmente, 
este tipo de estudio se enmarca en una metodología extrapolativa, donde se mezcla el co-
nocimiento del pasado y el presente para extrapolarlo e identificar posibles acontecimien-
tos futuros, lo que convierte el método de escenarios en una metodología para describir 
alternativas de futuro.

Planificación por escenarios 
La planeación por escenarios es una de las técnicas fundamentales en los estudios de fu-
turo que permite preparar, anticipar, cuestionar y pensar creativamente sobre lo que se 
vislumbra en el futuro y en múltiples futuros posibles, más allá del tendencial (Hiltunen, 
2009). La primera definición considera a los escenarios como secuencias hipotéticas de 
eventos, construidos con el propósito de centrar la atención en los procesos causales y la 
toma de decisiones (Kahn & Wiener, 1967). Entre otros, Peña (2008) afirma que el esce-
nario “emplea una gama de técnicas para investigar, recoger ideas y escribir historias en su 
intento de plasmar en forma narrativa todos aquellos eventos que definan los linderos de 
los terrenos competitivos del futuro” (p. 178). 

El uso metódico de los escenarios para aclarar análisis sobre el futuro inició des-
pués de la Segunda Guerra Mundial, cuando el Departamento de Defensa de los Estados 
Unidos la empleó como metodología de planeación militar en la década de los años cin-
cuenta en RAND Corporation (Kahn & Wiener, 1967; Bradfield et al., 2005; Durance 
& Godet, 2010). A raíz de ello, esta metodología se utilizó ampliamente para la previ-
sión social, el análisis de políticas públicas y la toma de decisiones en la década de 1960. 
Schoemaker (1993) afirma que la planificación de escenarios debe delinear los futuros 
posibles, capturar una amplia gama de opciones, estimular el pensamiento sobre el futuro 
y desafiar la mentalidad prevaleciente y el statu quo. Con la aplicación de los escenarios se 
puede provocar la reflexión sobre nuevas opciones más allá de la zona de confort opera-
tiva y conceptual tradicional de las organizaciones (Brabandere & Iny, 2010; Chermack, 
2004), lo que permitirá explorar nuevos y únicos conocimientos. 

Es necesario hacer precisiones sobre el concepto de escenario de futuro, pues hay 
muchas definiciones e interpretaciones que han generado confusión, pero siempre con 
la misma finalidad de pensar en el futuro (Khakee, 1991). Al respecto, Bradfield (2004) 
considera que el concepto de escenario es planeación, imaginación, proyección, análisis 
y conocimiento; sin embargo, una definición más simplificada es la descripción de un 
futuro potencial o posible, incluyendo el detalle de cómo llegar a él (Godet, 2006; Blyth, 
2005; Porter, 2004). Los escenarios siempre proporcionan una radiografía del contexto 
donde se evidencian sus relaciones con las tendencias y sucesos que permiten lograr una 
anticipación creativa e innovadora frente al futuro.

En este punto, es necesario esclarecer la diferencia entre la planificación por escena-
rios y el desarrollo de escenarios. La primera es una actividad más abarcante que implica 
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la realización de un estudio prospectivo completo, mientras la segunda se enfoca en la 
elaboración de historias específicas acerca del futuro (Gauna et al., 2020).

Por otro lado, la metodología de escenarios crea un contexto futuro que se desarro-
llaría según su contexto actual y las proyecciones de lo que se quiere lograr en un tiempo 
dado. Para Godet y Durance (2009), se trata de un método integrador que busca un 
entorno deseable a partir de algunas especificaciones y que “tiene como objetivo construir 
representaciones de los futuros posibles y de los caminos que conducen a él” (p. 44).

Este artículo aborda la planificación por escenarios desde la perspectiva metodoló-
gica de Godet y Durance (2009) con la aplicación del método de SMIC para identificar 
los escenarios de futuro en el contexto de la construcción de paz en el departamento 
del Caquetá, el cual se analiza desde las siguientes seis dimensiones identificadas para el 
estudio:

•	 D1. Fortalecimiento de capacidades institucionales de la sociedad civil: Son 
habilidades desarrolladas durante el conflicto armado, donde las instituciones 
potencian dos capacidades: específicas, como el conocimiento del terreno y 
hardware; y las convertibles, orientadas a las redes de apoyo y financiamiento de 
una organización política (Raymond, 2017).

•	 D2. Víctimas del conflicto: Con la firma del Acuerdo de Paz se concedió a las 
víctimas el derecho a la reparación y reconstrucción de una memoria histórica 
como eje primordial de la transición hacia la paz (Velandia & Paba, 2021). Esto 
se promulgó en la Ley 1448 (2011), que define las víctimas como aquellas per-
sonas que han sufrido un daño como consecuencia de infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas 
internacionales de derechos humanos. De acuerdo con Arias (2020), son las 
víctimas quienes han vivenciado la implementación de los acuerdos, los avances 
y retrocesos, con las implicaciones en el recrudecimiento de la violencia, nuevas 
amenazas y su transición a nuevas regiones.

•	 D3. Problemáticas de conflictividad territorial: Estas problemáticas se han ge-
nerado en diferentes periodos de tiempo desde finales del siglo XIX hasta la 
violencia contemporánea, que continúa con una marcada brecha territorial y la 
debilidad de las instituciones, acompañadas de violencia estructural e influencia 
de los cultivos ilícitos, que durante años han acentuado la intensidad y longe-
vidad de los conflictos sociales, económicos y culturales en las regiones (Ríos 
& González, 2021). Además, las dificultades del Estado para implementar los 
acuerdos de paz y la presencia de una “violencia redefinida sigue siendo una de 
las urgencias irresolutas para afrontar en los próximos años” (Ríos-Sierra, 2020, 
p. 158).

•	 D4. Influencia de la educación superior: Los niveles de desempeño académico 
en la educación han sido afectados por el conflicto armado, lo que podría in-
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fluenciar el talento humano y la prosperidad de la sociedad en el largo plazo 
(Munévar et al., 2019). Además, este rezago tiene efectos directos en el riesgo 
e inseguridad para toda la comunidad (Schuck, 2017). Al respecto, la univer-
sidad posee una responsabilidad como institución social y un rol activo en la 
construcción de una cultura de paz en el país (Flores et al., 2019), por lo cual 
se deben diseñar metodologías desde este ámbito que integren las visiones in-
dividuales y colectivas de los grupos sociales para alcanzar una paz sostenible y 
duradera (Peña et al., 2020).

•	 D5. Solución al problema de las drogas ilícitas: Este es un factor transcendental 
del Acuerdo de Paz para reducir el negocio cocalero y la violencia vinculada a 
este. Junto con la reforma rural integral, constituye el segundo eje que contribu-
ye a la construcción de paz, y que ha tenido un débil nivel de implementación 
(Ríos & González, 2021). Así mismo, el Estado elaboró una política para redu-
cir el consumo de sustancias psicoactivas; reducir la disponibilidad de drogas en 
mercados internos y externos; desarticular y afectar las estructuras, economías 
y rentas criminales; tranformar el territorio, y transitar a las economías licitas 
(Ministerio de Justicia, 2018). 

•	 D6. Reforma rural integral: Las políticas de orden económico y social no han 
favorecido el desarrollo agrícola de los territorios rurales, han tenido una asigna-
ción presupuestal reducida y han generado inequidad en el campo (Junguito et 
al., 2017); como alternativa a esta problemática, se requiere una reforma agraria 
profunda que democratice la tierra y erradique la desigualdad, que ofrezca fi-
nanciación de largo plazo, asistencia técnica y estrategias de participación en el 
mercado (Matías, 2021).

Conflicto armado, justicia transicional y posconflicto 
El conflicto armado en Colombia se ha analizado ampliamente en las últimas décadas por 
diferentes expertos e investigaciones, que dan explicaciones desde perspectivas políticas, 
sociales, culturales y económicas (Zubiría, 2015; Pizarro, 2015; Giraldo, 2015; Torrijos, 
2015). Díaz y Sánchez (2004) definen el conflicto armado como los enfrentamientos 
entre grupos rebeldes, insurgentes e irregulares y el Estado; además, para Giraldo (2015), 
Pizarro (2015) y Torrijos (2015), es prolongado y complejo; sin embargo, Zuluaga (2004, 
p. 32) sostiene que no es en sentido estricto una guerra.

La justicia transicional se entiende como el conjunto de mecanismos y herramientas 
que permiten hacer frente a un legado de graves y masivas violaciones de derechos que im-
plica la necesidad de integrar elementos para garantizar la verdad, la justicia, la reparación 
y las garantías de no repetición. Como precisa Rincón (2010), la justicia transicional res-
ponde a una concepción de justicia vinculada a momentos de transición política —bien 
sea de una dictadura hacia la democracia o de un conflicto armado o una guerra hacia 
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la paz—, que busca lidiar con un pasado grave de violaciones a los derechos humanos 
enfrentando los crímenes cometidos bajo regímenes represores o durante un conflicto 
armado. 

Por su parte, el posconflicto tiene diversas acepciones. Inicia después de la firma 
de un acuerdo de paz, pero no como una etapa que termina con el conflicto, sino como 
aquella que da inicio a la búsqueda de la paz duradera y estable en un horizonte de tiempo, 
el periodo en que inicia el cese de hostilidades entre las partes previamente enfrentadas 
(Rettberg, 2003). Es importante distinguir los conceptos de posacuerdo y posconflicto. El 
primero hace referencia al periodo posterior a la firma de un acuerdo, que configura nue-
vas políticas para finalizar las situaciones conflictivas con el grupo insurgente en el corto y 
mediano plazo; el segundo, como se mencionó, inicia con las políticas del posacuerdo y se 
orienta hacia la construcción de paz desde una perspectiva de largo plazo (Cepeda, 2016). 
Ahora bien, la construcción de paz se define como el fortalecimiento y la consolidación 
de la paz para evitar una recaída en el conflicto.

Construcción de paz en Colombia
El conflicto armado vivido en Colombia por más de cinco décadas ha dejado “impactos 
y afectaciones atroces sobre las víctimas, familias, organizaciones, entidades públicas y en 
general el conjunto de la sociedad colombiana” (Centro Nacional de Memoria Histórica 
[CNMH], 2013, p. 259). Esto se evidencia en el Registro Único de Víctimas de la Unidad 
para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (s. f.), que, a diciembre de 2021, re-
gistra 9 218 796 personas afectadas por uno de los hechos victimizantes (actos terroristas, 
amenazas, delitos contra la libertad e integridad sexual, desplazamiento forzado, homi-
cidios, desaparición forzada, secuestro, abandono o despojo forzado de bienes, lesiones 
personales, entre otros). Esto evidencia la imperiosa necesidad de una construcción de paz 
que proporcione las garantías de verdad, justicia, reparación y no repetición. 

La construcción de paz busca crear un conjunto de actitudes, planteamientos, me-
didas y procesos orientados a la transformación de los conflictos violentos en relaciones y 
estructuras más inclusivas y sostenibles. En este sentido, Grasa y Mateos (2014) sostienen 
que para ello hacen falta todos los actores de la vida social: administraciones e institucio-
nes de diferentes niveles (nacionales, departamentales, locales), academia, sociedad civil 
y actores comunitarios diversos, incluyendo pueblos originarios y afrodescendientes, em-
presarios, entre otros. El grado de incidencia está sujeto a la determinación de los sistemas 
políticos e institucionales, pero también a la capacidad de acción colectiva y a las diversas 
dinámicas sociales.

Por otro lado, conducir un proceso de posconflicto requiere integrar la paz entre los 
diferentes actores, lo que implica enfrentar los múltiples desafíos de la construcción de 
paz. En sentido estratégico, conlleva ocuparse activamente de tres R: resolver las incompa-
tibilidades que originaron la violencia; reconstruir el daño material e inmaterial causado, y 
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reconciliar el derecho a la verdad, la justicia, las reparaciones y la garantía de no repetición 
(Grasa & Mateos, 2014). Dichos retos se conocen como transformación de los conflictos 
o construcción de paz estratégica. Por lo tanto, el contenido y el alcance de la construcción 
de paz dependen de la realidad socioambiental y requieren un análisis interdisciplinario 
que integre las condiciones estructurales, culturales y relacionales que nutren la violencia 
en cada contexto (Wright, 2004).

Los procesos de paz en Colombia marcan los límites de las distintas apuestas por 
una paz estable y extendida en diferentes ámbitos de la vida cotidiana. En este sentido, el 
objeto de una negociación como salida de la confrontación implica la necesidad de que 
nuevas fuerzas sociales participen, no solo en la implementación de eventuales acuerdos, 
sino en el diseño de convenios y de las dimensiones sociales donde se deberían producir 
transformaciones, sobre la base de acuerdos políticos plurales que mantengan abierta la 
posibilidad de reformas durante un tiempo prolongado.

Metodología 
Se aplicó una metodología de enfoque mixto que interrelaciona los aspectos más 

importantes del método cualitativo y el cuantitativo para mejorar la comprensión de los 
resultados. Se trata de una investigación descriptiva que utilizó la herramienta prospectiva 
de matriz de impacto cruzado (SMIC), que permite crear imágenes futuras sobre temas de 
interés y desarrollo regional, mediante la interrelación de elementos cualitativos y cuan-
titativos para lograr un análisis de alta consistencia (Zahradnícková & Vacík, 2014), con 
múltiples visiones estructuradas del futuro (Phadnis, 2012).

El análisis de datos se realizó con el aplicativo Smic-Prob Expert del laboratorio 
Lipsor, con el fin de modelar los datos construidos con eventos prospectivos definidos 
para formular escenarios posibles. Este análisis se alimentó con las probabilidades emitidas 
por un equipo de actores del desarrollo a través de encuestas (SMIC) para seleccionar las 
alternativas posibles teniendo en cuenta la probabilidad de realización (Castro, 2019).

La Figura 1 muestra la estructura metodológica de dos etapas y siete fases desarrolla-
das mediante la aplicación del método de escenarios propuesto por el modelo de Godet 
(1993):

•	 Fase 1. Se realizó la selección del tema. A partir de una amplia revisión del 
estado del arte se identificaron las dimensiones y eventos de futuro sobre la 
construcción de paz en el Caquetá.

•	 Fase 2. Se seleccionaron expertos representantes de los actores del desarrollo re-
gional del Caquetá que influencian la construcción de un proceso de paz desde 
cuatro sectores: saber (universidades, centro de investigación), poder (Estado), 
sector productivo (gremios) y comunidad. Los actores fueron elegidos median-
te un muestreo no probabilístico por conveniencia, bajo el criterio de amplia 
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experiencia en el desarrollo del sector y con capacidad de modificarlo por su rol 
en desempeño laboral o en conocimiento.

Figura 1. Fases del estudio.
Fuente: Elaboración propia

•	 Fase 3. Se definieron y validaron las seis dimensiones mencionadas para la 
construcción de paz en el Caquetá con su respectivo evento de futuro al año 
2025: 1) fortalecimiento de capacidades institucionales y de la sociedad civil; 
2) víctimas del conflicto; 3) problemáticas de conflictividad territorial; 4) in-
fluencia de la educación superior; 5) solución al problema de las drogas ilícitas, 
y 6) reforma rural integral.

•	 Fase 4. Los expertos fueron indagados con un instrumento de recolección de 
información compuesto por 6 enunciados sobre los eventos de futuro con pro-
babilidades simples (P(i), probabilidad de que i se realice en 2025) sobre las 
dimensiones que influyen en la construcción de paz en el Caquetá; 30 enun-
ciados de probabilidades condicionadas positivas (+ = P(i/j)) (probabilidad de 
i, si se realiza j), y 30 probabilidades condicionadas negativas (– = P(i/–j), pro-
babilidad de i, si no se realiza j).

De acuerdo con Castro (2019), la etapa 2 incluye las fases 5, 6 y 7, desarrolladas a 
través del software Smic-Pro Expert y el análisis de datos, que permitió obtener una rela-
ción ordinal de escenarios posibles ordenados del más probable al menos probable. Cada 
escenario muestra la posición de cada evento de futuro codificada de forma binaria, donde 
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1 indica ocurrencia y 0 indica no ocurrencia (fase 5); la matriz de elasticidades en términos 
de probabilidades de las relaciones de influencia/dependencia entre los eventos (fase 6), y 
el diseño de escenarios al año 2025 (fase 7).

Resultados 
De acuerdo con la estructura metodológica, se presentan los resultados de cada una de las 
fases desarrolladas según el método de Godet (1993). Las fases 1 y 2 focalizaron el estudio 
y definieron los actores del desarrollo regional; la fase 3 identificó las dimensiones de la in-
vestigación (D1 a D6) previamente validadas con análisis estadístico y formuló los eventos 
de futuro (E1 a E6) proyectados al año 2025 (Tabla 1).

Tabla 1. Dimensiones para la construcción de paz y eventos de futuro

Dimensiones (Dj)
D(j)           

Abreviado Evento de futuro (Ej)

D1. Fortalecimiento de capaci-
dades institucionales y de la 
sociedad civil 

Capacidad

E1. ¿Cuál es la probabilidad de consolidar una 
construcción de paz, en un horizonte hacia el año 
2025, si se genera una autonomía administrativa 
y financiera en el fortalecimiento de las capaci-
dades institucionales?

D2. Víctimas del conflicto Víctimas 

E2. ¿Qué probabilidad se tiene de lograr un ver-
dadero perdón por las víctimas, si se lograr una 
verdad sobre los crímenes y la reparación por el 
daño causado?

D3. Problemáticas de conflictiv-
idad territorial Conflictiv

E3. ¿Qué probabilidad existe de disminuir las 
problemáticas de conflictividad territorial aso-
ciada al proceso de construcción de paz, si no se 
logra disminuir las tensiones económicas, legales 
y sociales, y se pierde la participación de las cor-
poraciones públicas del país?

D4. Influencia de la educación 
superior EduSuperi

E4. ¿Cuál es la probabilidad de que se incremente 
la participación activa de las instituciones de ed-
ucación superior, con programas transformadores 
para la población desmovilizada en un horizonte 
del año 2025?

D5. Solución al problema de las 
drogas ilícitas DrogasIlí

E5. ¿Cuál es la probabilidad de disminuir 10 000 
hectáreas de cultivos ilícitos por año en un hori-
zonte al 2025 en la región, al ser uno de los flage-
los que financia el conflicto armado?

D6. Reforma rural integral Re.Rural

E6. ¿Qué probabilidad se tiene de lograr una 
reforma rural integral en Colombia, si no se logra 
un plan de inversión y convivencia en el desarrol-
lo sostenible de las comunidades vulnerables por 
el conflicto?

Fuente: Peña (2020)
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En la fase 4, los representantes de los actores del desarrollo (comunidad, sector pro-
ductivo, poder, saber) asignaron la probabilidad de ocurrencia de cada evento futuro (Ej) 
en un periodo de tiempo determinado. La Tabla 2 muestra el nivel de influencia de los 
actores sobre los eventos futuros de acuerdo con sus calificaciones, ya que estas reflejan 
las probabilidades simples asignadas por ellos, quienes serán los responsables en el tiempo 
de lograr la construcción de paz estable y duradera. Los resultados ubicaron como “muy 
fuerte”, en primer renglón, a la dimensión D1 (fortalecimiento de capacidades institu-
cionales y de la sociedad civil) y en segundo renglón la D5 (solución al problema de las 
drogas ilícitas). En tercer y cuarto lugar se encuentran con una calificación de “moderado” 
la dimensión D3 (problemáticas de conflictividad territorial) y la D4 (influencia de la 
educación superior).

Tabla 2. Probabilidad simple (P) de ocurrencia de cada dimensión en el futuro

Actores                  
Dimensiones 

Comunidad                      
%

Productivo                     
%

Poder                       
%

Saber                               
%

Capacidad 100 50 50 60

Víctimas 20 5 30 30

Conflictividad 10 50 70 10

Educación superior 50 30 30 40

Drogas ilícitas 60 20 75 20

Reforma rural 10 40 10 5

Nota: Criterio de análisis: muy fuerte (90 %), fuerte (80 %), moderado (70 %), débil (60 %), muy 
débil (50 %) y duda (<50 %).
Fuente: Peña (2020)

En la fase 5, con base en las calificaciones de los actores, se hicieron modelaciones en 
el Smic-Prob Expert. A continuación se presenta la valoración mediante la cual los exper-
tos estiman el impacto P(i/j), donde se obtienen las diferentes relaciones de comparación. 
Se hace un ajuste de la probabilidad simple que se identifica como P*, el cual permite 
establecer el siguiente criterio de análisis: muy fuerte (90 %), fuerte (80 %), moderado 
(70 %), débil (60 %), muy débil (50 %) y duda (<50 %), como se observa en la Tabla 3.

En esta fase los actores registran una calificación que se ha llamado P, cuya validación 
en el Smic-Prob Expert se ajusta a P*. Es en las probabilidades netas ajustadas donde se 
identifica el E1 como muy débil y los demás con un criterio de duda. Esta situación es 
un indicador de alcance ambicioso de los eventos si son abordados de manera separada e 
independiente, sin generar una sinergia. 
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Tabla 3. Probabilidad simple ajustada (P*) por el conjunto de expertos

Evento al año 2025 P P* Criterio                          
tendencial

E1. ¿Cuál es la probabilidad de consolidar una 
construcción de paz, en un horizonte hacia el año 
2025, si se genera una autonomía administrativa y 
financiera en el fortalecimiento de las capacidades 
institucionales?

0,650 0,441 Muy débil

E2. ¿Qué probabilidad se tiene de lograr un verdade-
ro perdón por las víctimas, si se lograr una verdad 
sobre los crímenes y la reparación por el daño cau-
sado?

0,213 0,28 Duda

E3. ¿Qué probabilidad existe de disminuir las prob-
lemáticas de conflictividad territorial asociada al 
proceso de construcción de paz, si no se logra dis-
minuir las tensiones económicas, legales y sociales, 
y se pierde la participación de las corporaciones 
públicas del país?

0,350 0,399 Duda

E4. ¿Cuál es la probabilidad de que se incremente 
la participación activa de las instituciones de ed-
ucación superior, con programas transformadores 
para la población desmovilizada en un horizonte del 
año 2025?

0,375 0,321 Duda

E5. ¿Cuál es la probabilidad de disminuir 10 000 
hectáreas de cultivos ilícitos por año en un horizon-
te al 2025 en la región, al ser uno de los flagelos que 
financia el conflicto armado?

0,44 0,403 Duda

E6. ¿Qué probabilidad se tiene de lograr una reforma 
rural integral en Colombia, si no se logra un plan de 
inversión y convivencia en el desarrollo sostenible de 
las comunidades vulnerables por el conflicto?

0,163 0,359 Duda

Fuente: Peña (2020)

La fase 6 muestra la selección aleatoria de los diferentes escenarios: si el En selecciona-
do no ocurrió, las probabilidades iniciales no cambian; por el contrario, si el evento ocurre, 
las probabilidades iniciales se ajustan con el algoritmo utilizado. La Tabla 4 presenta las 
probabilidades de los escenarios acumuladas y ordenadas con los resultados del Smic-Prob 
Expert (Figura 2). Se validaron las calificaciones de los actores, lo que identificó las dimen-
siones para la construcción de paz y sus variables. Con las probabilidades acumuladas hasta 
un 80 % (para este estudio llegan a 79,9 %), se presenta una codificación binaria (1 o 0) de 
los seis eventos planteados, donde se identifican diecinueve escenarios de futuro.
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Tabla 4. Probabilidades acumuladas de los escenarios de futuro (actores del desarrollo)

               Actores                       
Escenarios

Saber 
%

Poder            
%

Productivo               
%

Comunidad                        
%

Promedio 
actores

Acumulado               
%

64 - 000000 0,535 0,143 0,001 0,493 0,293 0,293
63 - 000001 0,057 0,028 0,127 0 0,053 0,346
62 - 000010 0 0 0,192 0 0,048 0,394
02 - 111110 0,062 0,047 0,04 0 0,038 0,432
03 - 111101 0,021 0 0,118 0 0,035 0,467
09 - 110111 0,042 0 0 0,099 0,035 0,502
21 - 101011 0 0,129 0 0,01 0,035 0,537
56 - 001000 0,025 0,112 0 0 0,034 0,571
17 - 101111 0,02 0,01 0 0,088 0,029 0,6
18 - 101110 0 0,084 0 0,018 0,026 0,626
32 - 100000 0 0,095 0 0 0,024 0,65
01 - 111111 0,041 0 0 0,053 0,023 0,673
05 - 111011 0 0,072 0 0,02 0,023 0,696
06 - 111010 0 0,038 0 0,043 0,02 0,716
25 - 100111 0,009 0 0 0,065 0,019 0,735
19 - 101101 0,03 0 0,036 0 0,017 0,752
24 - 101000 0 0 0,066 0 0,016 0,768
60 - 000100 0 0,064 0 0 0,016 0,784
10 - 110110 0 0 0 0,06 0,015 0,799

Nota: El acumulado muestra el número de escenarios de ocurrencia en el futuro hasta llegar al 0,799.
Fuente: Lipsor EPITA Smic-Prob Expert (Peña, 2020)

Figura 2. Histograma de probabilidades de los escenarios (conjunto de actores).
Fuente: Elaboración propia con resultados de Lipsor EPITA Smic-Prob Expert
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Para una aproximación a la ordenación de los escenarios, se parte del análisis de sen-
sibilidad (Tabla 5). Este análisis informa cuál es la elasticidad de ocurrencia de los eventos 
entre sí; en otras palabras, en qué medida, cuando aumenta la probabilidad de ocurrencia 
de cada evento, se espera que aumente la probabilidad de ocurrencia de los demás relacio-
nados. Así, el análisis de sensibilidad indica cuáles son los eventos que hay que favorecer o 
impedir para que el sistema se desarrolle en el sentido deseado. Aunque estas elasticidades 
pueden ser calculadas por simulación —haciendo girar varias veces el modelo de relacio-
nes entre las probabilidades para un gran número de actores—, es también posible medir 
el impacto de un acontecimiento sobre otro a través de la comparación de desplazamien-
tos de los histogramas de P(i), P(i/j) y P(i/–j).

Tabla 5. Matriz de elasticidad

Capaci-
dades Víctimas Conflic-

tivid
EduSupe-

rior DrogasIlí Re.Rural Suma 
absoluta

1: Capacidades 1 0,302 0,125 0,222 0,149 0,109 0,907

2: Víctimas 0,05 1 0,026 0,049 0,015 0,004 0,144

3: Conflictivid 0,064 0,11 1 0,076 0,02 0,011 0,281

4. EduSuperior 0,055 0,082 0,026 1 0,046 0,032 0,24

4: DrogasIlí 0,098 0,093 0,007 0,085 1 0,021 0,304

6: Re.Rural 0,016 0,016 –0,009 0,052 –0,006 1 0,099

7: Suma absoluta 0,284 0,602 0,193 0,483 0,236 0,177 -

Fuente: Lipsor EPITA Smic-Prob Expert

El coeficiente de elasticidad mide el cambio porcentual de la variable j debido a un 
cambio unitario en i. La Tabla 5 indica que la dimensión 1 presenta la mayor elasticidad 
(0,302) de ocurrencia para las víctimas, lo que significa que, para consolidar un verdadero 
perdón por las víctimas y verdad sobre los crímenes y la reparación por el daño causado, 
se requiere una consolidación del fortalecimiento de capacidades institucionales con la 
generación de autonomía administrativa y financiera, que permitan una reconciliación y 
reconstrucción del proceso de paz.

La elasticidad de los eventos se muestra de manera ordenada en el histograma de 
sensibilidad de influencias (Figura 3), que recapitula las sumas en la línea de influencia, y 
en la columna de dependencia de la matriz de elasticidad permite tener los eventos más 
influyentes y más dependientes en la construcción de paz en el Caquetá. Los resultados 
destacan la D1 y la D5 como los eventos más motrices en cuanto generadores en la cons-
trucción de paz. Para la primera (fortalecimiento de capacidades), es indispensable definir 
los mecanismos de autonomía administrativa y financiera de los organismos o entidades 
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descentralizadas de los niveles regional y local para una mayor dinamización; para la se-
gunda (víctimas), se debe combatir el flagelo principal de la financiación de los grupos al 
margen de la ley para despejar el camino hacia una construcción de paz.

Figura 3. Histograma de sensibilidad de influencia (conjunto de actores).
Fuente: Elaboración propia con datos de Lipsor EPITA Smic-Prob Expert

También es necesario conocer la organización de los eventos desde la dependencia, 
como se aprecia en la Figura 4. Al respecto, los eventos más representativos son la D3 y la 
D4, ya que están sujetos a un verdadero cambio en el fortalecimiento de las capacidades 
de las instituciones descentralizadas del nivel regional y local y al logro de una verdadera 
reducción de las plantaciones de cultivos ilícitos en el departamento del Caquetá.

Figura 4. Histograma de sensibilidad de dependencia (conjunto de actores).
Fuente: Elaboración propia con datos de Lipsor EPITA Smic-Prob Expert

En la fase 7, el análisis tiene como finalidad presentar los valores extremos de los 
escenarios. Una vez se calculan las soluciones intermedias de probabilidades, se introduce 
un criterio de selección y se retiene como solución óptima aquella que corresponda al 
conjunto de probabilidades de escenarios. De esta forma, el escenario más probable tendrá 
el valor más elevado posible y será el que corresponde más fielmente a la realidad. Esto 
refleja lo que la mayoría de los expertos piensan cuando responden al cuestionario Smic-
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Prob Expert, es decir, una imagen final que consideran netamente más probable que las 
demás (Tabla 6).

Tabla 6. Escenarios para la construcción de paz en el Caquetá 2025

Escenarios de futuro
Probabilidad

Descripción
Individual Suma

Pesimista 64-000000 43,2 % 43,2 % E64. Ninguna dimensión se logra.

Apuesta 1-111111 15,3 % 15,3 % E1. Se logran todas las dimensiones.

Optimista 
tendencial

2-111110 13,4 %

39,4 %

E2. No se logra la dimensión D6, pero 
se logran las demás.

63-000001 13,3 %
E63. No se logran las dimensiones D1, 
D2, D3, D4 y D5, pero se logra la D6 
en el futuro.

56-001000 12,7 %
E56. No se logran las dimensiones D1, 
D2, D4, D5 y D6, pero se logra la D3 
en el futuro.

Negativo

62-000010 12 %

33,95 %

E62. No se logran las dimensiones D1, 
D2, D3, D4 y D6, pero se logra la D5 
en el futuro.

09-110111 11 % E09. No se logra la dimensión D3, 
pero se logran las demás en el futuro.

03-111101 10,9 % E03. No se logra la D5, pero se logran 
las demás en el futuro.

Fuente: Peña (2020)

El escenario apuesta se manifiesta como el resultado de las interacciones entre los dife-
rentes escenarios en la dinámica de las soluciones contrastadas, es decir que integra las pro-
babilidades de los diferentes escenarios en busca de maximizar el escenario más probable.

Como se puede observar, la Tabla 6 presenta escenarios negativos y positivos: el pri-
mero (E64 - 000000) corresponde a una postura negativa y tiene una mayor probabilidad 
de ocurrencia (43,2 %). Este escenario pesimista es un fracaso en el tiempo que diluye la 
autonomía administrativa y financiera en las instituciones, lo que afecta el desarrollo de 
sus capacidades. Así mismo, la Justicia Especial para la Paz no logra un verdadero perdón 
y confesión de los crímenes atroces; se incrementan las conflictividades territoriales; la 
educación superior continúa en su proceso formativo sin dar respuestas transformadoras 
a la construcción de paz; hay ineficiencia en la erradicación de los cultivos ilícitos en la 
región y el país, y, para completar, hay lentitud en los procesos de restitución de tierras y 
de recuperación de la reforma rural integral.
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El segundo escenario (E1 - 111111), donde todos los eventos se cumplen, aunque 
tiene una menor probabilidad de ocurrencia (15,3 %), se convierte en el escenario apuesta 
para reorientar acciones futuras en la generación de autonomía administrativa y financie-
ra de las capacidades institucionales, así como una apertura mental y emocional para un 
verdadero perdón y esclarecimiento de los crímenes. La educación superior presenta pro-
gramas transformadores a los desmovilizados en las zonas de normalización; hay atención 
a las conflictividades territoriales y sostenibilidad de la participación política; se optimizan 
los indicadores en la erradicación de los cultivos ilícitos, y hay recuperación y restitución 
de tierras a los desplazados y afectados por el conflicto armado.

Discusión
La implementación de herramientas prospectivas como el Smic-Prob Expert es funda-
mental para los estudios en estas disciplinas porque permite identificar los direccionadores 
estratégicos que orientarán las acciones en el futuro desde lo político, lo cultural, lo social 
y lo económico, buscando generar sinergia entre los actores del conflicto. Al respecto, 
León-Mirabent et al. (2020) concluyen que estas técnicas de construcción de escenarios 
son viables y efectivas para identificar visiones compartidas en el largo plazo, lo cual per-
mite tomar decisiones en el presente frente a las condiciones internacionales, nacionales y 
locales que afectan a la sociedad. 

En esta investigación, las dimensiones identificadas que influencian el desarrollo de 
la construcción de paz en el Caquetá fueron sometidas a evaluación por los actores del 
desarrollo en los sectores productivo, del saber, del poder y la comunidad, quienes iden-
tificaron una influencia alta del fortalecimiento de las capacidades institucionales y de la 
sociedad (D1) y de la solución al problema de los cultivos ilícitos (D5), así como dieron 
una evaluación media a la conflictividad territorial asociada al proceso de construcción 
de paz (D3) y a la influencia de la educación superior en dicho proceso (D4). Al respecto, 
Kahane (2016) coincide desde su experiencia como asesor de los países en conflicto (entre 
ellos, Guatemala, Sudán, Sudáfrica, Canadá y Colombia) en que es pertinente la inci-
dencia de los actores del sector empresarial, los intelectuales, el Estado y la sociedad para 
lograr una verdadera transformación desde el pensamiento y, por ende, desde las acciones 
que permitan una orientación en el futuro.

Estos resultados fueron confirmados en el análisis de sensibilidad, donde se ratifica el 
fortalecimiento de capacidades (D1) y la solución al problema de los cultivos ilícitos (D5) 
como las dimensiones de mayor motricidad generadora en la construcción de paz; sin em-
bargo, para lograr dicha dinamización se debe conocer las dimensiones desde su depen-
dencia: las víctimas del conflicto (D2) y la influencia de la educación superior (D4), que 
están sujetas a un verdadero cambio en las dimensiones de mayor motricidad para lograr 
una construcción de paz estable y duradera. Frente a las dimensiones dependientes, las 
víctimas son parte fundamental de la política de Estado en materia de justicia y derechos 
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humanos por sus afectaciones del conflicto armado (Guglielmucci, 2017). Así mismo, la 
Misión de Verificación de la ONU en Colombia (Sandoval, 2017) sostiene que el Estado 
debe gestar las medidas necesarias que permitan vincular a las comunidades vulnerables 
en la construcción colectiva de un territorio en paz, para mantener así la confianza en la 
paz estable y duradera. 

Para preservar el desarrollo de cada una de estas dimensiones, no es muy alentador el 
panorama en la consolidación de una agenda desde la perspectiva de lograr mayores éxitos 
en la construcción de paz. En este sentido, Grasa (2020) destaca dentro de los factores 
con mayor impacto en este proceso la confrontación política y social, la consolidación de 
la polarización y la afectación de la salubridad y la economía por la pandemia. Respecto a 
este último, hay que resaltar que “las subregiones del país presentan deficiencias en la capa-
cidad asistencial de los centros rurales, con protocolos de seguridad y distanciamiento más 
severos, y un significativo nivel de contagio también entre el personal sanitario” (Pardo et 
al., 2020, p. 10). La presencia de estos factores influye en las acciones gubernamentales, 
con una afectación directa en los procesos electorales democráticos de 2022-2023.

Así, el panorama nacional no es alentador. Las cifras evidencian una reactivación de 
los grupos armados organizados residuales que tiene fuertes implicaciones en el devenir 
de la construcción de paz. Al respecto, Caquetá es el quinto departamento con mayor 
margen de influencia de las acciones delincuenciales de estos grupos (Álvarez et al., 2018). 
Además, Pirateque (2021) señala que los nuevos escenarios que se tejen a partir de la 
influencia de grupos disidentes en el país repercuten directamente en la articulación de 
esquemas de seguridad y defensa nacional que permitan salvaguardar el territorio, es-
pecíficamente zonas periféricas que suelen ser sensibles y vulnerables ante este tipo de 
situaciones. 

Como se afirmó arriba, esto ha afectado el optimismo en que cada una de estas 
dimensiones se pueda presentar en el horizonte de tiempo a 2025 con una mayor pro-
babilidad. No obstante, el resultado final de escenarios reconoce la necesidad de enfocar 
las acciones hacia el escenario E1 - 111111, con una probabilidad acumulada de 15,3 %, 
donde se pueden presentar las soluciones contrastadas como el escenario apuesta. Este 
porcentaje es una oportunidad en el tiempo que debe sostenerse como esperanza de la 
construcción de paz estable y duradera.

Conclusiones 
Con el resultado de la matriz de soluciones contrastadas del SMIC se estructuró el es-
cenario de futuro en la construcción de paz, donde se presentan escenarios negativos y 
positivos: el escenario pesimista (E64 - 000000) es una postura negativa con la mayor pro-
babilidad de ocurrencia (43,2 %): en él, estos eventos no saldrían adelante, así que conti-
nuaría la inercia económica, social, política y cultural; el escenario apuesta (E1 - 111111) 
tiene una menor probabilidad de ocurrencia (15,3 %), pero se identifica como escenario 
apuesta para reorientar las acciones futuras.
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Pensar en el futuro implica una estructura mental para definir las acciones que con-
duzcan al futuro desde el presente. Solamente la acción humana puede trascender la de-
cisión para poder construir hacia adelante, y así mitigar el impacto de la incertidumbre. 
En esto consiste la narrativa del escenario apuesta, con el 15,3 % de probabilidad, pues 
su viabilidad depende de la atención y diligencia en la acción humana de los actores de 
desarrollo, quienes consolidan la construcción de paz en el futuro.

Con la metodología del Smic-Prob Expert se pudo corroborar en gran medida que, 
de las seis dimensiones estudiadas, cuatro son de afectación directa. En este sentido, los 
actores del desarrollo en el Caquetá deben enfocar sus acciones en la implementación de 
los escenarios en las dimensiones de mayor influencia para construir la paz, que son el for-
talecimiento de capacidades institucionales y la solución del problema de cultivos ilícitos. 
Así mismo, se resaltan las dimensiones de mayor dependencia identificadas: las víctimas 
del conflicto y la influencia de la educación superior. Esto no quiere decir que las otras 
dos dimensiones se pierdan para el análisis, pues aunque quedan con un menor porcentaje 
de participación, son muy activas e importantes en la construcción de una paz estable y 
duradera para el Caquetá.
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La estrategia de la ONU y la Unión Europea contra                      
las redes transatlánticas del narcotráfico

UN and EU strategy against transatlantic drug trafficking networks

Resumen. Con una larga historia, el problema del narcotráfico ha ido incrementándose en las últi-
mas décadas hasta alcanzar dimensiones globales. Este artículo estudia la evolución y el estado actual 
de la estrategia normativa de la Organización de las Naciones Unidas y la Unión Europea contra este 
problema, que actualmente se encuentra inserto en las redes del crimen organizado transnacional, en 
especial las redes transatlánticas. Se concluye que, a pesar de todo el ingente esfuerzo en esta lucha, 
lejos de combatirlo eficazmente, los resultados son muy pobres, tanto en los contextos nacionales 
más afectados como a nivel global.      
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Abstract. With a long history, drug trafficking has been a growing problem in recent decades that 
has reached global dimensions. This article studies the evolution and current status of the norma-
tive strategy of the United Nations and the European Union against this problem, currently em-
bedded in transnational organized crime networks, especially transatlantic networks. It concludes 
that, despite all the enormous effort in this fight, far from combating it effectively, the results are 
abysmal, both in the most affected national contexts and at the global level.
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Introducción
El tráfico internacional de drogas no es un fenómeno reciente. A principios del siglo 
XX, se realizaron las primeras convenciones internacionales para el control del tráfico de 
opiáceos. La primera fue la Comisión Nacional del Opio, convocada en 1909 por Estados 
Unidos, y a la que asistieron nueve países. En 1912, se celebró en La Haya la Convención 
sobre el Opio, a la que acudieron doce países, incluido Estados Unidos. A partir de ese 
momento, las negociaciones entre los Estados para el control y la prohibición de las drogas 
no destinadas al consumo médico se comenzaron a hacer bajo el amparo de la Sociedad 
de Naciones, en cuyo seno se creó el Comité Asesor sobre Tráfico de Opio y otras Drogas 
Peligrosas. Después llegó la Convención del Opio, celebrada en Ginebra en 1925. Una 
vez desaparecida la Sociedad de Naciones, la lucha internacional contra las drogas la asu-
mió la Organización de las Naciones Unidas (ONU), que a lo largo del tiempo ha tenido 
un papel activo —como se verá en este artículo—, aunque no brillante, en el control de 
los estupefacientes.

Hablar hoy de las redes del narcotráfico, especialmente de la cocaína1, es hablar de 
criminalidad organizada. La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, en su artículo 2a, define como grupo delictivo organizado aquel 
formado por 

[…] tres o más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente 
con el propósito de cometer uno o más delitos graves o delitos tipificados con arreglo 
a la presente Convención con miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio 
económico u otro beneficio de orden material. (Oficina de las Naciones Unidas contra 
la Droga y el Delito [UNODC], 2004a)

Esta delincuencia organizada, en particular la que tiene vocación internacional, 
abarca diversos crímenes, como el narcotráfico, la trata de personas, el tráfico de armas, 
objetos o animales, el ciberdelito, el blanqueo de capitales proveniente de dichos delitos y 
la corrupción que los acompaña. En todo caso, autores como Lampe (2001), Paoli (2002) 
y Allum y Gilmour (2012) consideran que las definiciones sobre crimen organizado sue-
len ser poco precisas o, incluso, contradictorias.

Este trabajo analiza la estrategia normativa de la ONU y de la Unión Europea, 
tanto en el control de las drogas en general como más específicamente en el de las redes 

1	 Existen diversos espacios de contrabando de la cocaína: las rutas que llevan la droga desde países sudameri-
canos como Colombia, Ecuador, Bolivia o Perú hacia Estados Unidos, pasando por México, Centroamérica 
o el Caribe. Y otras que parten de los mismos lugares, pero que a través de Brasil o el Caribe llegan ya 
directamente a España y Países Bajos, o hacen escala en Nigeria (hoy uno de los puertos principales) o en 
Sudáfrica, desde donde se destinan a los países del Golfo. Por otra parte, Turquía está empezando a tener 
protagonismo en estas rutas de la coca (antes el producto “estrella” era la heroína) como un punto de distribu-
ción importante para el Golfo. La peculiaridad es que la mayoría de la droga que llega a Turquía lo hace por 
el Canal de Suez rodeando África. Sobre esta cuestión es de gran interés el reciente informe del Observatorio 
Colombiano de Crimen Organizado (Saldarkhan, 2020).
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de distribución, que cada día adquieren una dimensión más global. El artículo, dividido 
en dos grandes bloques, recurre a una metodología de corte analítico-cualitativa basada 
en el análisis de contenido. La primera parte analiza las principales convenciones inter-
nacionales emanadas de la ONU y las medidas adoptadas en ellas para luchar contra el 
problema de la droga, así como la actividad de sus agencias especializadas más importan-
tes. La segunda parte se centra en la labor frente al mismo tema de la Unión Europea y 
sus cuerpos especializados, que, como se verá, no difiere de la línea seguida por la ONU 
en la mayoría de sus actuaciones. Además de las convenciones y documentos oficiales, ha 
sido fundamental para este trabajo la información de sitios web oficiales y de otras fuentes, 
como algunos informes emanados de diversas organizaciones no gubernamentales, muy 
útiles para recabar información sobre las redes del narcotráfico y sus actividades. También 
se ha tenido en cuenta la bibliografía, clásica y actual, sobre este tema. Finalmente, en las 
conclusiones, se analiza la efectividad de dichas acciones y las posibles vías de lucha hoy 
en día contra este problema global. 

La ONU en la lucha contra las drogas 
El primer paso importante en el seno de la ONU se produjo en 1961 con la firma de la 
Convención Única sobre Estupefacientes (CU) para el control de este tipo de sustancias. 
Entre los Estados firmantes, esta convención abrogó y sustituyó los convenios interna-
cionales aprobados con anterioridad sobre tales cuestiones. La CU pretendió desde sus 
comienzos alcanzar toda la cadena, desde el cultivo hasta el consumo, pasando por la 
producción y la distribución2. Esta convención se aprobó en una conferencia celebrada 
en virtud de la Resolución 689 J (XXVI) del Consejo Económico y Social, del 28 de julio 
de 1958. Posteriormente, en 1972, fue modificada al amparo de la Resolución 1577 (L) 
del Consejo Económico y Social. Como consecuencia de este documento y de la necesi-
dad de control expresada allí, en 1968 se creó la Junta Internacional de Fiscalización de 
Estupefacientes (JIFE). En estos años lo que preocupaba sobre todo era el cultivo de la 
amapola y el cannabis; solo después surgiría la preocupación por la cocaína.

La JIFE nació de la fusión de dos organismos anteriores: el Comité Central 
Permanente de Estupefacientes (creado a partir de la Convención Internacional del 
Opio de 1925) y el Órgano de Fiscalización de Estupefacientes (fundado en 1931 por 
mandato de la Convención para Limitar la Fabricación y Reglamentar la Distribución 
de Estupefacientes). Ambos documentos se habían aprobado en el seno de la Sociedad 
Naciones, y la ONU lo que hizo fue seguir y profundizar el camino que con ellos se había 

2	 La lucha contra el narcotráfico ha pasado por distintas fases. En general, los controles se han ampliado a lo 
largo del tiempo, cubriendo cada vez un espectro mayor hasta llegar a abarcar la cadena completa. Asimismo, 
de una política prohibicionista y represiva se ha evolucionado, no sin dificultades, a otra más global que, 
además de castigar, busca alternativas sociales para que la producción y el tráfico de drogas no sean la única 
opción de sobrevivir para determinados grupos sociales.
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iniciado. Esta junta se encuentra formada por trece miembros, expertos de prestigio e 
independientes de los gobiernos de su nacionalidad, elegidos para un mandato de cinco 
años (reelegibles una vez) por el Consejo Económico y Social, propuestos a través de una 
lista presentada por la Organización Mundial de la Salud. 

La JIFE trabaja mediante reuniones, visitas oficiales (misiones de país), cuestiona-
rios, etc., con el fin de determinar la situación de la fiscalización de drogas en los Estados 
y el cumplimiento general de sus gobiernos de las disposiciones de los tratados de fiscali-
zación internacional de drogas. A partir de estos trabajos, elabora un informe que evalúa 
lo realizado por el país y en el cual incluye recomendaciones y peticiones encaminadas a 
conseguir que el Estado en cuestión cumpla con lo acordado en los diferentes tratados. 
Posteriormente, se realiza una nueva evaluación para comprobar si el país ha ejecutado las 
recomendaciones y exigencias expuestas. En caso de incumplimiento, la JIFE adopta las 
medidas que considere convenientes en aras de que el Estado cumpla sus compromisos, 
con base en el artículo 14 de la CU, que faculta a la junta para “pedir al Gobierno intere-
sado que adopte las medidas correctivas que las circunstancias aconsejen para la ejecución 
de las disposiciones de la presente Convención” (CU, 1981).

Estas medidas pueden aumentar su severidad en función de las posibles amenazas 
que perciba la JIFE derivadas del incumplimiento por parte del Estado. Estas acciones se 
realizan respetando el anonimato del Estado implicado hasta que la Junta no considere 
imprescindible revelarlo, por lo cual sus actuaciones no cuentan con la efectividad que 
podría otorgar la publicidad. En caso de querer hacer público el nombre del Estado, debe 
comunicarlo a la Comisión de Estupefacientes y al Consejo Económico y Social, como se 
hizo con Afganistán, único país actualmente inserto en este proceso. 

Poco después de la creación de la JIFE, se aprobó el Convenio sobre Sustancias 
Psicotrópicas (ONU, 1971) en virtud de la Resolución 1474 (XLVIII) del Consejo 
Económico y Social. En sus documentos se listan las sustancias que están sujetas a fis-
calización, incluyendo los estupefacientes y los productos que pueden utilizarse para su 
fabricación. Estas listas son sometidas a actualización cada vez que se considera necesario, 
según el artículo 3.2 de la CU, que determina el procedimiento: “el Secretario General co-
municará la notificación y los datos que considere pertinentes a las Partes, a la Comisión 
y, cuando la notificación proceda de alguna de las Partes, a la Organización Mundial 
de la Salud”. La fiscalización corresponde a la Comisión de Estupefacientes del Consejo 
Económico y Social y a la JIFE, como lo establece el artículo 5 (CU, 1981).

En cuanto al tráfico ilícito, el artículo 35 de la CU establece, entre otras cuestiones, 
la obligación de las Partes de asegurar “en el plano nacional una coordinación de la ac-
ción preventiva y represiva contra el tráfico ilícito; para ello podrán designar un servicio 
apropiado que se encargue de dicha coordinación”. También se hace referencia a que los 
Estados deben ayudarse “mutuamente en la lucha contra el tráfico ilícito de estupefacien-
tes” (CU, 1981, art. 35b) y cooperar entre sí y “con las organizaciones internacionales 
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competentes de que sean miembros para mantener una lucha coordinada contra el tráfico 
ilícito” (art. 35c). Y en el artículo siguiente, se determina que, siempre de acuerdo con las 
constituciones internas de cada país,

[…] cada una de las Partes se obliga a adoptar las medidas necesarias para que el 
cultivo y la producción, fabricación, extracción, preparación, posesión, ofertas en ge-
neral, ofertas de venta, distribución, compra, venta, despacho de cualquier concepto, 
corretaje, expedición, expedición en tránsito, transporte, importación y exportación de 
estupefacientes, no conformes a las disposiciones de esta Convención o cualesquiera 
otros actos que en opinión de la Parte puedan efectuarse en infracción de las disposi-
ciones de la presente Convención, se consideren como delitos si se cometen intencio-
nalmente y que los delitos graves sean castigados en forma adecuada, especialmente 
con penas de prisión u otras penas de privación de libertad. (UNODC, 2014)

En 1988 se celebró la Convención contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotrópicas, con la intención de afrontar el problema de las drogas desde una 
perspectiva global. Esa fue la primera vez que se abordó el problema del tráfico ilícito 
transnacional, lo que marcó un hito en la historia de la lucha internacional contra el 
tráfico de drogas. En el preámbulo del documento final, los Estados reconocían estar 
profundamente preocupados

[…] por la sostenida y creciente penetración del tráfico ilícito de estupefacientes y 
sustancias sicotrópicas en los diversos grupos sociales y, particularmente, por la uti-
lización de niños en muchas partes del mundo como mercado de consumo y como 
instrumentos para la producción, la distribución y el comercio ilícitos de estupefa-
cientes y sustancias sicotrópicas, lo que entraña un peligro de gravedad incalculable. 
(UNODC, 1988)

También se reconoció allí la existencia de vínculos “entre el tráfico ilícito y otras 
actividades delictivas organizadas relacionadas con él, que socavan las economías lícitas y 
amenazan la estabilidad, la seguridad y la soberanía de los Estados”. Asimismo, se definie-
ron diversos mecanismos de control y de cooperación técnica para el seguimiento de las 
medidas acordadas, entre ellos la obligación de informar a la Comisión de Estupefacientes 
del Consejo Económico y Social sobre sustancias que los países consideren que deben 
incluirse en las listas porque se utilizan con frecuencia en la fabricación ilícita de estupefa-
cientes o sustancias psicotrópicas (UNODC, 1988, art. 12), o la de mantener canales de 
comunicación entre los organismos y servicios competentes de cada país.

Posteriormente, en la reunión ordinaria de 1990, la Asamblea General de la ONU 
dedicó una sesión al problema cada vez mayor de las drogas. Como consecuencia, se apro-
bó el Programa Global de Acción y se decidió que el periodo 1991-2000 se consideraría 
la “Década de las Naciones Unidas contra el Uso Indebido de Drogas”. Un año después, 
apareció el Programa de Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de Drogas 
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(PNUFID)3. Y aunque en las reuniones posteriores de la Asamblea General hubo intentos 
de poner en marcha una política general en la lucha contra las drogas, los resultados no 
fueron espectaculares, primordialmente por dos razones.

Primero, debido a las diferencias existentes entre los países implicados y su muy 
desigual grado de desarrollo político, social y económico. Estas diferencias inciden funda-
mentalmente en los ámbitos de oferta y demanda de la droga; o, lo que es lo mismo, en las 
disparidades existentes entre los países productores y los consumidores4. Y segundo, por-
que empezó a proponerse, sobre todo por la Unión Europea, una forma de control y lucha 
diferente, que tiende no solo a la imposición de medidas encaminadas a la prohibición y 
el castigo, sino también al desarrollo de políticas de prevención y de tratamiento sanitario. 
Este enfoque supuso la apertura de un nuevo debate que, si bien a la larga se impondría, 
en esos primeros años ralentizó el avance en la lucha contra las drogas y el narcotráfico.

En esta década, además, se abrió una nueva controversia que aún no se ha cerrado, 
relativa al uso legal de ciertas drogas, ya sea con fines terapéuticos o como medida contra 
el tráfico ilícito de ciertas sustancias, como el cannabis. Sobre este punto, la JIFE ha mos-
trado oposición, objetando que el argumento de que con ello se reducen algunos tipos de 
daños es más falaz que cierto y no es aplicable a todos los países.

En 1997, se creó en Viena la UNODC, con veinte sedes subregionales y dos más de 
coordinación y control en Nueva York y Bruselas. Como expresa en su sitio web: 

[…] la labor de la UNODC consiste en educar a las personas en todo el mundo sobre 
los peligros del uso indebido de drogas y fortalecer las intervenciones internacionales 
contra la producción y el tráfico de drogas ilícitas y la delincuencia relacionada con las 
drogas.

 También contribuye a

[…] mejorar la prevención del delito y presta asistencia en la reforma de la justicia 
penal a fin de fortalecer el Estado de derecho, promover sistemas estables y viables de 
justicia penal y combatir las crecientes amenazas de la delincuencia organizada inter-
nacional y de la corrupción. (UNODC, s. f.)

En 1998, la Asamblea General de la ONU encomendó a la UNODC que publicase 
periódicamente información puntual, completa y objetiva sobre el tema de las drogas. A 
raíz de ello, años después, en 2004, la UNODC publicó el informe mundial sobre drogas, 
que, si bien no se posiciona a favor de la legalización o de otros elementos de debate, sí se 
muestra abierto a la necesidad de discusiones objetivas que puedan auspiciar políticas más 
efectivas y diferentes en la lucha contra las drogas.

3	 Sobre la política de drogas de la ONU en esa década, es de gran interés el artículo de Martin Jelsma (2003).
4	 Tradicionalmente la cuestión del control de la oferta ha tenido una dimensión más internacional, mientras 

que el control de la demanda se ha considerado de ámbito nacional, por lo que son los países autónomamente 
quienes lo controlan y legislan. Este es un enfoque que comenzó a cambiar a finales de los años ochenta. 
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Dichas diferencias se comenzaron a manifestar en la Sesión Especial de la Asamblea 
General de Naciones Unidas (UNGASS) sobre el problema mundial de las drogas de 
1998. La pretensión de esta reunión y del entonces secretario general de la ONU, Kofi 
Annan, era lograr erradicar los cultivos ilegales de drogas en un periodo de diez años, pero 
no se consiguió alcanzar consensos que tuvieran resultados prácticos reales y notoriamente 
exitosos, ya que el límite político nacional de muchos países productores afectaba la efecti-
vidad de los acuerdos. Por ejemplo, en el prefacio del informe mundial sobre las drogas de 
2004, escrito por Antonio Costa, entonces director ejecutivo de la UNODC, se reconoció 
que, aunque se habían hecho progresos, “el nivel de uso indebido de drogas sigue siendo 
inaceptable”. Y añadía: 

hay que abordar el problema de las drogas en el contexto más amplio de la seguridad 
humana y del desarrollo sostenible, […] las respuestas al vínculo entre las drogas y el 
delito deben ser más integradas. Los delincuentes obtienen enormes sumas de dinero 
tanto de los cultivadores pobres como de los adictos pobres. […] los programas de 
fiscalización de drogas deben acomodarse mejor a la dinámica de los mercados de dro-
gas: un mejor entendimiento de las tendencias subyacentes, unos datos más sólidos, 
un incremento de la investigación y un enfoque científico más profundo del problema 
son elementos necesarios. (UNODC , 2004b)

En 2009 se firmó la Declaración Política y el Plan de Acción sobre Cooperación 
Internacional hacia un Sistema Integrado de Estrategia equilibrada para contrarrestar el 
problema mundial de la droga, que dio a los países un plazo de diez años para abordar 
este problema con tareas concretas. Lo que se pedía entonces a los signatarios era que em-
prendieran políticas encaminadas a reducir los cultivos de coca, amapola y cannabis, así 
como su consumo. También se requería que afrontaran los problemas sanitarios derivados 
del tráfico ilícito de drogas y del consumo, a la vez que se solicitaban medidas contra las 
drogas sintéticas, que desde los años ochenta hacia adelante venían incrementando su 
desarrollo, fabricación y consumo. Otro tema que los países también debieron abordar 
a partir de dicha declaración es el tráfico ilícito de los precursores. Y finalmente, tomar 
medidas contra el blanqueo y lavado de dinero proveniente del mercado de las drogas.

Todos estos mandatos, sin embargo, han resultado ser poco efectivos en la práctica, 
por lo que los países más afectados por el narcotráfico se han sentido vulnerables al enfren-
tar un problema cada vez más arraigado y globalizado. Según datos de 2012, las áreas de 
cultivo de coca y su consumo habían disminuido, sobre todo en Colombia. Igualmente, la 
media general de consumo de cocaína en América del Sur había pasado del 0,9 % al 0,7 % 
en 2010. Pero el problema seguía siendo la delincuencia asociada al narcotráfico. Así, en 
contraste con la tendencia mundial de esa década, en la que las tasas mundiales de homi-
cidios se estabilizaban o disminuían, en el caso de América Latina y el Caribe aumentaron 
de 19,9 en 2003 a 32,6 homicidios por cien mil habitantes en 2008 (Seelke et al., 2011). 
De esta forma, Bruce Bagley (2014) explica que, 
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como una consecuencia no intencional de la Guerra contra las Drogas patrocinada 
por los EE. UU. en Colombia, el escenario de la participación del crimen organizado 
en el tráfico de cocaína se trasladó poco a poco hacia el norte, de Colombia a México.

Por ello, en 2012, los presidentes de tres países duramente castigados por el proble-
ma del narcotráfico: México, Colombia y Guatemala, solicitaron ayuda a la ONU ante 
la baja efectividad demostrada por las políticas de lucha contra el tráfico de drogas. Ello 
llevó a la convocatoria de una reunión en 2016, que se adelantó en tres años a la fecha en 
que se cumplía el decenio.

Para facilitar la participación de los sectores implicados en todos los países, la ONU 
abrió un sitio web denominado UNGASS, con el fin de que las organizaciones no gu-
bernamentales tuvieran espacio para exponer sus ideas. De esta manera, a la vez que se 
propiciaba la participación mundial, se utilizaría la información aquí recogida como he-
rramienta base de trabajo para la celebración de la conferencia entre el 19 y el 21 de abril 
de 2016, junto con los informes que los distintos países envían desde 2014 a la Comisión 
de Estupefacientes de la ONU en relación con su política sobre el control del narcotráfico 
y los resultados obtenidos. Con esta documentación, la comisión elaboró el documen-
to que se presentaría en UNGASS. Asimismo, se solicitó al Alto Comisionado para los 
Derechos Humanos preparar un estudio sobre el impacto que el problema mundial de las 
drogas tiene en el desarrollo y el disfrute de los derechos humanos.

Dicha conferencia extraordinaria (la número 30 de las celebradas por la ONU) se 
estructuró en diversas mesas de trabajo que incluían cuestiones como las drogas y la salud; 
las drogas y la delincuencia; las drogas y los derechos humanos; los jóvenes, las mujeres, 
los niños y las comunidades; los nuevos retos, amenazas y realidades en el ámbito de la 
prevención; la lucha contra el problema mundial de las drogas y el desarrollo alternativo, 
y la cooperación regional, interregional e internacional para lograr una política de fisca-
lización de drogas equilibrada y orientada al desarrollo (UNODC, 2016). Estos temas 
demuestran que la tendencia de la lucha global contra los diferentes aspectos que rodean 
al narcotráfico iniciada a finales de la década de los ochenta, casi cuatro décadas después, 
ya ha tomado carta de naturaleza en los enfoques teóricos de la ONU como la forma más 
adecuada de luchar contra el narcotráfico y todos sus delitos conexos. Cuestión aparte 
es el éxito y los logros de esa forma de luchar contra este problema, a consecuencia del 
compromiso real, no aparente, de los Estados en su pugna por erradicar el problema mul-
tidimensional de la droga5.

Las recientes actuaciones de la ONU en la lucha contra el narcotráfico 
La reunión n.º 62 de la Comisión de Estupefacientes se celebró en 2019 con una asisten-
cia récord, ya que se contabilizaron más de 2400 participantes entre Estados, organiza-

5	 Para un análisis crítico de esta conferencia, puede consultarse a Bewley-Taylor y Jelsma (2016).
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ciones gubernamentales, instituciones académicas, sociedad civil y sector privado. En esa 
reunión, los Estados se comprometieron a 

salvaguardar nuestro futuro y garantizar que nadie afectado por el uso de drogas se 
quede atrás, a medida que aumentamos nuestros esfuerzos para cerrar las brechas en el 
tratamiento de las tendencias y desafíos que emergen constantemente por este proble-
ma global. (UNODC, 2019)

En el informe de 2020, se constata que alrededor de 269 millones de personas usa-
ron drogas en 2018, lo que implica un aumento del 30 % con respecto al 2009. A esto 
se añade que, como consecuencia de esa cifra de consumo, son más de 35 millones las 
personas que sufren trastornos diversos. El cannabis sigue siendo la sustancia más consu-
mida (192 millones de personas), aunque son los derivados del opio los que más muertes 
han causado en la última década (71 % más que en los diez años anteriores). Este informe 
también señala que el consumo de cannabis ha aumentado en aquellos lugares en los que 
se ha legalizado (UNODC, 2020).

En octubre de 2020 se aprobó en Viena el mecanismo de revisión de la imple-
mentación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional (Resolución 9/1; ONU, 2020) para evaluar el nivel y la calidad de la im-
plementación de la Convención por parte de los Estados signatarios. Esta revisión, que 
básicamente consiste en una autoevaluación inspeccionada por otros dos países, se reali-
zará en fases diferentes. Primero, mediante un cuestionario que debe contestar cada país 
y que será evaluado por los países designados como examinadores, quienes harán sus 
observaciones. Y después, los expertos, a partir de esa documentación, elaborarán sus listas 
de recomendaciones (ONU, 2020). 

En principio, el proceso debería estar culminado con el primer grupo de países en 
mayo de 2022, aunque se prevén retrasos motivados por la pandemia. Donde se encuen-
tren deficiencias, la ONU contribuirá a desarrollar las capacidades necesarias, incluida la 
asistencia técnica. El mecanismo en sí mismo resulta débil, pues se desconoce el grado de 
transparencia que habrá en su desarrollo, así como el grado de participación de diversos 
actores no gubernamentales implicados en el proceso.

La Unión Europea y el combate contra las redes                      
transatlánticas delictivas
La Unión Europea mantiene acuerdos marco con muy diversos países enfocados en múl-
tiples aspectos temáticos, que incluyen las cuestiones de seguridad, tráficos ilícitos y simi-
lares. Este trabajo se centra en algunos de los programas transatlánticos contra el tráfico 
de drogas y sus delitos conexos.

Uno de los más importantes ha sido el denominado Ruta de la Cocaína, centrado en 
la lucha contra la delincuencia organizada transnacional para el tráfico de esta sustancia 
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(existe otro programa paralelo para las rutas de la heroína). Este acuerdo surgió en 2009 
con el propósito de, bajo el amparo de la Unión Europea y de acuerdo con sus socios, 
trabajar por la supresión de los flujos de bienes ilícitos facilitando la comunicación entre 
investigadores y fiscales. El foco de atención es América Latina, el Caribe y las rutas de la 
cocaína que salen de estos lugares hacia África y Europa. Cuenta con nueve proyectos que 
se desarrollan mediante el Instrumento en Pro de la Estabilidad y la Paz (IcSP), que abarca 
más de cuarenta países. Desde 2019, con base en la experiencia anterior, existe el Programa 
de los Flujos Ilícitos Globales (PFIG), financiado por la Comisión Europea y centrado 
más en la delincuencia organizada que en el tráfico de drogas. Tiene vigencia hasta 2025 
y cuenta con ocho subprogramas, algunos provenientes de la etapa anterior (PFIG, s. f.):

1.	 La prevención de la entrada de drogas y otros productos ilícitos. Para esta ac-
tividad se han puesto en marcha los programas Aircop, Seacop y Prelac. De 
estos tres proyectos, Prelac finalizó en 2016 y se desarrolló en colaboración 
con la UNODC. Su ámbito de aplicación fue América Latina y el objetivo 
era controlar y desviar los precursores químicos necesarios para la producción 
de cocaína y otras drogas. Los otros dos, aún en ejecución, se centran en 
controlar el tráfico de drogas tanto en aeropuertos (Aircop) como en puertos 
(Seacop), así como fomentar el intercambio de información. Cubren las rutas 
transatlánticas de las drogas, por lo que abarcan países de África, América 
Latina y el Caribe. El Seacop, además, tiene un apartado dedicado a fortalecer 
los equipos de inteligencia marítima (MIU).

2.	 Facilitar el intercambio de información y la cooperación entre distintas agen-
cias encargadas del cumplimiento de la ley y las autoridades judiciales. Los 
instrumentos en este caso son los programas Wapis y Ameripol-EU. 
a.	 El ámbito de trabajo de Wapis era África occidental, concretamente 

Benín, Ghana, Mali y Níger. Se centraba en conseguir que las institu-
ciones policiales de estos países digitalizasen su documentación para po-
der facilitar y potenciar el intercambio de información a nivel regional, 
nacional e internacional. Contaba con el apoyo de la Interpol y de la 
Comunidad Económica de Estados de África (Ecowas, por sus siglas en 
inglés, o Cedeao). El programa reveló la creciente importancia que es-
taba adquiriendo la zona costera de África occidental en las rutas tran-
satlánticas del tráfico ilícito. En el marco del Acuerdo de la Ruta de la 
Cocaína, estuvo vigente entre 2012 y 2013, cuando se cumplió su pri-
mera fase; luego siguió funcionando con dinero procedente de la Reserva 
Federal de Estados Unidos y del Programa Indicativo Regional UE-África 
Occidental, e incluyó a Mauritania en una segunda fase que finalizó en 
2016. En una tercera fase, iniciada en 2017 y con una duración de 55 
meses, amplió su radio de acción a una parte importante del Sahel. 
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b.	 En el caso de Ameripol-EU, el objetivo era fortalecer la cooperación en-
tre las autoridades policiales, judiciales y fiscales en América Latina y el 
Caribe en la lucha contra las redes del crimen organizado transnacional. 
Participaron Barbados, Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, Panamá, Perú, 
Trinidad y Tobago y Venezuela. Entre sus logros está la puesta en funcio-
namiento del Sistema de Información Policial (SIPA) de Ameripol y la 
Comunidad de Policía de América. Hoy en día, sigue funcionando en el 
marco de EL PAcCTO (Europe Latin America Programme of Assistance 
against Transnational Organised Crime), como soporte de Ameripol. 

3.	 Luchar contra el lavado de dinero proveniente de las drogas y actividades ilíci-
tas conexas. Para ello se crearon los programas AML-WA y Gafilat-EU. El pri-
mero, enfocado en África occidental (Cabo Verde, Ghana, Nigeria y Senegal), 
tenía el objetivo de combatir el lavado de dinero proveniente del tráfico de dro-
gas y otros delitos conexos. Para ello se puso en marcha la Red de Recuperación 
de Activos de África Occidental (ARIN-WA). En cuanto al segundo, que fi-
nalizó en junio de 2017, tenía el mismo propósito, pero en el contexto de los 
diecisiete países miembros de Gafilat (Grupo de Acción Financiera de América 
Latina).

4.	 Programa Crimjust para la colaboración en las investigaciones criminales y 
la justicia. Este programa, que sigue vigente, se concibe como un comple-
mento general a todos los anteriores, por lo que su ámbito de aplicación es 
el ámbito global de la Ruta de la Cocaína (América Latina, el Caribe y África 
Occidental). En su implementación colaboran la UNODC, la Interpol y 
Transparencia Internacional. Está concebido para coadyuvar en 

la cooperación y el intercambio de información entre los organismos de justicia 
penal para lograr una acción eficaz en casos de delincuencia organizada transna-
cional y tráfico de drogas, así como ayudar a los países del proyecto a avanzar en 
su respuesta a la delincuencia organizada. (Participación Ciudadana, s. f.)

Para la supervisión, coordinación, coherencia y complementariedad entre los distin-
tos subproyectos o cualquier otra iniciativa en el marco del programa Ruta de la Cocaína, 
se puso en funcionamiento el Proyecto de Supervisión y Apoyo del Programa Ruta de 
la Cocaína (CORMS). El encargado de ejecutarlo es el Royal United Services Institute 
(RUSI), conformado por un grupo de expertos internacionales que trabajan desde 1831 
en el campo de la seguridad y la defensa internacional con sede en Londres.

En cuanto al Instrumento en Pro de la Estabilidad y la Paz (IcSP), sustituye a otras 
iniciativas similares dispersas y sobre todo al Instrumento de Estabilidad (IfS), con el fin 
de potenciar y mejorar la lucha contra el crimen organizado. Entró en vigor en 2014 con 
una vigencia inicial hasta el 2020. Ha sido la principal herramienta de la Unión Europea 
para ayudar y colaborar en las iniciativas de seguridad y las actividades de consolidación de 
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la paz que han puesto en marcha los países firmantes. Para la gestión de este instrumento 
se aprobó el Reglamento (UE) 230/2014 del Parlamento Europeo y el Consejo de la 
Unión Europea (2014) en vigor hasta el 31 de diciembre de 2020, en el que se establecían 
tres líneas de acción diferentes. La tercera de estas líneas se refería a la colaboración para 
hacer frente a amenazas mundiales y transregionales y a amenazas incipientes. Así, en el 
artículo 1.4c, se especificaba, entre otras cosas, que el objetivo del reglamento es “hacer 
frente a amenazas específicas mundiales y transregionales a la paz y a la seguridad y la es-
tabilidad internacionales”. Y el artículo 5 se refiere a que la Unión prestará ayuda técnica 
y financiera cuando se presenten “amenazas para la ley y el orden público, la seguridad y 
protección de los ciudadanos, infraestructuras de importancia vital y la salud pública”, así 
como para poner en marcha medidas encaminadas a 

[…] potenciar la capacidad de las autoridades policiales, judiciales y administrativas 
que participan en la lucha contra el terrorismo, contra la delincuencia organizada, 
incluida la ciberdelincuencia, y todas las formas de tráfico ilícito, y en el control efi-
caz del comercio y el tránsito ilegales. (Parlamento Europeo & Consejo de la Unión 
Europea, 2014)

A esto añade: 

[…] en relación con la ayuda relacionada con el problema de las drogas, se prestará la 
debida atención a la cooperación internacional para la promoción de las mejores prác-
ticas en relación con la reducción de la demanda, la producción y los daños.

Hay que destacar que en el artículo 13 establecía una dotación financiera para el 
periodo 2014-2020 de 2 338 719 000 euros (Parlamento Europeo & Consejo de la Unión 
Europea, 2014).

Otra herramienta de lucha contra las drogas es la Acción de la Unión Europea contra 
las Drogas y el Crimen Organizado (EU-ACT), gestionada por la Fundación Internacional 
y para Iberoamérica de Administración y Políticas Públicas (FIAPP) para potenciar la coo-
peración y coordinación policial regional y transregional en la lucha contra la delincuencia 
organizada y las actividades de tráfico de drogas. Dicha herramienta está centrada en la 
ruta de la heroína. Los encargados de su ejecución son expertos del Ministerio de Interior 
de España, de Carabinieri de Italia y personal de la National Crime Agency (NCA) del 
Reino Unido. Tiene un presupuesto aportado por la Comisión Europea de doce millones 
de euros. Sus principales áreas geográficas de trabajo son los países del Cáucaso Sur o 
Medialuna de Oro, por donde entra la heroína procedente de Irán y Pakistán que llega 
hasta Turquía. Ucrania y Moldavia. Estos países, junto con Bielorrusia —que no está 
en el programa— y los países de Asia Central, conforman algunos de los mercados más 
importantes de Europa, todos en el Viejo Continente. A ellos se añaden Tanzania, Kenia 
y Mozambique en África, ya que a través de ellos se alcanza la Unión Europea por los 
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puertos del sur. Por su parte, Pakistán, Irán y Afganistán, en Asia, utilizan la ruta de los 
Balcanes para llegar a Europa a través de Turquía.

Esta acción se puso en marcha en 2017 con una vigencia inicial de cuatro años. 
Tiene tres vías de acción sustanciales:

1.	 Trabajar en establecer políticas nacionales de implementación de respuestas 
operativas que potencien los éxitos en la lucha contra las drogas (Napor). 
Los países receptores de este subprograma son Kirguistán, Georgia, Ucrania, 
Pakistán y Tanzania.

2.	 Puesta en funcionamiento del Servicio de Asistencia Técnica (TAF) para ayu-
dar a obtener respuestas conjuntas en la lucha contra las drogas, especialmente 
la encaminada a la reducción de la oferta y la demanda de heroína, aunque 
también en otros aspectos que los países participantes consideren necesarios. 
Se incluyen todos los países inscritos, aunque se da prioridad a los que no par-
ticipan en el subprograma anterior. Aquí se trabaja siguiendo los lineamientos 
establecidos por la Estrategia y el Plan de Acción sobre Drogas y la Agenda de 
Seguridad de la Unión Europea.

3.	 Apoyo a Iniciativas de Cooperación (COPI) de tipo transregional que puedan 
insertarse en los dos anteriores subprogramas.

Como recuerda José Antonio Maté, coordinador del proyecto EU-ACT en la zona 
de Asia Central:

[…] las organizaciones de tráfico de drogas están establecidas en diferentes países. En 
un país pueden estar proporcionando la materia, otros países de tránsito, otros países 
de destino […]. Incluso otros países para el lavado de dinero. Por tanto, si esto no se 
aborda desde un punto de vista transnacional, es imposible. (FIAPP, 2019)

Hay que hacer referencia al ya citado proyecto de asistencia EL PAcCTO (2017-
2022), que, con financiación de la Unión Europea (22 410 000 euros cada cinco años), es 
puesto en funcionamiento por FIIAPP y Expertise France. Además, cuenta con dos socios 
europeos: el Instituto Italo-Latinoamericano (IILA) y el Instituto Camões de Portugal. 
Su objetivo principal es la lucha contra el crimen transnacional organizado focalizado en 
América Latina (cubre dieciocho países). Se enfoca en fortalecer las instituciones encar-
gadas de luchar contra este problema en cada país proporcionándoles asistencia técnica. 
Como puntos de atención están los sistemas penitenciarios y la cooperación y coordina-
ción entre distintos regímenes judiciales, así como la formación y especialización de las 
fuerzas de seguridad en la lucha contra este tipo de crímenes. También es fundamental 
para este proyecto promover la cooperación transfronteriza de todos los países implicados, 
en colaboración estrecha con Ameripol.
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En cuanto al papel de la Agencia de la Unión Europea para la Cooperación Policial 
(Europol), es relevante referirse a los informes que publica desde 2013 sobre la Evaluación 
de Amenazas de Delitos Graves y Organizados (SOCTA, por sus siglas en inglés). Como 
especifica la propia organización, más allá de una evaluación estratégica, es “la piedra 
angular” de la Plataforma Multidisciplinaria Europea contra las Amenazas Criminales 
(Empact)6. Este programa, si bien reconoce que el narcotráfico sigue siendo un “área tra-
dicional” de los delitos internacionales, pone el acento en la aparición de otras amenazas 
muy relacionadas con la globalización. Debido a ello, en su informe del 2017, identificó 
como las mayores amenazas globales, no solo la producción, el tráfico y la distribución de 
drogas, sino también otras cuestiones relacionadas, como los ciberdelitos y el tráfico de 
seres humanos (específicamente de migrantes), como también lo relacionado con lavado 
de dinero y finanzas criminales, así como el comercio en línea de bienes y servicios ilícitos, 
y el fraude documental. Estos tres últimos casos se consideran amenazas transversales.

Para el tema del narcotráfico se mantiene la división entre producción y distribución, 
incluida la distribución a través del comercio online. En el apartado de la producción, se 
reconoce que la Unión Europea es un importante productor de drogas sintéticas, con un 
considerable tráfico tanto de precursores como de pre-precursores. Entre la producción y 
la distribución se incluye el tráfico de cocaína que llega a la Unión Europea tanto por los 
puertos como a través de mensajeros. Y en cuanto a la distribución, se pone el acento en 
el alto tráfico de distintas drogas que hay en la Unión Europea y la gran subida que se ha 
producido en el tráfico de cannabis (al igual que en su producción).

Las conclusiones del informe ponen de manifiesto que los mercados de drogas si-
guen siendo los más importantes dentro de las actividades ilícitas, y generan importantísi-
mos beneficios. En lo que se refiere al minorista, se calcula que mueve al año en torno a 24 
millones de euros. Asimismo, se refiere a la corrupción como un recurso fundamental para 
facilitar sus actividades, que incluyen no solo la compra de precursores o maquinaria ne-
cesaria para la producción, sino también el uso de documentos falsos para crear empresas 
e importar drogas junto con otros bienes legales. Añade el informe que más de un tercio 
de los grupos involucrados se dedica tanto a la producción como al tráfico o distribución 
de las drogas.

En cuanto al análisis de los grupos delincuenciales organizados, se trabajó sobre una 
población de 5000 grupos que cubre unas 180 nacionalidades diferentes. Estos grupos se 

6	 El origen de Empact está en la decisión de la Unión Europea en 2010 de crear ciclos políticos de cuatro años 
en la lucha contra el crimen organizado, con el fin de fomentar la continuidad y cooperación entre Estados 
miembros, instituciones, agencias europeas, terceros países y, eventualmente, el sector privado. En 2017, el 
Consejo aprobó un nuevo periodo que cierra en 2021, centrado en la lucha contra la delincuencia organiza-
da, siendo el tráfico de drogas uno de los puntos fundamentales. Se establecían los siguientes focos de lucha: 
“interrumpir las actividades de los grupos de delincuencia organizada (OCG) involucrados en el tráfico 
mayorista de cannabis, cocaína y heroína hacia la UE; abordar las redes delictivas involucradas en el tráfico y 
distribución de múltiples tipos de drogas en los mercados europeos; reducir la producción de drogas sintéticas 
y nuevas sustancias psicoactivas (NSP) en la UE y desmantelar los OCG implicados en su producción, tráfico 
y distribución” (Europol, s. f.).
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organizan de forma jerárquica. El 76 % de ellos cuenta con más de seis miembros, de los 
cuales el 60 % son nacionales de la Unión Europea, aunque siete de cada diez grupos están 
conformados por al menos tres nacionalidades diferentes (Europol, 2017).

El informe más reciente, el SOCTA de 2021, insiste en el hecho de que tanto la 
producción como el tráfico de drogas se mantienen como el mayor negocio delictivo en la 
Unión Europea; el 40 % de las redes delictivas aún están activas. Las redes que abastecen 
los distintos mercados de la droga son cada vez más sofisticadas y diversificadas, y contro-
lan desde la distribución al por mayor hasta el mercado minorista. También menciona el 
cada vez mayor uso de la violencia en las actividades de estas redes, sobre todo en los que 
trafican con cocaína y cannabis. Y, finalmente, señala que uno de los problemas crecien-
tes en la Unión Europea es la producción de drogas sintéticas. En resumen, existe una 
constante expansión, crecimiento y evolución de la delincuencia organizada en la Unión 
Europea, que abarca no solo el mercado de la droga, sino todas las actividades delictivas 
asociadas y convergentes, como el tráfico de personas o de armas, la ciberdelincuencia, 
entre otras (Europol, 2021).

A modo de conclusión 
La lucha contra el narcotráfico, si bien nunca ha sido fácil a lo largo de la historia, en la 
actualidad resulta cada vez más complicada debido a las oportunidades que ofrecen las 
nuevas tecnologías y la globalización. Es más, hoy ya no puede hablarse de narcotráfico 
de manera aislada, sino que los países y las organizaciones internacionales se enfrentan a 
un problema de dimensiones globales inserto en el conjunto del crimen organizado. Las 
rutas que mueven la droga operan también con otros tipos de mercancía, como las armas 
o la trata de personas. Son redes transatlánticas, diversificadas, especializadas y conectadas 
entre sí, lo que dificulta en gran medida su control y sobre todo su exterminio. 

En las últimas décadas, las organizaciones internacionales y los Estados han tomado 
conciencia de ello y también han diversificado sus herramientas de lucha, así como han 
evolucionado en cuanto al concepto de lo que deben combatir. De las acciones de control, 
ataque y castigo, se ha pasado a incluir la prevención y las actividades postsolución, en un 
intento de dar alternativas a aquellos que no veían más salida que trabajar y permanecer en 
el ámbito del narcotráfico. La comunidad internacional parece empezar a entender que el 
narcotráfico ya es un problema que afecta a otros ámbitos como el sanitario, el educativo, 
los derechos humanos, etc. Un problema global requiere de soluciones globales, no solo 
en su diseño, sino también en su aplicación.

Cierto es que la realidad está aún muy lejos de las soluciones efectivas, ya que, si 
bien sobre el papel las cuestiones están muy claras, su transposición a la práctica es harto 
difícil. Sin olvidar, además, que en varios aspectos la normatividad y los acuerdos inter-
nacionales deben dejar que los países, debido a la imposibilidad de invadir su soberanía 
y competencias, asuman la iniciativa legal y de acción interna. Como consecuencia, la 
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disparidad sigue siendo muy grande, la lucha se mantiene desigual y los resultados son 
muy pobres. 

Si bien la Comisión de Estupefacientes sigue siendo el organismo protagonista en 
la lucha contra las drogas en el seno de la ONU, sus resultados carecen de éxitos reales, 
ya que los acuerdos no suelen traspasar el terreno del ámbito documental. Cierto es que 
su objetivo principal es formular propuestas encaminadas a fortalecer la fiscalización in-
ternacional, pero lo que falla es precisamente su implementación. Esta comisión también 
dirige la actividad de la UNODC, que es amplia y constante, pero irregular en cuanto a 
sus resultados. Junto a ella, la JIFE es la encargada de controlar que los Estados cumplan 
los compromisos adquiridos, pero no cuenta con capacidad real para imponer sanciones 
ante incumplimientos.

En cuanto a la Unión Europea, ha sido pionera en adoptar el enfoque global en 
la lucha contra el narcotráfico y, en convergencia con la ONU, ha puesto en marcha 
herramientas propias que van más allá de las fronteras de la Unión para colaborar con 
diversos países azotados por el narcotráfico, ya sea como puntos de tránsito, productores 
o consumidores.

Así, la lucha es difícil y se proyecta larga. Las políticas generales deben tener un 
aterrizaje práctico y efectivo que aún no se ha encontrado, por lo que el debate seguirá 
abierto durante mucho más tiempo.
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Principios clave para el uso de la fuerza en escenarios 
urbanos en Colombia

Key principles for the use of force in urban scenarios in Colombia

Resumen. Este artículo analiza los parámetros y principios para el uso de la fuerza legítima del 
Estado en escenarios urbanos en Colombia, ante la amenaza híbrida actual. Con base en una inves-
tigación cualitativa con enfoque empírico, primero se ilustra la naturaleza de la amenaza híbrida en 
Colombia. Luego se examina el fundamento doctrinal para emplear la fuerza de los cuerpos de segu-
ridad en el conflicto colombiano. Posteriormente se analizan los principios del derecho internacional 
humanitario para conducir hostilidades en escenarios urbanos, con observancia a los ecosistemas 
criminales. Finalmente se desarrollan los principios de necesidad y proporcionalidad, entre otros, 
en otras situaciones de violencia. Se concluye que hay principios clave, pero aún no suficientes, para 
orientar el uso de la fuerza en escenarios urbanos de Colombia. 	       
Palabras clave: conflicto armado; derecho humanitario; defensa; derecho operacional; guerra 
urbana 

Abstract. This article analyzes the parameters and principles for using legitimate state force in ur-
ban scenarios in Colombia in the face of the current hybrid threat. First, qualitative research with 
an empirical approach is used to illustrate the nature of Colombia’s hybrid threat and examine the 
doctrinal basis for the use of force by security forces in the Colombian conflict, then analyze the 
principles of international humanitarian law for hostilities in urban scenarios, observing criminal 
ecosystems. Finally, the principles of necessity and proportionality, among others, in other violent 
situations are developed, concluding that key principles exist; however, they are insufficient to 
guide the use of force in urban scenarios in Colombia. 
Keywords: armed conflict; defense; humanitarian law; operational law; urban warfare
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Introducción 
La guerra urbana no es un fenómeno nuevo. En efecto, a lo largo de los siglos, los con-
flictos urbanos han tendido a ser más la regla que la excepción. Debe recordarse que las 
guerras del pasado se centraron en asedios y la defensa de los centros urbanos, mientras 
que las grandes batallas en los siglos recientes han sido excepcionales. Así lo explica Álvarez 
(2017, pp. 24-25) con el ejemplo de la antigua ciudad de Hamoukar. Ubicada en el actual 
norte de Siria, los arqueólogos han descubierto allí evidencias de combate urbano hace 
5500 años.

En este sentido, hay pocas razones para creer que los conflictos futuros no involu-
crarán también algún tipo de guerra urbana. Al respecto, actualmente sigue existiendo 
un reto para implementar el uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad de los 
Estados, especialmente en Colombia, donde hay escenarios hostiles urbanos. Por ese mo-
tivo, la estrategia y política de defensa en Colombia debe replantearse, ya que la apertura 
de las fronteras geográficas está ocasionando que lugares geoestratégicos sean captados 
por ecosistemas criminales urbanos, los cuales aprovechan la infraestructura del Estado. 
En consecuencia, el tradicional combate terrestre y la conducción de hostilidades y otras 
misiones militares, ya sea en tiempos de guerra, de transición, estabilización o paz, repre-
senta un reto de seguridad en cuanto al uso de la fuerza para los líderes políticos y mandos 
responsables de la fuerza pública, dado que el control territorial ha trascendido el entorno 
de la guerra regular. 

En cuanto a los actores del conflicto en el contexto de Colombia, se encuentran 
tres grandes tipos: los grupos armados organizados, los grupos delictivos organizados y la 
delincuencia organizada transnacional y terrorista. 

•	 Los grupos armados organizados (GAO) son aquellos que, bajo la dirección 
de un mando responsable, ejercen sobre una parte del territorio un control tal 
que les permite realizar operaciones militares sostenidas y concertadas. Además, 
cumplen con los criterios objetivos para ser denominados GAO según el 
Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra: 1) uso de violencia arma-
da contra la fuerza pública u otras instituciones del Estado, la población civil, 
bienes civiles o contra otros grupos armados; 2) capacidad de generar un cierto 
nivel de violencia armada; 3) una organización y un mando que ejerce liderazgo 
o dirección sobre sus miembros, lo que les permite usar la violencia contra los 
objetivos mencionados en el territorio nacional (Comité Internacional de la 
Cruz Roja [CICR], 1977b, artículo 1).

•	 Los grupos delictivos organizados (GDO) son grupos estructurados de tres o 
más personas que existen durante cierto tiempo y actúan concertadamente con 
el propósito de cometer uno o más delitos, con miras a obtener directa o indi-
rectamente un beneficio económico u otro beneficio de orden material de los 
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tipificados en el Código Penal Colombiano (Ministerio de Defensa Nacional 
[Mindefensa], 2016a).

•	 Finalmente, la delincuencia organizada transnacional y terrorista (DOT) se re-
fiere a grupos estructurados de tres o más personas que existen durante cierto 
tiempo y que actúan concertadamente con el propósito de cometer uno o más 
delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la Convención de Palermo, 
con miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro 
beneficio de orden material. Tiene el carácter de transnacional si a) se comete 
en más de un Estado; b) se comete dentro de un solo Estado, pero una parte 
sustancial de su preparación, planificación, dirección o control se realiza en otro 
Estado; c) se comete dentro de un solo Estado, pero entraña la participación de 
un grupo delictivo organizado que realiza actividades delictivas en más de un 
Estado; o d) se comete en un solo Estado, pero tiene efectos sustanciales en otro 
(Ley 800, 2003).

Estos actores conforman ecosistemas criminales que poseen dos cualidades únicas 
que crean dificultades en las operaciones de los servicios de seguridad: primero, se ubican 
en zonas densamente pobladas; y segundo, las ciudades hoy tienen múltiples conurba-
ciones con espacios tridimensionales desordenados, que representan importantes desafíos 
logísticos y de navegación para la persecución (Álvarez & Rodríguez, 2018, p. 21).

En este sentido, el uso de la fuerza, conforme al derecho humanitario bélico, es un 
recurso de necesidad militar clave, por lo cual las discusiones actuales deben trascender 
los debates tradicionales sobre conflictos armados no internacionales transfronterizos, con 
desbordamiento y transnacionales. Es decir, se hace necesaria la comprensión extensiva 
que permita explorar nuevas dimensiones, fundamentalmente para garantizar la conduc-
ción de las hostilidades por parte de quienes participan directamente con arreglo a las 
normas del Derecho Internacional Humanitario (DIH). Esto es notoriamente importante 
en escenarios urbanos del conflicto armado interno y otras situaciones de violencia en es-
tos contextos, dado que allí existen múltiples amenazas y riesgos de naturaleza divergente. 

Naturaleza de la amenaza híbrida en Colombia
Como se ha dicho, gran parte de los enfrentamientos bélicos contemporáneos se de-
sarrollan en escenarios hostiles urbanos, ya que allí convergen el crimen organizado 
transnacional, la insurgencia, el terrorismo, guerra no convencional, guerra irregular, 
guerra asimétrica, guerra de criminales, guerra limitada, guerra no trinitaria, guerra 
de tres bloques, guerra de cuarta generación, guerra en red, eco-yihad, guerra de infor-
mación, guerra financiera, guerra de los recursos, guerra jurídica, guerra cibernética y 
guerra caótica. Esta convergencia hace razonable aceptar la complejidad y la vigencia de 
la violencia urbana.
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En este sentido, la tradicional estrategia y política de seguridad y defensa, que se 
planteaba en términos de lo interno y lo externo, hoy se está reconfigurando de forma 
constante para poder enfrentar las estructuras en redes en el marco de los conflictos ar-
mados no internacionales (CANI) y otras situaciones de violencia. La fuerza pública, en 
especial Policía y Ejército, enfrentan hoy más que nunca la complejidad de estas amenazas 
en ambientes multidimensionales, por lo cual no se circunscriben a un evento meramente 
externo o interno.

En consecuencia, esto nos pone frente a una amenaza híbrida, como la denomina 
Frank Hoffman (2009), pues los actores del conflicto tienen una adaptativa mezcla de 
armas convencionales, tácticas irregulares, terrorismo y comportamiento criminal en el es-
pacio de batalla, donde el fin primordial ya no reside en alcanzar unos objetivos políticos. 
Por esto último, el parámetro interno o externo ya no resulta determinante para los entes 
criminales, pero sí afecta la caracterización y acción por parte de los servicios de seguridad 
del Estado en el momento de elegir los métodos y reglas de combate. Incluso, para ir más 
allá, hoy todos los cuerpos de seguridad, tanto policivos como militares, aplican el con-
cepto de “operaciones de guerra urbana”. 

Según lo expuesto, vale la pena analizar el caso del Estado colombiano, pues, con-
forme a la Constitución colombiana, la Policía Nacional está formalmente subordinada 
al Ministerio de Defensa y, conjuntamente con las Fuerzas Militares, constituye la fuerza 
pública del país. Esta estructura institucional, por sí misma, no contraviene ningún están-
dar internacional; incluso ambos desarrollan operaciones de seguridad interior en ámbitos 
urbanos, sin mayores conflictos de interés. 

Aquí se pueden destacar los batallones de operaciones terrestres y los batallo-
nes de fuerzas especiales urbanas del Ejercito Nacional, además del Grupo Especial de 
Operaciones de la Policía Nacional, e incluso los grupos Gaula militares y policiales crea-
dos exclusivamente para evitar y actuar en contra del secuestro y la extorsión. Todas estas 
organizaciones desarrollan acciones en el contexto de la guerra urbana, semiurbana y ru-
ral, sin necesidad de hablar de eventos internos o externos, a raíz del fenómeno polemo-
lógico de la divergente naturaleza de los actores en la actualidad (GAO, GDO y DOT). 
Ante este fenómeno, los cuerpos de seguridad deben desarrollar acciones coordinadas en 
escenarios hostiles urbanos. 

Por ello, esta situación presenta dos grandes retos y desafíos. El primero es el uso de 
armas explosivas en zona pobladas, lo cual, conforme al CICR (2015) y los principios del 
DIH, impone límites en el uso de la fuerza, particularmente bajo el principio de propor-
cionalidad y precaución en el ataque. Esta situación está regulada para los CANI y otras 
situaciones de violencia, con la finalidad de proteger a la población.

El segundo desafío reside en las garantías jurídicas operacionales para los miembros 
de la fuerza púbica. Los nuevos manuales y ediciones del DIH no traen consigo ni aluden 
a estándares para usar la fuerza en contextos urbanos, lo que evidencia una limitación para 
garantizar la soberanía y proteger de amenazas los intereses nacionales desde la política de 
seguridad y defensa nacional. 
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Estas afirmaciones no tienen explicación epistemológica desde las actuales discipli-
nas sociales y los desarrollos académicos, pues parten de una observación empírica de 
este fenómeno político y social en el contexto regional. En particular, este artículo abor-
da el caso de Colombia. En este caso, las acciones militares se desarrollan en un am-
biente complejo y multidimensional, regulado actualmente por el Derecho Operacional 
(Mindefensa, 2015), la Directiva Permanente 015 de Mindefensa (2016a) y la Sentencia 
C-674 de 2017 de la Corte Constitucional. Bajo estos estándares, en el actual CANI se 
regula el uso de la fuerza contra GAO, GDO y GOT siguiendo los principios del DIH. 
Frente a otras situaciones de violencia, las acciones militares se limitan por los estándares 
de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) para el empleo de la fuerza bajo la 
lógica del respeto a los derechos humanos, regulados por los Principios básicos sobre el 
empleo de la fuerza y de armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley (ONU, 1990) y el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley (ONU, 1979).

En consecuencia, como se ha dicho, el uso de la fuerza en las operaciones militares 
es un reto de seguridad para los mandos responsables, por cuanto no existen garantías 
jurídico-operacionales para el uso de la fuerza letal más allá del CANI y de los principios 
del DIH.

A su vez, se evidencia la prevalencia del etnocentrismo norteamericano desde el 
paradigma del realismo político, que sigue enfocado hoy en la teoría de las relaciones 
internacionales y los estudios en seguridad, pues estos argumentos se encuentran en al-
gunas clasificaciones de conflictos utilizadas por el Departamento de Defensa de Estados 
Unidos1. Este artículo también toma como referencia una investigación previa sobre el 
uso de la fuerza en el contexto colombiano (Cubides et al., 2019).

Normativa aplicable a la participación directa en hostilidades                                     
en escenarios urbanos 
La normativa aplicable a la participación directa en las hostilidades es el artículo 3 co-
mún y el Protocolo II adicional de los Convenios de Ginebra (CICR, 1949a; 1977b); 
no obstante, esta figura no está definida en ninguna otra disposición de los Convenios 
de Ginebra de 1949 ni en tratados anteriores, salvo el artículo 15 del Convenio IV, que 
plantea la posibilidad de establecer zonas neutrales para alojar, entre otras, a las personas 
civiles que no participen en las hostilidades y que no realicen trabajo alguno de índole 
militar durante su estancia en esas zonas (CICR, 1949b). Sin embargo, la distinción entre 
las personas que participan directamente en las hostilidades y las personas que han dejado 
de hacerlo es un elemento fundamental del derecho humanitario, pues de allí se derivan 

1	 Por ejemplo: 1) conflictos de Alta Intensidad o guerras convencionales; 2) conflictos de Media Intensidad o 
guerra de guerrillas; y 3) conflictos de Baja Intensidad. Esta categoría se usa en centros de pensamiento como 
el Heidelberg Institute for International Conflict Research en su barómetro de conflictos anual (2019).



Jaime Cubides-Cárdenas, Juan David González Agudelo y Fernanda Navas-Camargo

Revista 
Científica
General José María Córdova

94 Volumen 20 � Número 37 � pp. 89-107 � enero-marzo 2022 � Bogotá D.C., Colombia 

las obligaciones mínimas a las que deben sujetarse las partes de un CANI. Este principio 
de distinción se desarrolla en dicho artículo 3 común, tanto la prohibición de ejecutar 
determinados actos que atenten contra la vida, integridad corporal, libertad y dignidad 
personal de los no combatientes (numeral 1, literales a, b, c y d) como la obligación de 
asistir a los heridos en combate (numeral 2) (CICR, 1949a). 

El propósito de la referencia a la participación directa en las hostilidades que figura 
en los protocolos adicionales es determinar cuándo un civil se convierte en un objetivo 
lícito conforme al derecho humanitario durante la conducción de las hostilidades. El al-
cance y la aplicación de la noción de participación directa en las hostilidades es objeto de 
debate en el marco de las normas para la conducción de hostilidades (Melzer, 2010).

Artículo 3 común a los Convenios de Ginebra en clave del derecho a la vida 
El artículo 3 común a los Convenios de Ginebra ha cristalizado el derecho internacional 
consuetudinario, en cuanto dispone que “las personas que no participen directamente 
en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto 
las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o 
por cualquier otra causa […]” han de ser protegidas (CICR, 1949a). Esto también tiene 
un complemento en el artículo 4.1 del Protocolo Adicional II (CICR, 1977b), puesto 
que este estipula una regla similar para proteger a las personas en los conflictos armados 
modernos.

Por lo anterior, estas normas son las más importantes en el DIH, dado que estable-
cen prohibiciones frente a las personas que no participan directamente en las hostilidades. 
Quizás es lo más sustancial, puesto que permite evidenciar el núcleo más duro de con-
vergencia entre el DIH y los derechos humanos. Ambos cuerpos normativos constituyen 
unos derechos humanos mínimos, si los vemos en positivo. A continuación se citan las 
únicas cuatro cosas que prohíbe el DIH, que son aplicables específicamente al CANI y 
otras situaciones de violencia:

a) 	 los atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio 
en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios;

b) 	 la toma de rehenes;
c) 	 los atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y 

degradantes;
d) 	 las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal legítima-

mente constituido, con garantías judiciales reconocidas como indispensables por 
los pueblos civilizados. (CICR, 1949a)

En otras palabras, este es el núcleo más básico de interacción entre los cuerpos nor-
mativos del DIH y los derechos humanos, ya que busca garantizar y proteger a la persona 
humana en función del derecho a la vida. En consecuencia, estos derechos fundamentales 
se deben respetar en todas las circunstancias por los Estados; incluso en casos de conflicto 
o de disturbios. 



Principios clave para el uso de la fuerza en escenarios urbanos en Colombia

Revista 
Científica
General José María Córdova

95ISSN 1900-6586 (impreso), 2500-7645 (en línea)

No obstante, se precisa advertir que el artículo 3 común no aborda la conducción de 
las hostilidades. Las protecciones sustanciales que confiere en sí mismas son la prohibición 
de la tortura y la toma de rehenes, pues estas implican cierto grado de control sobre las 
personas que están en poder de una parte en el conflicto. Esto incluye a los civiles que 
viven en zonas controladas por un actor del conflicto, pero no se refiere a las acciones de 
las partes regidas por las normas sobre la conducción de hostilidades. 

Por otro lado, la única protección que ha dado lugar a dudas es la prohibición del 
homicidio. En algunos casos, se ha hallado que se aplica a los ataques ilícitos en la conduc-
ción de hostilidades. Por tanto, si este fuera el caso, la prohibición del homicidio debería 
interpretarse a la luz de las normas específicas sobre la conducción de hostilidades, en 
particular las normas sobre distinción, proporcionalidad y precauciones. De esta forma, 
el acto de dar muerte a una persona, siempre y cuando se ajuste a las normas sobre con-
ducción de hostilidades, no constituiría homicidio en virtud del artículo 3 común (Corte 
Penal Internacional, 2014).

Fundamento doctrinal para el empleo de la fuerza de los cuerpos 
de seguridad en el CANI colombiano
Las Fuerzas Militares, en su accionar operacional, tienen una capacidad moderna y pro-
fesional afianzada en la doctrina y los procesos. Esto ha perfeccionado su capacidad de 
neutralizar y debilitar sistemáticamente las amenazas regionales y nacionales que afectan 
la seguridad del Estado. De esta manera, ha forzado a los actores del conflicto y criminales 
a negociar bajo el imperio de la ley. 

Esta capacidad militar del cuerpo de seguridad del Estado, especialmente del Ejército 
Nacional de Colombia, tiene su fundamento en la doctrina actual, que emplea el concep-
to de uso de la fuerza bajo el precepto del derecho operacional terrestre establecido en el 
Manual Fundamental del Ejército 6-27 (Mindefensa, 2016b): “[el derecho operacional 
terrestre] se interrelaciona con todos los Manuales Fundamentales del Ejército (MFE), ya 
que determina el marco jurídico en el cual se desarrollan las operaciones militares como 
funciones propias del Ejército Nacional” (p. 7).

Además, permite integrar nuevos conceptos políticos y militares a la sinergia ope-
racional, como la llamada acción unificada entre los poderes públicos. Esto se funda-
menta en las relaciones cívico-militares, donde el Ejército busca el apoyo de la defensa 
a la autoridad civil (Manual Fundamental del Ejército 3-28) y la estabilidad (Manual 
Fundamental del Ejército 3-07) (Mindefensa, 2017a; 2017b). Lo que se busca final-
mente es crear las condiciones para que la población pueda reconstruir el tejido social 
y así avanzar en el control institucional del territorio, bajo la protección del DIH y los 
derechos humanos.
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La debida diligencia: estrategia para evitar                                                                  
uso desproporcionado de la fuerza 
Como se ha mostrado, el artículo 3 común tiene especial relación con el derecho a la vida, 
por lo cual el Estado debe brindar un trato humano a las personas que no participen direc-
tamente en las hostilidades o que queden fuera de combate por cualquier razón, dado que 
se prohíben en cualquier tiempo y lugar los atentados a la vida y la integridad personal, 
especialmente a la luz de los principios del DIH.

En este sentido, el principio de distinción, de acuerdo con lo establecido por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), es una norma consuetudinaria para 
conflictos armados que establece lo siguiente: “Las partes en conflicto deberán distinguir 
en todo momento entre personas civiles y combatientes”; “Los ataques solo podrán di-
rigirse contra combatientes”, y “Los civiles no deben ser atacados” (Corte IDH, 2012, 
párr. 212). Del mismo modo, el párrafo 2 del artículo 13 del Protocolo II prohíbe que 
tanto las personas civiles como la población civil sean objeto de ataques (CICR, 1977b). 

Por su parte, el principio de precaución es otra norma consuetudinaria para conflic-
tos armados que determina lo siguiente: “Las operaciones se realizarán con un cuidado 
constante de preservar a la población civil, a las personas civiles y los bienes de carácter 
civil”, y se “tomarán todas las precauciones factibles para evitar o reducir en todo caso a 
un mínimo, el número de muertos y heridos entre la población civil, así como los da-
ños a bienes de carácter civil, que pudieran causar incidentalmente” (Corte IDH, 2013, 
párr. 216).

Del mismo modo, la norma 17 de DIH consuetudinario del libro de Henckaerts y 
Doswald-Beck (2007) dispone lo siguiente: 

Las partes en conflicto deberán tomar todas las precauciones factibles en la elección 
de los medios y métodos de guerra para evitar, o reducir en todo caso a un mínimo, 
el número de muertos y de heridos entre la población civil, así como los daños a los 
bienes de carácter civil, que pudieran causar incidentalmente. (p. 65)

A su vez, la norma 18 señala:

[…] las partes en conflicto deberán hacer todo lo que sea factible para evaluar si el ata-
que causará incidentalmente muertos o heridos entre la población civil, daños a bienes 
de carácter civil o ambas cosas, que sean excesivos en relación con la ventaja militar 
concreta y directa prevista. (Henckaerts & Doswald-Beck, 2007, p. 67)

En concordancia con lo anterior, el DIH y el uso de la fuerza en el marco del CANI 
de Colombia requieren buscar un equilibrio constante entre los principios de la necesidad 
militar y de la humanidad, que son el fundamento del principio de distinción, dado que 
permite llevar a cabo operaciones militares bajo el criterio de que representen una ventaja 
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militar definida, siempre y cuando no afecten la humanidad de quienes no participan 
directamente en las hostilidades. 

En ese sentido, de acuerdo con el artículo 3.1 común: “las personas que no par-
ticipen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas 
que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, 
herida, detención o por cualquier otra causa […]” han de ser protegidas (CICR, 1949a). 
El artículo 4.1 del Protocolo II complementa la disposición anterior. Por este motivo está 
prohibido causar sufrimientos, heridas o destrucción que no sean necesarios para el logro 
de fines militares legítimos.

El homicidio intencional: infracción al DIH, recurso militar                                    
de uso de la fuerza 
El crimen de homicidio intencional constituye una infracción a los Convenios de Ginebra, 
como lo estipulan los artículos 50 del Convenio I, 51 del Convenio II, 130 del Convenio 
III y 147 del Convenio IV. En virtud del artículo 21 del Estatuto de Roma, el derecho 
aplicable por parte de esta Corte comprende normas del derecho internacional y tratados 
aplicables. Por esa razón, cabe remitirse a lo que la Corte IDH ha determinado en su sen-
tencia sobre el caso de las comunidades afrodescendientes desplazadas de la cuenca del río 
Cacarica: la vida es “el presupuesto esencial para el ejercicio de los demás derechos” (Corte 
IDH, 2013, párr. 217). Por ello se afirma que las conductas de homicidio intencional y 
asesinato revisten mayor gravedad, pues carece de sentido abordar los demás derechos 
desprovistos de la vida.

Es preciso, entonces, resaltar que los actos de homicidio intencional y asesinato co-
metidos con suma gravedad pueden ser considerados crímenes de lesa humanidad, ya que 
estos crímenes privan a la víctima de gozar de la vida y afectan a los familiares, no solo 
por privarlos de la víctima, sino también por el impacto que genera presenciar la muerte, 
que no se puede subestimar. Las secuelas psicológicas afectan de manera grave a las fami-
liares de víctimas de estos crímenes, lo que se suma a la ausencia que deben soportar y la 
impotencia de no poder resistir el daño final por temor a represalias (Corte IDH, 2013, 
párr. 217). Ello permite observar que esta vulneración es de suma gravedad. Por las razo-
nes expuestas, se deben ubicar estos graves crímenes en una primera categoría, con base en 
el carácter fundamental del derecho a la vida, considerada como una condición necesaria 
para gozar de los demás derechos (Corte IDH, 2013, párr. 217).

En consecuencia, el homicidio intencional como infracción al DIH, en el marco de 
los Convenios de Ginebra y como recurso militar de uso de la fuerza para los cuerpos de 
seguridad, no puede estar amparado bajo ninguna circunstancia. Un ejemplo de ello se 
encuentra cuando los actores armados utilizan personas como escudos humanos, esto es, 
cuando recurren a la “presencia de una persona civil u otra persona protegida para poner 
ciertos puntos, zonas o fuerzas militares a cubierto de operaciones militares” (Henckaerts 
& Doswald-Beck, 2007, p. 384). Esta obligación se extiende a los CANI, dado que la 
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“población civil y las personas civiles gozarán de protección general contra los peligros 
procedentes de operaciones militares” (Henckaerts & Doswald-Beck, 2007, p. 385).

Además, de acuerdo con Werle (2005, p. 561), el Tribunal Penal Internacional para 
la ex-Yugoslavia (TPIY) calificó acertadamente como igualmente punible, conforme al 
derecho internacional consuetudinario, el uso de escudos humanos en los CANI, específi-
camente en la norma 97, por la cual “queda prohibida la utilización de escudos humanos” 
(Werle, 2005, p. 561; Henckaerts & Doswald-Beck, 2007, p. 384).

Así, dado que el homicidio intencional no está amparado en ningún caso para el 
uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad, no es posible bajo ninguna cir-
cunstancia, sin importar las condiciones existentes de tiempo, modo y lugar, eludir las 
obligaciones que impone el DIH, particularmente los principios de proporcionalidad y 
precaución en el ataque. Así, “aun si la parte defensora recurriera ilícitamente al uso de es-
cudos humanos, la parte atacante no podrá eludir las obligaciones que le impone el DIH” 
bajo el principio de no reciprocidad (Melzer, 2019, pp. 94-95).

Principios del DIH para conducir hostilidades en escenarios 
urbanos, con especial observancia a los ecosistemas criminales 
A la luz del principio de distinción, se debe evitar o por lo menos reducir al máximo los 
daños a la población civil y los bienes protegidos. Este criterio se aplica tanto a la parte 
atacante en el conflicto, que debe hacer todo lo posible para evitar ataques por error o 
daños incidentales como resultado de sus propias operaciones (precauciones en el ataque), 
como a la parte que es atacada, que debe adoptar las medidas necesarias para proteger a 
la población civil bajo su control contra los efectos de los ataques enemigos (precauciones 
contra los efectos de los ataques) (Melzer, 2019, p. 111). 

Esto implica, por ejemplo, que la parte atacante debe tomar precauciones en la 
elección de métodos y medios de guerra para evitar en lo posible daños incidentales a 
la población y bienes civiles (Melzer, 2019, p. 113). También implica que las partes en 
conflicto tienen el deber de evitar situar objetivos militares en el interior o cerca de zonas 
densamente pobladas, así como de alejar a los civiles y a los bienes civiles de los objetivos 
militares (Melzer, 2019, p. 114). 

Por su parte, el principio de proporcionalidad prohíbe los ataques cuando se pueda 
prever que causarán incidentalmente daños a bienes de carácter civil que sean excesivos 
respecto de la ventaja militar definida (Melzer, 2019, p. 112). De ser así, quienes preparen 
o decidan el ataque deben abstenerse de iniciarlo (Melzer, 2019, p. 113). Al respecto, de 
forma frecuente se usan medios de combate como armas largas, lanzagranadas y artefactos 
explosivos improvisados que son poco precisos, lo cual hace que la probabilidad de causar 
daño a la población y a bienes civiles sea notoriamente alta. 
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Ataques a la población civil: un medio de combate de terror                                       
de los ecosistemas criminales en Colombia 
De acuerdo con la norma 2 del DIH consuetudinario: “quedan prohibidos los actos o 
las amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil” 
(Henckaerts & Doswald-Beck, 2007, p. 9). Además, el numeral 2 del artículo 13 del 
Protocolo II prescribe que “no serán objeto de ataque la población civil como tal, ni 
las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad 
principal sea aterrorizar a la población civil” (CICR, 1977b). En el mismo sentido se pro-
nuncia el artículo 4.2 de este protocolo.

Gerhard Werle (2005), por su parte, considera el terrorismo como un método de 
combate prohibido, cuyo uso constituye una infracción a los Convenios de Ginebra. No 
obstante, no existe una disposición que se corresponda con lo anterior en el artículo 8.2 
del Estatuto de Roma, que establece los Convenios de Ginebra en los CANI, por lo que 
no pueden ser objeto de acusación por esta razón. Así, la mayoría de la Triol Chamber del 
TPIY en el caso Galio consideró que existe responsabilidad penal individual por terror 
contra la población civil cuando tengan como consecuencia su muerte o atenten contra 
su integridad física o su salud (Werle, 2005, p. 529).

Dicho crimen se constituye por los siguientes elementos: 1) actos de violencia di-
rigidos contra la población civil o civiles; 2) el delincuente hizo intencionalmente que la 
población civil o los civiles individuales que no participan directamente en las hostilidades 
sean objeto de esos actos de violencia; 3) el delito se cometió con el objetivo principal de 
difundir el terror entre la población civil (Werle, 2005, p. 530).

Por otro lado, el DIH reconoce “los derechos a la vida, a la integridad física, la liber-
tad y seguridad personales” como objeto de protección, por lo cual prohíbe los atentados 
contra dichos derechos de los civiles conforme al artículo 3 común. El acto terrorista tras-
ciende la víctima, y genera en los demás ciudadanos la idea de ser eventuales víctimas. Esta 
situación de temor, alarma e inseguridad lesiona los derechos individuales de las víctimas y 
a su vez genera inseguridad colectiva, lo que impide o complica el ejercicio de los derechos 
(Pérez & Acevedo, 2010, p. 45).

En definitiva, quien participe directamente en las hostilidades puede convertirse 
en terrorista si su accionar violento está sistemáticamente orientado a generar terror en 
la población civil (Valencia, 2013, p. 406). De acuerdo con esta definición, los actores 
del CANI (GAO, GDO y GOT) desarrollan acciones para causar terror como medio de 
combate prohibido, mediante el reclutamiento de menores, los desplazamientos forzados, 
ataques armados contra la fuerza pública, secuestros extorsivos y asesinato de líderes socia-
les. Estos crímenes se configuran en la medida en que causan lesiones a la población civil 
mediante dichos actos de violencia. 
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Ataques indiscriminados a los bienes de carácter civil:                                           
estrategia de guerra de los ecosistemas criminales 
El artículo 52.1 del Protocolo I establece que “los bienes de carácter civil no serán objeto 
de ataques ni de represalias” (CICR, 1977a). Sin embargo, no existe una disposición 
que lo prohíba en el CANI. No obstante, el TPIY ha señalado la importancia de pro-
teger objetos civiles tanto en conflictos armados internacionales como en CANI y, en 
consecuencia, ha determinado la prohibición absoluta de ataques contra dichos objetos 
(Werle, 2005). En suma, la norma que, por ejemplo, prohíbe atacar lugares de culto, que 
se considera consuetudinaria para conflictos internacionales, ahora también se considera 
así para los CANI.

De igual manera, en cuanto a los bienes civiles en relación con el uso de la fuerza, 
se afirma que son “aquellos objetos que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utiliza-
ción contribuyan eficazmente a la acción militar o cuya destrucción total o parcial, cap-
tura o neutralización ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja militar definida” 
(Henckaerts & Doswald-Beck, 2007, p. 34). La palabra “definida” sugiere que la ventaja 
debe ser concreta y perceptible, y no hipotética o especulativa (Melzer, 2019, p. 101). 

La obligación establecida no puede dejar de cumplirse y no establece excepción, por 
lo cual la prohibición no se exceptúa en caso de necesidad militar imperiosa y mientras no 
exista otra alternativa prácticamente posible para obtener una ventaja militar equivalente. 
Solo puede invocarse una derogación fundada en una necesidad militar imperiosa cuando 
el bien, por su función, haya sido transformado en un objetivo militar (Henckaerts & 
Doswald-Beck, 2007, p. 144). En consecuencia, casi nunca puede invocarse la necesidad 
militar para justificar un ataque a los bienes de naturaleza civil, ya que por regla general 
existen otras alternativas para eludir dichos bienes (Valencia, 2013, p. 472).

Uso de la fuerza en otras situaciones de violencia 
En general, en muchos Estados se comprende que los cuerpos policiales son los compe-
tentes y encargados del manejo de situaciones internas, disturbios, manifestaciones y pro-
testas; sin embargo, no existe una prohibición para que las fuerzas militares lleven a cabo 
este tipo de tareas. Aunque actualmente hay múltiples situaciones que involucran más a la 
policía en operaciones de control del orden público, no solo en áreas rurales, sino también 
urbanas, integrándose a acciones operacionales bajo los preceptos del DIH y los derechos 
humanos, lo mismo sucede con las Fuerzas Armadas.

En Colombia, en principio, la Policía Nacional no es la única institución con com-
petencias para mantener el orden público en contextos de protesta social, manifestaciones 
y disturbios, razón por la cual las Fuerzas Armadas pueden apoyar esta labor por medio 
de la “asistencia militar”. Notoriamente, esta figura se encuentra consagrada de forma 
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muy reciente en el ordenamiento jurídico, fundamentada en el artículo 170 del Código 
Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana (Ley 1801, 2016), el cual estipula que 
es un mecanismo de naturaleza temporal y excepcional ante “graves alteraciones de la 
seguridad y la convivencia o para afrontar calamidades públicas”.

Es importante precisar que, en situaciones de conflicto armado, los militares están 
sujetos a la normativa del DIH, pero cuando estas fuerzas son llamadas a apoyar a la 
Policía Nacional en el restablecimiento del orden en medio de protestas sociales desbor-
dadas, no se aplica este ordenamiento jurídico, sino que recae sobre el servidor público la 
obligación de cumplir los preceptos y estándares de los derechos humanos, como bien lo 
señala el Manual de Derecho Operacional 3-41 (Mindefensa, 2015). 

Necesidad y proporcionalidad, principios claves                                                             
en otras situaciones de violencia 
En un escenario de aplicación del DIH, las partes en conflicto tienen como objetivo de-
bilitar a las fuerzas militares del enemigo, para lo cual usan la fuerza letal contra objetivos 
militares como primer recurso, en concordancia con los métodos y medios autorizados 
por las normas del DIH. En cambio, frente a la necesidad de mantener o restablecer el 
orden público, el uso de la fuerza letal puede emplearse única y exclusivamente como 
último recurso. De ahí que existan dos principios similares tanto en el DIH como en los 
derechos humanos, como es el caso de la necesidad y la proporcionalidad.

El principio de necesidad militar en conflictos armados está relacionado con que 
toda actividad de combate debe justificarse y, por lo tanto, están prohibidas las acciones 
que no sean necesarias. Es posible realizar un ataque directo mientras este represente una 
ventaja militar directa, prevista y concreta. Por el contrario, en situaciones de manteni-
miento y restablecimiento del orden público, el principio de necesidad se entiende como 
la utilización de los medios no violentos antes de hacer uso directo de la fuerza y de las 
armas de fuego. Estos mecanismos solo podrán utilizarse cuando las primeras medidas 
resulten ineficaces o no garanticen el logro del resultado previsto.

Entretanto, el principio de proporcionalidad en el marco del DIH equilibra la ven-
taja militar que se quiere lograr con un ataque a los daños que este ataque puede ocasionar 
contra la población civil. En una situación de mantenimiento o restablecimiento del or-
den público, este principio demanda nivelar el riesgo o daño que puede causar una per-
sona a terceros frente a la manera de neutralizarlos, especialmente cuando el derecho a la 
vida siempre puede verse afectado. Al respecto, la Corte Constitucional (Sentencia T-228, 
1994) ha señalado que los derechos constitucionales fundamentales no son absolutos; 
encuentran límites y restricciones en los derechos de los demás, en la prevalencia del inte-
rés general, en la primacía del orden jurídico y en los factores de seguridad, moralidad y 
salubridad públicos, que no pueden sacrificarse en aras de un ejercicio arbitrario o abusivo 
de las prerrogativas individuales.
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Por tanto, en el caso del DIH, se produce una ponderación entre la ventaja militar 
y los daños incidentales, mientras en el segundo caso, es decir, los derechos humanos, se 
trata de poner como máximo estándar el derecho a la vida, de ahí que siempre se pretenda 
evitar un daño inminente o de mayor gravedad. Como consecuencia, el nivel de fuerza 
autorizado bajo el paradigma del DIH es mucho más letal y en derechos humanos es más 
restringido.

Estándares de uso en otras situaciones de violencia 
Los Convenios de Ginebra y la Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969) 
no establecen un catálogo de circunstancias en que una muerte producto del uso de la 
fuerza pueda considerarse justificada por ser absolutamente necesaria en las circunstancias 
del caso. De ahí que resulte indispensable para los Estados vigilar a sus cuerpos de seguri-
dad, quienes tienen la potestad del uso de la fuerza legítima: 

 […] los Estados deben adoptar las medidas necesarias para crear un marco normativo 
adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la vida; establecer un sistema 
de justicia efectivo capaz de investigar, castigar y dar reparación por la privación de la 
vida por parte de agentes estatales o particulares; y salvaguardar el derecho a que no se 
impida el acceso a las condiciones que garanticen una existencia digna. (Corte IDH, 
2015, párr. 260). 

Disyuntiva de la fuerza vinculante del artículo 3 común                        
sobre los ecosistemas criminales 
Los grupos armados no estatales no son “altas partes contratantes” de los Convenios de 
Ginebra. En 1949, los Estados decidieron que las entidades no estatales no podrían ser 
parte de los Convenios de Ginebra. Sin embargo, hoy se acepta que el artículo 3 común 
es vinculante para los grupos armados no estatales, como derecho convencional y como 
derecho consuetudinario (Murray, 2015).

El mecanismo exacto por el cual el artículo 3 común se vuelve vinculante para un 
actor que no sea una alta parte contratante en los Convenios de Ginebra es objeto de 
debate. No obstante, existen algunas explicaciones que tratan de dar respuesta a este plan-
teamiento:

que una entidad que dice representar a un Estado o a partes de este, en particular ejer-
ciendo la soberanía efectiva sobre él, forma parte de las obligaciones internacionales de 
ese Estado; que luego de la ratificación de los Convenios de Ginebra por un Estado, el 
artículo 3 común pasa a ser parte del derecho nacional y, por lo tanto, vincula a todos 
los particulares bajo jurisdicción de ese Estado, incluidos los miembros de un grupo 
armado no estatal; que el artículo 3 común y otros tratados de derecho humanitario 
destinados a vincular a partes no estatales en conflictos armados no internacionales son 
disposiciones convencionales internacionales que lícitamente crean obligaciones para 
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terceras Partes, del mismo modo que los tratados pueden, en ciertas circunstancias, 
crear obligaciones para los Estados que no sean Partes en ellos; que cuando un Estado 
ratifica un tratado, lo hace en nombre de todos los particulares bajo su jurisdicción, los 
que por consiguiente son los destinatarios de los derechos y las obligaciones directos 
que impone el derecho internacional; que deriva de la naturaleza fundamental de las 
normas [artículo 3 común] y de su reconocimiento por toda la comunidad internacio-
nal como el mínimo absoluto necesario para salvaguardar los intereses humanitarios 
vitales. (CICR, 2019)

Esto se explica porque los grupos armados no estatales también pueden consentir en 
estar obligados por el artículo 3 común, por ejemplo, mediante la emisión de una declara-
ción unilateral o un acuerdo especial entre las partes en un conflicto armado (Nussberger 
& Henderson, 2019).

Conclusiones
Lo planteado en este artículo implica reconocer, la securitización de la seguridad pública, 
especialmente en clave del DIH y los derechos humanos, pues los estándares actuales de 
uso de la fuerza como recurso de necesidad militar en los contextos urbanos no se encuen-
tran regulados más allá de la connotación del CANI dispuesta en el artículo 3 común a los 
Convenios de Ginebra. Por ese motivo, los servicios de seguridad encuentran limitación y 
garantías jurídicas en el marco de otras situaciones de violencia, lo que evidentemente los 
circunscribe a la normativa de la ONU (1979; 1990).

El riesgo de ganar la batalla solo para perder la guerra es significativamente más 
alto en un conflicto urbano, lo que, por consiguiente, afecta la seguridad y defensa de los 
Estados. Parafraseando a Álvarez (2017, p. 26) ello se debe a que el problema de la lucha 
urbana en la actualidad se agudiza si se incluye una megaciudad, un entorno urbano com-
plejo más grande y con poblaciones que superan incluso los diez millones de personas, 
donde existen intereses políticos locales, regionales e incluso internacionales, además del 
desafío económico y social que representa el hecho de que las megaciudades son territorios 
estratégicamente vitales, interconectados a los centros de gravedad nacionales e incluso 
internacionales.

Por ello, los ecosistemas criminales urbanos tienen un mayor interés actualmente, 
pues representan para el Estado una amplia y difícil caracterización en el marco de los con-
flictos actuales. El caso del Estado colombiano no es la excepción, pues el reconocimiento 
del CANI permite actualmente a los cuerpos de seguridad actuar bajo las reglas de enfren-
tamiento para el combate terrestre, junto con las reglas de uso de la fuerza, especialmente 
bajo estándares del DIH.

Cabe recordar que, en Colombia, estas directrices, como objetivos estratégicos, han 
permitido contar con fórmulas claras para emitir en la actualidad órdenes concretas res-
pecto al uso legítimo, gradual, escalonado y proporcionado de la fuerza, estándares míni-
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mos que deben aplicarse en el desarrollo de las operaciones militares, en particular para 
confrontar los GAO, GDO y DOT presentes en el territorio nacional.

Dichas reglas claramente constituyen el pilar esencial para desarrollar operaciones 
en el contexto actual de la amenaza híbrida en Colombia, ya que la amenaza irregular de 
la guerra no convencional mutó. En consecuencia, es imperativo reconocer el adversario 
en el ámbito del CANI como aquel que participa directamente en las hostilidades, con 
el fin de garantizar que los actuales estándares de uso de la fuerza permitan responder a 
los escenarios urbanos, donde la fuerza pública enfrenta amenazas y riesgos de naturaleza 
divergente. 

Así las cosas, si bien el uso de la fuerza en el marco del DIH puede ser el primer 
recurso por la ventaja militar, se debe circunscribir a la actividad militar y bélica, pues 
las exigencias del DIH se rigen por el respeto absoluto al principio de proporcionalidad, 
distinción, no reciprocidad y limitación. Por ello, la necesidad militar prohíbe causar su-
frimientos, heridas o destrucción que no sean necesarios para el logro de fines militares 
legítimos. Esta prohibición recae sobre quienes participan directamente en las hostilidades 
bajo la idea de no reciprocidad.

Finalmente, a partir de lo planteado en el artículo, aunque el artículo 3 común no 
es idóneo para determinar la licitud de la conducción de las hostilidades en escenarios 
urbanos y en otras situaciones de violencia, es claro que estas acciones también se rigen 
por las normas específicas del derecho humanitario. En todo caso, es evidente que quienes 
participan directamente en las hostilidades, hoy por hoy, están en una zona gris respecto 
a las garantías jurídico-operacionales. De ahí que el marco jurídico que se circunscribe 
al CANI según el Protocolo II de los Convenios de Ginebra y el derecho internacional 
consuetudinario sea por ahora el mejor estándar para proteger a la población civil en zo-
nas densamente pobladas, atendiendo a la convergencia de los principios de necesidad y 
proporcionalidad.

En definitiva, la respuesta que en principio pareciese ser jurídica y normativa no 
es consecuente con la realidad de los CANI, pues no existe un precepto mundial para 
dicha regulación. Por ello, el problema debe ser direccionado desde la estrategia política 
de seguridad y defensa, con el fin de evitar consecuencias negativas para los derechos hu-
manos y el uso de la fuerza por los cuerpos de seguridad. Basta enunciar ejemplos como 
la batalla de Stalingrado y Aachen durante la Segunda Guerra Mundial, Hue durante 
Vietnam, Grozny en 1994-1995 y otra vez en 1999-2000, Faluya en 2004 o Sadr en 
2008, escenarios en áreas urbanas o zonas densamente pobladas o megaciudades, donde 
quienes participaban directamente en las hostilidades actuaron sin marco normativo y sin 
ninguna sanción, lo que dejó como resultado enormes daños. Por el contrario, las opera-
ciones de combate urbano debidamente planeadas pueden crear situaciones en las que los 
resultados tácticos tengan implicaciones estratégicas respetando los principios del DIH y 
los derechos humanos.
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La interrelación de derechos humanos y medio ambiente 
desde el concepto de la seguridad humana

The interrelationship of human rights and the environment from                        
the human security perspective

Resumen. Este artículo hace un análisis acerca de los derechos humanos y el medio ambiente en 
relación con la seguridad humana, a partir de la evolución del concepto de seguridad hasta alcanzar 
la perspectiva multidimensional adoptada en el plano internacional. A partir de las dimensiones de la 
seguridad humana, especialmente la dimensión de la seguridad ambiental, se estudia su interrelación 
con los derechos humanos. Para ello se analizan los principios marco sobre derechos humanos y me-
dio ambiente planteados por Naciones Unidas en 2018, que establecen las principales obligaciones 
de los Estados en cuanto a los derechos humanos, relacionadas con el disfrute de un medio ambiente 
seguro, limpio, saludable y sostenible. Se concluye que estos principios marco son claves para armo-
nizar y destacar la interrelación de los derechos humanos y el medio ambiente. 	      
Palabras clave: derechos humanos, desarrollo sostenible, medio ambiente, seguridad ambiental, 
seguridad humana

Abstract. This article analyzes human rights and the environment as they relate to human security, 
starting from the evolution of the concept of security to the multidimensional perspective adopted 
internationally. Based on the dimensions of human security, especially the dimension of environ-
mental security, it studies its interrelation with human rights. To this end, it analyzes the framework 
principles on human rights and the environment set forth by the United Nations in 2018, which 
establish the states’ main obligations in terms of human rights, related to the enjoyment of a safe, 
clean, healthy, and sustainable environment. It concludes that these framework principles are key 
to harmonizing and highlighting the interrelationship of human rights and the environment. 
Keywords: environment; environmental security; human rights; human security; sustainable 
development

Mauricio Antonio Torres Guarnizo y Elmers Freddy Velandia Pardo
Escuela Superior de Guerra “General Rafael Reyes Prieto”, Bogotá D.C., Colombia

Contacto: Mauricio Antonio Torres Guarnizo    mauricio.torres@esdegue.edu.co

Sección: Justicia y Derechos Humanos • Artículo de investigación científica y tecnológica

Recibido: 29 de abril de 2021 • Aceptado: 22 de septiembre de 2021

Revista Científica General José María Córdova
(Revista Colombiana de Estudios Militares y Estratégicos)
Bogotá D.C., Colombia

Volumen 20, número 37, enero-marzo 2022, pp. 111-128
https://dx.doi.org/10.21830/19006586.803

http://dx.doi.org/10.21830/19006586.655


Mauricio Antonio Torres Guarnizo y Elmers Freddy Velandia Pardo 

Revista 
Científica
General José María Córdova

112 Volumen 20 � Número 37 � pp. 111-128 � enero-marzo 2022 � Bogotá D.C., Colombia 

Introducción 
A finales del siglo XX, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 
(1994) planteó el concepto de seguridad humana, que concibe al individuo como eje 
central de la seguridad por encima del Estado mismo, como tradicionalmente se enten-
día desde finales de la Segunda Guerra Mundial bajo la perspectiva de la denominada 
seguridad nacional. La seguridad humana “es un concepto integrador” (PNUD, 1994, 
p. 27), de carácter universal, centrado en la vida y la dignidad de los individuos, y de 
carácter preventivo, cuyas dimensiones o componentes son interdependientes entre sí 
(Morrillas, 2006). 

El objeto esencial de la seguridad humana consiste en la protección de los individuos 
frente a amenazas graves y generalizadas, que lesionen o tengan la capacidad de lesionar, 
a gran escala y/o de manera reiterada, la vida o el conjunto de funciones vitales de las 
personas (Alkire, 2003), en los ámbitos económico, alimentario, de la salud, ambiental, 
personal, comunitario y político (PNUD, 1994). Estas amenazas se pueden relacionar 
con la pobreza, el hambre, las enfermedades contagiosas, el deterioro ambiental, la violen-
cia en sus diferentes expresiones y la represión política, entre otros factores (Mack, 2005).

El desarrollo, seguido por los derechos humanos y luego por la paz y la seguridad, 
son los pilares fundamentales de la Organización de Naciones Unidas (ONU). Estos pi-
lares son interdependientes, de modo que deben fortalecerse en similar medida porque 
se refuerzan entre sí (ONU, 2012). Teniendo en cuenta esto, es evidente que existen 
diferentes puntos de conexión entre la seguridad humana, los derechos humanos y el de-
sarrollo sostenible, de los cuales se destaca la protección al medio ambiente. Por una parte, 
los procesos de desarrollo no deben centrarse exclusivamente en lo económico, sino que 
deben considerar los aspectos sociales y ecológicos. Por otra parte, el derecho a un medio 
ambiente sano hace parte de los denominados derechos humanos de tercera generación. 
Finalmente, en relación con la paz y la seguridad, la seguridad humana tiene un compo-
nente denominado seguridad ambiental. 

A pesar de ello, esta relación no se había materializado de manera evidente ni signi-
ficativa en políticas, principios o normas que llevaran a constituir un verdadero sistema de 
protección y garantía al medio ambiente. Solo hasta la construcción de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS) (PNUD, 2015), se intentó incorporar y vincular esos tres 
pilares a la política internacional y, en consecuencia, a su inclusión en las agendas de cada 
Estado. Sin embargo, fue apenas hasta hace un par de años cuando el relator especial de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos y el Medio Ambiente sistematizó una serie 
de obligaciones básicas de los Estados en lo relativo a los derechos humanos y su relación 
con el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible, a través 
de unos Principios Marco sobre los Derechos Humanos y el Medio Ambiente —Oficina del 
Alto Comisionado para los Derechos Humanos (ACNUDH) (2018)—. Al parecer, estos 
principios no han trascendido de manera significativa en la comunidad internacional.
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Desde la Declaración Universal de Derechos Humanos por la ONU (1948), los 
derechos humanos han tenido un desarrollo constante, pasando por el derecho al medio 
ambiente en torno al desarrollo sostenible planteado por la Comisión Brundtland (1987) 
en el informe denominado Nuestro futuro común y la evolución del concepto de seguridad 
hasta llegar a la seguridad humana (PNUD, 1994). Así las cosas, no deja de sorprender 
que solo hasta hace unos pocos años se hizo el esfuerzo concreto de interrelacionar todos 
sus elementos y dimensiones con la formulación de los ODS en 2015 y de dichos princi-
pios marco en 2018. Teniendo esto en cuenta, se plantea el siguiente interrogante: ¿en qué 
medida se encuentran materialmente relacionados los principios marco con las dimensio-
nes de la seguridad humana? Para resolver esta pregunta, primero se procede a analizar 
el vínculo existente entre derechos humanos y medio ambiente desde la óptica nacional 
e internacional; luego se estudia la relación concreta entre los derechos ambientales y las 
dimensiones de la seguridad humana, y finalmente se establece la relación material entre 
los principios marco y la seguridad humana.

Este artículo es resultado de una investigación aplicada desde un enfoque cualitativo, 
que pretende analizar, en una perspectiva analítica y crítica, la materialización de las di-
mensiones de la seguridad humana en torno a la normativa de derechos humanos frente al 
medio ambiente, a través de la revisión documental de los instrumentos internacionales, 
la normativa, la jurisprudencia y la doctrina en la materia.

Derechos humanos y medio ambiente 
La formulación de un Estado social de derecho implica no solo la sujeción de la actividad 
estatal a las normas jurídicas, con base en la Constitución Política, sino que implica que 
el esfuerzo estatal debe dirigirse a garantizar condiciones de vida dignas para las personas. 
Por lo tanto, el individuo no debe limitarse a exigir al Estado que no haya interferencia 
en sus libertades, sino que además debe exigirle que “se ponga en movimiento para con-
trarrestar las desigualdades sociales existentes y para ofrecerle a todos las oportunidades 
necesarias para desarrollar sus aptitudes y para superar los apremios materiales” (Corte 
Constitucional, 1998, Sentencia SU-747).

En este sentido, la incidencia de este tipo de Estado en la organización sociopolítica 
se puede entender desde dos perspectivas: una cuantitativa, relacionada con el Estado de 
bienestar, y otra cualitativa, relativa al Estado constitucional democrático. Desde la pers-
pectiva cuantitativa, el Estado debe garantizar estándares mínimos de salario, alimenta-
ción, salud y educación para todos los ciudadanos, como verdaderos derechos y no como 
un regalo. Por su parte, desde la perspectiva cualitativa, el Estado constitucional demo-
crático “ha sido la respuesta jurídico-política derivada de la actividad intervencionista del 
Estado […] fundada en nuevos valores-derechos consagrados por la segunda y tercera ge-
neración de derechos humanos” (Corte Constitucional, 1992, Sentencia T-406). Esto se 
traduce en la incorporación de principios y de derechos que inciden en el funcionamiento 
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de la organización política, el establecimiento de mecanismos de democracia participativa 
y el ejercicio del control político y jurídico en el ejercicio del poder público.

De acuerdo con Landa (2017), el Estado de bienestar tuvo que asumir, por una 
parte, todas las cargas sociales que no fueron resueltas por el libre mercado y, por otra 
parte, asignar ciertas obligaciones a los grandes propietarios con la consagración de 
los derechos sociales y económicos para los trabajadores, lo que significó un impulso 
constante al crecimiento económico como base para la superación de la pobreza, pero 
fundamentado, desafortunadamente, en la destrucción de la naturaleza. Así las cosas, 
el desarrollo se alcanzó, durante mucho tiempo, ligado casi exclusivamente al aspecto 
netamente económico, al asumirse que con el crecimiento económico se alcanzaba el 
desarrollo per se. Esto produjo una verdadera tensión entre crecimiento económico y 
medio ambiente (Delgado, 1993).

Es indiscutible el carácter paradójico de esta situación. El desarrollo ha consis-
tido siempre en dominar la naturaleza “para crear un ambiente artificial propiamente 
humano y por ello más cómodo para vivir” (Canosa, 2006, p. 153); pero alcanzar este 
punto solo fue posible con la disposición de todo aquello que es producido con la 
transformación, explotación y, en algunos casos, destrucción de los recursos naturales 
(Krämer, 1999). Hoy en día, es innegable que el derecho al medio ambiente se encuen-
tra intrínsecamente relacionado con el desarrollo social y económico, de manera que no 
ponga en peligro el bien jurídico protegido del medio ambiente (Muñoz, 2017, p. 89). 
En este escenario, teniendo en cuenta que el enfoque basado en los derechos humanos 
(EBDH) promulgado por la ONU proporciona un marco conceptual fundamentado 
en las normas internacionales y orientado a la promoción y protección de los derechos 
humanos, el medio ambiente se convirtió precisamente en un bien jurídico protegido 
por la comunidad internacional.

Así, desde el EBDH, que “tiene como propósito analizar las obligaciones y des-
igualdades que se encuentran en el centro de los problemas de desarrollo, y corregir las 
prácticas discriminatorias y el injusto reparto del poder que obstaculizan el progreso en 
materia de desarrollo” (ACNUDH & Cepal, 2016, p. 19), el medio ambiente se empezó 
a entender como un elemento esencial, transversal desde la perspectiva de los derechos 
humanos para el desarrollo y la seguridad. 

Comprender al medio ambiente como bien jurídico protegido en los ordenamientos 
jurídicos no ha sido nuevo. Acero (2009) manifiesta que se ha llegado a verificar que desde 
el Imperio Romano ya existía una gran visión de protección ambiental. No obstante, los 
doctrinantes han coincidido en señalar que la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
el Medio Humano (ONU, 1972) constituyó la fuente jurídica primaria que dio recono-
cimiento al medio ambiente como derecho (De Castro, 2003), al señalar en su Principio 
1 que “el hombre tiene derecho fundamental a la libertad, la igualdad y el disfrute de 
condiciones de vida adecuadas en un medio ambiente de calidad tal que le permita llevar 
una vida digna y gozar de bienestar” (ONU, 1972). No obstante, también le asignó al 



La interrelación de derechos humanos y medio ambiente desde el concepto de la seguridad humana

Revista 
Científica
General José María Córdova

115ISSN 1900-6586 (impreso), 2500-7645 (en línea)

individuo, y en consecuencia al Estado, “la solemne obligación de proteger y mejorar el 
medio ambiente para las generaciones presentes y futuras”, entendiendo goce del medio 
ambiente como un derecho y su protección como un deber.

Sin embargo, no se puede desconocer que, en instrumentos internacionales pre-
vios, ya se había producido un reconocimiento indirecto al derecho al medio ambiente. 
Por ejemplo, la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), en su artículo 25 
señala que “toda persona tiene el derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así 
como a su familia, la salud y el bienestar”. Así mismo, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (ONU, 1966), en su artículo 12, se refiere al mejora-
miento del medio ambiente como requisito para asegurar el goce efectivo del derecho a la 
salud tanto desde el aspecto físico como mental de las personas. 

Por su parte, la doctrina ha considerado el derecho al medio ambiente como par-
te de la tercera generación de derechos (Vasak, 1984), fundamentados en la solidaridad 
frente a la búsqueda de mecanismos necesarios para mejorar las condiciones de vida de 
los individuos, el fomento del progreso social de la comunidad y el estímulo al desarrollo 
sostenible de los Estados. Es por ello que a estos derechos se les suele llamar derechos de 
los pueblos, derechos del medio ambiente o derecho al desarrollo sostenible (Pérez, 2007, p. 8). 
Esta tercera generación está compuesta por los derechos al medio ambiente, al desarrollo, 
a la paz, a la autodeterminación de los pueblos y al patrimonio común de la humanidad 
(Rodríguez, 2002). 

En este marco, puede entenderse el medio ambiente como el conjunto de circuns-
tancias que rodean e involucran a un entorno y que, de una u otra manera, influyen 
directamente en él. Según Pérez (2007), esto se refiere principalmente a dos tipos de 
circunstancias: las primeras, de carácter natural o físico de un determinado lugar, referidas 
a los recursos naturales que son necesarios para el desarrollo de la vida y que, de forma 
directa, repercuten e impactan en el desarrollo humano; las segundas circunstancias, gene-
radas por la acción del hombre en su entorno, incluyen todas las circunstancias culturales, 
económicas y sociales en que vive un individuo en un determinado espacio, que influyen 
directamente en su desarrollo integral como persona en condiciones dignas.

Por ello, la doctrina ha señalado que el derecho a un ambiente sano es de índole 
tanto individual como colectivo, por lo cual se considera un derecho de incidencia co-
lectiva (Rodríguez, 2017). En Colombia, la Corte Constitucional (1992), en Sentencia 
T-415, ha manifestado que el derecho al medio ambiente se entiende como “un conjunto 
de condiciones básicas que rodean al hombre, que circundan su vida como miembro 
de la comunidad y que le permiten su supervivencia biológica e individual, además de 
su desempeño normal y desarrollo integral en el medio social”. Es importante tener en 
cuenta que el Estado colombiano fue pionero en reconocer el medio ambiente como un 
bien jurídico protegido, tal como se evidencia en el artículo 2 del Decreto 2811 de 1974: 
“el ambiente es patrimonio común de la humanidad y necesario para la supervivencia y el 
desarrollo económico y social de los pueblos”. 



Mauricio Antonio Torres Guarnizo y Elmers Freddy Velandia Pardo 

Revista 
Científica
General José María Córdova

116 Volumen 20 � Número 37 � pp. 111-128 � enero-marzo 2022 � Bogotá D.C., Colombia 

Así, en la Constitución Política de Colombia (1991), el medio ambiente se establece 
como un principio fundante del orden constitucional, al consagrar la obligación del Estado 
y de las personas a proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación (Constitución 
Política, 1991, art. 8). Así mismo, se entiende como un derecho, al señalar que “todas las 
personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano” (Constitución Política, 1991, art. 
79). Por otra parte, le atribuye al Estado una serie de deberes y obligaciones: “proteger la 
diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica 
y fomentar la educación para el logro de estos fines” (Constitución Política, 1991, art. 
79); “planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su 
desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución”, y “prevenir y controlar 
los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de 
los daños causados” (Constitución Política, 1991, art. 80).

En este sentido, se evidencia que la Carta Política de 1991 reconoció que el dere-
cho fundamental al medio ambiente sano tiene el carácter de interés superior, el cual se 
ha desarrollado en alrededor de treinta (30) disposiciones “que consagran una serie de 
principios, mandatos y obligaciones enfocados en una doble dimensión dirigida a: (i) 
proteger de forma integral el medio ambiente y (ii) garantizar un modelo de desarrollo 
sostenible, sobre los que se ha edificado el concepto de ‘Constitución Ecológica’” (Corte 
Constitucional, 2016, Sentencia T-622). Por ello, según el Alto Tribunal Constitucional, 
el medio ambiente desde su dimensión objetiva, corresponde a un derecho colectivo, pero 
a su vez, es de carácter subjetivo y fundamental, “al resultar ligado indefectiblemente con 
los derechos individuales a la vida y a la salud de las personas” (Corte Constitucional, 
2017, Sentencia T-325). Derivado de lo anterior, le son impuestas obligaciones a los po-
deres públicos para que este derecho pueda ser respetado, protegido y garantizado.

No obstante, el reconocimiento del derecho al medio ambiente ha generado como 
mínimo dos problemas esenciales desde al ámbito constitucional: por una parte, la exis-
tencia de interrelaciones recíprocas entre el derecho al medio ambiente y ciertos derechos 
de rango constitucional, especialmente el derecho de propiedad; por otra parte, la confi-
guración jurídica de estas interrelaciones por parte del legislador y, eventualmente, por los 
jueces ante situaciones concretas (Gomes, 1995). Para ello, en términos generales, se ha 
planteado aplicar el EBDH, en virtud del cual

se identifica a los titulares de derechos y aquello a lo que tienen derecho, así como 
las correspondientes instancias de protección o titulares de deberes y las obligaciones 
que les incumben, y se procura fortalecer la capacidad de que gozan los primeros. 
(ACNUDH & Cepal, 2016, p. 19)

De ahí que las acciones estatales deben dirigirse a la materialización de los dere-
chos, en el que “los estándares internacionales de derechos humanos deben constituir 
guías y pautas aplicables a las temáticas o problemas del desarrollo” (ACNUDH & 
Cepal, 2016, p. 19).
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En otras palabras, el derecho al medio ambiente solo puede garantizarse si el orde-
namiento jurídico es capaz de relacionarlo con otros derechos, siguiendo los lineamien-
tos internacionales en derechos humanos, con una perspectiva de desarrollo sostenible, 
garantizando la seguridad humana. En este sentido, la Agenda 2030 para el desarrollo 
sostenible está dirigida a fortalecer la interconexión entre derechos humanos y desarrollo 
sostenible en términos de universalidad, participación e inclusión, teniendo en cuenta que 
la igualdad es el eje articulador del desarrollo, con miras a erradicar la pobreza extrema, 
las desigualdades y todas las amenazas que hoy el individuo enfrenta en cuanto riesgos a 
su seguridad humana.

Por lo anterior, es importante verificar si se está construyendo un sistema que ga-
rantice la justicia ambiental (Bellver, 1996) con base en tres principios planteados por 
Saladin (1995) y Häberle (1998): en primer lugar, la justicia intrageneracional frente 
a los individuos que comparten el mismo periodo de vida; en segundo lugar, la justicia 
intergeneracional frente a las generaciones futuras, y finalmente la justicia frente al medio 
ambiente natural. Por tanto, se pasa a analizar el derecho al medio ambiente desde la óp-
tica de la seguridad humana.

Derecho al medio ambiente en el marco de la seguridad humana 
Los pilares fundamentales de la ONU (2012) —desarrollo humano, derechos humanos y 
paz y seguridad— deben interrelacionarse y reforzarse entre sí con miras a garantizar los fi-
nes de la comunidad internacional y de cada uno de los Estados miembro. La Declaración 
Universal de los Derechos Humanos proclama que uno de los propósitos de la ONU es 
“desarrollar y estimular el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales 
de todas las personas”, y reconoce su interdependencia con la paz, la seguridad y el desa-
rrollo” (ACNUDH & Cepal, 2016, p. 17). 

Así, es evidente que desde el nacimiento mismo de la ONU se tenía claro que, para 
mantener el mundo en paz, era necesario garantizar la seguridad, en términos generales, 
a los Estados, pero concretamente a los individuos frente a las amenazas que enfrentaran 
en torno a sus derechos. A pesar de ello, no ha existido una verdadera interrelación y arti-
culación de los pilares que pretendían dirigir las acciones de la comunidad internacional, 
por lo cual se ha desarrollado cada uno de ellos por separado. Con ello, tanto el desarrollo 
económico como la seguridad y los derechos humanos tenían unas dinámicas no solo 
disímiles, sino en muchos casos contradictorias. 

Esto se hizo evidente, por ejemplo, en el desarrollo basado en el crecimiento econó-
mico infinito con una producción creciente, a costa de una afectación al entorno, modelo 
que apenas se empezó a replantear desde el informe Brundtland (1987), pero que solo se 
ha concretado profundamente con los ODS de 2015, aunque con un grado de vinculato-
riedad muy bajo, a pesar de que el derecho a un ambiente sano se proclamó como derecho 
humano a partir de 1972.
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Esta misma situación se presentó respecto a la seguridad con miras al mantenimien-
to de la paz, que se entendía en la comunidad internacional con una dinámica propia. 
Después de la Segunda Guerra Mundial, la seguridad se desarrolló bajo el denominado 
paradigma realista, según el cual se encuentra vinculada al poder estatal (Estella et al., 
2010) bajo el concepto de seguridad nacional.

La perspectiva de la seguridad nacional, planteada por Kennan (1948) y adoptada 
por casi todos los Estados, se refería a “la capacidad continuada de un país para proseguir 
el desarrollo de su vida interna sin interferencia seria, o amenaza de interferencia de po-
tencias extranjeras”. Por ello, la seguridad dependía casi que exclusivamente del poder mi-
litar, con miras a garantizar la subsistencia de los Estados, o para contrarrestar o disuadir 
las amenazas por parte de otros (Laborie, 2011). Así, la perspectiva realista de seguridad 
nacional tenía como objetivo prevenir o rechazar las amenazas de naturaleza militar, razón 
por la que se orientaba a proteger militarmente la soberanía, la independencia y el espacio 
físico del Estado frente a los agresores potenciales (Font & Ortega, 2012). 

En consecuencia, la seguridad de los individuos solo podía garantizarse si se podía 
garantizar la seguridad del Estado desde la perspectiva militar, que tenía como objeto de 
protección principal al territorio, frente a la amenaza de una agresión militar extranjera, 
concretamente por parte de otro u otros Estados (Estella et al., 2010). Esta visión fue 
claramente manifiesta durante el periodo de la Guerra Fría, en el que se enfrentaban dos 
grandes bloques de países liderados por las superpotencias mundiales de Estados Unidos 
y la Unión Soviética. Para Leal (2003), el enfoque de seguridad nacional “ha estado deter-
minado por este origen y fue influenciado por la estrategia estadounidense de contención. 
La ideología del anticomunismo, propia de la Guerra Fría, le dio sentido, y la desconfian-
za entre las naciones le proporcionó su dinámica” (p. 74).

Sin embargo, con la finalización de la Guerra Fría, se empezó a construir un nuevo 
orden mundial en el que los escenarios y la naturaleza de los conflictos bélicos mutaron 
significativamente. Primero, ya no se enmarcaban en un enfrentamiento ideológico po-
larizado entre los bloques liderados por las potencias. Segundo, y como consecuencia de 
lo primero, tanto la financiación como el apoyo militar que recibían quienes eran parte 
de un conflicto alrededor del mundo disminuyeron significativamente y en algunos casos 
se cancelaron por completo. Tercero, como resultado, la naturaleza de los conflictos tam-
bién mutó a conflictos internos o, en el peor de los casos, a guerras civiles. Por último, 
estos conflictos se agudizaron por la ausencia de lineamientos ideológicos y la necesidad 
de financiamiento para mantener o alcanzar el poder militar a través de actividades que 
generaban afectaciones significativas a la población civil y al medio ambiente (Font & 
Ortega, 2012). Como consecuencia de estos conflictos armados internos, las violaciones 
a los derechos de los individuos se incrementaron, la pobreza se agudizó y la gobernabili-
dad de los Estados se tornó cada vez más compleja, lo que hacía necesario replantearse las 
políticas en materia de desarrollo, seguridad y derechos humanos. 
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Para responder a esta necesidad de cambio, surgieron dos perspectivas bien diferen-
ciadas. Una primera corriente que mantiene la visión estado-céntrica como eje de la segu-
ridad, con base en lo cual propone la inclusión de una serie de factores que complementan 
el concepto de seguridad nacional. Entre estas propuestas se destacan los conceptos de 
seguridad común (Palme, 1982), seguridad con fines defensivos (ONU, 1993) y los de segu-
ridad integral de la ASEAN y seguridad cooperativa (Laborie, 2011).

La segunda corriente propone un cambio de visión en torno al objeto de la seguridad 
centrándola en el individuo (Laborie, 2011). Con ello se dirige hacia una perspectiva idea-
lista de la seguridad, vinculada directamente con el concepto de paz (Estella et al., 2010). 
Esta corriente propone abandonar la hegemónica visión estado-céntrica de la seguridad 
al orientarla hacia el individuo como auténtico sujeto de derecho internacional. De esta 
forma se puede materializar lo planteado por Locke (2006) respecto a la seguridad como 
razón de ser de la organización estatal, con lo cual “la seguridad se convierte en el pri-
mer derecho del individuo y, en consecuencia, en la primera y más básica obligación del 
Estado respecto de sus ciudadanos” (Ortega, 2010, p. 5). Desde esta perspectiva, aunque 
el Estado se considera uno de los principales actores de la política internacional, no es el 
único; en las relaciones internacionales confluyen un sinnúmero de actores subnacionales 
y transnacionales que ejercen influencia en mayor o menor medida sobre dichas relaciones 
(Orozco, 2006), por lo cual deben enfocarse necesariamente en los individuos.

A partir de esa propuesta, la seguridad debería estar dirigida a la protección de los 
individuos más que a la protección del territorio, pasando de la seguridad a través de 
las armas a la seguridad por medio del desarrollo humano sostenible. Con esta lógica, 
el PNUD, en el Informe sobre el Desarrollo Humano de los años 1993 y 1994, adoptó el 
concepto de seguridad humana, entendida por la Comisión de Seguridad Humana (2003) 
de la siguiente manera: 

Consiste en proteger la esencia vital de todas las vidas humanas de una forma que 
realce las libertades humanas y la plena realización del ser humano. Seguridad humana 
significa proteger las libertades fundamentales: libertades que constituyen la esencia de 
la vida. Significa proteger al ser humano contra las situaciones y las amenazas críticas 
(graves) y omnipresentes (generalizadas). Significa la creación de sistemas políticos, 
sociales, medioambientales, económicos, militares y culturales que, en su conjunto, 
brinden al ser humano las piedras angulares de la supervivencia, los medios de vida y 
la dignidad. (p. 3)

Así las cosas, para un individuo, la seguridad se relaciona con “la protección contra 
la amenaza de la enfermedad, el hambre, el desempleo, el delito, el conflicto social, la 
represión política y los riesgos del medio ambiente” (PNUD, 1994, p. 25). La seguridad 
humana se refiere, entonces, a la libertad para vivir sin miedo, sin miseria y en dignidad 
(PNUD, 2011). Por tal razón, este nuevo concepto permitió replantear los discursos pa-
ralelos en torno a la seguridad y el desarrollo, ya que, con el abandono de la visión esta-
do-céntrica y la adopción de una visión centrada en el individuo, “se resaltaba la tensión 
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existente entre promover la seguridad de Estado y promover la seguridad de los individuos, 
que históricamente ha sido puesta en peligro por el Estado” (Krause, 2005, pp. 21-22). 

La seguridad humana tiene un carácter multidimensional y ha sido presentada como 
un “concepto polivalente: de contenido antropocéntrico, universal, interdependiente, 
preventivo, democrático, indivisible, global, local, integrativo y de connotaciones cuali-
tativas y cuantitativas” (Villanueva, 2000, p. 106). En este sentido, el PNUD (1994) ha 
establecido que se compone de una serie de elementos o dimensiones que se interrelacio-
nan entre sí: la seguridad económica, la seguridad alimentaria, la seguridad en materia de 
salud, la seguridad ambiental, la seguridad personal, la seguridad de la comunidad y la 
seguridad política. Cada uno de estos elementos o dimensiones responde a una serie de 
amenazas como la pobreza, el hambre, la violencia o la contaminación, entre otros (Mack, 
2005). A partir de estos elementos, es evidente que la seguridad humana se centra en la 
protección de los individuos, de las comunidades y del ambiente. Por su carácter integra-
do y su multidimensionalidad, responde a temáticas que no se habían abordado tradicio-
nalmente en los niveles de seguridad nacional y seguridad internacional (Rojas, 2007). 
Así, mientras que la seguridad nacional responde a la perspectiva tradicional de proteger 
a los Estados frente a amenazas o agresiones externas, la seguridad humana se dirige a la 
protección del individuo, sin importar su nacionalidad, en sus diferentes dimensiones 
(Estella et al., 2010).

En cuanto a la seguridad ambiental, ha tenido un desarrollo teórico importante 
como uno de los elementos esenciales de la seguridad humana, a partir de lo planteado 
por Ullman (1983). Este autor intentó redefinir el concepto de seguridad ampliando las 
amenazas, directas o indirectas, a la seguridad de los Estados y los individuos, al incluir 
variables distintas a las militares, como los desastres naturales o los problemas de abasteci-
miento de recursos naturales, entendidas como amenazas internas a los Estados (Lavaux, 
2004). A partir de este planteamiento de Ullman (1983), desarrollado por Buzan (1991) y 
Buzan y Weaver (1997), se ha logrado identificar, desde la perspectiva multidimensional, 
por lo menos tres generaciones de estudios enfocados en la seguridad ambiental derivados 
de la identificación y sistematización de una serie de riesgos para el medio ambiente.

Una primera generación de estudios que relacionaron la seguridad con el aspecto 
medioambiental se remite a la década de los ochenta. Estos planteaban la necesidad de 
incluir el factor ambiental en una versión más amplia del concepto de seguridad nacional, 
sin referirse concretamente al concepto de seguridad ambiental. Sin embargo, estos estu-
dios no fueron lo suficientemente analíticos, y al encontrarse sin comprobación empírica 
fueron seriamente cuestionados (Lavaux, 2004).

En este escenario, en la década de los noventa surgió la segunda generación de estu-
dios de la seguridad ambiental, liderados por el denominado Grupo de Toronto, con la 
intención de demostrar empíricamente la relación entre seguridad y medio ambiente o, 
como lo plantearon, entre “escasez de recursos y conflictos inter e intraestatales” (Lavaux, 
2004, p. 95). Dentro de estos estudios se destacan los de Homer-Dixon (1994), quien 
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manifestaba, por ejemplo, que las generaciones futuras sufrirían el agotamiento y degra-
dación de acuíferos, ríos y otras fuentes de agua, y quizás un cambio climático significa-
tivo; si la escasez de estos recursos fuera severa, podría precipitar violencia civil e incluso 
conflictos internacionales. En este sentido, sus estudios se centraron en identificar las 
complejas relaciones causales entre la escasez ambiental, el conflicto interno y los efectos 
sociales como pobreza y migraciones.

Esta segunda ola de estudios sobre seguridad ambiental determinó que el deterioro 
de la calidad del medio ambiente, entendido como escasez de recursos renovables, podía 
empeorar otros factores políticos, sociales o económicos que a su vez podían ser la causa de 
conflictos violentos (Unión Internacional por la Conservación de la Naturaleza [IUCN], 
1999, p. 26). Sin embargo, el determinismo de las investigaciones adelantadas en esta 
segunda generación fue bastante limitado, ya que en la mayoría de casos no era posible 
atribuirle la causa única de los conflictos políticos o incluso de los conflictos medioam-
bientales a los cambios en el medio ambiente. Por ello, esta segunda ola se centró en 
estudiar los conflictos ambientalmente inducidos (IUCN, 1999).

Finalmente, una tercera generación, crítica de la anterior, manifiesta que, durante 
la segunda generación, los investigadores se preguntaron solamente si el medio ambiente 
podría contribuir al conflicto, pero no se ocuparon de entender por qué en algunos casos 
sí lo hacía y en otros no (Dabelko, 1999). Por ello, se planteó el retorno a una amplia 
gama de variables dependientes, que relacionan la seguridad ambiental con las demás 
dimensiones de la seguridad humana (Levy, 1994; Barnett, 2000).

Esto demuestra indefectiblemente que el proceso de determinación del concepto 
mismo y el campo de acción de la seguridad ambiental no ha sido unánime ni ha estado 
libre de críticas. Al parecer, hoy en día se perfila una cuarta generación de estudios que 
intenta sintetizar los planteamientos de las generaciones anteriores, al entender “las rela-
ciones entre el medio ambiente y la seguridad en términos multidimensionales tanto de 
conflicto como de cooperación y de seguridad humana, tanto para los Estados, así como 
para las sociedades y las personas” (Lavaux, 2004, p. 97). 

Para finalizar, es importante, entonces, tener en cuenta que, en ese proceso de evo-
lución y cambio de paradigma de la seguridad hasta el concepto de seguridad humana 
hoy en día, se ha incorporado la seguridad ambiental como una de sus dimensiones. La 
seguridad ambiental, igualmente, ha ido evolucionando desde la década de los ochenta y 
no cabe duda, pese a la discusión que ha generado, de que tiene una alta relevancia desde 
esta “nueva” perspectiva de la seguridad. 

Principios marco sobre los derechos humanos                                               
y el medio ambiente 
Como se evidencia, el reconocimiento del medio ambiente sano como derecho humano 
ha sido relativamente reciente, y su proceso de internacionalización se concreta con “la 
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adopción de varios instrumentos declarativos y convencionales en el seno de las Naciones 
Unidas, y la creación progresiva de mecanismos regionales e internacionales protectores 
de los derechos humanos” (Bruzón & Antúnez, 2012, p. 110). 

Sin embargo, la incorporación de este derecho no ha sido uniforme en los Estados. 
Loperena (1998) manifiesta, por ejemplo, que la internacionalización necesaria de la pro-
tección del medio ambiente, que podría acortar dichas diferencias y generar una armo-
nización de las legislaciones nacionales, no ha sido ni suficiente ni idónea. En el plano 
jurídico, es común apreciar que “las constituciones recogen principios ambientales, man-
datos a los poderes públicos e incluso proclaman derechos. El cumplimiento cabal de 
los presupuestos ambientalistas insertos en las constituciones reclama esa transformación 
profunda y radical de un sistema económico globalizado” (Canosa, 2006, p. 159).

La relación del derecho al medio ambiente sano con otros derechos como la vida 
digna, la salud, el derecho a la tierra (Torres & Aguilar, 2018) o el trabajo ha sido objeto 
de desarrollo en las legislaciones y en la jurisprudencia de las altas cortes tanto nacionales 
como internacionales, teniendo en cuenta la interdependencia entre estos derechos. A 
nivel interno, incluso se ha llegado a reconocer elementos de la naturaleza como suje-
tos de derechos, como en el caso del río Atrato (Corte Constitucional, 2016, Sentencia 
T-622), la Amazonía (Corte Suprema de Justicia, 2018, Sentencia 4360) y el parque Isla 
de Salamanca (Corte Suprema de Justicia, 2020, Sentencia 3872). Por su parte, desde la 
perspectiva internacional, Calderón (2017) se ha referido al papel de los tribunales inter-
nacionales en los siguientes términos:

Los mecanismos jurídicos internacionales, aunque demorados, están representando 
una ventana de oportunidad para documentar y presentar casos que evidencian afec-
taciones particulares en materia ambiental. El Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos (SIDH) se presenta ahora como una alternativa regional para el análisis de 
casos o situaciones particularmente importantes en esta área para la región americana. 
(p. 103)

Con este panorama, el primer relator especial de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos Humanos, John Knox (ACNUDH, 2018), presentó al Consejo de los Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas los denominados Principios Marco sobre los Derechos 
Humanos y el Medio Ambiente. Estos dieciséis principios marco (PM) parten de la relación 
simbiótica entre los derechos humanos y el medio ambiente, ya que, por una parte, los 
Estados deben garantizar un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible 
con el fin de respetar, proteger y hacer efectivos los derechos humanos (PM 1), pero a su 
vez deben respetar, proteger y hacer efectivos los derechos humanos con el fin de garanti-
zar un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible (PM 2).

Con estos postulados, se hace evidente la relación de estos principios con la perspec-
tiva de la seguridad humana, pues, como se ha descrito, esta visión de seguridad implica 
la protección al ser humano frente a las situaciones y las amenazas críticas y generalizadas. 
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Así, la seguridad humana no es otra cosa que la creación de una serie de sistemas de diversa 
índole (político, social, medioambiental, económico, militar y cultural) que garanticen al 
ser humano la supervivencia, los medios de vida y la dignidad (Comisión de Seguridad 
Humana, 2003).

De esta forma, el primer principio se relaciona directamente con la seguridad am-
biental para el disfrute de los derechos humanos, y el segundo principio con las demás 
dimensiones de la seguridad humana, para el disfrute del medio ambiente. Con ello, 
la ONU (2018) finalmente estructuró unos lineamientos para que los Estados logren 
armonizar los conceptos de seguridad humana y derechos humanos frente un factor tan 
trascendental como el medio ambiente.

En general, todos los principios se encuentran relacionados de manera directa o 
indirecta con los derechos humanos, el medio ambiente y las dimensiones de la seguridad 
humana. Los principios recogen obligaciones diversas, como la prohibición de la discri-
minación y la obligación de garantizar una protección igual y efectiva en relación con el 
disfrute de un medio ambiente (PM 3), en un entorno seguro para las personas, los gru-
pos y los órganos de la sociedad que se ocupan de los derechos humanos y/o los asuntos 
medioambientales (PM 4). Asimismo, está la exigencia de respetar y proteger la libertad 
de expresión, asociación y reunión pacífica (PM 5), proporcionando acceso al público a la 
información ambiental de manera asequible, efectiva y oportuna (PM 7), y permitiendo 
su participación en el proceso de toma de decisiones en torno a aspectos relacionados con 
el medio ambiente (PM 9).

Así mismo, los Estados deben estipular normas ambientales sustantivas que no sean 
discriminatorias y no tengan carácter regresivo, diseñadas para proteger los derechos hu-
manos (PM 11) y garantizar su aplicación efectiva por parte de las entidades públicas y 
el sector privado (PM 12). Para ello, se exige, entre otras cosas, la evaluación previa de 
los eventuales impactos ambientales de las políticas y proyectos, con miras a proteger 
los derechos de los más vulnerables al daño ambiental o a quienes se encuentren en una 
situación de especial riesgo (PM 14), como los pueblos indígenas y los miembros de las 
comunidades tradicionales (PM 15).

Así, es claro que, en mayor o menor medida, todos estos principios se refieren a los 
diferentes tipos de riesgos que la seguridad humana pretende proteger desde una pers-
pectiva multidimensional. En este sentido, la seguridad ambiental se relaciona de forma 
evidente con todos los principios de manera directa, pero también hay relaciones entre 
algunos de los principios y la seguridad económica, alimentaria y de salud (PM 12 y 16), 
la seguridad personal (PM 4), la seguridad de la comunidad (PM 14 y 15) y la seguridad 
política (PM 7 y 9).

Finalmente, el último de los principios marco señala que los Estados deben respetar, 
proteger y hacer efectivos los derechos humanos en el marco de las medidas que adopten 
para hacer frente a los problemas ambientales y alcanzar el desarrollo sostenible (PM 16), 
lo cual también implica una armonización con el “nuevo” paradigma de desarrollo.
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En últimas, estos principios marco evidencian la coordinación y la armonización 
de los tres pilares de acción de la ONU, que se concretan en el ámbito medioambiental. 
En cuanto al primer pilar, el desarrollo, este se ha orientado hacia el desarrollo sostenible, 
sustentado en tres dimensiones: económica, ambiental y social. En cuanto al segundo 
pilar, los derechos humanos, no solo se ha reconocido el derecho al medio ambiente como 
derecho humano, sino que se ha establecido, especialmente con estos principios marco, 
una relación simbiótica con los derechos humanos en general. Finalmente, en cuanto al 
tercer pilar, la paz y la seguridad, el cambio del paradigma de la seguridad hacia la seguri-
dad humana ha reconocido como esencial la seguridad ambiental.

Desde esta perspectiva, los principios marco marcan un punto de partida para los 
Estados en el camino de armonizar todas sus obligaciones enmarcadas en los conceptos 
de desarrollo sostenible, derechos humanos y seguridad humana, en aras de materializar una 
verdadera justicia ambiental.

Conclusiones 
El medio ambiente ha sido una preocupación de las sociedades que ha impregnado los 
ordenamientos jurídicos desde el Imperio romano, pero solo hasta hace algunas décadas 
ha sido considerado un bien jurídico, objeto de protección en el derecho internacional de 
los derechos humanos y, consecuentemente, en los diferentes ordenamientos internos de 
los Estados.

Así mismo, se ha incorporado como una de las dimensiones en las dinámicas del 
desarrollo sostenible y la seguridad humana, con lo cual constituye un elemento trans-
versal en los tres pilares de acción de la más importante organización de la comunidad 
internacional, la ONU. Esta incorporación, además de lenta y paulatina, ha sido bastante 
controversial en todos los aspectos (derechos humanos, desarrollo y seguridad), aunque en 
algunos más que en otros. Sin embargo, no cabe duda de que hoy los asuntos ambientales 
son considerados esenciales en cada uno de estos aspectos.

Concretamente, desde la perspectiva de la seguridad humana, la dimensión de la 
seguridad ambiental ha tomado una relevancia especial, por cuanto es necesaria para ga-
rantizar el desarrollo sostenible, en virtud de que uno de sus aspectos es el ecológico, así 
como para garantizar los derechos humanos, tal como lo evidencian los principios marco 
estudiados. Estos principios, que agrupan las principales obligaciones de los Estados en 
materia de derechos humanos y medio ambiente, se relacionan clara y directamente con 
la seguridad ambiental, así como con cada una de las demás dimensiones de la seguridad 
humana, dada su perspectiva multidimensional.

De esta manera, los principios marco sobre los derechos humanos y el medio am-
biente constituyen un elemento clave para armonizar todas las obligaciones estatales de 
cara al desarrollo sostenible, los derechos humanos y la seguridad humana.
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Introducción 
A mediados del año 2021, cuando el mundo tímidamente sale del horror causado por el 
corononavirus, muchas voces plantean una reflexión sobre el modelo que la humanidad ha 
adoptado en la modernidad y que se ha consolidado en la posmodernidad del siglo XXI, 
cruzado por el desarrollo de la tecnología y el consecuente uso de datos al servicio de la 
inteligencia artificial, así como por la política y la globalización, desvirtuadas en unas socie-
dades evaporándose al calor del individualismo hedonista y el miedo al contagio (ahora del 
COVID-19). En este momento, reflexionar sobre el derecho como conjunto de normas e 
instituciones que regulan la convivencia en sociedad resulta igualmente oportuno, pues su 
contenido define espacios de seguridad, libertad y justicia, que pueden ir desde un ámbito 
de mínimos hasta uno de máximos, donde las sociedades vivan en paz y democracia. En la 
puerta de salida de la emergencia de salud pública en que se encuentra la población mun-
dial, se dibuja un panorama social, económico y cultural diferente al que había antes de 
ella. Por ello, es imperativo el protagonismo que ha de tener un derecho justo fundado en 
valores, un marco normativo e institucional que asegure la prevalencia de la dignidad de la 
persona frente al poder en el entramado de relaciones humanas, institucionales e interna-
cionales, sea cual sea su futura manifestación (Delgado & Giner, 2017).

Criterios de dogmática jurídico-política para la seguridad,               
la libertad y la justicia en la actualidad 
Ante los retos actuales, el viejo derecho político ofrece respuestas concretas a través de su 
dogmática, que cobija con coherencia y sistematicidad racional la heroica lucha a favor 
del ser humano contra los poderes establecidos cuando toca elegir entre la seguridad, la li-
bertad y la justicia en materia de mediación y derechos fundamentales (Delgado & Giner, 
2017). Vinculados mis estudios a los derechos fundamentales desde hace más de veinte 
años, esta problemática me lleva a las consideraciones que siguen en torno a la mediación, 
habida cuenta la obligación mitigada previa a la jurisdicción que tanto gusta a Europa. 
En el marco europeo, la mediación ha sido ampliamente acogida, tanto en su versión 
presencial como virtual, pues ha resultado ser un instrumento adecuado para asegurar 
la resolución pacífica de conflictos; sin embargo, su promoción y fomento no escapa al 
cuestionamiento de su idoneidad en lo que afecta a los derechos fundamentales. En este 
artículo trataré el primer asunto, especialmente la mediación preceptivamente anterior a 
la vía jurisdiccional, y cómo, en este caso, puede verse afectado el derecho fundamental 
a la tutela judicial efectiva y, por ende, la autonomía de la voluntad que la libertad de los 
ciudadanos representa.

El modelo utilitarista de producción y consumo masivo de bienes, servicios e infor-
mación de uso efímero, además de generar ingentes cantidades de residuos en todos los 
órdenes, tensiona las relaciones humanas y multiplica los conflictos en dimensiones de di-
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versa índole. Desde la esfera más íntima de las relaciones familiares hasta el discurso políti-
co, pasando por la violencia de género, el acoso escolar y los abusos laborales, económicos 
y comerciales, todos los ámbitos sociales manifiestan hoy un incremento de agresividad y 
violencia alarmantes que tiene su reflejo en sociedades más inseguras, con la consiguiente 
multiplicación de demandas, denuncias y exigencias jurídicas ante los tribunales (Delgado 
& Teano, 2020). El marcado egocentrismo de nuestro tiempo se acrecienta con la incerti-
dumbre e inseguridad que representa la pérdida de confianza en la política y el descrédito 
de valores vinculados al esfuerzo y al sacrificio, en pro de la inmediatez y el placer dentro 
de la sociedad líquida que tan brillantemente diseccionó Bauman (2003) y que terminó 
de plantear Harari (2018).

En este panorama, frente a la revisión y mejora del proceso, la estructura y el fun-
cionamiento de los tribunales, se han potenciado los medios alternativos de resolución 
de conflictos. Especialmente, en el viejo continente se destinan recursos y esfuerzos a tal 
fin. En la idea de Bentham de que el bien equivale a lo útil, “la política legislativa de la 
Unión Europa y los países miembros promueve la mediación a través de sus instituciones” 
(Muñiz, 2020) en el plano normativo económico y sociocultural, en busca de mejorar 
una administración de justicia que, congestionada, dilata en el tiempo su respuesta hasta 
el punto de no cumplir con su función (Delgado et al., 2020).

En este sentido, Martín (2014), a propósito de la tutela efectiva de la justicia, apunta 
que los métodos alternativos de solución de controversias (mediación, negociación, con-
ciliación y arbitraje), regulados e incorporados al sistema de justicia, formarían parte de 
un nuevo derecho fundamental que abarcaría extremos que el actual derecho a la tutela 
judicial efectiva no recoge:

La solución está en la evolución natural, y constitucional, hacia un derecho a la tutela 
efectiva de la justicia, de contenido más integrador […]. Ha de ser un derecho amplio e 
incondicional, y que en la situación del actual modelo de justicia considere al ciudada-
no con capacidad de elección respecto a la vía de resolución de conflictos que considera 
más adecuada y oportuna para la tutela de sus derechos e intereses legítimos. Al Estado, 
como contraparte de la tutela de este derecho, le debiera corresponder el desarrollar 
legislativamente tanto la vía jurisdiccional (mayoritariamente ya implantada y consoli-
dada) como los medios extrajudiciales, conformando con ello una Administración de 
la Justicia integral y de servicio público. Quizá en esta última circunstancia debiera irse 
atisbando otro cambio en el sistema, el cambio hacia el modelo de tribunales multi-
puertas en los cuales, como lugar de referencia del servicio público de Administración 
de la Justicia, estuviesen ubicados y a disposición del justiciable todas las opciones de 
justicia que el sistema le ofrece. (Martín, 2014, pp. 174-175)

Como es bien sabido, la tutela judicial efectiva enmarca un “derecho poliédrico” 
(Méndez, 2013a, p. 239) cuyo contenido esencial participa en concreciones procesales 
que, en definitiva, suponen hacer justicia a través del acceso a un juicio justo que incluya 
el derecho a los recursos, a la ejecución de las resoluciones judiciales en sus propios térmi-
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nos y a la tutela cautelar, entre otros. En este sentido, De la Oliva et al. (2016) ponen el 
acento en lo siguiente:

La jurisdicción existe para que el derecho alcance el lugar que le corresponde en el 
modelo de Estado en el que vivimos, para afirmar su primacía por encima de las actua-
ciones de los poderes públicos y su carácter de esencial elemento rector de las relaciones 
de todo tipo entre los ciudadanos y entre estos y los poderes públicos. (2016, p. 17)

Para Carrasco (2020), según se examine desde una perspectiva constitucionalista o 
procesalista: 

La interpretación constitucional ha de partir de las instituciones de derecho procesal 
para acomodar su concepto y aplicación a su comprensión del derecho a la tutela ju-
dicial efectiva y, por otra parte, la perspectiva constitucional condiciona el desarrollo 
del proceso en todas sus fases. […] Lo que caracteriza al derecho a la tutela judicial 
efectiva, más bien, es el punto de vista desde el que fuerza a examinar las actuaciones 
judiciales a quien desee utilizar este derecho como fundamento de su argumentación. 
Esta perspectiva, como se ha dicho, requiere valorar, no el acierto, sino la razonabilidad 
del discurso del órgano judicial. (Carrasco, 2020, p. 14)

En lo que se refiere a la efectividad de la justicia, interesan aquí los criterios o test que 
indican el mencionado grado de razonabilidad, donde el Tribunal Constitucional tiene un 
papel definitivo en lo que se refiere a garantizar el derecho, hacer efectivo el cumplimiento 
de la justicia material y concretar su interpretación finalista. 

La cuestión radica en aclarar cuál es el tipo de relación que existe entre la mediación 
como representante de los medios alternativos de solución de conflictos y la tutela eficaz 
de la justicia a través del derecho a la tutela judicial efectiva. Para ello no es menester tener 
una visión cerrada y estática del derecho; muy al contrario, en coherencia con mi dina-
mogénesis de los valores (Méndez, 2000; 2013a; 2013b), considero de vital importancia 
incorporar perfiles inéditos que determinan y descubren nuevos derechos ajustados a las 
necesidades actuales, ante las que despliegan sus efectos. Esta es la base de la dinamogé-
nesis de los valores. En este sentido, aunque creo que deben matizarse por las razones que 
doy a continuación, son oportunas las reflexiones doctrinales para señalar nuevas formas 
de transformar el modelo de justicia que propone Martín (2014), cuando indica que el 
“derecho de acceso a la tutela jurídica de derechos e intereses debe expresarse en sentido 
amplio, sin que ello implique necesariamente que el ciudadano tenga que acudir exclusi-
vamente para obtener justicia a los órganos jurisdiccionales” (p. 166).

El derecho fundamental a la tutela judicial efectiva,                                
garante de la seguridad y la justicia 
Es necesario reconocer que la mediación y las demás instituciones que proporcionan una 
solución pacífica y alternativa a la jurisdiccional son útiles y beneficiosas para la solución 



Entre la seguridad, la libertad y la justicia. Mediación y derechos fundamentales en Europa

Revista 
Científica
General José María Córdova

133ISSN 1900-6586 (impreso), 2500-7645 (en línea)

de los conflictos concretos, donde termina su contenido, mas no así en la función juris-
diccional y el derecho que la sustenta: el derecho a la tutela judicial efectiva, que es a la 
postre expresión del poder judicial (Payá-Santos et al., 2018). En la administración de 
justicia se protege el orden y el sistema jurídico en sí mismo a través de las sentencias que 
dicta el poder judicial, sujeto a derecho a través de jueces y tribunales que actúan dentro 
del orden democrático bajo el mandato de la soberanía popular. Olvidar estas premisas, 
que desde Montesquieu hasta hoy dibujan el concepto de Estado democrático de derecho, 
desnaturalizaría el discurso de los derechos fundamentales —como señalan, entre otros, 
Pérez (1994) o Ferrajoli (2015, p. 138)—, pues su eficacia depende tanto de las garantías 
legales como del reconocimiento de su fisonomía.

En este sentido, Barona (2016) apoya la idea de un sistema de justicia multi-rooms, 
que comparte Peiteado (2018) en una brillante exposición donde explica las diferencias 
que hay entre resolver un conflicto y hacer justicia, poniendo el énfasis en los distintos 
criterios utilizados en las vías extrajudiciales y judiciales para alcanzar el objetivo común 
que la paz social representa. Efectivamente, mientras la mediación utiliza múltiples vías 
y herramientas, en cambio la solución jurisdiccional solo puede fundarse en la norma 
jurídica, que se aplica además por un órgano estatal. Coincido plenamente cuando indica 
que “la aspiración a la justicia, a que en nombre del Estado se haga justicia, es irrenun-
ciable para los Estados de derecho” (Barona, 2016, p. 32). En términos constituciona-
les españoles, Díez-Picazo (2013) se suma magistralmente indicando que “todo derecho 
o interés legítimo —es decir, cualquier situación jurídicamente relevante— debe poder 
hacerse valer, llegado el caso, en un proceso ante un verdadero órgano judicial, quedan-
do constitucionalmente prohibida toda forma de denegación de justicia” (p. 19). A mi 
entender, este es el núcleo esencial del derecho que nos ocupa y que no comparte con la 
mediación cuyo objeto, que no es baladí, es la mejor solución de un conflicto concreto. 
Con ello se pone de manifiesto que entre la tutela efectiva de la justicia y el derecho a la 
tutela judicial efectiva se despliega una relación de causalidad exigible a la política legisla-
tiva del gobierno de un Estado, responsable de la gestión de sus poderes, que ha de estar 
guiada por el respeto y la garantía de los derechos fundamentales si quiere ser calificado 
como democrático y constitucional. 

Cabe aquí recordar la naturaleza de los derechos fundamentales, cuya identificación 
y desarrollo sustancial con los derechos humanos ha de tenerse en cuenta. No en vano, 
el artículo 16 de la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano establece: 
“Una Sociedad en la que no esté establecida la garantía de los Derechos, ni determinada 
la separación de los Poderes, carece de Constitución”. Desde el cilindro de Cirilo, “el 
Tribunal del Areópago y la Carta Magna, su pretensión y reconocimiento generó un caldo 
de cultivo a través del siglo XVIII y XIX” (Muñiz, 2015) cristalizándose en su recono-
cimiento constitucional tras la Segunda Guerra Mundial. En el ámbito euroatlántico, los 
derechos fundamentales, entre ellos el derecho a la tutela judicial efectiva, se configuran 
en el discurrir jurídico-político limitando el poder a favor de los individuos y los grupos 
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en los que se integran como garantías para la humanidad, donde el hombre tiene derechos 
por su condición humana. Se limita especialmente el poder del Estado, pero no única-
mente, pues los derechos fundamentales nacen también con vocación de desarrollar su 
eficacia entre particulares u horizontalmente, como los alemanes llaman a la Drittwirkung 
(Bleckmann, 1988), según lo explica Anzures (2010).

Así, en las declaraciones y en el articulado constitucional, los derechos fundamen-
tales fueron reconocidos como expresiones concretas de limitación del poder, y de los 
poderes que en el desarrollo del contrato social habían desequilibrado la balanza entre 
seguridad y libertad, como indica Locke (1969): “La finalidad máxima y principal que 
buscan los hombres al reunirse en Estado o comunidades, sometiéndose a un gobierno, es 
la de salvaguardar sus bienes” (epígrafe 124).

Las constituciones del siglo XX recogen su expresión más concreta a través del 
Estado, ahora social y democrático de derecho, en el que el nuevo pacto exige que los indi-
viduos y sus grupos estén protegidos ya no solo mediante la abstención propia del Estado 
liberal, sino a través de los derechos prestacionales que remuevan los obstáculos para que 
la libertad y la igualdad sean reales y efectivas, y así se respete la dignidad humana. Son 
exigencias concretas a los poderes púbicos, como indicó el portugués Gomes (1998), que 
se ponen de manifiesto en las exigencias que el derecho a la tutela judicial efectiva com-
porta para obtener una tutela efectiva de la justicia.

La meta de cumplir con esta exigencia responde a su función última, ya que ma-
nifiesta la soberanía popular, titular del poder constituyente, al incorporar los derechos 
fundamentales como parte medular del Estado constitucional y hacer que los poderes 
públicos los asuman como mandatos, lo cual los dota de eficacia, protección y garan-
tía. Localizados en la denominada parte dogmática de las constituciones normativas, 
estos derechos son valores y principios que sustentan y mantienen la coherencia de los 
ordenamientos jurídicos contemporáneos. En este sentido, Dworkin (2012) propo-
ne su tratamiento en serio. Asimismo, Lucas Verdú —mi maestro— (1998), junto con 
Paulo Bonavides (2014), grandes conocedores de la doctrina alemana (Kant, Schmitt, 
Böckenförde, Schneider, Haberle y Stein, entre otros), explican la axiología constitucio-
nal que emana de los derechos fundamentales como esencia de la fórmula política de los 
textos constitucionales que, como apunta Smend (1982), constituye la razón y funda-
mento del Estado social y democrático de derecho.

Recordemos que esta dimensión objetiva está formada por los valores que configu-
ran su contenido esencial. Así, según Gray (2015), las diversas teorías políticas liberales, si 
bien preocupadas por el logro de la tolerancia y la coexistencia pacífica en el seno de una 
sociedad plural cuyos miembros tienen diferentes concepciones del bien, se hunden, en 
mayor o menor medida, ante la imposibilidad de hallar y erigir principios morales y políti-
cos capaces de resolver de forma universal y racional los conflictos de valores, vinculados 
a la dignidad de la persona en todas sus manifestaciones vitales, sociales, espirituales y hoy 
también ecológicas. Ya hace veinte años que vengo poniendo de manifiesto la necesidad 
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de ampliar los derechos fundamentales con la inclusión del derecho al medio ambiente para 
el desarrollo de la persona (Méndez, 2000), para la garantía y protección de la humanidad 
en su relación con la naturaleza. Estas consideraciones se actualizan hoy con la exigencia 
de acciones concretas frente al cambio climático, la problemática de los residuos, especial-
mente los plásticos, y la pérdida de la biodiversidad, contemplados como prioridades en 
la Agenda 20-30 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (Mazurier et al., 2020). Como 
indica Böckenförde (1993), estas, a mi entender, son el motor de nuevos derechos que 
surgen actualmente a través de la dinamogénesis de los valores, que afianza los derechos 
existentes e impulsa el reconocimiento de los que la sociedad demanda. 

La teoría de la dinamogénesis de los valores y el derecho, desde que la planteé en mi 
tesis doctoral (1999), se ha utilizado en múltiples ocasiones para justificar la existencia de 
derechos fuera del apoyo constitucional. Para su conocimiento y comprensión, me remito 
a la explicación del proceso recogida en Méndez (2013b). Los derechos fundamentales 
modelan el ordenamiento jurídico y toda su estructura sistemática orientándola a la pro-
tección de la dignidad de la persona y los derechos que le son inherentes. El entramado 
normativo e institucional se reinterpreta bajo su paradigma, que dibuja un renovado or-
den jurídico con arquitectura axiológica.

En este contexto se sitúa la tutela judicial efectiva, que no se corresponde única-
mente con la satisfacción del interés particular que suscita un conflicto, sino que su natu-
raleza de derecho fundamental lo diferencia categóricamente de la mediación. El derecho 
representa los valores y principios que guían el discurrir de los ordenamientos jurídicos, 
por lo que la expectativa del derecho a la tutela judicial efectiva va más allá de estar al 
servicio de la resolución de conflictos.

Superada ampliamente la posición de la tiranía de los derechos fundamentales, no se 
debe olvidar que estos no son absolutos y que, con base en la autonomía de la voluntad, 
son de libre disposición. Por ello, el titular del derecho a la tutela judicial efectiva puede 
activarlo o no buscando otros medios como el que representa la mediación para solucio-
nar un conflicto en el que esté inmerso y precise una solución. Otra cuestión es que su 
ejercicio quede determinado por el poder del Estado a través de una norma que imponga 
la mediación voluntaria previa a la solicitud de tutela jurisdiccional, bajo un dictado de 
moral utilitarista. Para salvaguardar su contenido esencial, recordemos que tal disponibili-
dad está condicionada a que la renuncia del derecho no ha de perjudicar ni a otro derecho 
ni al interés o el orden público. 

La sistematicidad del ordenamiento jurídico resuelve la posible limitación del derecho 
a la tutela judicial a través del reconocimiento de la libertad individual en la esfera privada, 
donde se posibilita la renuncia del titular en un caso concreto mediante la ponderación de 
los derechos. El Estado de derecho exige que los titulares de los derechos fundamentales 
tengan siempre asegurada la facultad de hacerlos valer. En este sentido, Díez-Picazo (2001) 
indica que “es a las personas, actuando de manera consciente y libre, a quienes debe corres-
ponder la decisión de cuándo ejercer sus derechos fundamentales” (p. 145). 
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Así, la legitimidad de acudir a los medios extrajurisdiccionales para la resolución de 
conflictos queda amparada por el ejercicio del derecho fundamental que la autonomía 
privada representa. La teoría de las articulaciones de Lucas Verdú y su indivisible interre-
lación e interdependencia resultan criterios útiles para concretar la coexistencia pacífica 
entre el derecho a la jurisdicción y los medios alternativos de resolución de conflictos, 
en concreto la mediación. Falta ahora dilucidar si tal coexistencia subsiste cuando por 
ley se determina la mediación de forma obligatoria, pues dicha renuncia a la tutela ju-
dicial efectiva no puede depender de la voluntad del poder legislativo. Ello equivaldría a 
desnaturalizar los derechos fundamentales, cuya principal función es justamente limitar 
los poderes públicos. El carácter prestacional del derecho a la tutela judicial efectiva está 
resumido en tres aspectos, según Böckenförde (1993): 

[En primer lugar,] el fin o programa que supone un derecho prestacional se sustrae a la 
libertad del legislador; es inadmisible la inactividad o la desatención evidente y grosera 
por parte de los poderes públicos; y, por último, la satisfacción conferida a un derecho 
prestacional, una vez establecida, se muestra relativamente irreversible, en el sentido 
de que está protegida frente a una supresión definitiva o frente a una reducción que 
traspase los límites hacia la desatención grosera. (p. 81)

Todo ello no obsta para que la mediación sea indirecta o condicionada, como expre-
sa la doctrina del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Al respecto, las directivas del 
2008 y del 2013 abren tal posibilidad al asumir que la mediación puede coexistir pacífi-
camente sin reducir el contenido esencial de la administración de justicia, en términos de 
validez general y función pública. ordenadora de las exigencias marcadas por la voluntad 
democrática expresada a través de las normas. De esta forma queda intacto el contenido 
axiológico y principal que representa el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva.

Dentro de esta complejidad, no son solo bondades las de la mediación, que se pre-
senta eficiente en cuanto es “capaz de lograr los fines de la democracia y el Estado de 
derecho con base fundamentalmente en la tensión entre seguridad y libertad” (Calleja & 
Delgado, 2017). En relación con los derechos fundamentales, la eficacia y la eficiencia no 
siempre resultan aliadas de la seguridad, la igualdad y la libertad, a la postre contenidos 
esenciales de los derechos vinculados a la dignidad. Ello explica que parte de la doctrina 
especializada en derechos fundamentales manifieste cautela, pues la disposición de los 
derechos y su propia naturaleza puede quedar en entredicho cuando quedan sometidas 
a la voluntad de las partes en la posible solución de un conflicto jurídico. Nos referimos 
aquí a la cuestión de la participación de los derechos fundamentales en el derecho priva-
do, en concreto, a la eficacia horizontal de los derechos fundamentales (Drittwirkung der 
Grundrechte). Coincido con Venegas (2004) cuando apunta:

la razón de esta cuestión radica en el hecho de que se trata de un problema que afecta 
al propio concepto y fundamento de los derechos humanos y, por tanto, una cuestión 
que se resuelve dependiendo de la teoría jurídica que se defienda. (p. 17)
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Desde el constitucionalismo humanista de Verdú (1998), es fundamental recordar 
que las características de los derechos como imprescriptibles, inderogables e irrenuncia-
bles no son en vano, ni han de quedar al albur de la mejor y más adecuada resolución de 
conflictos. Especial importancia tienen aquí los derechos fundamentales de trabajadores y 
consumidores que deben, sobre todo, cumplirse, asegurarse y protegerse.

La solución italiana de una sesión informativa previa 
Recapitulemos los fundamentos jurídicos y políticos presentes en el contexto de la Unión 
Europea, por un lado, en el derecho a la tutela judicial efectiva y, por otro, en la media-
ción, para ver el aporte del ingenio jurídico y político italiano, no en vano heredero del de-
recho romano, de una elegante solución ante la posible afección del derecho fundamental 
a la tutela judicial efectiva. Esta solución fue especialmente tratada en los casos Alasanni 
y Menini y Rampanelli.

Efectivamente, en el ámbito europeo, el derecho a la tutela judicial efectiva recoge 
todo el contenido sustancial señalado, se configura como un principio general del dere-
cho comunitario y está reconocido en el artículo 13 del Convenio para la Protección de 
los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (1950), que se expresa en los 
siguientes términos:

Toda persona cuyos derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio hayan 
sido violados tiene derecho a la concesión de un recurso efectivo ante una instancia 
nacional, incluso cuando la violación haya sido cometida por personas que actúen en 
el ejercicio de sus funciones oficiales.

Esto se concreta expresamente en el artículo 47 de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea (2000), que indica: “Toda persona cuyos derechos y 
libertades garantizados por el derecho de la Unión hayan sido violados tienen derecho a la 
tutela judicial efectiva respetando las condiciones establecidas en el presente artículo”. De 
su lectura se extrae que la intención del legislador europeo es la solución jurisdiccional, lo 
que queda de manifiesto en el segundo apartado del mencionado artículo: “Toda persona 
tiene derecho a que su causa sea oída equitativa y públicamente y dentro de un plazo razo-
nable por un juez independiente e imparcial, establecido previamente por la ley”. La Carta 
vincula a ciudadanos, a los Estados miembros y a los poderes públicos cuando apliquen el 
derecho de la Unión. Esto supone, en el caso que nos interesa, que cuando se transpone 
la directiva de mediación a través de una ley nacional se está aplicando el derecho de la 
Unión y, por lo tanto, cumpliendo con el artículo 51 (ámbito de aplicación), por lo que 
deben cumplirse los dictados de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión, en 
nuestro caso el mencionado artículo 47. 

En cuanto a la jurisprudencia, el Tribunal de Justicia de la Unión ha recogido la doc-
trina de la limitación de los derechos fundamentales y el contenido del artículo 52.1 de la 
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Carta, que dicta, por una parte, que la limitación del ejercicio de los derechos y libertades 
expresados en su articulado debe ser establecida por ley y respetar su contenido esencial 
(Delgado, 2017), y, por otra parte, cumplir con el necesario respeto por el principio de 
proporcionalidad, de necesidad e interés general, así como que tal limitación debe estable-
cerse cuando sea necesario para proteger los derechos y libertades de los demás. En estas 
lides, el alto tribunal europeo pone de manifiesto que los derechos fundamentales y, por 
lo tanto, el derecho a la tutela judicial efectiva: 

no constituyen prerrogativas absolutas, sino que pueden ser objeto de restricciones, 
siempre y cuando estas respondan efectivamente a objetivos de interés general perse-
guidos por la medida en cuestión y no impliquen, habida cuenta del objetivo perse-
guido, una intervención desmesurada e intolerable que afecte a la propia esencia de los 
derechos así garantizados. (Tribunal de Justicia, 2017, p. 45)

Entre tanto, la política de la Unión Europea promueve especialmente la mediación 
entre los mecanismos alternativos de resolución de conflictos, que representan una priori-
dad para las instituciones europeas. La Unión Europea fomenta estos mecanismos para 
alcanzar el espacio de libertad, seguridad y justicia que enuncia el Tratado de Ámsterdam 
desde 1997 (Delgado, 2017). Dentro de las principales motivaciones que la impulsan la 
disminución de costes y de tiempo, que puede suponer un ahorro de hasta el 60 % de los 
costes y de más del 90 % del tiempo (Chéliz, 2018), lo que en términos de eficacia repre-
senta un logro en la solución de conflictos. Nótese que no he mencionado el derecho a la 
tutela judicial efectiva, que implica, además de esta solución, la administración de justicia.

Ante este panorama, el legislativo italiano estableció en el artículo 5 del Decreto 
Legislativo 28 de 2010 la mediación como condición previa para iniciar un procedimien-
to jurisdiccional, con lo cual hizo obligatorio procurar resolver el conflicto a través de 
mediación asistiendo a una primera sesión informativa, antes de la vía jurisdiccional. 
Aunque la mediación conciliatoria puede actuar como una técnica alternativa, a su vez, 
de otra técnica alternativa a los procedimientos judiciales, como lo es es el arbitraje. Esta 
disposición fue declarada inconstitucional con el argumento de que el Gobierno se había 
extralimitado en el ejercicio de la potestad legislativa delegada, lo que dejó abierta la me-
diación preceptiva al no pronunciarse sobre si tal práctica contravenía la tutela judicial 
efectiva. Cabe recordar que el interés político jurídico de la Unión Europea por la media-
ción culmina en el considerando 14 de la Directiva 2008/52/CE (Parlamento Europeo & 
Consejo, 2008), que establece que nada de lo dispuesto allí 

debe afectar a la legislación nacional que haga obligatorio el uso de la mediación o que 
la someta a incentivos o sanciones, siempre que tal legislación no impida a las partes el 
ejercicio de su derecho de acceso al sistema judicial.

En la misma línea se sitúa, en materia de consumo, la Directiva 2013/11/UE, que 
en su artículo 1 dispone que “se entenderá sin perjuicio de la obligatoriedad de participar 
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en este tipo de procedimientos prescrita en la legislación nacional, siempre que esta no 
impida a las partes ejercer su derecho de acceso al sistema judicial” (Parlamento Europeo 
& Consejo, 2013). Tales consideraciones llevaron al Tribunal Constitucional italiano a 
entender que la mediación obligatoria era uno de los posibles modelos a adoptar de ac-
uerdo con el derecho de la Unión. Esta argumentación se concretó en el Decreto Ley de 
21 de junio de 2013, que, transformado en la Ley de 9 de agosto de 2013, recuperó el 
mencionado artículo 5 y la “invitación” a las partes para procurar un acuerdo a través de 
un procedimiento de mediación, al instarlas a asistir a una sesión informativa.

El Tribunal de Justicia de la Unión indica claramente en la sentencia Menini y 
Rampanelli que la medición obligatoria previa al proceso jurisdiccional puede articularse 
y no impide la satisfacción del derecho a la tutela judicial efectiva, lo que es coherente con 
el reparo que manifiesta al indicar: “en la medida que la instauración de un procedimiento 
de tentativa de conciliación obligatoria constituye un requisito de admisibilidad de las 
acciones judiciales, procede examinar si es compatible con el derecho a la tutela judicial 
efectiva” (Tribunal de Justicia, 2017, p. 78).

De manera definitiva, esta sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
establece la coexistencia pacífica y coherente de la mediación previa obligatoria con 
el derecho a la tutela judicial efectiva, si bien no se aclararon las consecuencias de no 
asistir a la sesión informativa, lo que deja de manifiesto la libertad de retirarse del pro-
cedimiento sin justificación y sin acarrear consecuencias desfavorables (Tribunal de 
Justicia, 2017).

Conclusión 
En la intrincada y compleja argumentación jurídico-política, las nobles y férreas aspira-
ciones por proteger el núcleo esencial del derecho fundamental a la tutela judicial efecti-
va, por una parte, y la habilidad de incorporar la sesión informativa a través del diálogo 
de los derechos, por otra, se alinean con mecanismos que posibilitan resolver conflictos 
entre los ciudadanos, y que a la postre son expresiones concretas del reconocimiento de 
la dignidad de la persona en tanto que reconocen su capacidad de solventar sus lides. El 
caso italiano, como también el francés, ha superado las críticas doctrinales. En la arena del 
derecho de la Unión, ha puesto de manifiesto que pueden ser compatibles el derecho a la 
tutela judicial efectiva y la mediación que propone la solución pacífica de controversias, 
aspirando a cumplir con resultados concretos para la participación de la sociedad civil en 
los poderes del Estado. Este modelo, que establece la obligación para las partes de intentar 
la mediación previa al inicio de un procedimiento judicial en determinadas materias, o 
bien cuando el tribunal considere conveniente que las partes en un proceso acudan a esta 
vía, dignifica a los ciudadanos y los reconoce como partes en el fomento de la paz y la 
seguridad que buscan las sociedades democráticas avanzadas.
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Estigmatización y criminalidad contra defensores                        
de derechos humanos y líderes sociales en Colombia

Stigmatization of human rights defenders and social leaders                                    
and criminality in Colombia

Resumen. Este artículo analiza el fenómeno de la estigmatización social de defensores de derechos 
humanos y líderes sociales en Colombia, y su relación con la persecución, amenazas, hostigamiento 
y homicidios contra esta población, en especial después del Acuerdo de Paz de 2016. Esta relación 
ha sido especialmente ignorada, pese a que explica buena parte de la criminalidad dirigida contra 
los defensores y líderes sociales en el país, ya que tiende a normalizarla e incluso a responsabilizar a 
las propias víctimas de la violencia que sufren por cuenta de sus actividades. El artículo destaca la 
responsabilidad de los grupos armados al margen de la ley y sus economías ilícitas, y las fallas en la 
política penal del Estado para el control de esta estigmatización y criminalidad en Colombia.    
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sociales; violencia

Abstract. This article analyzes the phenomenon of the social stigmatization of human rights de-
fenders and social leaders in Colombia and its relationship with the persecution, threats, harass-
ment, and homicides against this population, especially after the 2016 Peace Agreement. This 
relationship has been particularly ignored even though it explains much of the criminality directed 
against social defenders and leaders in the country, which tends to be normalized, even holding 
the victims themselves responsible for the violence they endure on account of their activities. The 
article highlights the responsibility of illegal armed groups and their illicit economies and the State’s 
criminal policy failures to control this stigmatization and criminality in Colombia.
Keywords: criminality; discrimination; human rights; social leaders; social stigmatization; 
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Introducción 
Este artículo aborda la violencia delictiva dirigida contra defensores de derechos humanos 
(DD. HH.) y líderes sociales en Colombia, que ha crecido notablemente desde 2017 
hasta el presente. Se trata de una investigación empírica basada en observación directa y 
en entrevistas informales a operadores de la justicia penal, funcionarios del Gobierno e 
integrantes de la Policía Nacional de Colombia. Carlos Negret, el defensor del pueblo de 
la época, pedía bajar el ambiente de polarización y estigmatización política como condi-
ción para disminuir los asesinatos de candidatos (Jerez, 2019). Según la Defensoría del 
Pueblo (2017):

el ejercicio de la violencia contra las organizaciones y líderes comunitarios en el país 
tiene raíces en la estigmatización de su labor por parte de diferentes actores sociales, 
políticos, económicos y armados, quienes han considerado que estos movimientos 
constituyen un cuestionamiento al statu quo y por ende una acción próxima a la sub-
versión del orden social e institucional. (p. 39)

Mediante la Directiva 002, la Procuraduría General de la Nación (2017) dispuso 
lineamientos para la protección efectiva de defensores de DD. HH. y sus organizacio-
nes, de integrantes y líderes de movimientos sociales y políticos y sus organizaciones, así 
como de quienes participen activamente en la implementación del Acuerdo Final de Paz 
suscrito entre el Gobierno de Colombia y la guerrilla de las llamadas Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) (Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 
2016). Específicamente, ordenó a funcionarios no propiciar la estigmatización de las or-
ganizaciones y grupos antes citados. Esta admonición reconocía la necesidad de medidas 
para prevenir el escalamiento de la violencia que detonó en los años siguientes.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH, 2019), si bien ha re-
conocido y registrado las acciones estatales para combatir la estigmatización, también 
ha observado con preocupación la continua estigmatización de defensores de DD. HH. 
en Colombia por parte de autoridades estatales del orden nacional y local. En efecto, la 
CIDH (2019) afirmó que durante la visita de 2018 constató la ocurrencia de “declara-
ciones proferidas por autoridades estatales, departamentales o locales en las que señalaban 
a varios medios de comunicación que detrás de las actividades de activistas y personas 
defensoras estarían bandas criminales” (p. 66). De acuerdo con la CIDH (2019), estas 
campañas de estigmatización “provendrían de autoridades estatales” (p. 63), lo que acre-
ditó de inmediato con la relación de varios casos. En la misma dirección, la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU, 2018) “expresó su preocupación al haber recibido un 
listado de pronunciamientos estigmatizantes provenientes de dirigentes políticos y fun-
cionarios” contra el colectivo de defensores de DD. HH. (p. 12). Por todo ello, la CIDH 
(2019) reiteró que “los funcionarios públicos deben abstenerse de realizar declaraciones 
que estigmaticen a defensoras y defensores (p. 68). Para esta comisión, las expresiones 
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estigmatizantes desacreditan, deslegitiman y aumentan la vulnerabilidad de la ciudadanía 
que ejerce la protesta pacífica, lo que lesiona sus derechos a la vida, la integridad personal, 
la honra, la dignidad y la presunción de inocencia. Según el informe de la CIDH (2019), 
más preocupante aún resulta “la criminalización de personas defensoras por medio del 
uso indebido del derecho penal como otra forma de obstaculización a la labor de personas 
defensoras en Colombia” (p. 10). Para soportar esta afirmación, el informe relaciona casos 
de captura y detenciones prolongadas de personas defensoras con base en acusaciones 
infundadas de pertenecer a grupos armados al margen de la ley, sin otro fundamento 
distinto a los pronunciamientos estigmatizantes con los que se inician acciones penales, 
con la finalidad de obstruir la labor de líderes sociales y personas defensoras de derechos 
humanos. 

Un reciente informe presentado a la Asamblea General de las Naciones Unidas por 
el relator especial Michel Forst (ONU, 2019, p. 9) sobre la situación de los defensores de 
los DD. HH. en Colombia, señala que “dirigentes políticos, funcionarios públicos, per-
sonas influyentes, también del sector privado, y miembros de grupos armados ilegales” los 
“estigmatizan como ‘guerrilleros’, ‘terroristas’, ‘antidesarrollo’ o ‘informantes’”. El propio 
pronunciamiento del Gobierno colombiano en cabeza del presidente Iván Duque, acerca 
de que no permitirá ni tolerará que el liderazgo social sea estigmatizado, confirma la exis-
tencia del problema (Presidencia de la República, 2019). 

Este artículo argumenta que los pronunciamientos estigmatizantes en detrimento de 
líderes sociales en Colombia incitan el uso de violencia en su contra como instrumento 
ilícito de control social, en territorios donde actores al margen de la ley se han constituido 
en factores locales de poder. Para ello, se presentan los resultados de una investigación so-
ciojurídica empírica de carácter cualitativo, interdisciplinaria, que se inscribe en el marco 
de la criminología (Silva-García, 2003a; Silva-García et al., 2018; 2019). Dicha investi-
gación se une a otros estudios empíricos que han cuestionado la manera como se ejerce 
el control social penal por parte de actores legales e ilegales (Silva-García, 2003b; Dávila, 
2018), al igual que la teorización de tales procesos (Gómez, 2018; Gómez & Velandia, 
2019; Silva-García et al., 2020), con el fin de edificar propuestas alternas. Su análisis se 
centra en creencias y estereotipos negativos, al igual que en amenazas directas proferidas 
contra líderes sociales que reclaman reconocimiento político y social para los intereses 
que representan. Estas creencias, estereotipos y amenazas se registran en panfletos y redes 
digitales tanto en contextos rurales como urbanos.

Marco teórico y conceptual 
El uso del término estigma para referirse a marcas en el cuerpo para desacreditar a 
quien los portaba proviene de los griegos. El Diccionario conciso de psicología (American 
Psychological Association, 2009) define el estigma como la “actitud social negativa ligada 
a alguna característica de un individuo que se considera como una deficiencia mental, 
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física o social. Un estigma supone una desaprobación social y conduce injustamente a la 
discriminación y la exclusión del individuo” (p. 420).

En las sociedades que sometían al suplicio físico y a la infamia a quienes eran conde-
nados por delitos, el estigma servía como pena infamante para hacer visible su expiación. 
Las marcas corporales, como mutilaciones o quemaduras con hierro candente, identifi-
caban a criminales, esclavos o traidores. La impresión con hierro ardiente de la letra B en 
el rostro o cortarle la lengua eran prácticas comunes para castigar al blasfemo. Al traidor 
que le había “revelado a los enemigos algún secreto de gobierno” se le arrancaba la lengua. 
Al ladrón y al falsificador de monedas, pesos y escrituras se les cortaban las manos. Para 
castigarle con la “fealdad perpetua”, a la mujer adúltera se le arrancaba la nariz, mientras 
que a los homosexuales se les practicaba la “castración contra la bestialidad” (Gutiérrez, 
1826, pp. 13 y 115).

En los siglos XVI y XVII, esclavos africanos, moros, turcos y gitanos, reducidos a 
“bienes de propiedad”, eran marcados en señal de ignominia, así como para exponer sus 
antecedentes delictivos. En el reino de Granada, los esclavos eran marcados con una gra-
nada o con “un letrero señal de hierro en los dos carrillos” que decía ‘Almería’ (Andujar, 
1999). Asimismo, ante la fuga fallida, eran marcados cortándoles un trozo de la oreja 
(Barrio, 1997), cuando no eran marcados con las tradicionales ‘s’ y un clavo:

presentaban marcas en el rostro, algunos tan dramáticamente herrados como para 
portar en el rostro el nombre completo de su propietaria “Doña Leonor de Castro 
en Valladolid”, e incluso su vecindad: “Esclavo del Licdo. J. de Castañeda, vecino de 
México”. (Andujar, 1999, p. 14)

La práctica de marcar a los esclavos con un hierro llamado carimbo se utilizó en 
América tanto para indígenas como para africanos con el fin de “garantizar la legalidad 
del esclavo: ser siervo en ‘justicia’ y haber pagado el quinto real de su valor al monarca” 
(Lucena, 1997, p. 125).

En algunas ocasiones se marcaban las armas de los soberanos en el cuerpo como cas-
tigo por delitos. En Roma, las dos llaves en forma de Cruz de San Andrés representaban 
las armas del Papa. En Francia, la flor de lis, blasón de los Borbones, se utilizó algunas 
veces. A los gitanos que no abandonaban sus trajes, lenguas o modales se les marcó con 
las armas de Castilla (Gutiérrez, 1826). También se marcaban las armas de la ciudad en 
la espalda, una estrella y un toro en el caso de la ciudad de Teruel (Martínez, 2007). En 
Francia, según la Ley de Floréal del año X, los reincidentes eran marcados con la letra R 
(Foucault, 2002). Con las revoluciones burguesas desapareció la aplicación de los estigmas 
físicos en el cuerpo de los condenados; pero, en ocasiones, bajo las dictaduras han reapa-
recido las marcas y estigmatizaciones discriminatorias, como las que se impusieron a los 
judíos en la Alemania de Adolf Hitler.

El estigmatizado se considera inhabilitado para una plena aceptación social en razón 
a algún defecto, falla o desventaja socialmente sancionada. Es un atributo desacreditador 
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que lo clasifica como inferior, extraño, peligroso e, incluso, subhumano. Así, el estigma 
conlleva una carga social negativa y se convierte en un rasgo principal que anula o eclipsa 
los demás atributos del estigmatizado, de modo que lo reduce al estigma que lleva (Quiles, 
1998; Goffman, 2006, Silva-García, 2011). Siguiendo a estos autores, existen tres tipos 
de estigmas: 

1.	 Los estigmas físicos, que se refieren a marcas, fachas o alteraciones en el cuer-
po, como labio leporino, nariz irregular, cicatrices; o limitaciones funcionales, 
como ceguera, sordera, entre otros.

2.	 Los defectos del carácter del individuo o estigmas de personalidad, es decir, aque-
llos que se perciben como fallas morales, entre ellas la falta de voluntad, pasio-
nes tiránicas o antinaturales, creencias rígidas y falsas o deshonestas. Dentro de 
estos caben las perturbaciones mentales, reclusiones, adicciones a las drogas, 
alcoholismo, homosexualidad, desempleo, intentos de suicidio y conductas 
políticas extremistas.

3.	 Los estigmas tribales, estructurales o sociales que se refieren a aspectos como la 
raza, la nación y la religión, susceptibles de transmitirse por herencia social y 
contaminar por igual a familias, estirpes y amistades. 

Para que exista la estigmatización, esta tiene que ser pública, ponerse en evidencia 
por alguien ante los demás, aunque esté oculta. Major y O’Brien (2005) señalan que 
las marcas estigmatizantes pueden ser visibles o invisibles, controlables o no, y referirse 
a aspectos como la fisionomía (por ejemplo, una deformación física), la conducta (por 
ejemplo, el consumo habitual de alcohol) o la pertenencia a un grupo, por ejemplo, el 
afroamericano.

Los estigmas varían de una sociedad a otra y pueden cambiar con el tiempo: desapa-
recen unos (como los calificativos de brujas y herejes en la Inquisición) y aparecen otros 
en distintos momentos o culturas. Sucede en el presente con el uso extendido del térmi-
no terrorista para descalificar no solo la acción violenta sino a quien la perpetra (Quiles, 
1998). Major y O’Brien (2005) destacan, equivocadamente, que “el estigma es específico 
de la relación y el contexto; no reside en la persona sino en un contexto social” (p. 395). 
No cabe duda de que el atributo negativo de una persona adquiere el sentido de estigma 
en su contexto social e histórico, pero quien lo porta es la persona a quien se le atribuye, 
para identificarla socialmente en forma negativa, segregarla, considerarla como peligrosa 
o tratarla de manera peyorativa.

Como dice Goffman (2006), “la sociedad establece los medios para categorizar a 
las personas y el conjunto de atributos que se perciben como naturales y corrientes en los 
miembros de cada una de esas categorías” (pp. 11-12), a lo cual agrega que a cada persona 
se le atribuye una identidad social según la categoría y los atributos que la diferencian, 
y que la pueden convertir en menos deseable. Como indican Callejas y Piña (2005), en 
este proceso de categorización social “con base en ciertos indicadores aprendidos cultu-
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ralmente, se crean diferentes categorías, construidas desde lo social colectivo a través de 
las interacciones cotidianas, en las que se puede agrupar a las personas a través de ciertos 
rasgos” (p. 65). Esta categorización delimita las interacciones sociales cotidianas, establece 
o distancia las relaciones, define al cercano y al extraño. Como dice Goffman (2006), la 
categorización trae consigo supuestos sobre el individuo que se encuentra ante nosotros, 
esto es, “las primeras apariencias nos permiten prever en qué categoría se halla y cuáles son 
sus atributos”; se le adjudica al individuo una “identidad social” como persona aceptable 
o diferente, “malvada, peligrosa o débil” (p. 12).

Así, el estigma puede definir la identidad social del sujeto. Los individuos estigma-
tizados pueden ser tanto los desacreditados como los desacreditables. Los primeros son 
portadores de estigmas por una deformidad física, por el color de la piel o por la pertenen-
cia a determinado grupo social, y reconocidos así por aquellos con quienes interactúan. 
Los segundos tienen la posibilidad de ocultar un atributo no conocido ni inmediatamente 
perceptible por los de su entorno. En definitiva, el estigma no inhabilitaría a un individuo 
para la plena aceptación social en una relación o un contexto determinado como resultado 
automático de la relación entre un rasgo poseído y la asignación negativa de algún atributo 
o categorización social (Goffman, 2006; Silva-García, 2011).

Mecanismos estigmatizadores de identidades sociales 
históricamente marginadas en Colombia 
Aunque los rasgos físicos aún se utilizan para estigmatizar, actualmente predomina la 
estigmatización por clase o condición social, por el color de la piel o identidad étnica, el 
sexo, la orientación sexual, por razones políticas o religiosas, o por cualquier otro factor de 
discriminación, como la pobreza, el analfabetismo, el lugar de origen, la formación acadé-
mica, la actividad en defensa de DD. HH. o el reclamo de reconocimiento político y so-
cial para los intereses que representan los líderes sociales. La estigmatización se materializa 
cuando “algún atributo o característica que transmite una identidad social […] se devalúa 
en un contexto social particular” (Crocker et al., 1998, p. 505). Los estigmas impulsan 
la discriminación o marginación social de quienes no actúan de acuerdo con parámetros 
sociales impuestos por grupos que ejercen el poder, o de aquellos cuya conducta se tipifica 
como delito porque rompe reglas o expectativas sociales. Pero incluso se discrimina a quie-
nes, sin romper la ley, se perciben como reprochables, peligrosos, opositores o enemigos 
por el lugar donde viven, por su identidad social o por abogar a favor de la defensa de 
los DD. HH. y los intereses de su base social (González, 2013; 2019; Martínez, 2018; 
Martínez & Noguera, 2017).

Muchos líderes sociales en Colombia, especialmente en regiones alejadas de las zo-
nas urbanas, son estigmatizados por los intereses que representan y por sus reclamos de 
reconocimiento político y social, para los cuales se valen de protestas y, a veces, de las vías 
de hecho, lo que los hace altamente visibles y vulnerables. Como representan diversas 
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identidades sociales (son, por ejemplo, líderes étnicos, comunales, políticos o feministas), 
son propensos a padecer una estigmatización múltiple en la que convergen y se acumulan 
los efectos de numerosas formas de discriminación y marginación social. De esta manera, 
la intolerancia hacia sus reclamos y su identidad alimenta y difunde creencias negativas 
sobre sus atributos e intenciones, al igual que sobre las causas que representan y defien-
den. Comúnmente se les vincula con la insurgencia armada o se les designa gratuitamente 
como delincuentes, criminales, terroristas o enemigos. 

En el caso de la población en proceso de reintegración, anteriormente vinculada 
con las FARC-EP, su pasado de rebelión y de comisión de otros delitos constituye el rasgo 
que se utiliza con más frecuencia para estigmatizarlos como delincuentes irredimibles por 
quienes se oponen a la implementación del Acuerdo de Paz suscrito a finales de 2016. 
En varios países del mundo, como Estados Unidos, España, Alemania, Uruguay y Reino 
Unido —que no en Colombia (García, 2020), si bien hay algunos tipos penales que se le 
aproximan—, se sancionan los delitos de odio, pero no directamente la estigmatización. 
En Colombia, como en la mayor parte del mundo, también se reprocha la injuria y la 
calumnia, que involucra muchas veces la estigmatización de sus víctimas. Empero, la tipi-
ficación de estos dos delitos no permite ejercer un control eficiente de la estigmatización 
y, sobre todo, de sus consecuencias, puesto que después de cometer el delito basta una 
retractación para evadir la penalización, lo que en realidad no redime el daño que ya se 
ha ocasionado. Estas falencias persisten pese a que la estigmatización ha causado graves 
afectaciones a los DD. HH. y ha conducido a la comisión de delitos de odio en contra 
de población inerme. Por ende, conviene revisar la manera como se criminalizan estas 
conductas en el ordenamiento jurídico colombiano, además de considerar la criminali-
zación de los delitos de odio, dado el impacto que provocan para el Acuerdo de Paz, la 
corrupción, la democracia y la justicia (González, 2013; Silva-García, 2000; 2019). Se 
ha discutido el papel del derecho y de la justicia en la defensa de los grupos sociales más 
vulnerables (Silva-García, 2006); ahora el derecho y la justicia deben asumir este nuevo 
reto en su papel protector.

Son varios los mecanismos utilizados para estigmatizar identidades sociales históri-
camente marginadas como la de los exintegrantes de las FARC-EP en Colombia. Entre 
estos mecanismos, el lenguaje denigrante y las acciones performativas, como las acusa-
ciones infundadas de incumplimiento de los acuerdos contra personas o grupos sociales, 
tienen repercusiones que pueden afectar la vida o integridad personal, además de entor-
pecer intencionalmente la ejecución del plan marco de implementación del Acuerdo. Así, 
un contexto ideológica y políticamente radicalizado como el que se configuró a raíz del 
acuerdo con las FARC-EP, permitió encuadrar a un líder político como narcotraficante 
internacional, lo que amenazó el propio proceso de paz (Pérez-Salazar, 2018). Dadas las 
frustraciones y fracasos que habían generado anteriores procesos de paz (Silva-García, 
1985), estos hechos eran potencialmente muy riesgosos.
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El lenguaje se utiliza en el discurso simbólico para crear poder y articular relaciones 
de dominación mediante la descalificación del opositor, el amedrentamiento o la intimi-
dación (Dávila et al., 2020). El objetivo de la estigmatización no es solo desacreditar a la 
persona o grupo social, también se utiliza para aislar, confinar, coaccionar o desplazar a 
quienes son etiquetados como indeseables por su identidad social o actividad política, al 
igual que para justificar los asesinatos de quienes persisten en realizar un liderazgo y opo-
nerse a los objetivos de aquellos que ejercen el dominio político (Anrup, 2009).

Los estereotipos sobre ciertos sujetos o grupos pueden ser estigmatizantes en la me-
dida que ofrecen justificación ideológica para alentar juicios negativos sobre el estigma-
tizado, como, por ejemplo, cuando se habla despectivamente de la identidad cultural de 
los indígenas o de los negros. Otros mecanismos de estigmatización incluyen a los medios 
de comunicación masiva, a través de notas rojas o amarillas con afirmaciones dirigidas a 
incitar la reacción social frente a ciertas personas e identidades sociales estigmatizadas, con 
calificativos infundados que los caracterizan como delincuentes o corruptos. Dado que 
estas acusaciones espurias quedan impregnadas en el imaginario social sin ninguna con-
testación, resulta difícil deshacerse de esta forma de estigmatización (Silva-García, 2011). 
Igual sucede en las redes sociales, en las que cualquier usuario puede referirse a otro en 
términos ofensivos o degradantes, o proferir amenazas para crear zozobra e intranquilidad 
para determinados individuos o grupos sociales (Silva-García & Pérez-Salazar, 2019).

La estigmatización social se observa en diversos ámbitos, entre ellos la familia, los 
entornos laborales o educativos, y la justicia penal. En estos casos, el individuo es conscien-
te de la estigmatización en la interacción social, lo cual le puede afectar directamente sus 
pensamientos, sentimientos y comportamientos. Diversos investigadores latinoamericanos 
han dado cuenta del amplio papel desempeñado por la estigmatización como proceso de 
construcción social de la realidad para discriminar en el ámbito penal (Silva-García et al., 
2019). Con la discriminación se niegan derechos fundamentales y se exterioriza el trato in-
justo. En este contexto, en muchos casos el sistema de control penal establece una relación 
de superioridad frente al imputado, a quien se discrimina como inferior que debe ser segre-
gado o excluido. La discriminación no admite la diversidad social, que cada ser humano sea 
diferente y construya su propio mundo, y para ello crea barreras, busca limitar la actividad 
de ciertos individuos o grupos sociales, e inclusive erradicar su presencia en la sociedad. 

Violencia estigmatizante dirigida contra líderes                                     
sociales en Colombia 
En Colombia no hay una definición generalmente aceptada de líder social. Hasta el pre-
sente, el Gobierno colombiano no ha adoptado oficialmente una definición al respecto. 
La Unidad Nacional de Protección, organismo de seguridad del orden nacional cuya mi-
sión consiste en analizar y evaluar los riesgos, amenazas y vulnerabilidades, e implementar 
las medidas de protección individuales y colectivas de las poblaciones que lo requieran, 
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maneja varias denominaciones para identificar estas personas: activista y dirigente sindical 
o político, especialmente de grupos de oposición, al igual que representantes y activistas 
de organizaciones defensoras de DD. HH., de víctimas, sociales, cívicas, comunales o 
campesinas, de organizaciones gremiales, de grupos étnicos, entre varias otras (Ministerio 
del Interior, Decreto 1066 de 2015, artículo 2.4.1.2.6).

La ONU (2019) utiliza el término líder social para referirse a distintos perfiles de 
defensores de DD. HH., “cuando individualmente o con otros actúan para promover 
o proteger los DD. HH. de manera pacífica, a nivel nacional e internacional” (p. 17). 
Junto con otras organizaciones sociales, la Comisión Colombiana de Juristas (2018) de-
fine al líder social como “una persona que cuenta con reconocimiento de su comunidad 
por conducir, coordinar o apoyar procesos o actividades de carácter colectivo que afectan 
positivamente la vida de su comunidad, mejoran y dignifican sus condiciones de vida o 
construyen tejido social” (p. 9).

En general, estas definiciones se quedan cortas por cuanto no hacen explícito el 
carácter conflictivo de las actividades en que participan los líderes sociales, no solo frente 
a la institucionalidad estatal, sino también en su interacción con líderes sociales de otros 
sectores que defienden agendas antagónicas. Uno de los rasgos distintivos del contexto 
sociopolítico colombiano en décadas anteriores ha sido la radicalización de diferentes po-
siciones ideológicas en relación con la condición de los líderes, y su consecuente estigma-
tización por vínculos con la oposición desde la izquierda política, o con grupos armados 
al margen de la ley de extrema izquierda, como las guerrillas, o de extrema derecha, como 
los paramilitares. 

Como lo indica la CIDH (2019), el análisis del listado de líderes sociales asesinados 
desde 2017 en Colombia señala que la mayoría no había solicitado protección o no alertó 
a las autoridades sobre situación alguna de riesgo porque nunca fueron amenazados. Sin 
embargo, esto no permite descartar el papel que cumple en el contexto colombiano la 
estigmatización de líderes sociales como un factor que incrementa la vulnerabilidad de su 
vida e integridad física. Por el contrario, ante la ausencia de amenazas, la presencia de una 
estigmatización generalizada ayudaría a comprender estos atentados. Bastaría ser portador 
del estigma para ser un blanco potencial. La estigmatización proviene de distintas vertien-
tes ideológicas, generalmente por medio de propaganda o amenazas verbales o escritas, 
que señalan a los líderes como elementos por fuera de la ley, con lo cual justifican ataques 
violentos en su contra.

Sin embargo, pese a que se han priorizado los delitos cometidos contra defensores de 
DD. HH. y otras poblaciones vulnerables en los informes recientes de la Fiscalía General 
de la Nación (FGN, 2019), la estigmatización no figura como un elemento importante 
en la investigación de amenazas y homicidios cometidos contra líderes sociales y defen-
sores de DD. HH. La falta de relevancia de la estigmatización en estos informes afecta 
la orientación de las investigaciones al dejar fuera un elemento crucial en todo proceso 
comprensivo del fenómeno.
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Desde un punto de vista histórico, es preciso señalar que en el país no existía una tra-
dición de respeto al derecho a protestar, aun cuando, desde luego, incluso la Constitución 
Nacional de 1886 reconocía las libertades de expresión y de movilización. Tampoco la 
participación política y social tenía una valoración apreciable en la sociedad, lo que se 
refleja, por ejemplo, en los bajos niveles de afiliación sindical del país. Así, las actitudes 
de exclusión social dominantes en Colombia no compaginaban con la protesta social, la 
participación ciudadana y la organización de movimientos sociales, y mucho menos con 
el reconocimiento de los líderes sociales. El establecimiento siempre esperó que las reivin-
dicaciones sociales se gestionaran a través de un sistema político clientelista, que procu-
raba satisfacer necesidades sociales a cambio de lealtades políticas. La historia reciente del 
país evidencia la continuidad de estas condiciones, como también las reacciones contra 
las amenazas de transgresión o a favor de preservar el orden deseado mediante el ejercicio 
del control social. Así, la represión o la deslegitimación de los movimientos sociales y sus 
dirigentes fortalecen el sistema clientelista como única opción para canalizar necesidades 
y anhelos sociales. En ese sentido, pueden mencionarse algunos hitos históricos a modo 
ilustrativo, como la masacre de trabajadores de Cementos El Cairo en 1963 que estaban 
en huelga, zanjada con 12 muertos y 39 heridos; la represión violenta del paro cívico 
nacional de 1977, que dejó 33 muertos y 3000 heridos; la expedición del Estatuto de 
Seguridad en 1978, supuestamente proferido para combatir el narcotráfico, pero en gran 
medida enfocado en la represión de la protesta social. Por ello, la concepción en materia 
de seguridad nacional que entiende a los defensores de DD. HH. como cómplices de la 
insurgencia, y a las organizaciones y movimientos sociales, junto a sus líderes, como correa 
de transmisión de la subversión, no ayudaba a transformar ese ambiente. 

Al contrario, la agudización de la violencia guerrillera en los años noventa, la po-
larización ideológica y el desencanto producido por distintas negociaciones fallidas, en 
las que la guerrilla de las FARC-EP demostró su ausencia de voluntad de paz, coadyu-
varon a radicalizar las confrontaciones. Todo esto creó un contexto desfavorable para los 
movimientos sociales y para sus líderes. Así mismo, esto llegó hasta la gran desconfianza 
respecto del Acuerdo de Paz de 2016.

Relación entre estigmatización y homicidios                                                 
de líderes sociales en Colombia 
Entre enero de 2016 y mayo de 2019, la FGN (2019) priorizó la investigación de 277 ho-
micidios cometidos contra defensores de DD. HH. y líderes sociales, políticos y comunales 
que fueron reportados y verificados por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas. La investigación arrojó avances significativos en 161 casos (58 %), en los que se 
vincularon 411 personas, de las cuales 247 fueron privadas de la libertad. A partir de 32 
sentencias, 54 casos en juicio y 32 indagaciones con orden de captura, la FGN estableció y 
caracterizó a los perpetradores de 143 homicidios como se muestra en la Tabla 1.
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Tabla 1. Perpetradores de homicidios contra defensores de DD. HH. y líderes 
sociales, políticos y comunales (enero de 2016-mayo de 2019)

Perpetrador Número Porcentaje
Sin filiación 65 46 %
Organización delictiva tipo C* 29 20 %
GAOR** FARC (disidencias) 20 14 %
Clan del Golfo 16 11 %
Guerrilla ELN 13 9 %
Total 143 100 %

* Organizaciones pequeñas de alcance local cuyo accionar no trasciende el municipio en que operan. 
** Grupos armados organizados residuales que no se acogieron al Acuerdo de Paz.
Fuente: FGN (2019)

Salta a la vista la significativa participación de homicidios contra defensores de 
DD. HH. y líderes sociales, políticos y comunales perpetrados por particulares sin filia-
ción alguna conocida, lo que confirma la aguda conflictividad de los entornos en que des-
empeñan su liderazgo, así como el alto nivel de violencia que prevalece en sus contextos 
sociales. Sin duda, la función de liderazgo representa un factor que incrementa el riesgo de 
actos de violencia en su contra, pero la alta participación de particulares no identificados 
como perpetradores de homicidios contra esta población impide determinar con certeza 
sus motivaciones.

No puede soslayarse, sin embargo, la influencia nociva del despliegue desmedido 
dado por los medios de comunicación masivos a situaciones y hechos reprochables que 
involucran a defensores de DD. HH. y líderes sociales. Esto ocurrió, por ejemplo, con los 
defensores que representaban a siete víctimas falsas que eventualmente fueron excluidas 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su sentencia sobre la masacre de 
Mapiripán (El Espectador, 1.º de marzo de 2017), noticia a la que se le dio un despliegue 
profuso, pero que resulta intrascendente ante el enorme volumen de registros de víctimas 
del conflicto armado en Colombia, que superan los siete millones, y de los defensores que 
las representan. O casos de líderes que eran protegidos por la ya referida Unidad Nacional 
de Protección, entre ellos, un candidato al concejo del municipio de La Unión en el Valle 
del Cauca, del partido Cambio Radical, detenido en el Aeropuerto El Dorado de Bogotá 
cuando pretendía viajar a Frankfurt, Alemania, portando siete kilos de cocaína camufla-
dos en la prótesis de una de sus piernas (Publimetro, 7 de octubre de 2019); o el de dos 
líderes sociales de la zona del Magdalena Medio, uno de ellos vinculado a la Comisión de 
la Verdad en Santander, capturados por el delito de secuestro extorsivo de la esposa de un 
palmicultor de esa región (El Espectador, 5 de septiembre de 2019). 

Así, el cubrimiento desequilibrado de la actividad de defensores de DD. HH. y 
líderes sociales por los medios de comunicación masiva, que es amplificado por las redes 
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sociales, suele destacar las conductas punibles de algunos de ellos y generar entre el públi-
co la impresión de que se trata de un rasgo común y representativo de dicha población y 
sus actividades. En consecuencia, a su condición ya altamente vulnerable frente a acciones 
violentas se le suma el efecto estigmatizador del descrédito generalizado de la función de 
defensa de los DD. HH. y el liderazgo social, que muchos señalan para responsabilizar a 
los mismos líderes de las amenazas, atentados y asesinatos en su contra.

Pero la Tabla 1 también revela que, en ese periodo, aquellos homicidios en que la 
Fiscalía logró identificar a los perpetradores (54 % del total), fueron atribuidos a organiza-
ciones delictivas locales y grupos armados al margen de la ley. En general, estos agentes tie-
nen intereses económicos vinculados con actividades como el narcotráfico, la minería ilegal 
y las extorsiones. Dada la incidencia local de los impactos negativos sociales, ambientales y 
económicos asociados con estas actividades, los defensores y líderes suelen oponerse a ellas, 
por lo cual las amenazas estigmatizantes dirigidas contra esta población suelen provenir de 
organizaciones delictivas y grupos al margen de la ley. Así, en estos casos, el ejercicio de la 
función de liderazgo se estigmatiza de manera general y en ocasiones más específicamente 
para justificar las acciones de violencia contra ellos. Así lo confirma la concentración de ase-
sinatos de líderes sociales desde la firma del Acuerdo de Paz en aquellas regiones con mayor 
presencia de organizaciones armadas ilegales que se disputan economías ilegales como el 
narcotráfico o la minería ilegal: Antioquia (42), Cauca (33), Norte de Santander (31), Valle 
del Cauca (22), Nariño (14) y Caquetá (14), donde además se observa la mayor prevalencia 
de corrupción, extorsión y desplazamiento forzado (FGN, 2019). En vista de que muchos 
homicidios de defensores y líderes en estas regiones no son precedidos de amenazas estig-
matizantes, es probable que la disminución de estos homicidios dependa principalmente 
de la desarticulación de las organizaciones criminales.

No obstante, la CIDH (2019) ha documentado en años recientes la proliferación 
de panfletos en varias regiones de Colombia con mensajes amenazantes dirigidos con 
nombre propio a defensores y líderes sociales, en los que se les señala como “guerrilleros” 
o “comunistas”, y se les conmina, bajo amenaza de muerte, a abandonar la ciudad o 
municipio en un plazo perentorio. A continuación se presentan dos casos específicos que 
ilustran cómo, en territorios donde defensores y líderes resisten el control de organizacio-
nes delincuenciales y grupos armados al margen de la ley, estos últimos los estigmatizan y 
amenazan para justificar su asesinato como escarmiento.

Asesinato de María del Pilar Hurtado en Tierralta (Córdoba) 
El municipio de Tierralta está ubicado en el sur del departamento de Córdoba sobre un 
corredor de movilidad que conecta los cultivos ilícitos de coca del Bajo Cauca con rutas 
de narcotráfico internacional que atraviesan el Urabá, en el noroccidente colombiano. Por 
ese corredor transita oro y pasta de cocaína, dos fuentes de ingresos que se disputan tres 
grupos armados al margen de la ley: las Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC); 
una disidencia que se desprendió de ese grupo conocida como Los Caparrapos, y una 
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disidencia de las FARC-EP que no se acogió al Acuerdo. La zona está afectada por un pro-
grama de sustitución de cultivos ilícitos previsto en el Acuerdo, pero sus beneficiarios de-
nuncian la presión de estos grupos para que abandonen el programa y continúen pagando 
la extorsión asociada con esta economía ilícita. En los últimos años se han desplazado unas 
1700 personas de la zona por cuenta de amenazas, extorsiones, reclutamiento forzado de 
menores y violencia selectiva. Estas dinámicas persisten imperturbables, pese a la presencia 
de numerosas unidades del Ejército en la zona. 

En junio de 2019, María del Pilar Hurtado fue asesinada en una calle de Tierralta, 
presuntamente por las AGC, luego de ser amenazada en un pasquín que le exigía abando-
nar el lugar o la matarían. El motivo de la amenaza era haber liderado la invasión de un 
lote baldío para atender las necesidades de vivienda de desplazados asentados en Tierralta. 
El lote era propiedad del padre del alcalde, y María del Pilar Hurtado había estado al 
frente de las conversaciones con la Alcaldía para regularizar la situación. Antes de que 
los invasores fueran desalojados por el Escuadrón Móvil Antidisturbios de la Policía, los 
hechos que siguieron a su asesinato son confusos. La Alcaldía emitió un comunicado afir-
mando que la Defensoría del Pueblo no reconocía a Hurtado la calidad de líder social. 
Enseguida, la Defensoría desmintió el comunicado del alcalde. Ante el clamor, al día 
siguiente hicieron presencia en Tierralta el ministro de Defensa Nacional, la gobernado-
ra de Córdoba, el comandante de la Séptima División del Ejército, el comandante del 
Departamento de Policía de Córdoba, el procurador delegado y el alcalde de Tierralta, 
entre otros. A este evento asistieron líderes de numerosas organizaciones sociales para 
denunciar la presencia de grupos armados al margen de la ley, así como de bandas de 
sicarios. Por sus denuncias públicas en el evento, uno de ellos, Andrés Chica, fue luego 
amenazado de muerte por ser “guerrillero defensor”, de modo que debió desplazarse del 
lugar (Verdad Abierta, 2020).

El rasgo estigmatizante utilizado en este caso contra los defensores y líderes agredidos 
fue su ocupación como impulsores de movilizaciones y acciones de hecho. Las amenazas 
y violencia dirigidas en su contra procuran desacreditarlos por su presunto oportunismo 
en la obtención de beneficios personales a través de la perturbación del orden público. La 
inacción de las autoridades para sancionar a los responsables de estas agresiones contribu-
ye, de manera tácita, a neutralizar la acción de defensores y líderes que oponen resistencia 
local a poderes de hecho como los grupos armados al margen de la ley que controlan este 
corredor estratégico de movilidad.

Guardia indígena del resguardo de Tacueyó en el municipio de Toribio 
(Cauca) 
Al día siguiente de las elecciones locales de octubre de 2019, guardas indígenas fueron 
emboscados por la columna guerrillera disidente “Dagoberto Ramos” en territorio del 
resguardo de Tacueyó, en el norte del Cauca, al suroccidente del país. Esta fue una reac-
ción a la captura que había hecho la guardia indígena de tres sujetos pertenecientes a otra 



Pablo Elías González Monguí, Germán Silva-García, Bernardo Pérez-Salazar 
y Luz Angélica Vizcaíno-Solano

Revista 
Científica
General José María Córdova

156 Volumen 20 � Número 37 � pp. 143-161 � enero-marzo 2022 � Bogotá D.C., Colombia 

columna disidente, la llamada “Jaime Martínez”, cuando transitaban por el resguardo. 
Para rescatarlos, atacaron a la guardia, lo que dejó cinco muertos y seis heridos. La masacre 
ocurrió en una espiral de ataques violentos de las disidencias de las FARC-EP contra la 
guardia indígena por controlar el transito del corredor del narcotráfico que atraviesa los 
resguardos indígenas ubicados en las vertientes de la cordillera central. Días antes había 
circulado un panfleto suscrito por el supuesto “Cartel de Sinaloa - CDS” que declaraba 
como objetivo militar a dos integrantes del resguardo de Tacueyó, “por no querer trabajar 
con nosotros”. Además, ofrecía diez millones de pesos por cada coordinador de guardia o 
guarda “que cargue esos palos y logos del CRIC” (Verdad Abierta, 2019).

Este caso ilustra la transformación de la autonomía cultural en un rasgo estigmati-
zante, que resulta intolerable para este grupo armado porque interfiere con la actividad 
ilícita que soporta su funcionamiento. Aquí cabe destacar cómo la intención desacredita-
dora de la amenaza proferida es neutralizada por la resistencia continuada de las comuni-
dades indígenas a las agresiones e incursiones de estos grupos en sus territorios.

De otra parte, los prejuicios predominantes hacen suponer a la mayoría que las víc-
timas entre líderes sociales, tanto de la estigmatización como de la violencia, son personas 
simpatizantes de la izquierda política. Sin embargo, contra las apariencias, la investigación 
empírica, esto es, las entrevistas en profundidad y los datos recabados mediante la obser-
vación, permitió establecer que las víctimas responden a una amplia baraja de alternativas 
políticas ubicadas a la derecha y a la izquierda. Los datos consignados en la Tabla 1 coinci-
den con ello, puesto que los perpretadores de estos homicidios pertenecen a bandas arma-
das tanto de extrema derecha como de extrema izquierda. El punto es que, precisamente, 
la gente es asesinada porque, más allá de su definición política, la eficaz imposición de un 
estigma es lo que atrae a los victimarios para ensañarse con esas personas.

Desde luego, esto no aplica de modo homogéneo en el país; varía según qué ac-
tores son dominantes en qué zonas y cuáles son los territorios en disputa. Asimismo, la 
extrema izquierda tampoco ha estado históricamente exenta de la persecución de líderes 
sociales. José Raquel Mercado, por ejemplo, no fue depuesto de un modo democrático 
por las bases sindicales de la Confederación de Trabajadores de Colombia debido a que 
fuera un traidor a la clase trabajadora; por el contrario, fue ejecutado por un grupo gue-
rrillero. Por su parte, los dirigentes sindicales de Sintragro no fueron expulsados de sus 
cargos democráticamente por los trabajadores de la industria del banano, sino que fueron 
asesinados en un genocidio conducido por las FARC-EP. Por otro lado, la indagación 
empírica permitió comprobar que los principales emisores de discursos en contra de los 
líderes sociales y defensores de DD. HH., en los procesos de construcción social de la 
realidad referidos a la identidad de esas personas, pertenecen a las élites del país o grupos 
conservadores. 

La estigmatización y la violencia dirigidas contra defensores y líderes sociales son 
fenómenos que datan de tiempo atrás en Colombia. Sin embargo, después de la firma del 
Acuerdo de Paz entre las FARC-EP y el Gobierno nacional en noviembre de 2016, han 
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adquirido una relevancia mayor. Su seguimiento sistemático, con la participación de agen-
cias internacionales como la ONU, así como la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría 
General de la Nación, con el fin de verificar el cumplimiento del Acuerdo, ha contribuido 
a darle visibilidad a ambos fenómenos.

Según la Comisión Colombiana de Juristas (2018), los líderes sociales y defensores 
de DD. HH. que han sido objeto de amenazas estigmatizantes y actos de violencia en 
años recientes pertenecen principalmente a movimientos políticos de oposición. Entre 
ellos, el movimiento Marcha Patriótica registra el mayor número de homicidios de inte-
grantes desde la firma del Acuerdo. A la vez, esta comisión reconoce que la utilización de la 
estigmatización para responsabilizar a las víctimas de la violencia política que se ejerce en 
su contra afecta a activistas y dirigentes políticos de todo el espectro ideológico. Así mis-
mo, señala que los periodos pre- y poselectorales son los que registran el mayor número 
de homicidios de esta población. 

La FGN (2019), por su parte, destaca la alta prevalencia de homicidios contra di-
rigentes y activistas de organizaciones comunales, de comunidades indígenas, negras y 
campesinas, ubicadas en zonas donde distintas organizaciones delictivas y grupos armados 
al margen de la ley se diputan el control de economías ilícitas como el narcotráfico y la 
minería ilegal. 

Conclusiones
La estigmatización, entendida como una acción con intención discriminatoria que busca 
reducir ciertas identidades sociales a un rasgo considerado socialmente negativo y desa-
creditarlas con el fin de propiciar su subordinación y control social, ha sido utilizada en 
Colombia de manera genérica para desprestigiar la actividad de defensores de DD. HH. 
y líderes sociales de diferentes vertientes ideológicas. Los pasquines y panfletos con ame-
nazas genéricas y específicas se encuentran entre los mecanismos más comunes para la 
estigmatización. Otra modalidad son las afirmaciones estigmatizantes en pronunciamien-
tos oficiales sobre determinadas identidades sociales, a las cuales se responsabiliza por las 
vulneraciones y afectaciones contra su propia vida e integridad. Otra modalidad más es el 
cubrimiento desequilibrado de las actividades de defensores y líderes que hacen medios de 
comunicación masiva y redes sociales, al destacar principalmente las conductas punibles 
cometidas por algunos de ellos y difundir en el imaginario social que este sería un rasgo 
común y representativo de esta población y sus actividades.

Las observaciones de la ONU, la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General, la 
Comisión Colombiana de Juristas y la FGN sobre el papel de la estigmatización, su uso 
para orientar la violencia contra líderes sociales y defensores de DD. HH., pero también 
contra combatientes desmovilizados a raíz del Acuerdo de Paz de 2016, coinciden con lo 
que se ha señalado en este artículo.
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La persistencia de la violencia homicida en contra de defensores y líderes sociales, 
al igual que en contra de exintegrantes de las FARC-EP en proceso de reintegración, 
representa un desafío para el Estado colombiano en su condición de garante de la vida e 
integridad de la población, en especial de quienes están vinculados de alguna manera con 
la construcción de paz. Convencionalmente, la estigmatización de ciertas identidades y 
grupos sociales ha servido como un marcador para ajustar las prioridades coyunturales 
de la política penal del Estado y sus intervenciones de control social. No obstante, en 
Colombia, a raíz de los programas de sustitución de cultivos ilícitos y el control de otras 
economías ilícitas en el contexto de la implementación del Acuerdo, los defensores y líde-
res vinculados a dichos programas se han tornado en blanco de amenazas estigmatizantes 
y acciones violentas por parte de organizaciones delincuenciales y grupos armados al mar-
gen de la ley que defienden y se disputan el control de dichas economías ilícitas. 

La mayoría de líderes sociales asesinados tras el Acuerdo de Paz no recibieron con 
anterioridad amenazas estigmatizantes específicamente en su contra. Por ello, resulta di-
fícil establecer una relación clara entre las estigmatizaciones genéricas que se propagan en 
contra de sus actividades de liderazgo en los medios de comunicación masiva, las redes 
sociales y los panfletos, y la violencia homicida dirigida en su contra. No obstante, en 
los casos de homicidios cuya autoría la Fiscalía atribuye a organizaciones delincuenciales 
y grupos armados al margen de la ley, las amenazas estigmatizantes dirigidas específica-
mente en contra de ciertos defensores y líderes y de sus actividades se han utilizado como 
escarmiento y advertencia para impedir y desalentar estos liderazgos en el futuro. Por otra 
parte, el hecho de que más de la mitad de los homicidios contra esta población ocurra en 
zonas donde el control de las economías ilícitas está en disputa y la Fiscalía los atribuya a 
organizaciones delincuenciales y grupos armados organizados en tales zonas denota que el 
conflicto armado interno aún no termina en Colombia.

En conclusión, la disminución de los homicidios contra defensores y líderes en nues-
tro país dependerá principalmente de que el Estado desarticule a los grupos armados al 
margen de la ley y las economías ilícitas que los soportan. Para hacerlo, es preciso que 
el Estado establezca un efectivo control territorial en las zonas donde hacen presencia y 
actúan los grupos armados y delictivos organizados, y para ganar la confianza y la cola-
boración de las comunidades y personas asentadas en esos territorios será clave garantizar 
el debido respeto de sus derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales. Esta 
será una condición para que la población esté en disposición de rodear a las instituciones 
y la Fuerza Pública en esos territorios. Al control en materia de seguridad debe sumarse la 
inversión social, pues la presencia del Estado no puede limitarse a las Fuerzas Armadas. Así 
mismo, en estos procesos debe involucrarse e incentivar la participación de las organiza-
ciones sociales y sus líderes, no solo como interlocutores, sino en el papel de socios de los 
proyectos ejecutados por el Estado. Un reconocimiento y valoración de las organizaciones 
sociales y sus líderes es un paso indispensable para terminar con su estigmatización, lo que 
a su vez es condición previa para protegerlos de la violencia.
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Del cuartel a las urnas: sufragio militar y democracia                      
en América del Sur
 From the barracks to the ballot box: military suffrage and democracy                  
in South America

Resumen. Este artículo analiza las discusiones y la normativa alrededor del sufragio militar en 
Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Perú, Uruguay y Venezuela, y su relación con los periodos de 
dictadura y de intervención política de las fuerzas armadas en estos países. A partir de las categorías 
de sufragio activo y sufragio pasivo, entendidas como el acto de elegir y el de ser elegido, respectiva-
mente, se determina la situación política y constitucional del voto militar en cada Estado mediante 
un proceso de revisión documental. Como resultado, aunque se resaltan las diferencias entre estos 
países al respecto, hay una tendencia de consolidación democrática a través de la restricción del su-
fragio militar, especialmente el pasivo, tras las experiencias de gobiernos militares, aunque persiste el 
riesgo de la intervención política militar en las democracias de la región.	       
Palabras clave: dictadura; fuerzas armadas; participación política; sufragio; Suramérica; voto militar 

Abstract. This article analyzes the discussions and regulations surrounding military suffrage in 
Argentina, Brazil, Chile, Colombia, Peru, Uruguay, and Venezuela and their relationship with the 
armed forces’ periods of dictatorship and political intervention in these countries. Based on the 
categories of active suffrage and passive suffrage, understood as the act of electing and being elected, 
respectively, the political and constitutional situation of military voting in each State is determined 
through a documentary review. Despite the marked differences between these countries in this 
respect, there is a trend of democratic consolidation through the restriction of military suffrage, 
especially passive suffrage, after the experiences of military governments. However, the risk of mil-
itary, political intervention in the democracies of the region persists.
Keywords: armed forces; dictatorship; military vote; political participation; South America; suffrage
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Introducción 
En el desarrollo político, económico y social de América del Sur a lo largo del siglo XX, 
la cuestión sobre el rol de las fuerzas armadas dentro de la configuración de la institucio-
nalidad ha sido un debate de profunda influencia y significado en el establecimiento de 
los modelos democráticos de cada país. La importante incidencia de sucesos de interven-
ción militar en los asuntos civiles refleja varios elementos relevantes por considerar en el 
proceso de construcción política de los Estados sudamericanos. Por una parte, supone la 
consolidación del estamento militar como un eje de profunda fortaleza y de participación 
en el ámbito político. Por otra parte, la influencia de las fuerzas armadas como agente 
político responde a tendencias históricas y políticas que han otorgado a este estamento un 
protagonismo que resulta oportuno estudiar.

Sea en calidad de garantes constitucionales de la ley y el orden, o como actores políti-
cos que intervienen en las condiciones propias del desarrollo de los Estados latinoamerica-
nos, el objetivo central de esta investigación es estudiar la naturaleza del sufragio militar en 
una selección de países de América del Sur, junto con las implicaciones de la participación 
de las fuerzas armadas en la toma de decisiones dentro de la esfera política. Para ello, en 
primer lugar, se estudia el sufragio militar como realidad electoral y las condiciones pro-
pias de este para cada país. En segundo lugar, se definen las consecuencias de los procesos 
recientes de intervención militar en los Estados de la región, que se han dado en entornos 
influenciados por dinámicas globales y propias de cada país, entre ellas la Guerra Fría, los 
movimientos de implementación del estatismo, la inestabilidad política y la vigencia de 
diversos conflictos sociales. Por último, se reflexiona sobre la incidencia del voto militar en 
la estabilidad política y la vigencia democrática de los países que lo permiten y de los que 
lo prohíben. Esta investigación parte de un proceso de revisión documental que permite 
caracterizar la situación política y constitucional del sufragio militar en Argentina, Brasil, 
Chile, Colombia, Perú, Uruguay y Venezuela.

Es posible identificar patrones similares u opuestos en los Estados de la región, espe-
cialmente los siete seleccionados, dadas las experiencias recientes de influencia de elemen-
tos militares en sus procesos políticos nacionales. Esta investigación no incluye los casos 
de Bolivia, Ecuador y Paraguay, debido a la escasa disposición de material de estudio y las 
limitaciones de extensión del artículo. Los resultados buscan analizar los posibles sucesos 
de influencia militar sobre las decisiones de los Estados que, en caso de una situación de 
inestabilidad, puedan afectar directamente los procesos políticos de consolidación demo-
crática, ya sea como garantes o como reformistas del statu quo.

El sufragio militar 
Una de las principales características que permite identificar un sistema político democrá-
tico es el sufragio. La tradición del pensamiento en la ciencia política coincide en iden-
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tificar la apertura hacia el sufragio universal como uno de los principales aspectos de la 
consolidación democrática, a pesar de las múltiples formas en las que este puede cristali-
zarse en un sistema electoral puntual. En este sentido, la literatura tiende a enfatizar que la 
pertinencia de los principios que orientan la participación electoral y las garantías de este 
proceso condicionan la calidad de la democracia (Roa, 2013). De este modo, el sufragio 
representa uno de los arquetipos fundantes del pensamiento democrático, ya que es el 
escenario que posibilita la puesta en escena de los múltiples puntos de vista ciudadanos 
(Dahl, 1998). El voto dota de voz a la diversidad de intereses que componen la estructura 
social de un Estado y crea un espacio común en donde es posible deliberar sobre los asun-
tos públicos (Habermas, 1996). 

Sin embargo, la construcción de ese espacio común está condicionada por una serie 
de valores que, bajo la forma de discursos e ideologías, determinan las posibilidades mis-
mas de escenificación en dicho espacio (Perafán, 2020). En este sentido, la acción política 
democrática requiere de una serie de condiciones que la hacen posible, por lo cual, en el 
marco de los procesos de democratización, existen diversos escenarios que se establecen 
como punto de encuentro entre discurso e ideología, y tienen la posibilidad de condicio-
nar la práctica política (Perafán, 2020). En estos escenarios se plantea una gran variedad 
de elementos sustanciales que, entre otros, pueden dar cuenta de la relación y los juegos 
de intereses entre los campos político, jurídico y económico (Bourdieu, 1990; Amézquita-
Quintana, 2008).

Algunas de las realidades que se escenifican allí pueden observarse al identificar los 
valores y creencias compartidas por agentes dominantes. Por ejemplo: la politización de 
la justicia (Barbosa & Tavares, 2020); la influencia de la opinión pública y los medios de 
comunicación en el marco de procesos que pueden llevar a fortalecer la democracia o a 
imponer sesgos sobre la toma de decisiones políticas y judiciales (Name, 2020; López & 
Barragán, 2018); la corrupción como forma de interacción política (Silva, 2019); las nue-
vas configuraciones del poder estatal frente a los retos emergentes que plantean las nuevas 
tecnologías (Perafán et al, 2020; 2021; Koerner & Perafán, 2020); la distribución de la 
riqueza y su relación con la desigualdad (Botero, 2021); la defensa de derechos humanos 
y fundamentales aceptados en las democracias liberales (Silva et al, 2019; Eljach, 2016); 
las garantías para la participación ciudadana; la atención priorizada a población históri-
camente vulnerable y la inclusión social (Galán, 2016); o —el elemento que compete a 
esta investigación— el rol de las fuerzas armadas en los sistemas democráticos contem-
poráneos.

De esta forma, las posibilidades y restricciones en materia política de las cuales han 
sido objeto los miembros de las fuerzas armadas también han sido influenciadas por diver-
sas discusiones erigidas en contextos discursivos e ideológicos específicos. Particularmente, 
uno de los asuntos que ha sido fuente de controversia es la posibilidad de participación 
política de las fuerzas armadas. Si bien es cierto que existe una multiplicidad de matices 
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respecto a las discusiones alrededor de este asunto, el debate, en contextos democráticos, 
se ha enfocado especialmente en el ejercicio del sufragio militar.

Al respecto, es posible identificar tres tendencias en torno a la participación política 
de las fuerzas armadas a través del sufragio. La primera se consolida como una apuesta 
por el principio universal del sufragio y la comprensión de la participación política como 
un derecho inalienable para cualquier ciudadano. No solo el voto, sino una participación 
política amplia son necesarios para garantizar la integración de este grupo de interés en la 
discusión de los asuntos públicos. La segunda es una postura moderada según la cual el 
sufragio es la principal herramienta que puede garantizarse en el marco de la participación 
política democrática, pero advirtiendo que una mayor apertura a la interacción con el 
campo político podría comprometer la neutralidad de las fuerzas armadas y desnaturalizar 
su función como garante del orden. La tercera parte de una visión mucho más restrictiva y 
escéptica respecto a la participación política, que considera que para salvaguardar las insti-
tuciones democráticas es necesario que el cuerpo militar renuncie al sufragio y a cualquier 
otra pretensión de participación política. La capacidad del uso de la fuerza es un factor 
de poder que eventualmente puede comprometer el sistema de pesos y contrapesos y por 
ende la estabilidad democrática.

Estas tendencias hacen parte de las múltiples discusiones alrededor de los procesos 
de consolidación democrática en América del Sur en las últimas décadas. De manera 
particular, es de interés revisar las narrativas que han configurado la realidad política y 
jurídica del voto militar en los países de América del Sur estudiados. En esta revisión nos 
enfocamos a continuación. 

La herencia de las dictaduras en las repúblicas sudamericanas
El sufragio universal, desde una perspectiva liberal, se ha caracterizado como el dere-
cho del ciudadano a elegir y ser elegido, independientemente de su convicción política 
o cualquier otra condición personal y social (Nohlen, 2004). En este sentido, el derecho 
electoral es el conjunto de normas que regulan la titularidad y el ejercicio del derecho al 
sufragio, la organización de la elección, el sistema electoral, las instituciones y organismos 
que tienen a su cargo el proceso electoral, y el control de la regularidad de ese proceso y la 
veracidad de sus resultados (Aragón, 2007).

A partir de esta condición básica del rol político del individuo en toda democracia, 
en el ejercicio del derecho al sufragio se desarrollan dos elementos que lo determinan: 
el sufragio activo y el sufragio pasivo. Por una parte, el sufragio activo hace referencia al 
derecho individual de voto de cada uno de los ciudadanos que tienen capacidad para par-
ticipar en una elección. Por otra parte, el voto pasivo es el derecho individual a ser elegible 
y a presentarse como candidato en las elecciones para cualquier cargo de elección popular 
(Aragón, 2007). Estas cargas pasiva y activa de la acción electoral están directamente re-
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lacionadas con una condición positiva o negativa de la persona que lo habilita o lo limita 
para ser sujeto del derecho al sufragio.

Por una parte, en los métodos de categorización del votante que se ejercen en América 
del Sur, se establecen normativas y reglas de juego que especifican los criterios para el ejer-
cicio del voto y la participación política de la ciudadanía. De acuerdo con Aragón (2007), 
elementos como la ciudadanía, la condición de extranjería, la edad, la residencia, la ins-
cripción en los censos electorales, entre otros, se configuran como condiciones positivas 
que otorgan mínimos básicos para habilitar el ciudadano como votante. Por otra parte, 
las condiciones negativas son “causas, circunstancias o condiciones que imposibilitan para 
el ejercicio del derecho de sufragio” (Aragón, 2007, p. 183), y que por tanto evitan su 
concurrencia con el sufragio. Elementos como la interdicción psicológica, los sujetos de 
condena judicial, las personas declaradas judicialmente en rebeldía, los terroristas y, para 
efectos de este trabajo, el personal de las fuerzas armadas se configuran como controles 
legales para el ejercicio del sufragio, tanto activo como pasivo.

Ahora bien, teniendo en cuenta lo planteado, a continuación se presenta una ma-
triz de clasificación del estado legal y constitucional del sufragio pasivo y activo de las 
fuerzas armadas en cada país suramericano estudiado (Tabla 1). Con base en esta revisión 
inicial, se hace una exploración casuística de estos siete países de América del Sur, de 
acuerdo con sus particularidades y elementos intrínsecos respecto de su orden político y 
constitucional. 

Argentina 
Argentina se ha caracterizado por ser un caso insignia que expone las diversas implicacio-
nes de la participación militar en política. Desde el ascenso de la Generación del 43 a la 
presidencia, pasando por el auge del peronismo como movimiento político populista de 
origen militar entre los años cuarenta y cincuenta, hasta llegar a la Revolución Libertadora 
de 1966 y la Junta Militar de 1976, las Fuerzas Armadas de Argentina han sido un actor 
determinante en la evolución de los procesos políticos, económicos y sociales del país 
durante la segunda mitad del siglo XX. De acuerdo con Alain Rouquié (1984, p. 308), 
la Junta Militar de 1976 se abrió paso como resultado del creciente deterioro político del 
peronismo como ideología de masas, junto con la existencia de un vacío de poder y una 
fractura económica, que potenciaron la idea entre las diversas armas de restaurar la insti-
tucionalidad del país ante la existencia de una amenaza persistente: el comunismo.

Con la transición a la democracia que lideró Raúl Alfonsín en 1983 tras los sucesos 
adversos que dejó la dictadura militar en materia de protección a los derechos humanos, 
asumió gran protagonismo el debate sobre el rol de las Fuerzas Armadas en el plano insti-
tucional y político. Gran parte de esa relevancia se derivó de la responsabilidad política de 
las Fuerzas Armadas durante la dictadura en la perpetración de violaciones flagrantes a los 
derechos humanos. A la luz de García y Palermo (1989), las denuncias civiles y las organi-
zaciones de derechos humanos fungieron como un factor clave para rearticular la sociedad 
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política y propiciar un espacio de convergencia de las distintas corrientes partidarias que 
incentivó la movilización social. 

Sin embargo, de acuerdo con Catterberg (2005), los efectos de la salida de la Junta 
Militar en Argentina, directamente marcados por la derrota en la Guerra de las Malvinas 
(1981-1982), condicionaron la apertura democrática bajo un entorno de “fuerte cuestio-
namiento de la sociedad hacia la dirigencia”, en el que la decisión de la cúpula militar de 
abrir nuevos procesos electorales en 1983 cargaba con el escepticismo de su legitimidad 
democrática. Por ejemplo, como parte de la negociación de transición política hacia la 
democracia, “los militares intentaron infructuosamente que los partidos les garantizaran 
que no se les castigaría por la violación de los derechos humanos” (Torres & De Riz, 1985, 
p. 138). Esta negociación política empañaba la transparencia y el reconocimiento legíti-
mo de los liderazgos políticos de orden civil. A partir de estas condiciones de negociación 
se reanudaron los escenarios electorales, en los cuales el Partido Justicialista y la Unión 
Cívica Radical se configurarían como las principales agrupaciones políticas del periodo de 
transición democrática, dando continuidad al orden constitucional que, paradójicamente, 
no fue reformado a profundidad durante la dictadura.

Dentro del ordenamiento legal de la Constitución de 1853, con su actualización 
más reciente en la reforma de 1994 durante el decenio del justicialista Carlos Saúl Ménem 
(1989-1999), rige el principio de defensa nacional como elemento doctrinal rector de las 
Fuerzas Armadas, que, como se especifica en el artículo 2 de la Ley 23554 de 1988, “tiene 
por finalidad garantizar de modo permanente la soberanía e independencia de la Nación 
Argentina, su integridad territorial y capacidad de autodeterminación; proteger la vida y 
la libertad de sus habitantes”.

Partiendo del principio superior de las Fuerzas Armadas en Argentina, la participa-
ción política de las personas dentro de las instituciones competentes a este orden se rige 
según el artículo 5 de la Ley 24429 de 1995, el cual menciona: “el soldado deberá respetar 
el principio de neutralidad política de las fuerzas armadas, y se abstendrá de realizar acti-
vidades políticas o sindicales. Ejercerá el derecho al voto de acuerdo con lo que determine 
la Ley Nacional Electoral”. A pesar de la obligatoriedad del voto según el estamento elec-
toral, los militares pueden acceder al voto; pero la Ley 26571 de 2009, en el artículo 15, 
determina lo siguiente:

[…] no podrán ser precandidatos en elecciones primarias ni candidatos en elecciones 
generales a cargos públicos electivos nacionales, ni ser designados para ejercer cargos 
partidarios […]: El personal superior y subalterno de las Fuerzas Armadas de la Nación 
en actividad o en situación de retiro, cuando hayan sido llamados a prestar servicios 
[…]. El personal superior y subalterno de las fuerzas de seguridad de la Nación y de las 
provincias, en actividad o retirados llamados a prestar servicios.

Así, a pesar del acceso al voto militar en Argentina tanto por miembros activos como 
retirados, todo miembro relacionado con las Fuerzas Armadas, independientemente de 
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su actividad, no puede afiliarse a partidos políticos ni fungir como representante político 
o candidato en procesos electorales. Según el Código Electoral Nacional, el ejercicio del 
voto militar está permitido al no ser una inhabilidad establecida para el ejercicio de este 
derecho. Sin embargo, de acuerdo con la Ley Orgánica de Partidos Políticos (Ley 23298 
de 1985), no pueden tener afiliación a ningún partido político (art. 24), tampoco ser pre-
candidatos en elecciones primarias ni candidatos en elecciones generales a cargos públicos 
electivos nacionales, ni ser designados para ejercer cargos partidarios.

Por lo tanto, la participación electoral de las Fuerzas Armadas en Argentina, a pesar 
de preservar la posibilidad de participar de forma activa mediante el sufragio, restringe la 
posibilidad de incidencia mediante el sufragio pasivo de las figuras militares en el entorno 
civil de las decisiones políticas por su inhabilidad para ser elegidos. Recientemente, no 
se ha manifestado ningún tipo de reactivación política de las diferentes armas, lo cual 
demuestra que no existe para este caso una influencia directa del sufragio sobre la intro-
misión de las Fuerzas Armadas en la toma de decisiones en el orden político. 

Brasil 
Con el golpe de Estado al presidente João Goulart en 1964, se inició un periodo de go-
bierno militar dictatorial que duró veinte años en Brasil. En este tiempo, cinco militares 
detentaron el poder en periodos presidenciales de cuatro años (Humberto de Alencar 
Castelo, Artur Da Costa e Silva, Emilio Garrastazu, Ernesto Geisel y João Baptista 
Figuereido), quienes basaron el ejercicio de su poder en dos procesos centrales de gestión 
política: el control legal mediante la suspensión del orden constitucional y el estable-
cimiento de un sistema político y electoral vigilado. De acuerdo con Rouquié (1984), 
la intención del golpe militar era preservar las instituciones liberales de la Constitución 
de 1946 y controlar la participación política de sus presuntos adversarios (dirigentes de 
izquierda y políticos populistas), además de intervenir la participación política bajo la tu-
tela militar. Estos elementos fueron indispensables para el sostenimiento de un dominio 
político sin contrapeso real alguno.

De acuerdo con Helgio Trinidade (2005), ante la creciente hegemonía del Partido 
Laborista Brasileño (PTB) en las últimas elecciones, de las cuales había surgido Goulart 
como presidente, el desmonte del sistema multipartidista brasileño en 1966 buscó arti-
cular de forma funcional los elementos definidos en la Constitución de 1946 con la ne-
cesidad de establecer una base electoral fuerte del conservadurismo brasileño. A pesar del 
establecimiento del sistema bipartidista durante este periodo, en el que predominaron la 
Alianza Renovadora Nacional (oficialista) y el Movimiento Democrático Brasileño (opo-
sición), que estuvo acompañado del auge económico brasileño durante los años sesenta y 
setenta, las condiciones de persecución a los sectores proscritos fueron “parte de la gestión 
estatal justificada por el régimen militar autoritario con sus éxitos en el plan de desarrollo” 
(Noé, 1989, p. 384). 
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Esta estructura política y económica tutelada por la Junta Militar perduraría hasta 
1984, cuando se cristalizó el proceso de transición política a la democracia con la elección 
de Tancredo Neves a la presidencia, que, a pesar de su deceso justo antes de tomar pose-
sión del cargo, llevó a la presidencia al Partido del Movimiento Democrático Brasileño 
(PMDB). A partir de entonces, la participación política de las Fuerzas Armadas en Brasil 
estuvo condicionada por la nueva normatividad de la transición política establecida en la 
nueva Constitución de 1988.

De acuerdo con lo promulgado en el artículo 142 de esta Constitución, las Fuerzas 
Armadas tienen como principales funciones constitucionales la defensa nacional, la ga-
rantía del orden constitucional, al igual que funciones de cooperación en el orden y la 
seguridad interior como causal de la prevalencia de un sistema político de corte federal. 
Así, con la promulgación de la Constitución de 1988, los militares fueron excluidos de la 
posibilidad de ser electores, conforme a lo establecido en la Ley 4737 de 1965:

[…] no son electores los miembros del ejército que están alistados siempre que sean 
oficiales, aspirantes a oficiales, guardias navales, tenientes o suboficiales, sargentos 
o estudiantes de escuelas militares de educación superior para capacitar a oficiales. 
Tampoco son sujetos de sufragio obligatorio.

Al igual que el sufragio activo, los militares brasileños tampoco pueden presentar 
candidaturas para elecciones ni hacer parte de partidos políticos. Sin embargo, como ca-
racterística particular, en caso de que deseen, lo pueden hacer renunciando a su condición 
de militares activos.

Chile
Como resultado de un creciente deterioro político y económico durante la presidencia de 
Salvador Allende (1970-1973), el ascenso del General Augusto Pinochet a la presidencia 
en 1973 significó una transformación profunda y transversal del Estado chileno. Según 
Angell (1991), con la suspensión de las garantías definidas en el orden constitucional de 
1925 entre 1973 y 1978, cuando las Fuerzas Armadas se comprometieron a “construir 
una sociedad nueva en la cual las divisiones políticas serían substituidas por la acción co-
mún en pos de la grandeza nacional” (p. 296), se desarrolló un ataque frontal hacia todos 
los sectores políticos y, por supuesto, a la coalición de gobierno de Allende: la Unidad 
Popular. De acuerdo con Rouquié (1984), el grado de brutalidad empleada respondió 
al hecho de que Allende “había contado precisamente con la división del Ejército para 
resistir al golpe de Estado”, por lo cual el gobierno militar buscó “dejar fuera de combate a 
los dirigentes de los partidos obreros, a fin de desmovilizar por mucho tiempo a las clases 
peligrosas” (p. 288). Asimismo, según León (1989), el impacto social y político del golpe 
de Estado supuso un proceso drástico de contrarrevolución, en el que se detuvo un pro-
ceso de desarrollo que había tenido como característica una significativa expansión de las 
fuerzas productivas bajo el amparo de un Estado proteccionista y mediador.
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A pesar de revertir medidas económicas mediante la liberalización y privatización de 
algunos sectores de la economía, marcados por sucesivas crisis económicas y situaciones de 
hiperinflación, el mayor legado político de la dictadura de Pinochet sería la promulgación 
de la Constitución Nacional de 1980. Según Lechner (2005), uno de los efectos reales de 
esta Constitución se manifiesta en la autonomización de las Fuerzas Armadas, mediante la 
cual estas “terminan por imponer al Gobierno civil no solo la definición del interés nacio-
nal, sino también una presión corporativa particularmente eficaz sobre los recursos fisca-
les” (p. 90), lo que hace de gran importancia un proceso de “desmilitarización” del Estado 
chileno. No obstante, las condiciones propias de la Constitución de 1980, basadas en la 
definición de un modelo de democracia liberal representativa, generaron las condiciones 
propicias para deponer la dictadura a través del plebiscito de 1988, que votó en contra de 
una prórroga del gobierno de Pinochet por ocho años más. 

Si bien la discusión del orden constitucional chileno ha sido un tema político central 
durante los últimos treinta años de democracia, lo cual ha supuesto diversos procesos de 
reforma e, incluso, el surgimiento del proceso electoral de una Asamblea Constitucional 
en 2020, representa hoy en día la vigencia del legado político de la dictadura en Chile. 
Actualmente, el sufragio activo de las Fuerzas Armadas se admite por no estar establecido 
dentro de alguna inhabilidad electoral. No obstante, respecto del sufragio pasivo, según 
la legislación electoral establecida con la Ley 18700 de 1988, ni el personal del servicio 
ni las personas que a cualquier título desempeñen alguna función en él podrán militar 
en partidos políticos ni participar en o adherir a reuniones, manifestaciones, asambleas, 
publicaciones u otro acto de carácter político partidista o de apoyo a candidatos a cargos 
de representación popular, así como tampoco podrán participar de esta forma en los actos 
plebiscitarios.

Por lo tanto, la participación electoral de las Fuerzas Armadas chilenas concuerda 
con casos como Argentina y Brasil. Aunque se preserva la posibilidad de participar me-
diante el voto activo, la limitación del sufragio pasivo restringe la posibilidad de incidencia 
de las figuras militares en los entornos de decisión política civil, dada su inhabilidad para 
ser elegidos.

Colombia 
A pesar de los avances políticos de algunos países suramericanos tras diversos y traumá-
ticos procesos dictatoriales, el caso colombiano no se corresponde con el compás de la 
región. En primer lugar, el estamento militar colombiano, en sí, no ha tenido una historia 
marcada por la vocación de las Fuerzas Armadas como actor político. Aunque a lo largo 
del siglo XX ha habido algunas intervenciones militares en situaciones puntuales como la 
posguerra del conflicto amazónico con Perú (1932-1933) o el intento de golpe de Estado 
en 1944, la única dictadura de orden militar se desarrolló con el ascenso del General 
Gustavo Rojas Pinilla (1953-1957) y el subsecuente gobierno de la Junta Militar de 1958. 
Esta experiencia de gobierno castrense fue dispar en sus dos fases, debido a que la parti-
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cipación de Rojas Pinilla tuvo un enfoque político que marcó una ruptura con el orden 
ideológico del régimen predecesor. En palabras de Abel y Palacios (1991):

A diferencia de Gómez, reconoció que la violencia era resultado en parte de agravios 
sociales y económicos y puso en marcha un programa de asistencia social bajo los 
auspicios de la llamada Oficina de Rehabilitación y Asistencia, que proporcionaba 
préstamos de reasentamiento, examinaba las solicitudes de restauración de propiedades 
supuestamente perdidas a causa de confiscaciones ilegales y emprendió una serie de 
mejoras en las regiones de la violencia. Se ofreció una amnistía a los líderes de la guerri-
lla y varios de ellos la aceptaron. Los éxitos que al principio se apuntaron las medidas 
destinadas a reducir la violencia prolongaron la euforia que rodeó al golpe. (p. 205)

Sin embargo, a pesar de esta iniciativa del gobierno de Rojas Pinilla, el creciente per-
sonalismo y la represión política de su régimen, sumados al acuerdo político de los líderes 
exiliados en España de los partidos Conservador y Liberal expresado en la Declaración de 
Benidorm y en el Pacto de Sitges, como base política para el futuro Frente Nacional, ge-
neraron el ascenso de la Junta Militar de 1958, que, bajo la dirección del General Joaquín 
París, fue un gobierno restituyente del régimen constitucional y tuvo un carácter transi-
cional para el retorno de la democracia.

Ahora bien, la inacción política de las Fuerzas Armadas en Colombia durante la 
Guerra Fría se deriva de dos elementos centrales desarrollados durante este periodo: el 
conflicto armado interno y la restricción constitucional a su participación política. Como 
efecto propio del conflicto armado en Colombia, Rouquié (1984) afirma que el mante-
nimiento de operaciones militares desde hace más de sesenta años como una necesidad 
estratégica para combatir los diversos grupos insurgentes y guerrillas dentro del territorio 
colombiano ha obligado al Ejército a encontrarse “disperso, atomizado, en constante pa-
trulla de las zonas de inseguridad para limpiarlas de elementos rebeldes o insumisos”. Sin 
embargo, este dominio territorial y estratégico del Ejército no implica directamente una 
expansión del militarismo como ideología política, puesto que la misión determinante de 
las Fuerzas Armadas en Colombia es la recuperación del control territorial y la instaura-
ción de la autoridad legítima del Estado colombiano en las zonas de dominio guerrillero 
o paramilitar.

Con la promulgación de la Constitución Política de 1991, Colombia se configuró 
como un Estado social de derecho, organizado en forma de república unitaria, descentrali-
zada, con autonomía en sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 
fundada en el respeto de la dignidad humana, la solidaridad y la prevalencia del interés 
general. Asimismo, el derecho al sufragio por parte de las Fuerzas Armadas fue perdido 
en 1945, con el argumento de que la disciplina y la subordinación militar, propias de la 
institución, podrían inclinar al subordinado a votar según el criterio de su comandante. 
Esta tesis se fortaleció años después con las confrontaciones partidistas y la violencia polí-
tica que vivía el país, y terminó de consolidarse con el artículo 219 de la Constitución de 
1991, en el que se dictamina lo siguiente: 
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[…] la Fuerza Pública no es deliberante; no podrá reunirse sino por orden de autoridad 
legítima, ni dirigir peticiones, excepto sobre asuntos que se relacionen con el servicio 
y la moralidad del respectivo cuerpo y con arreglo a la ley. Los miembros de la Fuerza 
Pública no podrán ejercer la función del sufragio mientras permanezcan en servicio 
activo, ni intervenir en actividades o debates de partidos o movimientos políticos.

Teniendo en cuenta las particularidades del caso colombiano, la propuesta de esta-
blecer el sufragio de las Fuerzas Armadas se discute alrededor de dos preguntas: ¿hasta qué 
nivel de libertad se otorgará el ejercicio del derecho a los miembros de las instituciones cas-
trenses? Y sobre todo, ¿cómo garantizar la indemnidad del orden jerárquico de las Fuerzas 
Armadas ante el orden civil si entra en contradicción con el ejercicio de este derecho? 
De esta forma, los procesos de construcción de paz derivados de la firma del Acuerdo de 
Paz en 2016, a pesar de las posturas a favor o en contra de los acuerdos y con base en los 
principios de apertura para la participación política, pueden representar una oportunidad 
para reabrir este debate. A pesar de que las Fuerzas Armadas son una institución que actúa 
dentro del orden constitucional como un garante no deliberante, su participación política 
mediante el sufragio debe ser un elemento de reflexión en la construcción de paz en el 
país, no solo por el reconocimiento de la importancia de las Fuerzas Armadas en toda 
acción estatal, sino también porque el sufragio debe corresponder en el mantenimiento 
del orden legal del Estado.

Por supuesto, la discusión sobre el acceso a este derecho también supone el sur-
gimiento de nuevos retos y discusiones que deben abordarse para la organización y la 
doctrina de las Fuerzas Armadas, pero sin suponer una vulneración a los principios cons-
titucionales democráticos del Estado, que, ya sea en las urnas o contra todo enemigo 
público, debe seguir brindando las garantías mínimas para la vida en sociedad.

Perú
El caso peruano, similar a otros casos de la región (como el de Ecuador, Paraguay y par-
cialmente Bolivia), fundamentó sus procesos dictatoriales en la consolidación de una 
Junta Militar Revolucionaria entre 1968 y 1980, bajo el mando del General Juan Velasco 
Alvarado (1968-1975) y de Francisco Morales Bermúdez (1975-1980). Con el derroca-
miento de Fernando Belaúnde Terry en su primer mandato (1963-1968), cuyos últimos 
años estuvieron marcados por una creciente crisis política de la coalición de gobierno 
formada por el APRA y la Acción Popular, y por una creciente crisis económica, se instaló 
en 1968 la formación del Gobierno Revolucionario de las Fuerzas Armadas, que tuvo un 
carácter “autoritario, nacionalista y antioligárquico” (Cotler, 1991, p. 70). 

Mediante la nacionalización de sectores de hidrocarburos y mineros, la implemen-
tación de una reforma agraria radical en 1969, así como políticas de índole progresista en 
el marco laboral y político, la primera fase de la Junta Revolucionaria buscó un proceso 
de integración masiva en el aparato estatal de las clases sociales, desmarcando la sociedad 
peruana de entes de dominio ideológico como los partidos políticos y reprimiendo el 
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activismo político. Sin embargo, el aumento de la oposición a las medidas de Velasco 
Alvarado, y en reacción a un creciente personalismo, la persecución a partidos políticos y 
la represión a medios de comunicación, desembocó en el crecimiento flagrante de movi-
mientos sociales en su contra. Así, coincidiendo con una crisis diplomática con Estados 
Unidos, Chile y Bolivia, Velasco Alvarado fue depuesto por el General Francisco Morales 
Bermúdez en 1975. Durante esta segunda fase, el gobierno de Bermúdez desmontó las 
gestiones de la primera fase en temas económicos, lo que provocó la protesta social de 
sectores sindicales y de algunos partidos políticos e incentivó el ambiente para promover 
una mayor represión del Estado. 

A raíz de este escenario, complementado con una suspensión de las garantías defi-
nidas en la Constitución Nacional de 1933, se dieron dos acontecimientos de gran im-
portancia: el paro nacional de 1977 y la Asamblea Constituyente de 1979, caracterizada 
por ser de orden liberal y restituyente del sistema político democrático representativo y 
garantista de los derechos de la ciudadanía (Ballón, 2005). Estos dos acontecimientos ge-
neraron las condiciones sociales y políticas para una transición a la democracia, en la que 
el surgimiento de movimientos populares confluyó con la instrumentalización de diversos 
malestares sociales en la lucha política de algunos sectores (Ballón, 1989).

A pesar del legado constitucional de la dictadura, durante los años ochenta, con los 
gobiernos de Fernando Belaúnde Terry (1980-1985) y Alan García Pérez (1985-1990), 
confluyeron un deterioro del APRA como partido político dominante y un recrudeci-
miento preocupante de la inflación y la crisis económica, además del surgimiento de 
movimientos guerrilleros de gran envergadura como Sendero Luminoso. Esto mostraba 
una fragilidad institucional que mantuvo un clima de inestabilidad social y de creciente 
riesgo de retorno de las Fuerzas Armadas al poder. Sin embargo, con el arribo de Alberto 
Fujimori (1989-1999) a la presidencia, el panorama constitucional del país se redefiniría 
tras el autogolpe realizado en 1992, que disolvió el Congreso y procedió a establecer una 
nueva Constitución en 1993; cambios que no fueron liderados desde el orden militar 
propiamente. 

En cuanto al sufragio militar, se implementaron restricciones en los artículos 87 y 89 
de la Constitución Nacional de 1979, donde se prohibía expresamente el voto a los miem-
bros de las Fuerzas Armadas mientras estuvieran en servicio, con base en la obediencia que 
debían guardar los militares hacia el superior en su orden jerárquico, a punto de anular su 
propia voluntad. Sin embargo, aunque por muchos años se mantuvo esta prohibición, el 
régimen de la Constitución de 1993 estipuló que las Fuerzas Armadas y de policía tienen 
derecho al sufragio activo. Es decir, pueden votar en las elecciones, aunque no pueden 
postularse a cargos de elección. 

De acuerdo con los artículos 30 y 31 de dicha Constitución, la regla general del su-
fragio indica que tienen derecho a elegir y ser elegidos los ciudadanos mayores a dieciocho 
años en goce de su capacidad civil, de acuerdo con el procedimiento determinado por la 
ley orgánica. Asimismo, el carácter del voto es personal, igual, libre, secreto y obligatorio 
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hasta los setenta años. En la actualidad, mediante reforma constitucional tras la promulga-
ción de la Ley 28480 de 2005, específicamente en el artículo 34 del texto constitucional, 
los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional tienen derecho al sufragio 
activo de la siguiente manera: 

Artículo 34. Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional tienen 
derecho al voto y a la participación ciudadana, regulados por ley. No pueden postular 
a cargos de elección popular, participar en actividades partidarias o manifestaciones 
ni realizar actos de proselitismo, mientras no hayan pasado a la situación de retiro, de 
acuerdo a ley.

Aunque el caso peruano mantuvo una relativa similitud con Colombia en los esce-
narios de delimitación política de las Fuerzas Armadas, la reforma de 2005 replica la ten-
dencia regional de preservar el voto activo de las Fuerzas Armadas, mientas que restringe 
el sufragio pasivo como forma de contención de la militancia y la acción política de este 
estamento contra un orden jerárquico definido.

Uruguay 
En la experiencia uruguaya de la dictadura que se instaló con el gobierno cívico-militar 
de Juan María Bordaberry, Alberto Demichelli y Aparicio Méndez entre 1973 y 1985 
—figuras civiles bajo tutela constante de las Fuerzas Armadas—, se redujeron los espacios 
de representación democrática a través de un gobierno de facto y de persecución contra 
la principal amenaza al orden estatal: el Movimiento de Liberación Nacional-Tupamaros 
(MLN-T). La creciente arremetida antiterrorista de las fuerzas de seguridad ordenada des-
de la presidencia de Jorge Pacheco Areco (1967-1972) y el avance electoral significativo 
del Frente Amplio como coalición de izquierda en las elecciones de 1971 determinaron la 
toma gradual del poder por parte de los militares. De acuerdo con Finch (1985), el avance 
militar se basó en diversas acciones:

El golpe propiamente dicho se produjo en 1973, pero por etapas. En febrero fue nega-
do el poder del presidente para nombrar ministros sin la aprobación de los militares; 
se creó el Consejo de Seguridad Nacional (COSENA), que estaba controlado por los 
militares y cuyo objeto era aconsejar al presidente, y Bordaberry perdió apoyo político 
a causa de su aquiescencia a esta infracción de la autoridad civil. En abril ciertas em-
presas públicas pasaron a estar administradas por militares. Luego las fuerzas armadas 
actuaron contra la legislatura exigiendo el derecho a presentar cargos contra uno de 
sus miembros. Temiendo el precedente que ello sentaría, la legislatura negó el citado 
derecho y fue disuelta en junio, tras lo cual la substituyó un consejo de Estado. (p. 175)

A partir de esto, Sierra (2005) señala que el punto de inflexión para la ruptura del 
orden democrático en el nuevo régimen dictatorial se dio con la progresiva centralización 
del poder político en el presidente en detrimento de la participación política del órgano le-
gislativo, pero sin la intención de invocar la participación de las Fuerzas Armadas, aunque 
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finalmente intervinieran. Así, a semejanza del caso argentino, se estableció un régimen de 
excepción de doce años en el que se suspendieron todas las garantías constitucionales de la 
Carta Magna de 1967. Sin embargo, similar al caso chileno, la Junta Cívico-Militar con-
vocó un plebiscito en 1980 para la redacción y vigencia de un nuevo texto constitucional, 
que desembocaría en una derrota electoral del proyecto militar y, por consiguiente, en una 
apertura progresiva de los espacios de participación política hasta la transición completa 
en 1984. 

Según Rouquié (1984), la introducción de las Fuerzas Armadas al Estado fue pro-
gresivamente destruyendo las instituciones representativas. Se proscribieron los partidos 
de izquierda, se suprimieron las libertades de prensa y expresión, y se institucionalizó la 
intervención militar en empresas e instituciones del Estado. Asimismo, Landinelli (1989) 
afirma que la derrota militar en el plebiscito de 1980 supuso un incremento de la parti-
cipación de organizaciones estudiantiles, movimientos sindicales y asociaciones sociales 
y culturales como catalizadores del proceso de transición a la democracia y de resistencia 
antidictatorial. Esto determinó el retorno a la democracia a través del proceso electoral 
de 1984, el cual dio como vencedor al colorado Julio María Sanguinetti (1985-1990 y 
1995-2000). 

Ahora bien, preservando las condiciones establecidas en la Constitución de 1967, la 
República de Uruguay es un Estado unitario democrático, de carácter presidencialista. El 
poder legislativo reside en la Asamblea General, que costa de una cámara de senadores de 
31 miembros y una cámara de representantes de 99 miembros. Respecto a la participación 
política de los miembros de las Fuerzas Armadas, el artículo 77 de la Constitución esta-
blece que todo ciudadano es miembro de la soberanía de la nación, y como tal es elector 
y elegible en los casos que señale la misma Constitución. El numeral cuarto de dicho 
artículo precisa lo siguiente: 

Los magistrados judiciales, los miembros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
y del Tribunal de Cuentas, los Directores de los Entes Autónomos y de los Servicios 
Descentralizados, los militares en actividad, cualquiera sea su grado, y los funcionarios 
policiales de cualquier categoría, deberán abstenerse, bajo pena de destitución e inha-
bilitación de dos a diez años para ocupar cualquier empleo público, de formar parte 
de comisiones o clubes políticos, de suscribir manifiestos de partido, autorizar el uso 
de su nombre y, en general ejecutar cualquier otro acto público o privado de carácter 
político, salvo el voto […].

Los militares que renuncien al destino y al sueldo para ingresar al cuerpo legisla-
tivo conservarán el grado, pero mientras duren sus funciones legislativas no podrán ser 
ascendidos, estarán exentos de toda subordinación militar y no se contará el tiempo que 
permanezcan desempeñando funciones legislativas a los efectos de la antigüedad para el 
ascenso. Por lo tanto, los miembros de las Fuerzas Armadas de Uruguay tienen derecho 
al sufragio activo, pero están limitados en cuanto al sufragio pasivo. Más concretamente, 
la Ley 7812 de 1925, modificada por la Ley 17113 de 1999, en su artículo 186, precisa 
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que el personal militar y policial puede votar uniformado, pero sin armas. A partir de lo 
anterior, se evidencia una tendencia a contener la participación de los miembros de las 
Fuerzas Armadas en el ejercicio del sufragio pasivo, pero sin perturbar el ejercicio del su-
fragio activo controlado.

Venezuela 
A lo largo del siglo XX, las instituciones militares en Venezuela han tenido gran incidencia 
política en el desarrollo del país como república. En primer lugar, hubo una hegemonía 
militar tachirense que gobernó y capitalizó el control político del país bajo el mando 
castrense de Cipriano Castro (1899-1908), Juan Vicente Gómez (1908-1935), Eleazar 
López Contreras (1935-1941) e Isaías Medina Angarita (1941-1945). Luego, tras los su-
cesos del intermezzo político presidido por la Acción Democrática entre 1945 y 1948, 
ascendió al poder Marcos Pérez Jiménez (1948-1958), que concluiría un predominio mi-
litar en Venezuela de 55 años, durante la totalidad del siglo XX. 

Ese dominio estable no se debió solo a una construcción de diversos sistemas cons-
titucionales favorables al dominio férreo del ejecutivo sobre el resto del Estado, plasmado 
en los textos constitucionales de 1901, 1906, 1909, 1922, 1925, 1928, 1931, 1936 y 
1953. También estuvo directamente influido por el crecimiento inusitado de los réditos 
petroleros a lo largo de la primera mitad del siglo, lo cual permitió un margen de acción 
mucho más amplio para el dominio político de los militares. Tras el acuerdo político lo-
grado entre la Acción Democrática (AD) y el Comité de Organización Política Electoral 
Independiente (Copei), materializado en el Pacto de Puntofijo de 1958, se estableció la 
Cuarta República Venezolana con la promulgación de la Constitución Política de 1961, 
de corte democrático liberal. De acuerdo con Judith Ewell (1991), dicho orden constitu-
cional se caracterizó por lo siguiente:

Garantizaba la libertad política, los derechos laborales y civiles y obligaba al gobier-
no a tomar medidas para promover el desarrollo económico y el bienestar social. 
Conservaba un elemento de federalismo, toda vez que se dejaron poderes residuales a 
los estados, pero los nuevos poderes del gobierno central reducían generalmente los es-
tados a la condición de divisiones administrativas con poca autonomía. El preámbulo 
de la Constitución afirmaba que Venezuela sería gobernada por un sistema democráti-
co. Por primera vez los votantes podían elegir al presidente y a los miembros de las dos 
cámaras del Congreso por medio del sufragio directo y universal. (p. 315)

A pesar del establecimiento de un nueva sistema democrático y estable, que se con-
jugó con un incremento excepcional de las rentas petroleras entre 1973 y 1979 (al punto 
de que este periodo se denominó como la “Venezuela Saudita”), el desacierto institucional 
en el manejo del gasto público y de los empréstitos extranjeros, junto con serios problemas 
de desfalco y corrupción en el Estado, llevaron a un deterioro del orden democrático del 
cual dio una señal inequívoca el Caracazo de 1989 y el intento fallido de golpe de Estado 
liderado por Hugo Chávez en 1992.
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Rigoberto Lanz (2005, p. 225) aduce que el escenario político venezolano estuvo 
marcado por la combinación de un orden de profunda influencia de los partidos políticos 
en las diversas dimensiones de la sociedad, junto con la aplicación de prácticas de orden 
autoritario. En la misma línea, De la Cruz (1989) afirma que, tras la reversión masiva del 
gasto público debido a la devaluación del bolívar en 1983, la condición autoritaria del sis-
tema democrático se tradujo en la cooptación y acaparamiento de la riqueza petrolera por 
parte de la burguesía y del funcionariado del Estado, lo que abrió un espacio de posible 
aprovechamiento para los sectores políticos radicales que buscaban transformar el orden 
democrático. 

Por otra parte, respecto a la reacción militar ante el deterioro político, Rouquié 
(1984) señala que inicialmente, tras la nacionalización de los sectores sensibles de la eco-
nomía como el petróleo y el hierro, la integración del Ejército venezolano a los centros 
de poder de decisión le dio mayor peso institucional y a la vez redujo su incentivo de 
intervención política. Esto supone una línea ideológica desarrollista y progresista de la 
oficialidad militar venezolana como resultado del auge económico.

Con la confluencia de estos factores, el arribo de Hugo Chávez a la presidencia en 
1998 representó la materialización de los diversos elementos contextuales y políticos de 
las Fuerzas Armadas en Venezuela frente a su incursión en el orden político. Con la ins-
talación de la Constitución de 1999, que dio inicio a la Quinta República Venezolana, 
la vocación política de las Fuerzas Armadas adquirió un nuevo peso de orden directo, ya 
que entre los artículos 63 y 70 no hay restricciones explícitas sobre la participación de los 
miembros de las Fuerzas Armadas en el voto como derecho. Asimismo, con los artículos 
236 (numeral 6), 328 y 331, se estableció que el sistema de ascensos militares sería com-
petencia directa del presidente, sin ningún tipo de control por parte de la rama legislativa.

Esto supone la permisividad completa del ejercicio del voto activo y pasivo por parte 
de los miembros de las Fuerzas Armadas en Venezuela, que también son vulnerables a ser 
condicionados por la voluntad presidencial, por acción u omisión, al determinar direc-
tamente los ascensos. Esta situación fue predicha por Rouquié (1984, p. 224) cuando, 
ante la participación del Ejército en la administración de PDVSA durante la presidencia 
de Carlos Andrés Pérez (1974-1979), planteaba esta pregunta: “¿Es este un medio para 
aprovechar su capacidad profesional, o de mantenerlos bajo control?”. Hoy en día, con la 
incertidumbre política suscitada por el régimen de Nicolás Maduro, y con la presencia de 
10 oficiales dentro de los 33 ministerios, la pregunta de Rouquié puede tener una respues-
ta más allá de las que propuso en su obra.

Conclusiones
Como resultado de las revisiones teóricas y casuísticas de esta investigación sobre la situa-
ción legal del voto militar en América del Sur, se evidencia que la totalidad de los casos 
corresponden a la evolución histórica del rol de las fuerzas armadas en la configuración 
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política de los países suramericanos. Aunque no existen tendencias generalizadas en cuan-
to la estructura y la agenda política en los diversos países de la región, sin mencionar la 
amplia diferencia entre las experiencias suramericanas de militarismo en la política res-
pecto a las de los países centroamericanos y el Caribe, es posible identificar que los proce-
sos democráticos desarrollados desde los años ochenta y noventa han contribuido a una 
mayor delimitación de las condiciones de participación política de los miembros de las 
fuerzas armadas en América del Sur.

Las experiencias políticas de las dictaduras militares demuestran una revalidación 
de los estamentos democráticos como soporte indispensable para garantizar el rol de las 
fuerzas en torno a la consolidación institucional, y no como un grupo de presión que, en 
determinadas circunstancias, pueda tomarse atribuciones de conducción política. Sin em-
bargo, en el seguimiento de casos como el ascenso del chavismo en Venezuela, los diversos 
sucesos de golpe de Estado en Ecuador y en Bolivia, así como las situaciones de inestabi-
lidad política en países como Perú, Paraguay y recientemente Chile y Colombia dejan en 
el aire la pregunta de hasta qué punto llegará la garantía democrática del orden impuesto. 
En qué momento podría surgir nuevamente una andanada política de las fuerzas armadas 
que, como en las experiencias previas, suponga un quiebre institucional que pueda traer 
más problemas que soluciones.

Esta cuestión, que no pierde vigencia en un futuro cercano, hace necesario fortalecer 
la investigación en torno a la participación política de las fuerzas armadas en contextos 
democráticos. En este sentido, más allá del estudio del sufragio militar en los Estados que 
fueron seleccionados en este trabajo y las limitadas luces que puedan aportar a la com-
prensión de la realidad regional en esta materia, es un propósito fundamental que este 
artículo se consolide como una ventana abierta que sirva como referencia para divisar este 
problema, que necesita seguirse estudiando desde todas sus posibles aristas.
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Evaluación estadística de los homicidios                                 
en Sudamérica entre 1990 y 2020

Statistical evaluation of homicides in South America between                                
1990 and 2020

Resumen. La violencia es actualmente uno de los principales problemas a nivel mundial, se mani-
fiesta de diferentes maneras y encuentra en el homicidio una forma extrema de expresión que refleja 
graves problemas sociales. Este artículo busca comparar la proporción de muertes por homicidio 
y la tasa de homicidios entre los países de Sudamérica durante los últimos treinta años. Se trata de 
un estudio descriptivo comparativo de tipo longitudinal, con base en el modelo lineal general. Se 
encuentra que Colombia, Brasil y Venezuela presentan las estadísticas más altas al respecto en este 
periodo. Se concluye que en los países donde hay grupos al margen de la ley y problemas de desigual-
dad y pobreza se da el mayor número de casos.	       
Palabras clave: datos estadísticos; homicidio; Suramérica; tasa de homicidios; violencia

Abstract. Currently, violence is a major issue worldwide; it manifests in different ways and finds in 
homicide an extreme form of expression that reflects major social problems. This article compares 
the proportion of homicide deaths and the homicide rate among South American countries over 
the last thirty years through a longitudinal descriptive comparative study based on the general line-
ar model. It finds that Colombia, Brazil, and Venezuela have the highest homicide statistics for this 
period, concluding that the highest number of cases is found in countries where groups outside the 
law and issues of inequality and poverty exist.
Keywords: homicide; homicide rate; South America; statistical data; violence
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Introducción 
El concepto de violencia, sujeto a diversas interpretaciones por cada grupo social, puede 
entenderse y definirse de distintas formas, lo cual lo hace subjetivo y complejo. Esto se 
debe a que las sociedades tienen diferencias culturales en cuanto a la noción que tienen 
acerca de los valores, la ética, las normas sociales, los códigos morales y lo que se entiende 
como daño (Bowes & McMurran, 2013). Sin embargo, hay una concepción general 
de lo que se conoce como agresión, que claramente está relacionada con la violencia, 
y hace referencia a cualquier comportamiento orientado hacia otro ser humano con la 
intención de causar daño. Eventualmente, la víctima se defenderá del daño que se le 
busca infligir, lo que puede generar más violencia y posibles lesionados. Por otro lado 
están los perjuicios accidentales, que no se consideran agresión al no ser intencionados 
(Anderson & Bushman, 2002). La Organización Mundial de la Salud (OMS, 2002) 
define la violencia como: 

El uso deliberado de la fuerza física o el poder, ya sea en grado de amenaza o efectivo, 
contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas 
probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo 
o privaciones. (p. 3)

Asimismo, la OMS define el homicidio, a partir de la Clasificación Internacional de 
Enfermedades (CIE), como la “muerte debida a lesiones infligidas por otra persona con la 
intención de lesionar o matar, por cualquier medio” (OMS, 1996, p. 5). 

La violencia es vista como un fenómeno extremadamente difuso y complejo cuya 
definición no puede ser científicamente precisa, ya que es una cuestión de apreciación, y 
puede estar influenciada por la cultura y sujeta a revisión continua a medida que evolucio-
nan los valores y normas sociales (Sá et al., 2020). Estudios internacionales que investigan 
la asociación entre la violencia y el Estado evidencian la presencia de agentes externos al 
Gobierno capaces de generar grandes conflictos de violencia. Los factores preponderantes 
que los motivan pueden ser de tres tipos: económicos, sociales y políticos. La violencia 
puede ser generada por acciones criminales que repercuten en la sociedad y en el núcleo 
familiar. Así, el crimen organizado se asocia con la consecución de grandes capitales eco-
nómicos, por el deseo de poder y de codicia, que usualmente provoca una cantidad signi-
ficativa de homicidios (Norza et al., 2020).

Así como existe una definición general de la agresión, a lo largo del tiempo se 
ha logrado constituir también una que permita describir a grandes rasgos lo que es la 
violencia. En este sentido, se entiende como violencia todas aquellas acciones realizadas 
por una o más personas que generan daños físicos o psicológicos en sí mismos o en las 
demás personas. La violencia tiene efectos no solo en las víctimas, sino también en la co-
munidad a su alrededor, por lo cual repercute en el bienestar social, emocional e incluso 
económico de esta (De Mattos et al., 2014). Por ello, la violencia tiene repercusiones 
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complejas en la sociedad, razón por la que se ha considerado un problema de salud pú-
blica. Cuando se habla de violencia y de las formas en que se manifiesta, el homicidio 
juega un papel importante y constituye una problemática social latente. La gravedad del 
homicidio recae en que viola la totalidad de los derechos humanos de la víctima y genera 
daños profundos en las comunidades que son testigos de estos actos (Dávila-Cervantes 
& Pardo-Montaño, 2015). Es evidente que los índices de violencia son mayores cuando 
no existe una garantía de seguridad y calidad de vida por parte del Estado, lo que la hace 
relevante en el ámbito político (Medina & Villegas, 2019). En este sentido, el objetivo de 
la investigación consiste en comparar la proporción y la tasa de homicidios entre países 
de Sudamérica entre 1990 y 2020, para ver si hay diferencias estadísticas en las cifras de 
estos países durante los últimos treinta años. La hipótesis que se intenta demostrar es 
que sí existen diferencias en al menos uno de estos países, en lo que se refiere a la tasa de 
homicidios por cada cien mil habitantes y la proporción de muertes violentas en dicho 
periodo. Esa diferencia puede estar relacionada con las condiciones sociales, políticas y 
económicas del país.

Marco teórico y conceptual 
A comienzos de la década de los sesenta, en las naciones industrializadas de Occidente 
hubo un incremento de investigaciones asociadas con los homicidios y otros hechos deri-
vados de la violencia, que tuvieron en cuenta por primera vez procesos estadísticos sólidos 
para garantizar unas conclusiones adecuadas. En las últimas dos décadas se han publicado 
cerca de doscientos artículos científicos en los que las dimensiones más importantes en 
relación con los homicidios se cruzan con factores culturales, políticos, demográficos, eco-
nómicos, religiosos y sociales. Además, en los últimos años se han emprendido estudios 
trasnacionales al respecto que involucran la desigualdad de género, donde se han aprecia-
do discrepancias sobre la incidencia del feminicidio (Carrasco-Jiménez, 2021). 

El daño irremediable que genera un homicidio está relacionado con otro factor que 
se debe tener en cuenta: el hecho de que quien comete el crimen se siente en la potestad 
de hacerlo al considerar que sus derechos tienen un mayor peso que los de la víctima. A 
raíz de ello, ha surgido un número de estudios en diversas ramas académicas que buscan 
explicar la manera en que ocurre este fenómeno (Padrón & García, 2018). Como se 
ha dicho, el homicidio no solo afecta irreparablemente a la víctima, sino que también 
profundiza problemas sociales que normalmente tienen su origen en hechos delictivos: 
corrupción, narcotráfico, el crimen organizado, impunidad, entre otros. En todo caso, 
también existen problemáticas que afectan particularmente al agresor y repercuten en 
sus relaciones interpersonales (González-Pérez et al., 2012). En este sentido, las cifras de 
homicidios que registran periódicamente distintos organismos son uno de los mejores 
indicadores de violencia para los investigadores, pues, además de brindar herramientas 
para ayudar a las organizaciones internacionales a identificar las causas y los detonantes 
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de estos fenómenos, y aconsejar o sugerir acciones y estrategias para que los Gobiernos 
protejan y velen por la seguridad de los ciudadanos más vulnerables, también permite 
definir acciones que impidan la acción ilícita de quienes causan los homicidios (Padrón 
& García, 2018). 

América Latina y el Caribe es la región a nivel mundial con mayores tasas de homi-
cidios, con un incremento significativo a partir del nuevo milenio, lo que ha repercuti-
do en factores económicos y sociales. La concentración geográfica del fenómeno en esta 
región se ve reflejada en la tasa de homicidios, que actualmente a nivel global es de 6,1 
por 100 000 habitantes, y se clasifica por continentes así: América, 17,2; África, 13,0; 
Europa, 3,0; Oceanía, 2,8, y Asia, 2,3. América se puede subdividir en grandes regiones: 
Norteamérica, 5,1; Centroamérica, 25,9; Sudamérica, 24,2, y el Caribe, 15,1.

La mayor tasa de homicidios se presenta en el grupo de personas con bajo nivel 
educativo y con dificultad para acceder a fuentes de trabajo estable, lo que determina 
bajos ingresos económicos. Adicionalmente, en Brasil, el 75 % de las víctimas por ho-
micidio son negras, con una tasa superior a la raza blanca, y la inmensa mayoría son 
hombres (Cano et al., 2020). La investigación efectuada por la Oficina de las Naciones 
Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC, 2019), sobre homicidios a nivel mundial, 
determinó que la probabilidad de que una persona que cometa un acto de homicidio 
sea arrestada y condenada es de 0,53. Se encontró también que se presenta un patrón 
heterogéneo entre regiones. Una de las mayores dificultades se relaciona con el registro 
generado por las autoridades policiales o los entes de salud y sus implicaciones futuras 
para el sistema judicial.

Según los expertos, la mayoría de homicidios son cometidos por personas que pre-
sentan patologías individuales transitorias como, por ejemplo, trastornos de personalidad 
o disfunciones neurológicas o bioquímicas, o simplemente individuos que obtienen placer 
a partir del hecho de matar o herir a otros (Brookman & Jones, 2016). A los ojos de ramas 
como la epidemiología y la salud pública, las muertes ocasionadas por homicidios son 
clasificadas dentro de la categoría de causas externas (Di Marco & Sy, 2020).

Los datos de la OMS y la UNODC ratifican que América Latina es la región del 
mundo con la cifra más alta en homicidios, y estas tasas siguen aumentando en lugar de 
disminuir, a pesar de los esfuerzos de la región por mejorar las condiciones socioeconómi-
cas (Concha et al., 2020). Estos datos también indican que la mayoría de las víctimas de 
homicidios, e incluso los victimarios, son jóvenes en los rangos de edad de 15 a 29 años y 
adultos de 30 a 44 años (UNODC, 2013). Asimismo, factores familiares y sociales como 
las malas relaciones familiares, el maltrato infantil, la falta de tiempo para crianza, los ras-
gos violentos de los padres o acudientes responsables de los menores y las familias nume-
rosas, entre otros factores, han hecho que la violencia juvenil aumente considerablemente 
en las últimas décadas, al propiciar que los jóvenes se involucren en temas de agresiones, 
drogas e incluso homicidios (Acero et al., 2007). 
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Se ha podido constatar también que las desigualdades y diferencias de estrato y la 
falta de oportunidades económicas, que afectan a la población más pobre y vulnerable, 
inciden de manera particular en los índices de violencia reflejados en homicidios y en los 
porcentajes de delincuencia de una sociedad (Dix-Carneiro et al., 2018). Esto es lo que 
se conoce como una sociedad con choques económicos. En las naciones donde existen 
grandes divergencias económicas entre la clase baja y alta probablemente existen tasas 
de homicidio mayores que en países con una brecha menor de desigualdad (UNODC, 
2019). Pese a ello, en la medida que se amplían los beneficios a las comunidades en donde 
hay actores delincuenciales, se ha detectado una reducción de los actos violentos y, por lo 
tanto, de homicidios y heridos (Machado et al., 2018). 

En el estudio efectuado por Siegel y Boine (2019), encontraron que los factores 
significativamente asociados con la tasa de homicidios fueron la densidad de la pobla-
ción, el porcentaje de hombres jóvenes, la tasa de delitos contra la propiedad privada, el 
consumo de alcohol per cápita, el consumo de drogas y la distribución no controlada de 
armas de fuego.

A comienzos de la década de los setenta, surgió el término feminicidio, empleado 
con el fin de resaltar los homicidios asociados con el género femenino (UNODC, 2019, 
p. 21). En la última década, el feminicidio ha tenido un gran impacto social y político 
relacionado con asuntos de género, aunque dicha definición es motivo de debate actual-
mente entre las personas conocedoras del tema (Cano et al., 2020). Al respecto, el número 
de homicidios de mujeres cometidos por el esposo o la pareja sentimental, aunque repre-
sentan un porcentaje bajo respecto al total de homicidios en el mundo, por lo general no 
es aleatorio y se relaciona con factores de violencia de género, donde el hombre ejerce un 
poder constante sobre la mujer y en condiciones de desproporción histórica entre los se-
xos. Estos casos de violencia intrafamiliar suelen no ser reportados por las mujeres ante las 
autoridades por miedo a represalias o temor a perder el apoyo económico de sus parejas, 
entre otros factores (UNODC, 2019). 

Metodología 
El estudio es descriptivo comparativo de tipo longitudinal. La información se recopiló del 
portal de datos de libre acceso Our World in Data (s. f.) de la Universidad de Oxford, y de 
la base de datos de las Naciones Unidas (UNODC, s. f.). Las variables tenidas en cuenta 
en el proceso investigativo fueron la tasa de homicidios por cada cien mil habitantes y la 
proporción de muertes por homicidio, discriminadas por países en los últimos treinta 
años. Se utilizó el modelo lineal general con contraste de Tukey, con un nivel de confiabi-
lidad del 95 %, utilizando transformación de datos con base en la familia BOX-COX para 
garantizar los supuestos asociados al modelo. El análisis se complementó con la técnica 
multivariada Biplot. Para el proceso estadístico de la información, se empleó el paquete 
estadístico SAS University y R (versión 3.6.1).
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Resultados 
Colombia, Brasil y Venezuela presentan las estadísticas más altas con relación a la tasa y 
proporción de homicidios en Sudamérica en las últimas tres décadas; en el último lus-
tro, Colombia bajó de manera significativa su tasa de homicidios. Las naciones ubicadas 
más al sur de Sudamérica poseen las menores proporciones de homicidios. En cuanto a 
Venezuela, a partir de la década del 2000 presentó un incremento notorio en las cifras 
relacionadas con homicidios. Asimismo, Colombia presenta una diferencia estadística sig-
nificativa respecto a las demás naciones del sur del continente americano (p < 0,05), como 
se aprecia en la Tabla 1.

Tabla 1. Estadísticas sobre homicidios en Sudamérica entre 1990 y 2020

Proporción de muertes por homicidio
ARG BOL BRA CHI COL ECU PAR PER URU VEN

1990 0,72 1,08 4,17 1,17 14,62 2,24 1,99 0,85 0,41 3,18
1995 0,75 1,11 4,95 1,03 14,40 3,20 3,02 1,05 0,47 4,53
2000 0,84 1,20 5,48 0,96 17,02 4,15 3,83 1,01 0,54 7,63
2005 0,71 1,09 5,36 0,92 10,44 4,67 3,48 0,96 0,49 9,39
2010 0,77 1,11 5,12 0,82 9,00 4,12 2,72 0,89 0,59 10,01
2015 0,84 1,05 4,98 0,77 6,52 2,62 2,53 0,86 0,68 8,67
2020 0,85 1,01 4,82 0,70 6,38 2,63 2,55 0,81 0,62 8,93

Análisis comparativo*
País Argentina: e Bolivia: e Brasil: c Chile: e Colombia: a
País Ecuador: d Paraguay: d Perú: e Uruguay: e Venezuela: b

Tasa de homicidios**
ARG BOL BRA CHI COL ECU PAR PER URU VEN

1990 5,5 10,6 26,7 6,9 75,7 11,5 8,9 5,3 3,9 15,4
1995 5,6 9,3 30,4 5,7 75,5 15,2 13,7 6,0 4,5 21,9
2000 6,4 8,6 32,1 5,1 83,2 19,8 17,0 4,8 5,1 35,5
2005 5,3 7,0 30,7 5,0 47,6 23,9 16,4 4,3 4,7 43,2
2010 5,8 6,7 30,1 4,7 40,3 21,9 13,3 4,2 5,6 50,0
2015 6,3 6,1 30,3 4,6 28,9 13,3 11,9 3,6 6,5 48,6
2020 6,1 5,8 30,0 4,3 29,5 14,1 12,4 3,4 6,0 47,9

Análisis comparativo*
País Argentina: e Bolivia: e Brasil: c Chile: e Colombia: a
País Ecuador: d Paraguay: d Perú: e Uruguay: e Venezuela: b

* Letras distintas indican diferencia estadística significativa (p < 0,05).
** Número de homicidios por cada cien mil habitantes.
Fuente: Elaboración propia con base en información de la Universidad de Oxford
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En la Figura 1 se puede apreciar que en Colombia hubo una disminución notoria en 
relación con la tasa de homicidios. Bolivia y Chile son naciones en que esta tasa ha dismi-
nuido con el tiempo, caso contrario de Venezuela, que presenta un incremento notorio a 
lo largo de los últimos lustros. Uruguay presenta un pequeño incremento, al contrario de 
Ecuador, donde se aprecia una disminución en los últimos quince años.

Figura 1. Evolución de la tasa de homicidios en Sudamérica por cien mil habitantes.
Fuente: Elaboración propia

El análisis Biplot (Figura 2) permitió establecer una relación marcada entre Argentina, 
Bolivia, Perú, Chile y Uruguay en lo relacionado con los homicidios. Paraguay y Ecuador 
se correlacionan, mientras Brasil, Colombia y Venezuela conforman las naciones más peli-
grosas en lo referente a casos de homicidio. Del año 2000 al 2015, los casos de homicidios 
en Sudamérica presentan un comportamiento más independiente, pues se observa mayor 
ángulo de relación, mientras los dos últimos lustros se correlacionan en mayor medida. 

Figura 2. Análisis Biplot en el tiempo.
Fuente: Elaboración propia



Luis Fernando Restrepo-Betancur

Revista 
Científica
General José María Córdova

194 Volumen 20 � Número 37 � pp. 187-205 � enero-marzo 2022 � Bogotá D.C., Colombia 

Un bajo porcentaje de las muertes globales son causadas por homicidio a nivel mun-
dial (0,7 %). Sin embargo, se puede apreciar que en algunas naciones se acerca al 10 %. En 
la Figura 3 se puede apreciar cómo esta proporción de muertes varía en todo el mundo. 
Existen grandes divergencias entre países y regiones: en la mayor parte de Europa occiden-
tal, menos del 0,1 % de las muertes se debieron a homicidios; en Europa del Este, África 
del Norte, Asia y Oceanía, fue menos del 0,5 %; en los Estados Unidos fue del 0,7 %. Sin 
embargo, se observa que en algunos países la proporción es muy marcada. Las cifras son 
particularmente altas en algunas naciones de América Latina, como Colombia, Venezuela, 
Brasil, Honduras, Guatemala y México. 

Figura 3. Porcentaje de muertes debidas a homicidios en el mundo (2017).
Fuente: Our World in Data

También existen grandes diferencias en las tasas de homicidio en todo el mundo, 
que miden el número de homicidios por cada cien mil habitantes. Estas tasas brindan 
un panorama preciso de las diferencias en casos de homicidios entre naciones a lo largo 
del tiempo. En contraste con la proporción de muertes, las tasas de homicidios no se ven 
afectadas estadísticamente por cómo están cambiando otras causas o factores de riesgo de 
muerte. En la Figura 4 se muestran las tasas de homicidio a nivel mundial. Es claro que 
existen grandes divergencias en las tasas de homicidios entre países: estas tasas presen-
tan altas cifras en América Latina, en particular, en El Salvador, Venezuela, Honduras, 
Guatemala y México. Las tasas en dichos países son a menudo superiores a 30; en El 
Salvador, de más de 50. Comparando estas cifras con las tasas de homicidio en Europa 
occidental, Japón o el Medio Oriente, se evidencia que los homicidios fueron inferiores 
a 1 por cada 100 000 habitantes; esa es una diferencia de 50 veces respecto a El Salvador. 
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Figura 4. Tasa de homicidios por cada cien mil habitantes (2017).
Fuente: Our World in Data

En la Figura 5 se puede apreciar que en Europa la mayor tasa de homicidio por cien 
mil habitantes se presenta en el sexo femenino, al igual que en Australia. En Sudamérica, 
por el contrario, el sexo masculino presenta las mayores estadísticas.

Figura 5. Tasa de homicidios por sexo.
Fuente: Unicef

En la Figura 6 se proyecta el número anual de muertes por homicidio por rango de 
edad, donde se destaca que el mayor valor se da en el rango entre 15 y 49 años. En Perú 
se muestra una franja relevante de adolescentes muertos por homicidio entre 1990 y el 
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año 2005, comportamiento similar al que se presentó en Chile y Bolivia. En Uruguay 
se destacan los homicidios en personas mayores de setenta años de manera creciente a lo 
largo del tiempo. 

Figura 6. Homicidios en Sudamérica por rango de edad.
Fuente: Elaboración propia
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Homicidios de niños 
Según Unicef (2017), cada siete minutos, en algún lugar del planeta, un adolescente mue-
re a causa de un acto de violencia. La Figura 7 muestra las tasas de homicidio de niños de 
0 a 19 años en los diferentes países del mundo. Como se puede apreciar, existe una gran 
heterogeneidad entre regiones, donde Sudamérica se destaca por tener altas estadísticas. 
En el año 2015, la tasa de homicidios en América Latina y el Caribe fue casi cinco veces 
mayor que el promedio mundial. 

Figura 7. Tasas de homicidio infantil en el mundo por cada cien mil habitantes en 2015.
Fuente: Unicef (2017)

En la Tabla 2 se puede comprobar que Venezuela, Brasil y Colombia tienen la mayor 
tasa de homicidio infantil en Sudamérica. Chile, Perú y Uruguay son las naciones con una 
cifra menor.

Tabla 2. Tasas de homicidio infantil en Sudamérica en menores de 20 años

País Tasa País Tasa

Argentina 3 Ecuador 6
Bolivia 7 Paraguay 7
Brasil 17 Perú 2
Chile 2 Uruguay 2

Colombia 13 Venezuela 20

Fuente: Elaboración propia con base en información de Our World in Data
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Discusión 
Hacer seguimiento a las estadísticas de homicidio en una región permite no solo establecer 
el alcance de las acciones violentas, sino también tener claridad de las acciones a seguir. 
Asimismo, facilita que los organismos internacionales conozcan la realidad de una región 
para plantear acciones y estrategias que le faciliten a los gobernantes menguar el impacto 
de la violencia y proteger a quienes estén en riesgo, así como atender a quienes por sus 
condiciones puedan dedicarse más fácilmente a delinquir (Padrón & García, 2018).

Conocer las estadísticas de mortalidad generada por hechos violentos es también 
una manera clara de entender la realidad y comprender cómo la inequidad, la injusticia 
y las luchas por defender los intereses particulares son detonantes de esta problemática 
(Jiménez, 2017). De acuerdo con los estudios, las muertas violentas entre 1980 y 2000 se 
asocian con las políticas neoliberales que fueron semilla de mayores índices de pobreza. 
Para procurar mantener la armonía social y tener un mayor control en el comportamiento 
de quienes integran una sociedad, es necesario la implementación de normas y leyes que 
marquen la pauta de un debido actuar entre las comunidades (Briceño-León, 2012).

Desde la Conquista, la historia latinoamericana ha estado colmada de procesos de 
transformación social en los que la violencia y la corrupción han sido protagonistas. Así 
sucedió en la época de la Conquista y en otros momentos históricos, con la esclavitud, la 
apropiación de tierras, entre otros eventos. Esta situación ha permanecido en el tiempo y 
se evidencia en la violencia urbana, en los altos índices de delincuencia y en las acciones 
de grupos armados y al margen de la ley tanto en cascos urbanos como en zonas rurales.

Ello está estrechamente ligado a las diferentes etapas de violencia política en la región: 
desde las luchas contra las guerrillas de países como Perú, México y Colombia, la violencia 
policial en Brasil y las tragedias cometidas por los paramilitares en Colombia, especial-
mente en la región del Urabá, hasta las dictaduras que tuvieron lugar en Centroamérica 
y el Cono Sur. Esta realidad se refleja de igual manera en el uso de la violencia por parte 
de los gobiernos y de algunos ciudadanos con la finalidad de lograr objetivos políticos 
(Briceño-León, 2012). La correlación entre la violencia, los procesos de democratización y 
liberalización económica son el factor más frecuente en la investigación sobre la violencia 
en América Latina (Vilalta, 2020).

La información recopilada por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) indica que, en la última década, las tasas de homicidio han aumentado constante-
mente en algunos países de América Latina, lo que además de convertirla en la región más 
insegura y peligrosa del mundo, refleja un bajo desempeño de los gobiernos a la hora de 
frenar los homicidios, cuyas víctimas son en su gran mayoría hombres. Además, se estima 
que, de cada cien mil jóvenes, 70 son víctimas de homicidio, lo que convierte a este grupo 
poblacional en el más afectado por esta problemática (Medina & Villegas, 2019). Esta 
situación ha hecho que las lesiones intencionales se conviertan en una de las principales 
causas de mortalidad en la región, agravando e intensificando la problemática violenta que, 
en definitiva, vulnera los derechos fundamentales de los habitantes (Rodríguez, 2008). 
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Entre los países que registran mayores cifras de homicidios y los que registran me-
nores cifras, hay diferencias evidentes en el índice de desigualdad (Jaitman & Machin, 
2015). Esto se identifica claramente al sur del continente latinoamericano, donde países 
como Uruguay, Argentina y Chile reportan bajas tasas de homicidio, similares a las exis-
tentes en Europa (UNODC, 2013), mientras que en América Central y la parte norte de 
Sudamérica las cifras de hombres entre los 15 y 29 años que han sido víctimas de homi-
cidio casi cuatriplican la media global para este grupo específico (Otamendi, 2019a). De 
hecho, de las casi cien mil personas que murieron a causa de las armas de fuego en el año 
2014 en la región, el 84 % fue por agresiones, a comparación de un 3 % por suicidios, 2 % 
por accidentes, 1 % por intervención legal y 10 % por causas no identificadas (Otamendi, 
2019b). En todo caso, la evolución histórica y el análisis comparativo del número de ho-
micidios no se pueden sustentar solamente por factores de desigualdad social, ya que estos 
siempre han de estar presentes. 

Así, al evaluar la dinámica de comportamiento de Europa se observa una tendencia 
descendente, asociada fundamentalmente a la confianza que tiene la ciudadanía en las 
instituciones gubernamentales; caso contrario a EE. UU., donde la solidaridad social y 
la confianza ciudadana en el Gobierno presentan estadísticas bajas. En Japón, a partir de 
la Segunda Guerra Mundial, la tasa de homicidios decreció de manera significativa, es-
pecialmente en jóvenes pertenecientes al sexo masculino. En Rusia disminuyó el número 
de homicidios gracias a las restricciones del gobierno de Gorbachov, quien impuso una 
restricción a la producción del alcohol, que pasó a ser monopolio del Estado. 

En Brasil, a finales de la década de los ochenta se presentaban altas tasas de homici-
dios, asociadas con luchas de clases y factores políticos. Sin embargo, a partir del nuevo 
milenio se ha observado una caída significativa: São Paulo pasó de una tasa de 52,5 homi-
cidios en 1999 a 11,5 por cada cien mil habitantes en 2008; allí se destaca la actuación de 
la policía para disminuir dichas cifras. Colombia presenta un historial alto en homicidios 
debido a los conflictos internos y la presencia del narcotráfico. En Venezuela se han in-
crementado los homicidios principalmente debido a la situación política impuesta por el 
régimen, lo que ha aumentado la brecha social y ha repercutido en la inestabilidad laboral 
y financiera (Goertzel et al., 2013).

El estudio adelantado por Chainey et al. (2021), en el cual se empleó un tamaño 
de muestra representativo a nivel mundial, determinó una correlación significativa en-
tre el nivel de corrupción, la efectividad con la que actúa el gobierno y la tasa de homici-
dios. Esto permitió determinar que, en las naciones que presentaban altas estadísticas de 
homicidios, había baja efectividad gubernamental, lo que incidió en la ineficacia para 
controlar la corrupción. Esto se dio especialmente en Latinoamérica. En Venezuela se 
ha incrementado la tasa de homicidios en la última década, caso contrario al de Chile, 
Colombia, Bolivia y Perú. La investigación plantea que por cada aumento de 0,1 % 
en el control de la corrupción, la tasa de homicidios se puede reducir en aproxima-
damente un 3 %.
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También se ha encontrado que la tasa de impunidad por homicidios en América 
Latina es alta y va a la par con el incremento de las muertes por este concepto. Esto se 
explica porque los recursos de la justicia penal y la capacidad de las autoridades para im-
partir justicia y controlar esa violencia son escasos y a veces casi nulos (UNODC, 2013). 
A esta problemática se suma el incremento del uso de armas de fuego entre los grupos 
poblacionales en las dos últimas décadas, por factores como la libertad para comercializar 
armas en algunos países, el uso de armas por parte de la delincuencia común que antes 
estaban en poder de la guerrilla y la distribución de armas provenientes del narcotráfico. 
Todo ello ha hecho que parte de la población considere la posibilidad de armarse para su 
defensa propia (Briceño-León, 2002). 

Las causas y los factores directamente relacionados con el aumento de los niveles 
de homicidios han sido objeto de estudio para un gran número de investigadores. En 
este proceso se ha determinado que la inequidad y la desigualdad en la distribución de 
los recursos económicos, y la falta de oportunidades para muchos, que generan pobreza 
y frenan el desarrollo de diversos grupos poblacionales, son un detonante de estas situa-
ciones violentas que desembocan finalmente en homicidios (Dávila-Cervantes & Pardo-
Montaño, 2015). 

En el caso de Brasil, la debilidad de las instituciones públicas a la hora de velar por la 
seguridad de los ciudadanos y contener situaciones violentas, así como la desigualdad en 
la distribución de la riqueza, la carencia de bienes y servicios básicos para una gran parte 
de la población y el deterioro de los cascos urbanos, son factores que pueden propiciar un 
crecimiento de los homicidios en la última década, lo cual es una problemática latente no 
solo en las principales ciudades del país, sino también en los sectores rurales y en el interior 
(De Mattos et al., 2014). Esto se refleja, por ejemplo, en ciudades como Rio de Janeiro, 
donde tanto adolescentes como hombres de corta edad fuertemente armados, la mayoría 
de las veces con armamento entregado por el narcotráfico para que defiendan esos territo-
rios de la presencia del Estado y las autoridades legales, patrullan los barrios populares de 
la ciudad, conocidos como chabolas. Su misión es defender esos territorios en nombre de 
narcotraficantes y criminales que buscan posicionarse como figuras de poder. La comple-
jidad de ello se evidencia en los más de mil homicidios por año que se presentan en este 
país (Hauck & Peterke, 2010). 

En Argentina, el homicidio es considerado la cuarta causa de muerte, de acuerdo con 
los estudios presentados por la Dirección de Estadísticas e Información de Salud, con una 
tasa bruta de 44,73 por cien mil habitantes en 2016 (Di Marco & Sy, 2020). Por su parte, 
en Montevideo, Uruguay, los índices de homicidios interpersonales son superiores a los 
homicidios relacionados con hechos delictivos, mientras que en Quito, Ecuador, las pro-
porciones de homicidios interpersonales y por delito son casi idénticas (UNODC, 2013).

Los homicidios en Perú entre 2011 y 2015 tuvieron un incremento en 1,8 víctimas 
por cada cien mil habitantes; el aumento fue de 0,7 entre las mujeres y de 2,7 en hombres 
(Nuñovero, 2017). El gobierno chileno se dedicó, por su parte, a impulsar campañas 
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enfocadas en la violencia de género. Sin embargo, estas se centran más en hacer referencia 
al victimario que a las causas socioculturales del feminicidio, raíz central de esta problemá-
tica, por lo cual esta situación se sigue presentando (Cáceres, 2016).

En Venezuela, desde que Hugo Chávez alcanzó el poder de manera abrumadora en 
1999, resultado del descontento de la población y la desconfianza en los partidos políticos 
tradicionales, la tasa de homicidios subió 5 puntos y al año siguiente 8 más, pese a los 
cambios institucionales que el Gobierno introdujo para implementar un nuevo sistema 
político. Esta situación convirtió a Venezuela en uno de los más violentos del mundo, con 
las mayores tasas de homicidio. Esto llegó al punto de que en 2015, pese al silencio estatal, 
la Fiscalía General reconoció la gravedad de esta problemática al afirmar que la tasa alcan-
zó los 58 homicidios por cien mil habitantes. En parte, esta situación se ve influenciada 
por la política de seguridad y los órganos armados del Estado, el no respeto de los derechos 
humanos y la falta de protección de la población, así como el incremento de los opera-
tivos dirigidos por órganos militares sin control ni vigilancia de las entidades defensoras 
de derechos humanos, lo que incidió en el incremento de los homicidios (Ávila, 2017).

Bolivia ha sido víctima del narcotráfico internacional que, en manos de extranjeros, 
ha echado raíces en el país para controlar y coordinar las acciones de organizaciones meno-
res integradas por bolivianos dedicados a la distribución interna y a seguir órdenes de los 
carteles internacionales. Estas organizaciones, con toda la logística y el poder económico 
que les permite moverse fácilmente, han alcanzado sectores formales de la economía y 
han aprovechado igualmente el abandono del Estado en gran parte del territorio. Esto 
les ha permitido influenciar todo tipo de organizaciones, desde sindicatos, gremios hasta 
grupos campesinos para tratar de legitimar sus operaciones. Las redes internacionales del 
narcotráfico son capaces de retar al Estado y han sido responsables en gran medida del 
incremento en las tasas de homicidios en Bolivia (Campero, 2012).

Como en otros países de América Latina, Paraguay también es víctima de los altos 
índices de inseguridad, lo que ha llevado a los organismos de control a buscar estrategias de 
prevención e implementar medidas duras para combatir la delincuencia común y organiza-
da. Aunque se cree que en este país las tasas de homicidios generados por actos violentos y 
premeditados son pocas, los datos precisos indican que en el 55 % del territorio las tasas de 
homicidios son epidémicas según la OMS, pues superan las 10 muertes violentas por cada 
cien mil habitantes, como sucede en departamentos con cifras alarmantes, como Caazapá 
(65,1), Canindeyú (30,71), Alto Paraguay (27,13) y Caaguazú (23,9) (Solís et al., 2019).

Conclusiones y recomendaciones 
Colombia presenta una diferencia estadística significativa respecto a las demás naciones 
de Sudamérica en lo referente a la tasa de homicidios por cien mil habitantes y en la 
proporción de muertes por esta causa (p < 0,05). Ello se debe a que en el país ha habido 
grupos al margen de la ley como paramilitares, guerrilla y narcotraficantes, que reclutan 
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jóvenes para integrar sus filas. En este sentido, se presentan muchas muertes asociadas a 
los enfrentamientos entre estos grupos por el control de territorios.

Por otro lado, desde que asumió el régimen chavista en Venezuela, la tasa de homi-
cidios se ha incrementado, principalmente por la desigualdad económica, la falta de opor-
tunidades laborales y la creación de grupos bolivarianos. De igual modo, en las grandes 
ciudades se presenta una alta inseguridad. El incremento en la tasa de homicidios pasó de 
15,4 en el año 1990 a 47,9 en el 2020.

En varios municipios de São Paulo, Brasil, ha habido una caída significativa en la 
tasa de homicidios, pasando de 33,1 a comienzos del nuevo milenio a 6,4 en 2018, con 
una dinámica similar en la capital del estado (Muggah et al., 2019). Los jóvenes del sexo 
masculino entre 15 y 24 años en condición de pobreza extrema fueron el grupo más favo-
recido por esta reducción de la tasa de homicidios (Freire, 2018). En el pasado, la mayoría 
de homicidios se debía principalmente a la presencia de drogas y alcohol (44,2 %), donde 
el 88,6 % de los casos reportados eran cometidos con armas de fuego. Gracias a las estra-
tegias policiales de control de uso de armas y distribución de drogas, la tasa de homicidios 
se ha reducido de manera notoria (Goertzel & Kahn, 2009).

Los países que están más al sur de Sudamérica presentan las estadísticas más bajas 
en relación con las tasas de homicidios. En el caso de Uruguay (6,0) y Chile (4,3), son 
países que han tenido regímenes políticos estables en las últimas décadas, lo que favorece 
la seguridad de sus naciones. En Sudamérica se observa que entre los 15 y 49 años se da la 
mayor tasa de homicidios, y este rango de edad se asocia con la mayor población laboral. 
Por otro lado, en Argentina y Uruguay se dan cifras significativas de homicidios en perso-
nas mayores de setenta años de edad.

En las últimas décadas, Sudámerica presenta cambios notorios en los regímenes gu-
bernamentales, lo que ha incidido en el incremento de la tasa de homicidios, en gran 
medida por la inequidad que se da en la población civil. Esto, a su vez, provoca un gran 
flujo de migraciones, lo que conduce a que las personas se expongan a mayores peligros 
en busca de mejorar su calidad de vida. Por ello, los Gobiernos de la región deben velar 
por garantizar la seguridad para la población tanto nacional como extranjera que habite 
en el territorio.

Muchos homicidios se pueden prevenir al diseñar campañas pedagógicas relaciona-
das con el valor por la vida. Para ello se debe instaurar una cátedra de civismo a nivel esco-
lar, que permita a los adolescentes tener mayor sentido de patria y vida. De igual manera, 
se debe mejorar el nivel de vida de los habitantes, lo que permitirá que la población tenga 
mejores oportunidades de empleo, educación, salud, para reducir la probabilidad de que 
se presenten casos de homicidios. Se puede concluir que el homicidio es un problema con 
particularidades propias en cada país, ya que son muchos los factores que influyen en que 
las tasas de homicidio sean muy bajas en unos países, mientras en otros son altas.

El homicidio trae consecuencias graves de tipo emocional para el núcleo familiar de 
la víctima y su círculo de amistades, y también impacta la economía de una nación, lo que 
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se refleja en los años perdidos asociados a la esperanza de vida de las personas. Establecer 
la causa que da origen a un homicidio representa un elemento importante para las auto-
ridades, no solo para resolver un caso en particular, sino también para establecer la forma 
en que los casos son investigados. Al respecto, un porcentaje muy bajo de los casos de ho-
micidios son resueltos sin conocer el motivo que condujo a ello. Este tema también es de 
gran interés para los entes de salud pública, con el fin de diseñar estrategias que permitan 
reducir estos eventos.
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Validación de una escala de conciencia sobre ciberdelito                   
en estudiantes universitarios de Perú

Validation of a cybercrime awareness scale in Peruvian university students

Resumen. Este artículo presenta un análisis para clasificar los indicadores de conciencia sobre ci-
berdelito en los estudiantes de tres universidades de Perú mediante un cuestionario de veinte ítems 
medidos con la escala Likert, que fue aplicado a un total de 372 estudiantes mediante Google Forms. 
El análisis factorial exploratorio se aplicó a los datos recopilados, que dieron lugar a cuatro factores 
denominados: 1) conciencia sobre phishing, 2) conciencia sobre el spamming, 3) eficacia del software 
antivirus, y 4) bullying en la web. La escala de conciencia sobre el ciberdelito demostró que tiene una 
consistencia interna adecuada de ,892 del alfa de Cronbach para el instrumento general y las alfas 
de las subescalas van desde ,782 a ,861. Así, se logra determinar la validez y fiabilidad de la escala 
propuesta. 	       
Palabras clave: análisis factorial; bullying; cibercrimen; jóvenes; phishing; seguridad de los datos

Abstract. This article presents an evaluation to classify cybercrime indicator awareness in students 
of three universities in Peru. To this end, it applied a twenty-item Likert scale questionnaire using 
Google Forms to a total of 372 students. Exploratory factor analysis was applied to the data col-
lected, resulting in four factors: 1) phishing awareness, 2) spamming awareness, 3) antivirus soft-
ware effectiveness, and 4) web bullying. The cybercrime awareness scale showed adequate internal 
consistency, presenting .892 in Cronbach’s alpha for the overall instrument and a range from .782 
to .861 in the subscales’ alphas, thus, making it possible to determine the validity and reliability of 
the proposed scale.
Keywords: bullying; cybercrime; data security; factor analysis; phishing; youngsters
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Introducción
En la pandemia mundial actual, los estudiantes en todo el mundo han obligado a las ins-
tituciones académicas a adoptar un nuevo esquema de educación a través de la enseñanza 
en línea (García, 2020). Los esfuerzos que ello ha implicado requieren que los estudiantes 
utilicen las tecnologías de información y comunicación (TIC) como teléfonos celulares, 
computadoras y conexión a internet para conectarse con sus docentes, sus lecciones y sus 
compañeros de la universidad (Alcántara, 2020). Sorprendentemente, alrededor del 16 % 
de personas carecen de habilidades en las TIC, aun a pesar de su exposición a internet. 
Goel (2014) menciona que incluso a los internautas todavía les resulta difícil aprender 
con las TIC, aunque a nivel básico las utilicen. Esta situación genera varios escenarios de 
problemas que pueden obstaculizar la calidad del aprendizaje en línea.

Las generaciones actuales han vivido tremendas mejoras en los patrones de comu-
nicación, pero probablemente las generaciones venideras contarán con mejores esquemas 
de interacción hombre-máquina (Padilla-Carmona et al., 2016; Silva et al., 2020). Los 
jóvenes ahora residen en mundos virtuales donde los datos y todo tipo de conocimien-
to se comparten, invitan y excluyen, comprenden y articulan (Yah, 2020). Estas formas 
modernas de contacto transforman las relaciones, y hace que las áreas de intimidad, tan 
ansiosamente cuidadas por nuestras generaciones, tiendan a ser más exhibidas ahora. Por 
ello, es en estos espacios donde las personas deberíamos probar la formación y práctica de 
valores (Ferro-Veiga, 2020).

La expansión de la tecnología a través de los dispositivos móviles y las redes sociales 
conduce a desarrollar un ambiente ideal para múltiples formas de ciberdelincuencia y 
la distribución de información ilícita en internet. Zúñiga (2018) plantea que el público 
en general no es lo suficientemente consciente de la gravedad de los delitos cibernéticos 
ni conoce cómo prevenirlos. Esto crea problemas y desafíos que, según Vajagathali et 
al. (2019), incluyen la coerción cibernética, la descarga ilegal, la piratería informática 
y la piratería de software, entre otros delitos calificados como ciberdelincuencia. Esta es 
una amenaza significativa en todos los ámbitos, incluyendo la defensa nacional, el orden 
estatal y los derechos de privacidad (Fernández & Martínez, 2018). Lamentablemente, 
los informes que circulan en la web presentaron a algunos estudiantes, profesionales y 
celebridades de la televisión acosados por los ciberdelincuentes. 

En este sentido, las tecnologías experimentan mejoras y desarrollos constantes, y 
son una parte cada vez más importante de nuestra vida cotidiana y del funcionamiento 
de las instituciones (Martínez, 2020). Pero estos desarrollos aumentan las posibilidades 
del ciberdelito, ya que internet ahora es una de las tecnologías más utilizadas y uno de 
los principales canales de solicitud de información y negocios. Asimismo, impulsado por 
el Ambisyon Natin 2040, que promueve la visión de moldear a los estudiantes para que 
se desenvuelvan en el mundo real con mayores competencias, se hace necesario aprender 
y aplicar habilidades de TIC (López et al., 2019). Así, este artículo presenta una investi-
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gación centrada en la exploración de los factores de conciencia sobre el ciberdelito desde 
la percepción de los estudiantes universitarios, utilizando un análisis factorial exploratorio 
que se centra en el análisis de los factores subyacentes de una escala de conciencia sobre 
el ciberdelito construido en equipo. El propósito central del análisis es evaluar las propie-
dades psicométricas de la escala de conciencia sobre ciberdelito en los estudiantes univer-
sitarios, con el fin de mostrar su relevancia y confiabilidad.

Marco teórico 
Existen estudios que incluyen como factores relacionados con la ciberdelincuencia la falta 
de formación y educación adecuadas, y un bajo nivel de conciencia sobre el ciberdelito 
(Goel, 2014; Fuster-Guillén et al., 2020); la falta de legislación inclusiva y poco conoci-
miento sobre las políticas de seguridad en internet en las organizaciones (Pons, 2017), 
y el perfil sexual (Senthilkumar & Easwaramoorthy, 2017). Igualmente, una encuesta 
realizada por Muniandy et al. (2017) reveló un comportamiento insatisfactorio de los 
participantes hacia la ciberseguridad. En palabras de Potgieter (2019), los estudiantes de-
ben estar preparados y conscientes de la intervención de protección de datos para evitar 
ser víctimas de la ciberdelincuencia. Al respecto, las campañas de conocimiento pueden 
desarrollar una cultura de seguridad proactiva de la información (Da Veiga, 2016). Sin 
embargo, es bastante desafortunado que el ciberdelito se haya convertido en un concepto 
culturalmente aceptado; la gente ha comenzado a cometer un delito y practicar esta téc-
nica. Por lo tanto, se requiere con urgencia examinar y monitorear este fenómeno, espe-
cialmente en el contexto de la nueva normalidad de la educación superior en el país, que 
requiere que los estudiantes y profesores utilicen internet y otras infraestructuras digitales 
para transferir cualidades y aprendizaje (Tossi, 2017).

En general, las amenazas de internet se pueden dividir en dos grupos diferentes. En 
primer lugar, los desafíos a los derechos legales existentes, cuya característica proviene de 
la aplicación de tecnología emergente (Ferro-Veiga, 2020); y en segundo lugar, las ame-
nazas a, por ejemplo, las propias infraestructuras electrónicas, que tienen el objetivo de 
modificar o evitar el funcionamiento habitual de los sistemas de información. Estos son 
los peligros que surgen del uso de software espía (rastreadores) y de vigilancia automatizada 
(cookies, software espía). Dichos eventos se presentan comúnmente en actividades como el 
acceso no autorizado, la distribución de programas informáticos peligrosos y la denega-
ción intencional de accesos al servicio en internet que perturban los servicios disponibles 
y pueden provocar daños a los portales de las organizaciones que operan con sus clientes 
y usuarios a través de internet (Barrios, 2017).

Así mismo, los instrumentos implementados por los ciberdelincuentes se han desa-
rrollado más o igual que el avance tecnológico, similar a los virus informáticos. Lenhart et 
al. (2015) indican que los ciberdelincuentes corrompieron inicialmente las computadoras 
de sus víctimas al portar virus a través de medios de almacenamiento de datos, mientras 
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que en la actualidad el delito cibernético se realiza mediante internet (Tejo et al., 2021). 
El uso de internet se ha expandido en los últimos cinco años, lo cual ha generado un au-
mento constante en la cantidad de eventos de ciberdelitos.

Por otro lado, Cumbreras (2020) aporta sobre las modalidades de robo por parte 
de los ciberdelincuentes. En las primeras fases de las amenazas de internet, los atacantes 
cibernéticos tienden a piratear las redes de bases de datos para obtener acceso a ellas. Por lo 
tanto, los autores de robos informáticos y delitos cibernéticos se dan cuenta de que el di-
nero está en cuentas bancarias, así que principalmente quieren piratear las computadoras 
utilizadas para las interacciones entre el usuario y la banca. El segundo delito más común 
es el fraude de identidad para las empresas y las personas. El tercer delito más común es 
el acceso abusivo a los sistemas de información. En cuarto lugar, existen transferencias 
patrimoniales no consensuadas, comportamientos delictivos que permiten robar dinero al 
atacante o transferir valiosos activos financieros de las víctimas. Al respecto, según López 
et al. (2018), los principales tipos de ciberdelitos y los aspectos en los que se debe crear 
conciencia sobre ciberdelito son: conciencia sobre el phishing, conciencia sobre el spam-
ming, eficacia del software antivirus y bullying en la web. 

Las personas que cometen este tipo de delitos se denominan piratas informáticos, y 
normalmente son profesionales inteligentes y de alto nivel informático (Sancho, 2017). 
El aumento en el número de computadoras y dispositivos móviles inteligentes en todo 
el mundo, así como el aumento de la conectividad de redes integradas en casi todos los 
países a través de internet, han propiciado el aumento de los piratas informáticos (Ferro-
Veiga, 2020). La seguridad de los datos, por otro lado, tiene tres piedras angulares: secre-
to, integridad y disponibilidad (Cujabante et al., 2020). El primero es la privacidad en 
referencia al valor que se logra al tener los datos reservados solo para los usuarios dentro 
de una red de bases de datos; la integridad tiene el objetivo de mantener intactas todas 
las pruebas, y la disponibilidad permite que el material pueda estar accesible en cualquier 
momento para su consulta.

Metodología 
Esta investigación exploratoria cuantitativa utiliza un marco de validez predictiva para 
examinar los factores de conciencia sobre el ciberdelito entre los estudiantes peruanos 
de la Universidad Nacional Santiago Antúnez de Mayolo, la Universidad San Pedro y 
la Universidad Católica Los Ángeles de Chimbote en Perú. Los jóvenes entre 15 y 25 
años usan con mayor frecuencia los medios digitales para realizar compras por internet, 
por lo que tienen una mayor predisposición a ser víctimas del ciberdelito. Dado que 
esta población se encuentra en su mayoría estudiando en las universidades, se considera 
dicha muestra como idónea para poder validar el instrumento utilizado en este estudio. 
El método también profundiza en la evaluación de la fiabilidad de los factores derivados 
con referencia al valor alfa de Cronbach mínimo del ,70, un total de 372 encuestados de 
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cuatro facultades (ciencias empresariales, ingeniería, ciencias de la salud y educación). Se 
adquirieron las autorizaciones necesarias antes de la recopilación de datos. Asimismo, se 
informó a los estudiantes sus derechos y el contenido del cuestionario, por lo que suscri-
bieron un consentimiento informado.

Debido a la falta de instrumentos disponibles en internet, el equipo investigador 
se vio obligado a hacer una recolección cualitativa de artículos para ser incluidos en el 
instrumento a través del modo de crowdsourcing en línea en Facebook con una pregunta 
“¿Cómo sería su conciencia hacia el ciberdelito y su impacto en su educación?” Se derivó 
un total de sesenta respuestas cualitativas, las cuales se analizaron mediante procedimien-
tos de codificación. Surgieron cuatro categorías principales de ciberdelito basadas en el 
análisis de contenido de las respuestas: ciberdelito contra individuos, contra la propiedad, 
contra una organización y contra la sociedad. Por lo tanto, se construyó una escala de 
20 ítems sobre el conocimiento del ciberdelito. Este instrumento contiene declaraciones 
sometidas a una adecuada validación entre tres expertos, y posteriormente se distribuyó 
entre los 372 encuestados utilizando un formulario electrónico a través de Google Forms.

Al analizar los datos, se codificaron todas las respuestas con 1 para totalmente en 
desacuerdo; 2, en desacuerdo; 3, neutral; 4, de acuerdo, y 5, totalmente de acuerdo. Entre 
las 372 respuestas se utilizó la opción buscar y reemplazar de Microsoft Excel, y luego se 
exportó el archivo en el software SPSS versión 26 para su análisis. Se comprobaron los 
datos en busca de respuestas perdidas (Quezada, 2019).

Para el primer objetivo, se utilizó el análisis de componentes principales con una 
gran muestra, establecida como una salvaguarda para establecer la consistencia del resul-
tado (Supo & Zacarías, 2020). Para el segundo objetivo, dado que en la investigación 
se optó por descubrir las diferencias significativas de perfil sobre los factores derivados, 
se ejecutó la prueba de análisis de varianza multivariante bidireccional mediante SPSS 
V26 con el perfil como variables independientes y las puntuaciones de los factores como 
variables dependientes. Para el tercer objetivo de examinar el poder del instrumento en 
la predicción de la conciencia del delito cibernético, se empleó un análisis de función 
discriminante.

Resultados 
Factores de concienciación sobre la ciberdelincuencia 
El primer análisis de factores exploratorios se llevó a cabo con la escala de 20 ítems para 
medir la conciencia sobre el ciberdelito. Como el tamaño de la muestra es de 372, se llevó 
a cabo una prueba preliminar que involucró las pruebas de Kaiser-Mayer-Olkin (KMO) y 
Bartlett. La medida general de KMO de adecuación de muestreo fue de ,659 y la prueba 
de esfericidad de Bartlett fue inferior a ,05. Con base en estos resultados, se logra definir 
que el análisis factorial en la muestra estudiada es correcto. Utilizando el análisis de com-
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ponentes principales a través de métodos de rotación Varimax se obtuvo una solución de 
cuatro factores (valores propios superiores a 1), que explicó aproximadamente el 65 % de 
la varianza total. Los 20 ítems se incluyeron debido a que su carga factorial era superior a 
,600 (Ledesma et al., 2019), lo que muestra una validez adecuada de la escala.

Después de analizar los elementos incluidos en cada componente, los cuatro fac-
tores son: conciencia sobre el phishing (autovalor = 5,284, α = ,861), conciencia sobre el 
spamming (autovalor = 2,892, α = ,799), eficacia percibida del software antivirus (auto- 
valor = 2,576, α = ,782) y bullying en la web (autovalor = 1,981, α = ,839). En la Tabla 1 
también se muestran los resultados del cálculo del alfa de Cronbach, que nos permite 
identificar si una escala es o no confiable. Para el caso del instrumento analizado, se 
aprecia que los cuatro factores tienen niveles adecuados de fiabilidad, ya que todos son 
superiores al ,70 (Supo & Zacarías, 2020).

Tabla 1. Cargas factoriales según en el análisis de componentes principales

Declaraciones sobre el ciberdelito Carga 
factorial Autovalores % 

de varianza Factores

Creo que es difícil identificar un sitio 
web fraudulento. ,789

5,284 28,789

Conciencia 
sobre el 
phishing 
(α = ,861)

Me importa comprar el mejor software 
antivirus. ,786

Sé cuáles son los datos de mi tarjeta que 
no debería ingresar en ningún sitio web 
sospechoso.

,767

Conozco algunas de las leyes sobre ci-
berdelitos. ,757

Me protejo del ciberdelito. ,684

En general, no confío en los sitios web 
que me piden que ingrese datos sobre 
mi tarjeta bancaria.

,671

Cuando estoy en línea, identifico clara-
mente mi espacio permisible y prohibi-
do a los demás.

,653

Creo que estoy protegido de los ciber-
delitos. ,791

2,892 14,873

Conciencia 
sobre el 
spamming 
(α = ,799)

Creo que descargar cualquier archivo de 
cualquier sitio web siempre es seguro. ,766

Haría clic en cualquier enlace que reci-
ba por correo electrónico/SMS. ,692

Creo que soy capaz de identificar un co-
rreo electrónico o sitio web fraudulento. ,625

Continúa tabla...
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Declaraciones sobre el ciberdelito Carga 
factorial Autovalores % 

de varianza Factores

Creo que un ciberdelito solo afecta el 
espacio virtual. ,811

2,576 12,968

Eficacia 
del software 
antivirus 
(α = ,782)

Creo que los antivirus son suficientes 
para protegerme de un delito cibernéti-
co.

,768

Utilizo otros métodos distintos del sof-
tware antivirus para protegerme de los 
ciberdelitos. 

,745

Haría clic en los archivos con alerta de 
antivirus. ,693

Cuento con antivirus pagado oficial-
mente. ,652

Confío en cualquier sitio web que me 
pida que introduzca los datos de mi 
cuenta bancaria. 

,791

1,981 8,972
Bullying 
en la web 
(α = ,839)

Creo que las grandes empresas son las 
únicas víctimas del ciberdelito. ,787

Creo que solo las personas con mucho 
dinero son las únicas víctimas del ciber-
delito.

,746

He experimentado ser víctima de un de-
lito cibernético. ,648

Fuente: Elaboración propia

Prueba entre los niveles de perfiles destacados                                                  
y los factores derivados
El análisis multivariado de la varianza (Manova) se utilizó en el análisis de los factores de-
mográficos seleccionados, con el sexo y la facultad a la que pertenece el estudiante como 
las variables independientes. Las cuatro dimensiones de la conciencia sobre ciberdelito 
(CSC) se introdujeron como variables dependientes. 

Se empleó la prueba M de Box de igualdad de las matrices de covarianza para 
probar la suposición sobre el uso de Manova. Los hallazgos indican una diferencia es-
tadísticamente significativa en las matrices de covarianza, de ahí el uso de traza de Pillai 
para una prueba multivariante, y la prueba Scheffe para múltiples comparaciones esta-
blecidas en ,001.

El resultado del Manova encontró diferencias estadísticamente significativas en los 
cuatro factores de CSC y las facultades (traza de Pillai = ,683, F [3, 372] = 11,144, p < ,001, 
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η2 = ,236). El sexo se encontró no significativo (traza de Pillai = ,071, F [3, 372] = 2,890, 
p > ,001, η2 = ,236), y el efecto de interacción del sexo y las facultades fue significativo 
(traza de Pillai = ,242, F [3, 372] = 3,235, p < ,001, η2 = ,087). Estos hallazgos implican 
que el sexo afecta la conciencia del ciberdelito de los estudiantes universitarios alrededor 
de un 23,60 %, mientras que la interacción entre el sexo y la facultad afecta la puntuación 
de factores en alrededor de un 8,70 %.

Además, la Tabla 2 refleja la importancia de la prueba de los factores que utilizan los 
efectos entre sujetos de sexo-facultad. Los resultados encontraron que el factor 4 (bullying 
en la web) es la variable más relevante entre las cuatro dimensiones para comparar entre 
facultades en alrededor de 10,5 % (MS = 4,668, F [3, 372] = 7,459, p < ,001, η2 = ,105).

Tabla 2. Significación de la prueba de Scheffe del factor 4 comparando entre 
facultades

Facultades Diferencia 
de medias P Interpretación

Ingeniería

Ciencias económicas ,842 ,017 Significativo

Ciencias de la salud ,146 ,876 No significativo

Educación ,088 ,943 No significativo

Ciencias empresariales
Ciencias de la salud –,691 ,036 Significativo

Educación –,730 ,074 No significativo

Ciencias de la salud Educación –,049 ,866 No significativo

Sexo-facultad (p = ,000); factor 4 (p = ,000) significativo.

Fuente: Elaboración propia

La prueba de Scheffe reveló diferencias significativas en el conocimiento del ciber-
delito en términos del factor 4 (bullying en la web) para estudiantes de la facultad de in-
geniería y ciencias empresariales (diferencia de medias = ,837, p = ,017), y los encuestados 
de la facultad de ciencias empresariales y la facultad de ciencias de la salud (diferencia de 
medias = –,691, p = ,036). Del mismo modo, el resultado mostró que los estudiantes de la 
facultad de ingeniería tienen mejor conciencia del ciberdelito en comparación con otras 
facultades. En comparación, los de la facultad de ciencias empresariales retrataron la con-
ciencia más deficiente sobre el ciberdelito.

Predicción de las capacidades de la escala de conciencia sobre el ciberdelito
Los resultados del análisis discriminante de la función se observan en la Tabla 3 después de 
emplear el análisis de corrección de Bonferroni, que reveló tres funciones discriminantes. 
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La primera función explica el 74,60 % de la variación, R² canónico = ,728; el segundo 
explica el 21,3 % de la varianza, R² canónico = ,502; mientras que el tercero explica solo el 
4,10 %, R² canónico = ,247. En combinación, estas funciones discriminatorias identific-
aron diferencias significativas en la conciencia sobre ciberdelito de los estudiantes univer-
sitarios, χ² (15) = 214,606, p = ,000. Después de eliminar la primera función, la segunda 
función también mostró diferencias significativas en la conciencia de ciberdelito de los 
grupos, χ² (8) = 68,378, p = ,000. Sin embargo, después de eliminar la primera y segun-
da función, la tercera función no identifico diferencias significativas en la conciencia de 
ciberdelito de los grupos, χ² (3) = 12,228, p = ,007. Por lo tanto, la herramienta no había 
mostrado discriminación entre los estudiantes de diferentes facultades.

Tabla 3. Análisis de funciones discriminante

Función λ de Wilks % 
de varianza

Correlación 
canónica df χ2 P Interpretación

1 a través 
de 3 ,330 74,6 ,728 15 214,606 ,000 Significativo

2 a través 
de 3 ,702 21,3 ,502 8 68,378 ,000 Significativo

3 ,939 4,1 ,247 3 12,228 ,007 No significativo

Fuente: Elaboración propia

Hay varias maneras en que la conciencia sobre el ciberdelito se puede utilizar para 
mejorar la experiencia de aprendizaje digital de los estudiantes. Dicha conciencia sirve 
como una herramienta que mide los niveles de seguridad y el impacto del ciberdelito 
en los estudiantes de varias facultades. Esto facilitará una comprensión holística de las 
experiencias de los estudiantes y ayudará a identificar cuáles de los cuatro factores tienen 
el mayor impacto en la experiencia de seguridad de los estudiantes. En general, esta herra-
mienta se puede utilizar para comparar los índices de conciencia sobre el ciberdelito de las 
universidades sobre los cuatro factores. Por lo tanto, se puede replicar.

Discusión
Factor 1: conciencia sobre phishing 
Esta primera dimensión de la escala de conciencia sobre el ciberdelito, que describe el 
28,789 % de los elementos, contiene siete elementos: “Creo que es difícil identificar un 
sitio web fraudulento”, con una carga factorial de ,798, seguido de “Me importa comprar 
el mejor software antivirus”, con una carga factorial de ,768. Los estados de cuenta retratan 
casos sobre transacciones en línea que requieren información confidencial como tarjetas 
bancarias y espacios privados, con cargas de factoriales entre ,767 y ,653.
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Estos hallazgos están relacionados con lo reportado por Cheng et al. (2020), que in-
dica que los estilos de vida en línea de los usuarios son el componente clave del ciberdelito. 
Nagalingam et al. (2015) revelaron un bajo nivel de conciencia sobre los intentos de phish-
ing con factores primos, incluyendo el pasar por alto, la falta de conciencia sobre la banca 
en línea y la negligencia personal. Por su parte, en un estudio de encuesta, Díaz et al. 
(2020) mostraron cómo alrededor del 59 % de los estudiantes que han abierto un correo 
electrónico de phishing hicieron clic en su enlace fraudulento, y una asociación significa-
tiva entre varios factores demográficos y la susceptibilidad de un estudiante a un ataque 
de phishing. Quiroz-Zambrano y Macías-Valencia (2017), a través de una herramienta 
de concienciación sobre la información, dieron a conocer que los hombres comienzan a 
llevar el conocimiento con seguridad a través de la autoenseñanza, mientras que las mu-
jeres tienden a preferir el crédito académico e interactuar en sus círculos sociales. De igual 
forma, Espinoza-Sánchez (2019) señaló la falta de recursos para combatir y salvaguardar 
a los estudiantes contra la ciberdelincuencia.

Por consiguiente, estos hallazgos y estudios relacionados resaltan la urgencia de que 
el sector educativo promueva el diseño de sistemas altamente seguros y proporcione capa-
citación en ciberseguridad a los estudiantes antes de involucrarlos en cualquier plataforma 
de educación digital. Dar a los estudiantes las habilidades y conocimientos sobre cómo 
protegerse contra las amenazas cibernéticas y los intentos de phishing les permitirá saber lo 
que deben hacer en el futuro.

Factor 2: conciencia sobre el spamming
Esta segunda dimensión de la escala de conciencia sobre el ciberdelito describe el 14,873 % 
de los elementos. La escala contiene cuatro elementos: “Creo que estoy protegido de los 
ciberdelitos”, con una carga factorial de ,791, seguido de “Creo que descargar cualquier 
archivo de cualquier sitio web siempre es seguro”, con una carga factorial de ,766. El resto 
de las instrucciones muestran casos de reventado de enlaces e invitaciones innecesarias, 
con cargas factoriales entre ,692 y ,625.

En un estudio realizado por Dada et al. (2019), se mostró que alrededor del 14,3 % 
del tráfico de correo electrónico monitoreado en 2019 es un spam, lo que conduce a una 
mala conciencia del usuario, como hacer clic en el enlace recibido creyendo que es un 
correo electrónico legítimo del proveedor. Esto, según Asghar et al. (2020), aumentará 
el miedo de la gente a entrar a sitios web y otros servicios. Suárez (2018) descubrió una 
proporción muy pequeña de participantes que reconocieron dos objetos sospechosos en 
relación con los encuestados que detectaron solo uno. Además, Roy et al. (2020) indi-
caron en su estudio el grave problema causado por spam a personas, organizaciones y 
proveedores de servicios. A pesar de la alta conciencia de las personas hacia el spam, to-
davía puede pasar debido a descuentos prometedores y precios baratos u ofertas especiales 
(Sancho, 2017; Tejo et al., 2021).
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Esto permite reconocer que el spam es un problema que contribuye a fomentar di-
versas actividades ilegales en el sector educación. Los resultados de estudios relacionados 
indican la naturaleza degenerativa pero creciente del estado de los correos electrónicos 
estafa en todo el mundo. En suma, es necesario educar a los estudiantes en identificar es-
tafas por correo electrónico y seguir prácticas preventivas ampliamente reconocidas, como 
nunca seguir un enlace dentro de un correo electrónico no especificado, o nunca compar-
tir ninguna información personal.

Factor 3: eficacia del software antivirus
La tercera dimensión de la escala de conciencia sobre el ciberdelito, que describe el 
12,968 % de los elementos, contiene cinco elementos: “Creo que un ciberdelito solo afec-
ta el espacio virtual”, con una carga factorial de ,811, seguido de “Creo que los antivirus 
son suficientes para protegerme de un ciberdelito”, con una carga factorial de ,768, y 
“Utilizo otros métodos distintos del software antivirus para protegerme de los ciberdeli-
tos”, con una carga factorial de ,745. Estas declaraciones retratan la necesidad de utilizar 
un software antivirus y de conectar las opciones “permitidas” para aplazarse a sí mismo en 
la confirmación o evitar ser atacado por los ciberdelincuentes.

En un estudio empírico de Rodríguez et al. (2017) se reveló la ineficacia de un sof-
tware antivirus comercial en la detección de todas las formas actuales de malware. Además, 
Sharif et al. (2019) descubrieron varios conceptos erróneos entre los expertos sobre el uso 
de software antivirus que pueden exponer a los usuarios a riesgos en términos de legitimi-
dad, costo e interacción eco-web. Es bastante alarmante observar que la tasa de detección 
inicial de un virus recién creado es inferior al 7 % (Aminu et al., 2020). Schaik et al. 
(2017) encontraron que la mayoría de las organizaciones esperan un ataque sustancial 
antes de implementar políticas antivirus serias e instalar software de análisis de virus. Estos 
estudios revelaron que la mayoría de los productos antivirus en el mercado no podían 
mantenerse al día con la propagación del virus en internet.

No es un secreto que muchas personas han perdido información y han perdido una 
gran cantidad de tiempo tratando de recuperarse después de que un virus logró infectar sus 
computadoras. Esto implica la relevancia de invertir en software legítimo y herramientas 
educativas que mantendrán un ojo y oído para monitorear el acceso de archivos y conver-
saciones, especialmente en la digitalización del aula en la pandemia. Se debe recordar a los 
estudiantes que realicen análisis del equipo en busca de virus potenciales con frecuencia.

Factor 4: acoso a través de la ciberdelincuencia
La cuarta y última dimensión de la escala de conciencia sobre el ciberdelito, que describe 
el 8,972 % de los artículos, se calificó como “bullying en la web”. Contiene cuatro ele-
mentos: “Confío en cualquier sitio web que me pida que entre en el detalle de mi cuenta 
bancaria”, con la mayor carga de ,791, seguido de “Creo que las grandes empresas son las 



Edwin Hernán Ramírez Asís, Roger Pedro Norabuena Figueroa, Ricardo Enrique Toledo Quiñones 
y Patricia Raquel Henostroza Márquez Mázmela

Revista 
Científica
General José María Córdova

220 Volumen 20 � Número 37 � pp. 209-224 � enero-marzo 2022 � Bogotá D.C., Colombia 

únicas víctimas del ciberdelito”, con una carga factorial de ,787, y “He experimentado ser 
víctima de un ciberdelito”, con una carga factorial de ,648. Esto refleja la cultura existente 
del acoso en el mundo cibernético.

La literatura ha declarado varios casos de ciberacoso en todo el mundo. Por ejemplo, 
Lenhart et al. (2015) declaró un aumento del 87 % de los casos de ciberacoso entre los es-
tudiantes de secundaria debido a su uso mejorado de dispositivos electrónicos. Rivadulla 
y Rodríguez (2019) mencionan que el uso de internet durante más de cuatro horas al día 
se asocia con una mayor probabilidad de ser víctima de ciberacoso. Por su parte, Marín-
Cortés (2020) reveló que las estudiantes mujeres son víctimas más que los hombres a 
través de insultos y estar sujetas a rumores. Además, Méndez et al. (2019) describieron 
que solo cuatro de cada diez estudiantes reportarían que fueron ciberacosados, debido al 
anonimato del acosador. Además, la posibilidad de ser ridiculizados o restringidos en su 
uso de la tecnología afecta el rendimiento de los estudiantes (Larrañaga et al., 2018).

Dado el impacto significativo del ciberacoso, como se afirma en los hallazgos y estu-
dios relacionados, los estudiantes tienen una mayor probabilidad de sufrir por esta causa y 
ver afectados sus estados de salud física y emocional, lo que puede convertirse en barreras 
para el funcionamiento adecuado del sistema universitario (Ramírez et al., 2020). En 
este sentido, dado que la apertura de clases se realiza a través de modos digitales, algunos 
alumnos se enfrentarán al acoso de otras personas en la web, sin tener ni idea de quiénes 
son. De hecho, esto implica la responsabilidad de cada institución académica, como las 
universidades, para abordar el impacto potencial del ciberacoso tanto en estudiantes cibe-
racosadores como víctimas.

Este estudio posee limitaciones notables, como las características de los estudiantes 
universitarios, ya que claramente no describe las percepciones de estudiantes en los otros 
niveles como primaria o secundaria. Por esa razón, se recomienda que futuras investiga-
ciones puedan considerar la población de estudiantes de primaria o secundaria, debido a 
que, en la actualidad, esta población también es propensa a ser víctima de los ciberdelitos.

Conclusión
Con base en los resultados de este estudio, se concluye que el uso del análisis de compo-
nentes principales reveló cuatro factores válidos de conciencia sobre el ciberdelito según 
lo perciben los estudiantes universitarios: conciencia sobre el phishing, conciencia sobre el 
spamming, la eficacia percibida del software antivirus y el acoso en la web. La Manova bidi-
reccional mostró que existe una interacción entre el sexo y la facultad a la que pertenece el 
estudiante cuando se relaciona con el factor 4 de ciberdelito llamado “bullying en la web”. 
Además, entre los estudiantes de las cuatro facultades se encontraron diferencias signifi-
cativas en la conciencia del ciberdelito, dado que los estudiantes de ingeniería tienen una 
mejor conciencia sobre ciberdelito respecto a las demás facultades. Por último, el resultado 
del análisis de funciones discriminatorias asegura que la escala desarrollada de conciencia 
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sobre ciberdelito puede servir para identificar y tomar medidas sobre el pensamiento del 
ciberdelito en estudiantes universitarios. En este sentido, se recomienda la aplicación de 
esta herramienta en la evaluación de la conciencia sobre ciberdelito de los estudiantes uni-
versitarios considerando los cuatro factores identificados, puesto que se logró determinar 
que esta escala evidencia validez y confiabilidad. 

Finalmente, a pesar de las limitaciones del estudio por tratarse de una población 
homogénea en una ciudad peruana, es recomendable continuar con esta línea de investi-
gación y ampliar el análisis a poblaciones de otros países. Otra alternativa es iniciar estu-
dios en los trabajadores tanto del sector público como privado, puesto que también son 
una población que utiliza con mayor frecuencia el internet y, por tanto, corren el riesgo 
de ser víctimas del ciberdelito.
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Armonización legislativa en la Comunidad Andina respecto 
a la contratación estatal: perspectiva desde Colombia

Legislative harmonization in government contracting in the Andean 
Community: a Colombian perspective

Resumen. Este artículo aborda la importancia de la armonización legislativa de los países de la 
Comunidad Andina en la contratación estatal. Para ello se identifica la relación entre la armoniza-
ción legislativa y los contratos estatales, se exponen las principales razones que justifican las propues-
tas de armonización legislativa en este tema, se analizan los obstáculos que enfrenta la consolidación 
de una normatividad supranacional, así como las posibles soluciones ante estos obstáculos. Se usó 
una metodología de investigación cualitativa y dogmática, con base en la doctrina y las leyes colom-
bianas y del marco andino, para explicar la naturaleza jurídica de la normatividad frente al tema. Se 
concluye que el proceso de integración andina del que hace parte la armonización legislativa pro-
puesta es un proceso ambicioso y complejo, pero con grandes beneficios para sus países miembros.      
Palabras clave: contratación estatal; derecho internacional; integración andina; organización 
intergubernamental; supranacionalidad

Abstract. This article addresses the importance of legislative harmonization in government pro-
curement in the Andean Community countries. To this end, the relationship between legislative 
harmonization and state contracts is identified. The main reasons that justify the proposals for 
legislative harmonization in this area are presented, and the obstacles faced by the consolidation 
of supranational normativity are analyzed, identifying the possible solutions to these obstacles. 
A qualitative and dogmatic research methodology was used, based on Colombian and Andean 
doctrine and laws, to explain the legal nature of the regulations on the subject. It is concluded that 
the Andean integration process, of which the proposed legislative harmonization is a part, is an 
ambitious and complex process, but with great benefits for its member countries.
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Introducción
La Comunidad Andina (CAN) fue creada el 26 de mayo de 1969 con el Acuerdo de 
Cartagena, lo que permitió la unión entre los Estados de Bolivia, Colombia, Ecuador 
y Perú. Esta comunidad se estableció como un proceso de integración subregional, con 
la finalidad de conseguir la conformación de un sistema económico que garantizara una 
mejor interacción financiera, comercial y social entre los países que la conforman. 

Entre los Estados miembros de la CAN existen divergencias en la gestión de los 
escenarios políticos, sociales, jurídicos y económicos; pero también existen similitudes, 
en especial en el escenario jurídico, dado que los sistemas jurídicos de los países andinos 
mantienen puntos de contacto a raíz de una historia jurídica compartida. En todo caso, 
frente a fenómenos como la internacionalización del derecho y la globalización jurídica, 
resulta procedente la consolidación de armonizaciones legislativas en el ámbito comuni-
tario andino.

Al respecto, hay diversidad legislativa entre los Estados andinos respecto al mar-
co normativo de los contratos estatales, como consecuencia de la categorización del 
derecho como ciencia social, pues cada Estado andino se ha organizado y ha creado un 
conjunto de normas jurídicas que responden a sus necesidades e intereses. Por lo tanto, 
en los ordenamientos jurídicos de los países de la CAN imperan elementos propios de 
cada nación, pero a la vez interrelacionados históricamente con los marcos normativos 
de sus países vecinos. 

En este sentido, al estudiar el derecho comunitario andino, se ha podido constatar 
la inexistencia de armonizaciones legislativas, a pesar de la homogeneidad en los sistemas 
jurídicos de estos países, lo que hace evidente la necesidad de identificar herramientas 
jurídicas para que los Estados andinos se puedan contextualizar en mayor grado frente al 
fenómeno de la globalización, en especial frente al fenómeno de la globalización jurídica. 
Este artículo analiza el estado de la armonización legislativa en la CAN respecto a la con-
tratación estatal desde la perspectiva de la legislación colombiana, para comprender las 
razones que justifican las propuestas de armonización, así como los obstáculos que estas 
propuestas enfrentan y sus posibles soluciones.

En concordancia con lo anterior, es importante anotar que el sistema jurídico co-
lombiano fue ajustando progresivamente sus bases para una apertura económica a partir 
de los años noventa. Por ello, uno de los primeros hechos legislativos relevantes en materia 
contractual es sin duda la expedición del estatuto de contratación estatal contenido en la 
Ley 80 de 1993, que incorporó de manera expresa el principio de reciprocidad y, con ello, 
un ambiente más flexible frente a la participación de bienes y servicios extranjeros en pro-
cesos de selección de contratos estatales. Este hecho se puede señalar como el nacimiento 
de la internacionalización del contrato estatal en Colombia.
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La relación entre la armonización legislativa en la CAN                              
y los contratos estatales
La CAN atraviesa por una crisis jurídica y política en la cual el sistema jurídico de los 
países miembros de la CAN puede actuar como obstáculo para el proceso andino de 
integración (Rodríguez, 2014). En este sentido, en aras de fortalecer la integración andi-
na, resulta de interés identificar la importancia de propuestas de armonización legislativa 
desde el ámbito de los contratos estatales (Saidiza & Carvajal, 2016).

Lograr la consolidación de armonizaciones legislativas en la CAN en este aspecto 
permite cumplir con el principio de reciprocidad, que en Colombia ha sido tipificado 
como un mandato orientador en la gestión contractual consagrado en el artículo 20 de la 
Ley 80 de 1993. Este principio resulta eficaz en procesos de selección para contratación 
estatal en que existan ofertas de bienes y servicios de origen nacional y de origen extranje-
ro. En este sentido, el Estatuto de Contratos Estatales permite la participación de ofertas 
nacionales y extranjeras en procesos de selección, aplicando criterios paritarios en el pro-
ceso de evaluación, de conformidad con el marco normativo del Estado colombiano y de 
la nacionalidad de la propuesta extranjera. 

Adicionalmente, esta armonización legislativa promueve el cumplimiento de aque-
llas normas constitucionales colombianas que pretenden promover la CAN como proceso 
de integración, consagradas en la Constitución de 1991 desde el preámbulo hasta artícu-
los como el 227. La Constitución colombiana prevé esquemas de integración y, a la vez, 
abre la posibilidad de que el Estado colombiano forme parte de órganos supranacionales. 
Para ello, en su preámbulo manifiesta: “El pueblo de Colombia en ejercicio de su poder 
soberano y comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana 
decreta, sanciona y promulga la siguiente Carta Política de Colombia”. De la misma ma-
nera, en el artículo 9, párrafo 2, orienta la política exterior del Estado colombiano “hacia 
la integración latinoamericana y del Caribe”.

En cuanto a las funciones específicas del Congreso, el artículo 150, numeral 16, 
establece:

 Aprobar e improbar los tratados que el Gobierno celebre con otros Estados o con 
entidades de derecho internacional. Por medio de dichos tratados podrá el Estado, 
sobre bases de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional, transferir parcialmente 
determinadas atribuciones que tengan por objeto consolidar la integración económica 
con otros Estados. 

De conformidad con lo anterior, el artículo 227 de la Constitución corrobora su pos-
tura integracionista al determinar en su última parte: “La ley podrá establecer elecciones 
directas para la constitución del Parlamento Andino y del Parlamento Latinoamericano”. 
Adicionalmente, prevé lo siguiente:
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[…] el Estado promoverá la integración económica, social y política con las demás 
naciones y, especialmente, con los países de América Latina y del Caribe mediante la 
celebración de tratados que, sobre bases de equidad, igualdad y reciprocidad, creen or-
ganismos supranacionales, inclusive para conformar una comunidad latinoamericana 
de naciones.

En consecuencia, como bien lo manifiesta la Carta política, la política exterior co-
lombiana está orientada hacia la integración con otros Estados, especialmente con las 
naciones latinoamericanas y del Caribe (Barragán, 2016).

De conformidad con este marco constitucional, resulta importante dar la aplicación 
debida al Acuerdo de Cartagena de 1969, considerado como el acto jurídico por el cual 
se creó la CAN. Para ello es procedente afirmar que las disposiciones de este Acuerdo y su 
protocolo modificatorio responden a la idea de tratado-marco, en razón a que su conteni-
do normativo no puede abarcar la totalidad de los temas que supone el proceso andino 
de integración. Por ello, para Tangarife (2002), la norma en mención es “un tratado de 
naturaleza programática toda vez que sus disposiciones determinan el fin y los objeti-
vos del esquema integrador, así como las estrategias para el desarrollo de estos” (p. 179). 
Cabe anotar que ello está en perfecta correspondencia con lo dispuesto por el Tribunal de 
Justicia de la Comunidad Andina (1998) en el marco de la acción de nulidad del 26 de 
febrero de 1998 interpuesta por Venezuela.

Ahora bien, de cara al fenómeno de la globalización, que sin lugar a equívocos irra-
dia a los Estados andinos, es necesario contextualizar los sistemas jurídicos de los Estados 
andinos en el marco de este fenómeno global (Palomares, 2015). Esto supone la necesidad 
de elaborar herramientas jurídicas acordes con los propósitos de los Estados miembros 
de la CAN, que logren hacer del derecho interno y el derecho comunitario instrumentos 
funcionales y ágiles en pro de facilitar y regular las relaciones que se desarrollan dentro del 
ámbito andino regional (Patarroyo & Benavides, 2014; Rodríguez, 2016). Entre dichas 
herramientas se encuentran las armonizaciones legislativas en el interior de la CAN. Para 
ello, es importante resaltar que la internacionalización de la vida jurídica plantea la pro-
cedencia de la integración jurídica (Humbarita, 2015), que deja de ser una conveniencia 
para convertirse en una necesidad, especialmente en el ámbito de los contratos (Maside, 
2004), para efectos de lo dispuesto respecto a los contratos estatales. 

Durante los últimos años, la globalización se ha desarrollado a un ritmo acelerado, lo 
que ha generado un nuevo escenario internacional en el cual personas naturales y jurídicas 
de diferentes países del mundo concurren al mercado global en aras de adquirir y ofertar 
bienes y servicios. Esta situación no es ajena a la contratación estatal, razón por la cual 
los procesos de armonización legislativa en el marco de temas comunes a la contratación 
estatal, en el ámbito de la CAN, constituyen un importante instrumento para el desarrollo 
económico de los Estados miembros de la CAN y a la vez suponen el cumplimiento de 
normas constitucionales referentes a la consolidación del proceso andino de integración. 
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Como consecuencia de ello, estos procesos derivan en la promoción de la noción de su-
pranacionalidad que conlleva el derecho comunitario andino.

La globalización ha generado la apertura de fronteras territoriales, lo que a su vez 
ha hecho que se debiliten las barreras comerciales. En razón a ello, los Estados en vía de 
desarrollo, como los Estados andinos, deben fortalecerse no solamente de manera indivi-
dual, sino también en el escenario de la subregión andina. Por ello, la CAN ha proyectado 
como finalidad desde su creación fortalecer económica, política, social y jurídicamente a 
sus Estados miembros de manera gradual y conjunta, en el escenario del proceso andino 
de integración (Palomares & Calonje, 2015).

En este orden de ideas, dada la necesidad de fortalecer la integración andina tam-
bién desde la perspectiva jurídica, las propuestas de armonización legislativa adquieren 
toda la importancia, ya que no solo permiten promover la integración normativa dentro 
del derecho interno de los Estados miembros, sino también dar cumplimiento a la nor-
matividad constitucional referente a la promoción del proceso andino de integración. 
Al respecto, es importante señalar que en el sistema jurídico de los contratos estatales 
en los países miembros de la CAN coexiste una multitud de normas autónomas y otras 
fuentes normativas. Se trata en este caso de una legislación caracterizada por su na-
turaleza coyuntural y poco coherente, que demanda una armonización e integración 
normativa eficaz (Fernández, 2009).

Ahora bien, sin lugar a equívocos, en Colombia y los demás países miembros de la 
CAN existe preocupación desde tiempo atrás sobre la forma de mejorar la calidad de las 
normas jurídicas que orientan la contratación pública; se ha considerado que dichas nor-
mas deben ser más transparentes y que deben velar por los derechos de igualdad, equidad 
y libre concurrencia (Blanco, 2020). Esto puede facilitar la participación de nuevos pro-
ponentes que no están habituados al funcionamiento del sistema jurídico de contratación 
pública, de forma que se ampliaría la base de oferentes y proveedores del Estado.

Es indudable que las propuestas de armonización legislativa en la contratación esta-
tal desde el escenario de la CAN requieren un cambio de perspectiva jurídica por parte de 
los diferentes órganos estatales de los países miembros. Para ello, es importante no olvidar 
que la ciencia jurídica ha dejado de ser una disciplina histórica, lo que supone la necesidad 
de un renacimiento del derecho contractual estatal y de cambios legales progresivos que 
permitan revitalizar una tradición común (Quiroz, 2014).

Por lo anterior, es manifiesta la necesidad de contextualizar el marco normativo 
de los procesos de selección de contratos estatales frente al derecho interno y al derecho 
comunitario andino. Ello permitiría abrir las puertas de la unificación normativa de la 
legislación propia de los contratos estatales, lo cual constituiría una etapa muy relevante 
y avanzada en el lento camino hacia la andinización del derecho de los contratos estatales 
(Fernández, 2009).

La investigación científica colombiana no ha planteado reflexiones en lo atinente 
a la contratación estatal desde la CAN, a pesar de que la Ley 80 de 1993, que expide el 
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estatuto contractual, contempla la posibilidad de participación de extranjeros en procesos 
de selección gestionados por el Estado colombiano, bajo las premisas de sus artículos 20 y 
21. Al respecto, el artículo 20 de dicha ley establece como principio orientador de la con-
tratación estatal el principio de reciprocidad, que se refiere a la correspondencia que debe 
existir entre el Estado colombiano y otros Estados en el marco de los procesos de selección 
de contratos estatales. Dicho principio es un mandato que se materializa en

[…] el compromiso adquirido por otro país, mediante acuerdo, tratado o convenio 
celebrado con Colombia, en el sentido de que a las ofertas de bienes y servicios colom-
bianos se les concederá en ese país el mismo tratamiento otorgado a sus nacionales en 
cuanto a las condiciones, requisitos, procedimientos y criterios para la adjudicación de 
los contratos celebrados con el sector público. (Ley 80, 1993, art. 20)

A su vez, en los procesos de selección de contratos estatales, la norma señala que se 
concederá al proponente de bienes y servicios de origen extranjero el mismo tratamiento 
y las mismas condiciones, requisitos, procedimientos y criterios de adjudicación que el 
tratamiento concedido al nacional colombiano. Por su parte, el artículo 21 establece lo 
siguiente:

Las entidades estatales garantizarán la participación de los oferentes de bienes y servi-
cios de origen nacional, en condiciones competitivas de calidad, oportunidad y precio, 
sin perjuicio del procedimiento de selección objetiva que se utilice y siempre y cuando 
exista oferta de origen nacional. (Ley 80, 1993, art. 21)

De acuerdo con este marco normativo, es importante anotar que la normatividad 
de la contratación pública colombiana prevé la posibilidad de que extranjeros sean pro-
ponentes en los procesos de selección gestionados por Colombia, a través de tratados o 
acuerdos internacionales, o leyes propias del derecho interno, sin que el referido marco 
normativo prevea la posibilidad de armonizaciones legislativas frente a la temática en 
particular.

Justificación de propuestas de armonización legislativa en la 
contratación estatal desde la CAN
El marco normativo de la contratación estatal en los Estados andinos evidencia un por-
centaje alto de similitud, desde la etapa del proceso de selección de contratos estatales 
hasta su etapa de liquidación. Sin embargo, esto no facilita en modo alguno la viabilidad 
de propuestas de armonización legislativa sobre el tema.

De otro lado, es importante anotar que dichas propuestas de armonización legislati-
va pueden impulsar el cumplimiento de normas constitucionales orientadas al proceso an-
dino de integración, por lo cual pueden garantizar la mencionada supranacionalidad en el 
contexto de la CAN. Al respecto, se entiende por supranacionalidad andina la autonomía 
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de la CAN otorgada por los Estados miembros en tratados o acuerdos internacionales, en 
aras de que esta organización internacional pueda ejercer las competencias que los Estados 
andinos le han transferido. Es importante no olvidar que dicha supranacionalidad permite 
a su vez a los Estados miembros transferir el ejercicio de facultades soberanas a la CAN y 
establecer órganos comunitarios autónomos con capacidad para emitir decisiones vincu-
lantes para todos los Estados miembros (Blanco, 2013a).

Estos son fundamentos relevantes para consolidar propuestas de armonización 
legislativa; sin embargo, es procedente establecer otros fundamentos que justifican las 
propuestas de armonización legislativa en el marco de la contratación estatal y desde el 
escenario de la CAN.

1
En primer lugar, un texto normativo que armonice los principales aspectos normativos de 
la contratación estatal coadyuva a fortalecer el proceso de integración andino. Al respecto, 
es importante anotar que la integración andina no es un proceso exclusivamente de orden 
económico, sino también jurídico.

2
En segundo lugar, a través de la armonización legislativa se logra ejecutar los acuerdos, tra-
tados y protocolos de integración suscritos entre los Estados miembros de la CAN, en es-
pecial el Acuerdo de Cartagena, ya que al armonizar leyes particulares de cada Estado que 
hace parte del proceso se promueve el desarrollo del derecho supranacional. Sobre esto, 
la Corte Constitucional colombiana, en Sentencia C-137 de 1996, previó lo siguiente: 

Como es sabido, el concepto de supranacionalidad —dentro del que se inscribe el 
Acuerdo de Cartagena— implica que los países miembros de una organización de esta 
índole se desprendan de determinadas atribuciones que, a través de un tratado interna-
cional, son asumidas por el organismo supranacional que adquiere la competencia de 
regular de manera uniforme para todos los países miembros sobre las precisas materias 
que le han sido transferidas, con miras a lograr procesos de integración económica de 
carácter subregional. (Corte Constitucional, Sentencia C-137, 1996)

De conformidad con lo dispuesto en la citada jurisprudencia, la supranacionalidad 
supone la autonomía de la CAN otorgada por los países miembros, y su naturaleza jurídi-
ca logra transformar la noción clásica de soberanía. Por ello se considera que el Acuerdo de 
Cartagena estableció en el ordenamiento jurídico de los países andinos una modificación 
del concepto de soberanía al introducir el concepto de supranacionalidad.

3
En tercer lugar, la armonización legislativa en los procesos de selección, ejecución y liqui-
dación de contratos estatales en la CAN permite reducir la diversidad legislativa de los 
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sistemas jurídicos de los Estados andinos y, con ello, evita normas opuestas y contradic-
torias entre sí por la coexistencia de diversos ordenamientos jurídicos. Es de importancia 
resaltar que esto evita un alto grado de incertidumbre legal para quienes participen en 
la gestión contractual. En otras palabras, la legalización de propuestas de armonización 
legislativa en el marco de la contratación estatal desde la CAN evita la incertidumbre del 
desconocimiento del régimen jurídico aplicable a una determinada relación jurídica entre 
proponentes, contratistas y entidades públicas contratantes. De esta forma, la adopción de 
normas uniformes para determinar el derecho aplicable a los contratos estatales en la CAN 
constituye un método eficaz, aunque parcial, de ofrecer una mayor seguridad jurídica a los 
operadores que participan en la gestión contractual estatal.

4
En cuarto lugar, la contratación estatal requiere aproximarse a una relativa homogenei-
dad normativa, en aras de establecer un espacio económico común (Fernández, 2009), 
de forma que permita la participación eficiente de pequeñas y medianas empresas en los 
procesos de selección de contratos estatales.

5
Otra razón que justifica las propuestas de armonización legislativa al respecto es la insufi-
ciencia del derecho internacional privado y público para subsanar los conflictos jurídicos 
que pueden surgir entre proponentes o contratistas extranjeros con entidades públicas 
contratantes colombianas.

6
Adicionalmente, las propuestas de armonización legislativa desde la CAN en el marco de 
los contratos estatales permiten garantizar el cumplimiento de principios orientadores del 
régimen del mercado contemporáneo, entre ellos los principios de a) progresividad, b) no 
discriminación por razón de nacionalidad y c) equivalencia en las condiciones de acceso al 
mercado o de reconocimiento mutuo. 

a.	 El principio de progresividad en el escenario de la contratación pública se ex-
plica como un mandato que pretende de manera concurrente el logro gradual 
de mayores beneficios económicos a los Estados miembros, a los proponentes 
y a los contratistas del Estado. Desde esta perspectiva, es importante anotar 
que la existencia de propuestas de armonización legislativa desde la contrata-
ción estatal permite aumentar las inversiones extranjeras y nacionales. En este 
sentido, el citado principio tiene por finalidad ayudar a superar las dificultades 
económicas y jurídicas que puedan evidenciar los Estados miembros, los con-
tratistas y los proponentes (Carbonara & Parisi, 2007).
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b.	 El principio de prohibición de toda discriminación por razón de nacionalidad 
es un mandato de la CAN para garantizar que no haya discriminación entre 
los protagonistas de la gestión contractual estatal dentro de la región andina. 
En este sentido, prohíbe establecer restricciones a la libre circulación de bie-
nes y servicios ofertados o a adquirir por las entidades públicas contratantes. 
Esto implica, en consecuencia: 1) no introducir nuevas discriminaciones en 
las legislaciones internas de los Estados andinos, y 2) eliminar todas las dis-
criminaciones existentes a la libre circulación de bienes y servicios del Estado, 
en la forma prevista en los tratados y otras normas comunitarias (Sánchez & 
Barceló, 2008).

c.	 En cuanto al principio de equivalencia en las condiciones de acceso al mercado 
o de reconocimiento mutuo, es importante anotar lo siguiente en aras de con-
textualizar su naturaleza jurídica: 
[…] los principios de progresividad y de prohibición de toda discriminación por 
razón de nacionalidad, no son suficientes para la realización del mercado común 
andino en el contexto de la contratación estatal, ya que los Estados miembros 
siguen manteniendo la competencia para establecer las normas que regulan el 
ejercicio de las actividades económicas en sus mercados nacionales. Es en este 
sentido que resulta procedente afirmar que la existencia de legislaciones naciona-
les divergentes sobre las normas que regulan los procesos de selección, ejecución 
y liquidación de contratos estatales, causan a menudo obstáculos o restricciones 
a la libre concurrencia. Es por ello de importancia el principio de equivalencia 
en las condiciones de acceso al mercado o de reconocimiento mutuo, el cual 
prevé la presunción de que todo proceso de selección gestionado legalmente en 
un Estado miembro se debe ofertar sin restricciones hacia cualquier otro Estado 
miembro de la CAN. (Sánchez & Barceló, 2008, p. 34)

7
El marco normativo para los contratos estatales exige normas jurídicas cuyo contenido 
evidencie la mayor claridad posible, de tal suerte que contratante y contratista conozcan 
previamente el nivel de responsabilidad que van a asumir. Adicionalmente, es indispen-
sable para las entidades públicas contratantes contar con normas jurídicas claras que 
respalden eficientemente la obtención real en calidad y cuantía de las indemnizaciones 
a que haya lugar como consecuencia de la declaratoria de sanciones contractuales como 
multas, clausulas penales pecuniarias o caducidades. En este sentido, una razón más que 
justifica las propuestas de armonización legislativa es que dicha armonización permite 
evitar problemas jurídicos derivados de la ambigüedad de normas jurídicas, en especial 
los problemas relacionados con la ilusión de las entidades públicas contratantes de ob-
tener un verdadero resarcimiento por el incumplimiento contractual (Sarmiento et al., 
2017).
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8
Finalmente, la armonización legislativa en contratación estatal permite disminuir un 
fenómeno endémico pero que ha incrementado exponencialmente: la corrupción. Para 
efectos de este artículo, se entiende por corrupción conductas que constituyen una viola-
ción activa o pasiva de un deber institucional, desde la discreción, con el objeto de obtener 
un beneficio extrainstitucional.

Existen varias medidas propuestas en el plano internacional para erradicar el fenó-
meno de la corrupción, entre ellas la posibilidad de hacer propuestas de armonización 
legislativa en el contexto de los contratos estatales, ya que esto permitiría fomentar la 
transparencia, modificar la cultura empresarial, acabar con paraísos fiscales, modernizar el 
Estado y mejorar la coordinación de los órganos encargados de perseguir la criminalidad.

Obstáculos a las propuestas de armonización legislativa
La armonización legislativa en la contratación estatal no es un objetivo de fácil consoli-
dación; es más, en principio podría decirse que es un objetivo utópico. A continuación se 
establecen algunos de los obstáculos que enfrenta la posibilidad de viabilizar propuestas de 
armonización legislativa respecto a este tema1.

El primer obstáculo son las limitaciones del Parlamento Andino, por su propia cons-
titución. De conformidad con la Sentencia C-231 de 1997 de la Corte Constitucional de 
Colombia, por lo establecido en el artículo 43 del Acuerdo de Cartagena, el Parlamento 
Andino 

[…] es el órgano deliberante del sistema, pero carece de facultades de decisión. Su 
papel se limita a promover y orientar el proceso de integración, examinar su desarrollo, 
promover la armonización de las legislaciones de los países miembros y sugerir a los ór-
ganos e instituciones del Sistema la adopción de decisiones o la realización de acciones. 
(Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-231, 1997)

Por este motivo, el Parlamento no evidencia capacidad legislativa, ya que solo ostenta 
la mera facultad de promoción y armonización de normas, y de promoción, cooperación 
y coordinación normativa entre los diferentes parlamentos nacionales, pues no se encarga 
de proponer, debatir o aprobar normas comunitarias. Lamentablemente, el marco norma-
tivo de la CAN limita sus facultades a sugerencias para otros órganos del Sistema Andino 
de Integración (SAI). Ello es así a pesar de que el Parlamento Andino está constituido por 
miembros elegidos por elección popular, quienes, por la forma de su designación, tienen 
legitimidad para emitir decisiones comunitarias.

1	 Es de resaltar que dichos obstáculos no se enmarcan aquí en la crisis política, jurídica y económica de la CAN, 
ya abordada en artículos anteriores (Blanco, 2013b; 2014).
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En segundo lugar, una de las mayores críticas que se les ha planteado a los procesos 
de armonización normativa se circunscribe a los costos que genera (Bonilla, 2013). En 
efecto, el proceso de adaptación de los ordenamientos jurídicos internos y de las entidades 
públicas contratantes, de los proponentes y de los contratistas a las nuevas disposiciones 
contenidas en el instrumento armonizador resulta costoso en términos presupuestales. 
Sin embargo, cabe considerar que los beneficios que genera un proceso armonizador en 
algún momento superarán los costos causados por su implementación y desarrollo; claro 
está, ello depende de que el instrumento sea exitoso y cuente con una buena acogida y 
aceptación en el ámbito regional andino. Esto será consecuencia del paso del tiempo y de 
la constante percepción de beneficios por las entidades públicas contratantes y los sujetos 
de derechos que participen en la gestión contractual.

Finalmente, un tercer obstáculo es la inexistencia de estudios acuciosos de derecho 
comparado en el marco de la contratación estatal en los países andinos. Como consecuen-
cia, esto ha hecho imposible determinar los problemas jurídicos comunes a los distintos 
ordenamientos que afectan a la contratación pública y, por lo tanto, frente a una posible 
armonización legislativa, las disposiciones normativas incorporadas en el texto armoniza-
dor no pueden evidenciar los efectos esperados al momento de su aplicación (Osborne, 
2006). En otras palabras, las pocas reflexiones sobre la contratación estatal desde el escena-
rio del derecho comparado impiden el enriquecimiento del proceso armonizador, lo que 
puede afectar los posibles resultados de la eventual armonización legislativa.

Soluciones a los obstáculos
Las propuestas de armonización legislativa en la contratación estatal deben tener muy en 
cuenta la consecución de un derecho contractual estatal andino más coherente. En este 
sentido, y como soluciones a los obstáculos para consolidar estas propuestas, se establecen 
las dos siguientes. 

En primera medida, el artículo 43 del Acuerdo de Cartagena establece entre las 
funciones del Parlamento Andino “promover la armonización de las legislaciones de los 
Países Miembros” (CAN, 1969). No obstante, esta competencia no ha tenido desarrollo 
normativo. Por esa razón, debe emprenderse un camino de transformación que podría 
liderar el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, órgano de la CAN que 
actualmente concentra las competencias normativas de la CAN, con la facultad de ex-
presarse mediante declaraciones y decisiones. En particular las decisiones de este Consejo 
forman parte del ordenamiento jurídico de la CAN, por lo cual se constituyen en normas 
de derecho comunitario. De acuerdo con Tremolada (2007): 

El Consejo como órgano de dirección política vela por alcanzar los objetivos del pro-
ceso y dentro de su seno se intenta consolidarlos en el marco de los intereses estatales. 
[Esta] es una competencia general que no riñe con la integración y que determina que 
tanto sus declaraciones y decisiones sean adoptadas por consenso. Si bien las declara-



Carolina Blanco Alvarado

Revista 
Científica
General José María Córdova

238 Volumen 20 � Número 37 � pp. 227-241 � enero-marzo 2022 � Bogotá D.C., Colombia 

ciones son manifestaciones de carácter no vinculante, las decisiones, como competen-
cia específica fruto del propio derecho originario, son normas jurídicas del segundo 
nivel que se rigen por lo establecido en el Acuerdo de Cartagena y en el Tratado de 
Creación del Tribunal de Justicia. (p. 323)

En este sentido, el Consejo Andino de Ministros debe garantizar la participación del 
Parlamento Andino en el proceso previo a la toma de decisiones supranacionales, median-
te la implementación de un mecanismo de opinión o dictamen previo emitido por este 
Parlamento, en aras de respetar su legitimidad. Para ello se debe aplicar con rigurosidad el 
reglamento del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores (1997, Decisión 
407, artículo 6, literal g), con el fin de que en dicha instancia se estudien las propuestas 
de armonización legislativa.

Como segunda medida para lograr la legalización de propuestas de armonización 
legislativa en el marco de los contratos estatales desde la CAN, es necesario apreciar las 
concomitancias y divergencias existentes entre los distintos sistemas legislativos contrac-
tuales de los países integrantes de la CAN. Solo de este modo se pueden precisar las pautas 
concretas por las que debería discurrir la norma general que terminará siendo aplicable. 
En una segunda etapa, y a partir de los resultados obtenidos en el estudio de la diversidad 
legislativa andina, se debe elaborar y aprobar un texto que, en coexistencia con las distintas 
regulaciones nacionales, tenga naturaleza facultativa para los contratantes. De este modo 
quizás podría evitarse el más que probable rechazo desde los sectores jurídicos más conser-
vadores hacia el establecimiento imperativo del texto. 

Por otra parte, a lo largo de este periodo, podría comprobarse la efectividad de aque-
lla norma, con el objeto de efectuar todas las modificaciones que vinieran aconsejadas 
por la praxis. Solo tras este periodo de aplicación facultativa, una vez que las entidades 
públicas contratantes y los contratantes andinos se hayan familiarizado con el modelo y lo 
terminen aceptando, se operaría la parcial derogación de los estatutos contractuales esta-
tales nacionales. Es de importancia resaltar que dicho texto debe ser muy bien elaborado 
desde el punto de vista técnico para que realmente sirva a la resolución de problemas ju-
rídicos; si el resultado final responde a las debidas exigencias de calidad, debe garantizarse 
su aplicación práctica (Estrella, 2011).

Conclusiones 
Así pues, la consolidación de propuestas de armonización legislativa respecto a los contra-
tos estatales en el marco de la CAN permite cumplir no solo con principios constituciona-
les como la seguridad jurídica y la legalidad, sino también con derechos constitucionales 
como la libre concurrencia y la igualdad en los procesos de selección de contratos estata-
les. Adicionalmente, dichas propuestas de armonización legislativa se orientan al cumpli-
miento de las normas constitucionales que prevén la necesidad de fortalecer el proceso de 
integración andina.
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Para que este proceso de armonización legislativa sea completo supone, además del 
desarrollo legislativo, la coordinación de funciones y políticas de orden comunitario y 
nacional por parte de los Estados miembros. Por todo ello, se trata de una propuesta am-
biciosa y compleja, que podría llegar a sustituir el Estatuto de los Contratos Estatales en 
los países miembros de la CAN. En este sentido es un fenómeno nuevo, sin precedentes 
en la historia.

Es importante no perder de vista que el fin del proceso de integración andino es el 
desarrollo de los países miembros, por lo que resulta procedente afirmar que este proceso 
no es más que una herramienta para que los países andinos se puedan desarrollar eco-
nómica, política, social y jurídicamente, de una manera más rápida, aprovechando las 
ventajas jurídicas que ofrecen las dinámicas de la integración, entre ellas, la armonización 
legislativa propuesta. En un proceso de armonización legislativa de los contratos estatales, 
las diferencias entre los sistemas jurídicos de los Estados miembros disminuyen, y con ellas 
la incertidumbre y los obstáculos para el desarrollo de las relaciones entre estos países en 
el marco de la globalización.

En este proceso de integración, el Parlamento Andino es un órgano de la CAN que 
debe aprovecharse para avanzar. En este sentido, es importante asignarle competencias 
legislativas que le permitan crear normas con fuerza vinculante. Por otra parte, la armoni-
zación de algunos temas de la contratación estatal debe llevarse a cabo en función de las 
exigencias y necesidades de las entidades públicas contratantes y de los sujetos de derecho 
que participan en la gestión contractual estatal.
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